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EDITORIAL

Este número dos Cadernos IPPUR encontra-se estruturado em dois grandes segmentos
temáticos, estreitamente articulados. No primeiro, são tratados os rumos tomados
pelo capitalismo nas últimas décadas, com ênfase nas transformações territoriais asso-
ciadas às novas formas de produção da riqueza, ao agravamento das desigualdades
socioeconômicas e à afirmação de ideologias portadoras de fortes impactos no campo
das ciências sociais aplicadas. De fato, o pensamento crítico enfrenta, atualmente,
desafios relacionados tanto à reestruturação produtiva quanto à veloz multiplicação
de modelos de intervenção no tecido social. Emergem, nessas circunstâncias, dis-
cursos que, enunciadores da eficácia e da eficiência, opõem-se à análise crítica do
presente, exigindo esforços dirigidos à decodificação dos seus sentidos para as socie-
dades periféricas.

Por outro lado, é necessário reconhecer que a área do planejamento territorial exige
a reflexão dos novos sistemas produtivos e de inovação e, ainda, da sistematicidade
alcançada pela ação dominante, que envolve a política, a administração de recursos
e o controle das expectativas coletivas. Observa-se, agora, a construção de um novo
ambiente de investimentos - instável e transescalar - que demanda, do analista, de-
dicação à pesquisa comparativa e aos arranjos políticos que têm viabilizado a apro-
priação lucrativa do espaço herdado. Essa pesquisa é especialmente necessária
diante dos riscos trazidos pela tendência ao fechamento sistêmico das denominadas
regiões ganhadoras, enquanto aumentam as fraturas socioterritoriais. Essa pesquisa
também se faz indispensável em face da urgência com que precisa ser conquistada
a distribuição justa e solidária da riqueza socialmente produzida.

Talvez possa ser dito, nessa direção, que a formação do analista da área do planeja-
mento territorial impõe, cada vez mais, o estudo simultâneo e articulado da riqueza
e da pobreza, o que significa ultrapassar as divisões temáticas mais freqüentes e
ousar propor cenários da ação coletiva. É nesse sentido que o segundo segmento
deste número oferece subsídios para a reflexão da dimensão institucional da ação
política. Uma dimensão que não pode ser corretamente apreendida sem que seja
considerada a crise societária, que emerge como violência e dissolução de vínculos
sociais. Em apoio à concepção de futuros alternativos, este número dos Cadernos
IPPUR inaugura a seção Documento, compreendendo que a correta leitura das condi-
ções políticas do presente depende do conhecimento e da valorização do passado.
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La globalización imperialista y
los territorios latinoamericanos*

Emilio Pradilla Cobos

Desde que empezó la sustitución del
patrón de acumulación de capital con
intervención estatal por el neoliberal, a
mediados de los años 70s del siglo XX,
la liberación de los flujos mundiales de
mercancías y capitales impulsó la llamada
globalización, dominada por los países
de la triada: EUA, Comunidad Europea
y bloque asiático (Amin, 2003). Como
correlato, la teoría económica keynesiana
fue sustituida en los países capitalistas
por los dogmas neoliberales de Hayek,
Friedman y otros (Guillén Romo, 1997).

A fines de los años 80s, el derrumbe
del socialismo real en la Unión de Re-
públicas Socialistas Soviéticas y otros
integrantes del campo socialista, arras-

tró en su caída al marxismo en su con-
junto, a pesar de que algunas de sus
corrientes habían criticado tenazmente
al estalinismo y otras dictaduras burocrá-
ticas e ideológicas en las que degenera-
ron sus regímenes políticos (Anguiano,
1992).

En nuestro ámbito de trabajo, varios
de los más conocidos teóricos de la
cuestión urbano-regional que se recla-
maban de esa matriz teórica, abandona-
ron el campo de trabajo; otros cruzaron
el puente hacia el neoliberalismo o la
social-democracia convertida en su ala
con “rostro humano”, donde se encon-
traron con una nueva generación de teó-
ricos regulacionistas. Juntos, formularon

* La versión original de este texto, se publicó en 2008 (Pradilla Cobos, 2008a). Ese texto
fue revisado y corregido para esta publicación, eliminándose una sección denominada
“¿Existen las ciudades globales en América Latina?” que se publicó en una redacción más
extensa (id., 2008b).
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conceptos y teorías territoriales desde la
óptica de la globalización sin adjetivos
ni apellidos, del cambio tecnológico
como fuerza motriz de la nueva econo-
mía y la nueva sociedad, y de los cam-
bios ocurridos o imaginados en el mundo
entero.

Los conceptos de modo de produc-
ción informacional, ciudad informacio-
nal y sus variantes, ciudad global, ciudad
dual, ciudad difusa, ciudad región, me-
tápolis, tecnopolos, tecnópolis, clusters,
nodos y redes urbanas, espacio de flu-
jos, y nuevas tipologías de ciudades,
entre otros muchos, repoblaron la litera-
tura, sobre todo la de investigadores lati-
noamericanos que los usamos sin crítica
ni adaptación a nuestras realidades.

A pesar de la agudización de las con-
diciones de explotación de los trabaja-
dores y de expoliación de las naciones
dominadas impuesta por el neolibera-
lismo, del dominio económico y político
de la acumulación a escala mundial, y
de la crudeza de la guerra preventiva
imperialista justificada como lucha con-
tra el terrorismo, esta literatura induce a
pensar que la globalización es inevitable
y está llena de beneficios para todos,
que representa el “fin de la historia”, que
hemos llegado a la sociedad y los terri-
torios neutros, sin explotación ni opre-

sión, sin contradicciones nacionales y de
clase.

La adopción del concepto de globa-
lización 1, sin apellido ni caracterización
precisa, por la mayoría de los investiga-
dores y políticos de todas las corrientes
del pensamiento sobrevivientes de la lla-
mada crisis de los paradigmas, desde la
derecha hasta la “izquierda”, ha incluido
a muchos de los investigadores urbano-
regionales latinoamericanos; en estos
años, la mayoría de sus textos tienen en
su titulo o en su contenido la palabra
mágica o alguna de sus derivaciones, las
cuales parecen explicarse por si solas.

En el mejor de los casos, estos con-
ceptos se abordan mediante una suce-
sión interminable de citas de autores
originarios de los países hegemónicos, sin
tener en cuenta sus diferencias teórico-
ideológicas, y se da por supuesta su vali-
dez para cualquier realidad barrial, local,
urbana, regional, nacional, macro-re-
gional o mundial, en particular de Amé-
rica Latina, sin necesidad de ninguna
comprobación, particularización o ade-
cuación.

Es un buen momento para sistema-
tizar la crítica a estos conceptos, diversos
unos de otros, unos correctos y útiles,
otros no tanto, en su construcción y, sobre

1 El concepto de globalización, fue puesto en boga en los años 80s por economistas como
el japonés K. Ohmae y el estadounidense M. E. Porter, y sobre todo por la prensa econó-
mica y financiera anglosajona, y “se dirigía a los grandes grupos empresariales para en-
viarles el siguiente mensaje: los obstáculos al despliegue de vuestras actividades, en todos
los lugares donde pueden obtener ganancias, han sido eliminados por la liberalización y
la desregulación; la telemática y los satélites de comunicaciones ponen formidables herra-
mientas de comunicación y de control a vuestra disposición; en consecuencia, reorganí-
cense y reformulen vuestras estrategias” (Chesnais, 1994: 15).
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todo, en sus aplicaciones irreflexivas en
América Latina, para contribuir al deba-
te sobre los instrumentos para nuestro
trabajo de investigación.

Este ensayo, limitado por su exten-
sión, solo introduce a la discusión de
algunos temas básicos; luego continua-
remos el esfuerzo crítico.

La mundialización del capital y la globalización:
mitos y realidades

La globalización es el concepto que ci-
mienta toda la construcción teórico-
ideológica en boga. Para sus usuarios
acríticos, no requiere apellido ni adjeti-
vos, ni caracterización, pues se explica
sola y es, sin duda, el destino final, lógico
e inevitable de la humanidad. La globa-
lización explicaría los procesos socio-eco-
nómicos y territoriales ocurridos desde
mediados de los años 70s del siglo XX,
y se manifestaría en todas partes, hasta
en el último y más apartado y aislado
rincón del planeta, aunque nadie la vea
ni la oiga, ni la sienta.

Para los globalifilicos, la globaliza-
ción es un concepto colocado “por en-
cima de toda sospecha”, casi como un
dios contemporáneo; pero hay que reco-
nocer que para muchos globalifóbicos,
inversamente, aparece como el diablo
responsable de todos los males del mun-
do de hoy. Pero en el debate sobre la
globalización han participado autores
de diversas corrientes del pensamiento
crítico y distintos enfoques disciplinarios,
que han elucidado sus realidades y des-
montando los mitos construidos para
adornarla 2. De sus aportes extraeremos
aspectos esenciales para el análisis.

Para nosotros, la llamada globaliza-
ción, si queremos usar el concepto popu-
larizado, requeriría de un apellido, el de
imperialista, y sería solo la fase actual
del proceso multisecular de mundiali-
zación capitalista de los intercambios
humanos, comerciales, económicos,
culturales, migratorios, políticos, etc.,
que se distingue de otras por su intensi-
dad, extensión, densidad y velocidad sin
precedentes (Cárdenas, 1999). El motor
y la fuerza determinante del proceso de
mundialización ha sido la acumulación
de capital, que incluye la progresiva
pero desigual generalización de las re-
laciones técnicas y sociales capitalistas
a todo el planeta, la concentración mo-
nopólica del capital y su trasnacionali-
zación, sobre todo a partir del siglo XIX,
pero acentuados en la fase actual.

Con antecedente en la expansión
mercantil de los siglos XIII y XIV en Euro-
pa, la mundialización tomó forma a fines
del siglo XV y en el XVI (Alvater y Mahn-
kopf, 2002: I; Ferrer, 1996; Wallerstein,
1984), con los descubrimientos territoria-
les en América y África, la colonización
de los nuevos territorios y su subsunción
a la acumulación originaria de capital

2 De la amplia bibliografía critica, queremos destacar los nombres de Samir Amin, Elmar
Alvater y Birgit Mahnkopf, Francois Chesnais, Néstor García Canclini, John Gray, James
Petras y Henry Weltmeyer. Ver la bibliografía de este ensayo.



12 La globalización imperialista y los territorios latinoamericanos

en Europa mediante la expoliación del
oro y la plata acumulada por los indíge-
nas, su posterior extracción gracias al tra-
bajo sobre-explotado de los indios o de
los esclavos negros, las ganancias del trá-
fico de esclavos africanos a América, la
piratería y el pillaje de riquezas entre las
potencias, la integración de las colonias
a las relaciones mercantiles europeas y
el intercambio desigual (Marx, 1975: t. 1,
v. 3, c. XXIV; Vilar, 1969: Lec. VII y XIII).
Pero esta fase llevó también su opuesto
dialéctico de fragmentación: las férreas
barreras impuestas por España y Portugal
para mantener el monopolio comercial
con sus colonias, rechazadas por Holanda
e Inglaterra y rotas en parte por el contra-
bando (Aguilar Monteverde, 2002: 15).

La consolidación de los principales
estados nacionales europeos, converti-
dos en potencias coloniales, fue a la vez
un paso en la integración y superación
del aislamiento de los feudos medieva-
les, y un factor de reproducción de la
fragmentación a un nuevo y mayor ni-
vel, para impulsar y proteger su propio
desarrollo capitalista.

El siguiente gran episodio de la
mundialización lo constituyeron las re-
voluciones burguesas europeas –Ingla-
terra entre 1640 y 1660 (Hill, 1972:
Segunda Parte) y Francia entre 1789 y
1848 (Hobsbawm, 1974)–, las guerras
de independencia de las colonias de
América (1776 a 1822), y la revolución
industrial inglesa (1780 a 1840) que trajo
al mundo al capitalismo industrial con su

dinámica de cambio tecnológico simbo-
lizado por la máquina de vapor (Derry y
Williams, 1977), de urbanización ace-
lerada en Europa, de crecimiento ince-
sante de los intercambios comerciales de
materias primas y manufacturas facilitado
por la reducción de la distancia-tiempo
de los desplazamientos en el mundo
gracias al ferrocarril y la navegación a
vapor (Hobsbawm, 1971, 1974, 1977).

Sobre este proceso, Marx y Engels
señalaban en 1848:

Mediante el rápido mejoramiento de
todos los instrumentos de produc-
ción, y los inmensos medios de co-
municación facilitados, la burguesía
conduce a todas las naciones, incluso
a las más bárbaras, a la civilización...
En una palabra, crea un mundo a su
propia imagen. (Citado por Hobs-
bawm, 1977: t. 1, 73)

Durante el siglo XIX e inicios del
XX, las migraciones internacionales, en
particular las de Europa a Estados Uni-
dos y América Latina (Aguilar Monte-
verde, 2002: 15), la nueva oleada de
colonialismo europeo en África, Asia y
Oceanía, la expansión comercial del
capitalismo europeo y estadounidense
incluida la apertura comercial en Asia
forzada mediante la violencia, el inicio
de la revolución tecnológica detonada
por la electricidad, la formación del ca-
pital financiero y su acción planetaria
que llevo a la teorización marxista sobre
el imperialismo 3, constituyeron otra fase

3 Hobson, Hilferding y Lenin formularon sus teorizaciones sobre el capital financiero y el
imperialismo en las primeras décadas del siglo XX; los textos marxistas de ese período,
tienen como paradigma el ensayo de Lenin (1969). Más tarde, el frágil equilibrio bipolar
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intensa de mundialización capitalista
(Kinder y Hilgemann, 1971: 111; Hobs-
bawm, 1977; Mandel, 1986).

La formulación en 1823 de la Doc-
trina Monroe 4 en Estados Unidos y su
posterior anexión de la mitad del terri-
torio mexicano anunciaron temprana-
mente su vocación imperialista y su
voluntad de competir con Inglaterra por
la hegemonía del capitalismo mundial,
lo que significó una contratendencia a
la homogeneización mundial, pero tam-
bién el despliegue de una fuerza domi-
nante de integración subordinada de
América Latina.

La organización de los obreros antica-
pitalistas en las Internacionales Comunis-
tas y las revoluciones obreras europeas,
derrotadas desde 1848 hasta el triunfo
de la revolución bolchevique en Rusia
en 1917 (a pesar del efímero triunfo de
la Comuna de Paris en 1871), fundaron
un nuevo internacionalismo, el proleta-
rio, pero se opusieron a la mundializa-
ción capitalista, lo que llevaría, al final
de la siguiente fase, a la división de Europa
y Asia en dos bloques político-militares
confrontados.

La fase ascendente del capitalismo,
del mercado mundial y del capital finan-

ciero entre 1893 y 1913 (Mandel, 1986:
4), agudizó el conflicto entre las gran-
des potencias capitalistas por el control
de las fuentes de materias primas y de
los mercados, que se manifestó entre
1914 y 1945 en la 1ª Guerra Mundial,
la Gran Depresión de 1929-1930, los
fascismos en España, Italia y Alemania,
y la 2ª Guerra Mundial, que junto con
la apertura de la era nuclear formaron
una fase regresiva de la mundialización
capitalista marcada por la crisis del ca-
pitalismo y sus hegemonías, el avance
del socialismo en Europa del Este y Asia
y la formación de su bloque, la fragmen-
tación del mundo capitalista en bloques,
la confrontación entre potencias impe-
rialistas y el terror de la guerra.

Por absurdo que parezca, esta fase
de desvalorización y destrucción ma-
siva de capital creó las condiciones
para una gran expansión posterior del
capitalismo industrial y comercial. Al
mismo tiempo, el triunfo de la revolu-
ción bolchevique en Rusia abrió el ciclo
de transformaciones políticas que con-
dujo, a partir de 1945, en Europa del
Este, Asia y el resto del mundo a regíme-
nes diversos que se decían socialistas,
como contratendencia a la mundializa-
ción del capital.

entre los campos capitalista y “socialista”, la economía del bienestar socialdemócrata, los ana-
temas de la derecha, la burocratización autoritaria del socialismo real y su posterior derrumbe,
y luego la hegemonía de la ideología neoliberal y la globalifilia nos hicieron olvidar esta caracte-
rización. Pero la intensificación de la agresividad económica y político-militar de la potencia
hegemónica y sus aliados volvió a poner el tema en la mesa de la discusión.

4 Aunque la tesis de que “América debe ser para los americanos” aparecía como una justa
defensa de la autonomía del continente americano recién independizado de las potencias
europeas, anunciaba en realidad la decisión estadounidense de imponer su dominio po-
lítico y económico sobre estos territorios y competir con Inglaterra por la hegemonía en el
mundo capitalista (Aguilar Monteverde, 2002: 16).
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La 2ª Guerra Mundial colocó a Es-
tados Unidos como potencia hegemó-
nica del capitalismo, pues durante el
conflicto construyó su nueva industria
con base en el armamentismo y la des-
trucción simultánea de la competidora
industria europea.

La profunda crisis del liberalismo en
la fase anterior, llevó después de la gue-
rra y hasta 1980 al proteccionismo co-
mercial nacional y al intervencionismo
estatal que se mundializaron, teorizados
por el keynesianismo y promovidos por
los organismos internacionales (Fondo
Monetario Internacional y Banco Mun-
dial) surgidos en Bretón Woods luego
de la guerra. Supondríamos que este
patrón de acumulación “hacia adentro”
sería contrario a la mundialización; sin
embargo, la presencia del gran capital
financiero internacional y de las empre-
sas industriales, comerciales y bancarias
trasnacionales en la industrialización de
los países atrasados de América Latina
y Asia, la destruida Europa Occidental
y el derrotado Japón, constituyeron otra
vía distinta para continuar la mundiali-
zación del capital (Fajnzylber y Martínez
Tarrago, 1976). Esta realidad fue puesta
de manifiesto por el marxista Samir
Amin (1970), en su texto clásico sobre
la acumulación a escala mundial, antes
de que el neoliberalismo y su globali-
zación aparecieran como los nuevos
dogmas económicos.

El ciclo del socialismo real se cerró
a fines de los 80s, con el derrumbe de
los regímenes burocráticos en la URSS
y los demás países del “bloque socialis-
ta” de Europa del Este, que abrió el ca-

mino a la restauración del capitalismo
en esos países, un enorme campo a la
inversión directa de las trasnacionales o
al consumo de sus productos y, por tanto,
a la acumulación a escala mundial. Todo
ello ocurrió a pesar de la resistencia real –
Cuba entre ellos– o puramente discur-
siva de algunos regímenes, sobre todo
en China, donde bajo la fachada de un
gobierno “comunista” autoritario y una
real sobrexplotación de los trabajadores,
se realiza una impresionante aventura
de acumulación capitalista. Así, desapa-
reció una de las barreras a la mundiali-
zación, que había operado desde 1917.

Desde mediados de los años 70s, el
agotamiento del intervencionismo estatal
y la imposición en el mundo del patrón
neoliberal de acumulación de capital
condujeron casi naturalmente a la que
aceptaríamos llamar globalización impe-
rialista, asumida por muchos políticos e
intelectuales de derecha e izquierda
como destino histórico inevitable, con-
dición necesaria y suficiente del desa-
rrollo, o “mal necesario” del presente.

Sus vertientes esenciales son econó-
micas, culturales, político-militares y, por
tanto, territoriales. En lo económico, el
libre mercado mundial de mercancías,
capitales e información, tutelado por la
Organización Mundial de Comercio
(OMC), el Fondo Monetario Internacional
(FMI) y el Banco Mundial (BM), operado
y dominado por las grandes corporacio-
nes trasnacionales, es el instrumento pri-
vilegiado, casi único, de toda política de
desarrollo para los países dominados,
aunque los países hegemónicos que lo
imponen lo apliquen solo a su conve-
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niencia (Amin, 1999, 2003; Gray, 2000;
Alvater y Mahnkopf, 2002).

El libre mercado mundial, que opera
básicamente para los grandes monopo-
lios trasnacionales, tiende a borrar las
fronteras nacionales a los flujos de mer-
cancías, servicios y capitales, y acentúa
la desigualdad entre países y entre sus
regiones internas (Benko y Lipietz,
1992). Esta desigualdad propicia la mi-
gración internacional “sin papeles” de
la fuerza de trabajo, única mercancía
excluida del “libre mercado” y de sus
instrumentos de aplicación 5, pero que
aporta recursos financieros para el soste-
nimiento de los sectores sociales exclui-
dos del desarrollo y para la acumulación
de capital en sus países de origen.

El acelerado cambio tecnológico,
cuyos ejes en esta fase son la micro y
nano electrónica, la computación, la in-
formática, la robotización y los nuevos
materiales, que caracterizan la nueva
economía, han abierto ramas enteras de
acumulación de capital, y reforzado el
papel de las corporaciones trasnaciona-
les, presentes en el mundo entero a tra-
vés de las filiales y franquicias (Coriat,
1992a, 1992b; Méndez Gutiérrez del
Valle y Caravaca Barroso, 1999: c. 6), y
modifican las estructuras territoriales más
intensa y profundamente que en otras
fases de la mundialización. Al mismo
tiempo, ha generado la construcción de

mitos, presentes en nuestro campo de
estudio, como los de modo de produc-
ción informacional, o ciudad informa-
cional (Castells, 1989, 1998; Castells y
Hall, 1994).

En lo cultural, los medios electróni-
cos de comunicación de masas, sobre
todo la televisión, la informática e Inter-
net (Shapiro, 2001), con creciente con-
centración monopólica, centralización y
trasnacionalización del capital, ejercen
un control hegemónico sobre la infor-
mación, universalizan la cultura econó-
mica, política y cultural dominante; sus
emisores buscan homogeneizar sus con-
tenidos, e invaden las identidades cultu-
rales nacionales y locales que se resisten
a desaparecer, y las hacen heterogéneas,
dando lugar a complejas culturas hibri-
das (García Canclini, 1990).

En lo político-militar, la hegemonía
planetaria se ha construido sobre la base
del poderío militar de Estados Unidos y
la Organización del Tratado del Atlántico
Norte, nutrida con los fragmentos del
Pacto de Varsovia del desaparecido
“campo socialista”, y el Consejo de Se-
guridad de la ONU; ella solo es entur-
biada por los desencuentros tácticos y de
intereses entre los bloques dominantes.

Esta hegemonía tiende a desvanecer
cada vez más la soberanía de los estados
nacionales y a eliminar la autodetermi-

5 Uno de los paradigmas mundiales de esta exclusión lo encontramos en los flujos de
indocumentados mexicanos –no incluidos en el Tratado de Libre Comercio de América
del Norte (TLCAN)– y de otros países latinoamericanos hacia Estados Unidos, con sus
secuelas de explotación, opresión, exclusión, represión y muerte. Paradójicamente, los
cerca de 20 mil millones de dólares de remesas que enviaron los emigrantes mexicanos a
sus familias en el 2005 fueron la segunda fuente de divisas de la economía mexicana,
apenas por debajo de las divisas petroleras.
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nación nacional. Las guerras preventi-
vas de EUA y sus aliados de ocasión,
con pretextos humanitarios –la ex Yugos-
lavia, Liberia, Haití entre otras– o de la
lucha contra el “terrorismo global” –
Afganistán e Irak–, y la amenaza de in-
tervenciones en los países del eje del
mal –Irán, Siria, Corea del Norte, Yemen,
Libia, Cuba y los que añada el Pentá-
gono–, son instrumentos del poder im-
perialista reconstruido. En ese marco, las
guerras locales por razones étnicas, reli-
giosas o políticas, aparecen como mani-
festaciones de la confrontación mundial,
o se insertan en ella.

El derrumbe del socialismo real a
partir de 1989, a causa de las contradic-
ciones internas del régimen burocrático
(Blackburn, 1993; Gilly, 2002), de su
autoritarismo sobre los países del “Blo-
que Socialista” –homólogo al estadouni-
dense sobre los países dependientes del
“campo capitalista”–, y sobre sus propios

ciudadanos, y la incapacidad para enfren-
tar la competencia con el capitalismo,
sobre todo en el ámbito tecnológico, abrió
paso al dominio unipolar del mundo.

Los mitos de la globalización sin
apellido se derrumban ante la creciente
desigualdad del desarrollo de las nacio-
nes y regiones, el desempleo y la pobreza
en aumento, el fragor de las guerras lo-
cales y la crueldad de las intervenciones
imperiales (Alvater y Mahnkopf, 2002;
Petras y Veltmeyer, 2003; Amin, 2003).
Los movimientos sociales de resistencia
y globalifóbicos, algunos partidos polí-
ticos, diversos gobiernos que discrepan
de las reglas impuestas por los organis-
mos multilaterales, o que se reclaman
nuevamente del socialismo o el nacio-
nalismo, y viejos y nuevos intelectuales
críticos, evidencian la emergencia de
diversos focos de resistencia a la nueva
forma del imperialismo y sus tres des-
iguales cabezas.

América Latina en la mundialización capitalista

Los países de América Latina han esta-
do involucrados, en mayor o menor
medida, en todas las fases de la mun-
dialización capitalista.

Durante los siglos XVI a XVIII, las
culturas indígenas, desigualmente desa-
rrolladas y aisladas sobre el extenso te-
rritorio, fueron víctimas protagónicas de
la conquista y de la colonización espa-
ñola y portuguesa, y subsumidas a la
acumulación originaria de capital en
Europa por distintas vías. En este pro-
ceso sufrieron un agudo descenso de su

población, compensado en parte por la
ibérica y africana que llego al continen-
te como colonizadora o esclava. Sus te-
rritorios, antes fragmentados y aislados,
se articularon en función de los intere-
ses de las potencias colonizadoras, y al
tiempo que se destruían los grandes
asentamientos y centros ceremoniales
indígenas, surgían los pueblos y ciuda-
des segregados de los colonizadores que
jugaron el papel de puntos de control
económico y militar del territorio y sus
habitantes (Pradilla Cobos, 1993).
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A inicios del siglo XIX, las ideas li-
berales de las revoluciones burguesas
europeas orientaron las luchas de inde-
pendencia de los países latinoamerica-
nos (Bolívar, 1970, 1969, entre otros),
con contenido económico, político e
ideológico, que implicaron un aisla-
miento temporal con las potencias co-
lonizadoras, pero que incluían también
proyectos integradores latinoamerica-
nos como los de Bolívar, así como la
apertura comercial con los otros países
europeos donde la revolución industrial
había impulsado el desarrollo capitalista
pleno. Simultáneamente, operaron el
aislamiento y la apertura a la mundiali-
zación del momento. Las independen-
cias confrontaron las ideas y acciones de
integración territorial panamericana,
con las de fragmentación, que triunfaron
para llevar al actual mapa nacional, a la
fragmentación política del sub-continente.

Los países que carecieron durante
la colonia de población indígena nume-
rosa –Argentina, Chile, Uruguay, Vene-
zuela, Costa Rica, las Guayanas–,
recibieron en la segunda mitad del siglo
XIX e inicios del XX una gran cantidad
de inmigrantes europeos –españoles,
portugueses e italianos– que trajeron su
cultura urbana, laboral y sindical, la cual
diferenció el desarrollo de estos países
con el de los demás del sub-continente.

El mercantilismo dominante durante
este período obligó a los países latinoa-
mericanos a buscar productos agrícolas
o mineros para exportar a Europa o Es-
tados Unidos y obtener así las divisas
necesarias para pagar las importaciones
(Pradilla Cobos, 1993). Esta búsqueda

llevó a reconformar sus territorios a partir
de las migraciones internas, con el obje-
tivo de una inserción en las relaciones
mundiales de intercambio. Igualmente,
justificó la construcción de los ferroca-
rriles, con capitales europeos, cuyos
puntos nodales dieron lugar al surgi-
miento de muchas ciudades interiores.
A la vez, inserción en el capitalismo
mundial e integración de los ámbitos
interiores.

Los países latinoamericanos pade-
cieron los impactos negativos, de des-
articulación, de la crisis de la primera
mitad del siglo XX, aunque su papel de
reserva de materias primas para los paí-
ses en conflicto en las dos guerras mun-
diales, y sus necesidades internas de
acumulación sirvieron de base a su des-
igual, tardía y trunca industrialización
sustitutiva de importaciones, en la que
participaron dominantemente las em-
presas trasnacionales, beneficiándose
del aislamiento y el proteccionismo na-
cionales (Fajnzylber, 1983). Esta in-
dustrialización dio lugar a un acelerado
pero también desigual proceso de des-
composición del campesinado y de mi-
gración de este a las ciudades, es decir
a la urbanización rápida del sub-conti-
nente, a partir de las ciudades donde se
instaló la industria, la cual generó directa
o indirectamente la mayoría de los agu-
dos problemas urbanos que hoy cono-
cemos (Pradilla Cobos, 1993).

Hoy, somos los más aplicados clien-
tes de las recetas neoliberales y de las
variantes menos eruditas de la mitolo-
gía de la globalización sin adjetivos.
Asincrónicamente, entre 1973 y 1990,
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los distintos países de la región asumie-
ron las políticas neoliberales y aplicaron,
con diferente ritmo y profundidad, sus
recetas económicas (id., 1990).

Luego de décadas de intentos poco
exitosos de integración económica de los
países de América Latina, la Iniciativa
de las Américas –el Acuerdo de Libre
Comercio de las Américas– de los pre-
sidentes estadounidenses ha avanzado

bajo la forma de tratados bilaterales de
libre comercio con EUA, abiertamente
desfavorables para los países latinoame-
ricanos. Aunque son muchos los trata-
dos entre países latinoamericanos, sus
avances son muy limitados, con excep-
ción del MERCOSUR liderado por Brasil
y Argentina, por ahora alternativo al
ALCA. Este es otro componente de
nuestra inserción en la fase actual de la
mundialización.

Las características de la mundialización

Este breve esbozo de la historia de la
mundialización arroja diversas conclu-
siones acerca de sus características ge-
nerales. En primer lugar, la certeza de
que su rasgo fundamental ha sido la
expansión continua, en ocasiones entre-
cortada, asincrónica y desigual, con
retrocesos, nunca acabada, de las rela-
ciones capitalistas de producción en los
diversos sectores de actividad humana
y en los distintos ámbitos territoriales del
mundo, iniciada desde que el capitalis-
mo germinaba en las entrañas del feu-
dalismo. La llamada globalización
–imperialista para nosotros–, sería solo
su etapa actual, que nadie puede afir-
mar que será la última, salvo quienes
piensan equívocamente que ella elimi-
nará las contradicciones del capitalismo,
que éste podrá permanecer estático, sin
cambio ni crecimiento, que hemos lle-
gado al “fin de la historia”, erróneamen-
te profetizado por Fukuyama, estadio
que parece cada vez más alejado de la
realidad.

Del esbozo anterior también pode-
mos derivar varias características dialéc-
ticas indispensables para comprender su
impacto sobre los territorios en general,
y las ciudades en particular.

Aunque la mundialización capitalista
ha sido un proceso continuo, ha reco-
rrido diversas fases de naturaleza distin-
ta, que corresponden a las ondas largas
del desarrollo capitalista descritas por
Mandel (1986) y otros autores, que han
implicado avances más o menos rápi-
dos, estancamientos y, aún, retrocesos
parciales o generales. El cambio tecno-
lógico, hoy muy sobrevalorado por al-
gunos investigadores al colocarlo fuera
de su dinámica histórica, ha participado
orgánicamente en estas fases, con sus
propios ciclos determinados por las con-
diciones de la acumulación de capital,
cuyos puntos esenciales han llevado a
hablar de cuatro revoluciones tecnoló-
gicas en el capitalismo (ibid.), cada una
de las cuales ha cambiado la manera de
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producir los bienes materiales y los ser-
vicios, de transportarlos, de comunicar-
nos, de reproducirnos; ha modificado
las relaciones técnicas pero no las so-
ciales de producción.

El proceso de mundialización ha
avanzado históricamente mediante la
continua descomposición y/o integra-
ción –subsunción formal o real en Marx–
de las formas productivas, tecnológicas,
sociales, culturales, políticas y territoriales
precedentes (americanas, asiáticas, escla-
vistas, feudales, precapitalistas, capitalis-
tas atrasadas, etc.), sometiéndolas a los
requerimientos del estadio vigente de la
acumulación, o sustituyéndolas por otras
nuevas adecuadas a sus necesidades
objetivas y subjetivas en cada momento
del proceso.

El ritmo temporal de la integración
o cambio ha sido desigual y no ha im-
plicado necesariamente la desaparición
completa de las formas, niveles o secto-
res atrasados o poco funcionales que
pueden seguir funcionando en los inters-
ticios de las formas dominantes o ser
refuncionalizados –subsumidos formal-
mente– como en el caso de la agricultu-
ra campesina orgánica, el trabajo a
domicilio o la informalidad, o mantener-
se como formas de subsistencia de la
fuerza laboral o de comunidades no ne-
cesarias a la fase vigente de la acumula-
ción, aunque subordinadas a ella. Por
esto no existen en la realidad estadios
puros de la acumulación de capital, ni
formas o estructuras puras correspon-
dientes, sino combinaciones complejas
de formas de muy diverso grado de de-
sarrollo y cobertura territorial, pues cada

una tiene un asiento, un lugar en el te-
rritorio.

Los ámbitos territoriales internacio-
nales, nacionales, regionales o locales
sobre los que ha actuado la mundiali-
zación en cada fase, han sido distintos y
desigual la intensidad de su transforma-
ción. Hoy todavía encontramos regio-
nes o sectores sociales –por ejemplo,
comunidades indígenas latinoamerica-
nas– que han permanecido oprimidos
durante siglos y excluidos de los posi-
bles beneficios de la mundialización; los
polos dominantes de la tríada (Amin,
2003) y sus periferias (Estados Unidos
y Haití, Europa y los países sudsaharia-
nos, Japón y Bangladesh, por ejemplo),
se encuentran a enorme distancia en
términos de la modernidad adjudicable
a la globalización. Igual situación encon-
tramos entre ámbitos distintos al interior
de una gran ciudad como México o
Nueva York.

En las distintas fases de la mundiali-
zación, los ritmos de desarrollo del pro-
ceso han sido distintos, asincrónicos,
entre sí y entre los ámbitos internacio-
nales, nacionales, regionales y locales,
o los actores sociales sobre los que ha
actuado. Los tiempos históricos en los
que se ha producido la inserción de dis-
tintos ámbitos o grupos sociales en las
diversas fases de mundialización o en
procesos particulares de ella, han sido
diferentes, asimétricos, discontinuos.

Cada fase de la mundialización, in-
cluida la actual, ha sido una combina-
ción de nuevas y viejas estructuras,
lógicas sociales, regulaciones y actores
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sociales, sobre la invariante de las leyes
esenciales de la acumulación de capital,
pues el modo de producción dominante
sigue siendo el capitalismo. En todos los
casos –naciones, regiones, ciudades, cla-
ses sociales, estructuras, etc.–, el resultado
es un desarrollo profundamente desigual
del proceso, y la manifestación de una
compleja combinación de formas estruc-
turales del pasado y el presente, do-
minadas y determinadas por las más
desarrolladas.

Uno de los mitos de la globalización
sin apellido lo constituyen los tipos o es-
quemas “ideales” basados en la extra-
polación de las formas y “espacios”

dominantes en la fase actual –o en ante-
riores– de la acumulación de capital, a
todos los rincones del planeta, aún a los
más atrasados y subordinados, a todas
las estructuras sociales y territoriales; y la
ignorancia de las formas subordinadas y
su imbricación compleja y mutua deter-
minación con las formas dominantes. De
este tipo de procedimiento esta llena la
literatura urbano-regional actual, en mu-
chos casos bordeando los límites de la
“ciencia ficción” y del sometimiento de
la realidad al deseo o al conformismo del
investigador. Pero no hay una forma úni-
ca ni general de inserción en la mundia-
lización, sino situaciones concretas.

Las promesas incumplidas del neoliberalismo y su
globalización

Mientras se desmoronaba la esperanza
del socialismo real, el neoliberalismo y
su globalización fueron presentados al
mundo como el nuevo paradigma del
desarrollo mundial, como la forma de
organización social que llevaría al “fin
de la historia” y aseguraría el bienestar
de todas las naciones y sus habitantes.
Tres décadas después, este patrón de
acumulación se mantiene entre las crisis
causadas por su sector financiero espe-
culativo 6, los escándalos generados por
los actos ilegales de las trasnacionales 7,
y las recesiones periódicas. La acumula-

ción de capital en los países dominantes,
sometida como siempre a ciclos recesi-
vos, se sostiene gracias a la sobre-explo-
tación de sus trabajadores y los de los
países atrasados, a las sobre-ganancias
monopólicas y tecnológicas, al creciente
control de los mercados internos de los
países dominados por las trasnacionales
en ellos localizadas, o gracias al libre
mercado internacional, y al papel que
juegan en la nueva acumulación origi-
naria de capital en los países ex socialis-
tas del este europeo, y en China.

6 En los 90s, los llamados efectos –vodka, dragón, tequila, samba, tango, etc.– evidenciaron
el carácter especulativo de los movimientos mundiales del capital financiero.

7 Entre otros ejemplos, los escándalos de los juicios por prácticas monopólicas a la trasna-
cional del software Microsoft, o por evasión fiscal o fraude a Emron, gigante de la energía,
a Worldcom en las comunicaciones, y a otras trasnacionales.
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Los países latinoamericanos, endeu-
dados con la banca mundial y con su
sistema financiero interno controlado
por los bancos extranjeros 8, estancados
en su industrialización ante el atraso y
la dependencia tecnológicas, la desigual
competencia de su industria local con
las trasnacionales externas e internas,
con su mercado interno carcomido por
el desempleo masivo y la caída de los
salarios e ingresos reales de sus trabaja-
dores y penetrado por las mercancías

importadas, sin motores internos de cre-
cimiento y dependiendo del crecimien-
to de las economías hegemónicas, han
dado marcha atrás en su historia eco-
nómica, perdiendo en muchos casos lo
logrado en términos de crecimiento eco-
nómico y de aumento del producto por
habitante durante la onda larga expansi-
va de la economía posterior al conflicto
mundial (Nações Unidas, 2001, 2005;
ver cuadro 1 y el gráfico 1).

8 En México, el sector bancario está casi totalmente en manos del capital trasnacional;
aunque en grados diferentes, este control se presenta en todos los países latinoamericanos.

Gráfico 1: América Latina: tasa anual de variación del PIB per cápita
(en dólares constantes del 2000 y en porcentaje)

Fuente: Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), sobre la base de
cifras oficiales.

Nota: Tomado de «Balance preliminar de las economías, de América Latina y el Caribe,
2007», pag. 44.
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Cuadro 1: América Latina y El Caribe: Principales Indicadores Económicos 

Año 1972* 1973* 1974* 1975* 1976* 1977* 1978* 1979* 1980* 

Producto interno bruto (1)(3) 7.0 8.3 7.0 3.8 5.4 4.8 5.1 6.5 5.9 

Producto interno bruto por 
habitante (1)(3) 

4.3 5.6 4.3 1.2 2.8 2.2 2.5 3.9 3.3 

Tasa de desempleo urbano (4) ... ... ... ... 7.7 7.4 6.8 6.0 5.7 

(continuación)          

Año 1981* 1982º 1983º 1984º 1985º 1986ª 1987ª 1988ª 1989ª 

Producto interno bruto (1)(3) 1.7 -1.4 -2.4 3.4 2.8 3.6 2.9 0.6 1.1 

Producto interno bruto por 
habitante (1)(3) 

-1.0 -3.7 -4.6 1.0 0.4 1.3 0.7 -1.5 -1.0 

Tasa de desempleo urbano (4) 5.9 7.0 8.1 8.2 7.5 ... ... ... ... 

(continuación)          

Año 1990” 1991” 1992” 1993” 1994” 1995^ 1996^ 1997^ 1998’ 

Producto interno bruto (1)(3) 0.3 5.3 3.7 2.5 4.7 1.1 3.8 5.1 2.5 

Producto interno bruto por 
habitante (1)(3) 

-2.0 2.9 1.3 0.3 2.5 -0.6 2.1 3.4 0.8 

Tasa de desempleo urbano (4) 6.1 8.5 8.9 8.9 7.8 8.5 9.2 8.8 10.3 

(continuación)          

Año 1999’ 2000’ 2001’ 2002’ 2003’ 2004’ 2005’ 2006’ 2007’ 

Producto interno bruto (1)(3) 0.2 3.9 0.3 -0.5 2.1 6.2 4.6 5.6 5.6 

Producto interno bruto por 
habitante (1)(3) 

-1.3 2.4 -1.1 -1.8 0.8 4.8 3.3 4.2 4.2 

Tasa de desempleo urbano (4) 11.0 10.4 10.2 11.0 11.0 10.3 9.1 8.6 8.0 

(1) Sobre la base de cifras oficiales expresada em dólares. 
(2) Variación de Diciembre a Diciembre. 
(3) Tasa de Crecimiento. 
(4) Porcentaje. 
Fuente*: Estudio Económico De América Latina y El Caribe, 1981, CEPAL. 
Fuenteº: Estudio Económico De América Latina y El Caribe, 1985, CEPAL. 
Fuenteª: Comercio Exterior, Vol. 40, Núm. 2, México, Febrero de 1990, Banco Nal. De 

Comercio Exterior. 
Fuente”: Comercio Exterior, Vol. 47, Núm. 3, México, Febrero de 1997, Banco Nal. De 

Comercio Exterior. 
Fuente^: Balance Preliminar De Las Economías De América Latina, 2003, CEPAL. 
Fuente’: Balance Preliminar De Las Economías De América Latina, 2007, CEPAL. 
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Salvo la industrialización semi-autó-
noma de los tigres asiáticos previa al
neoliberalismo (Fajnzylber, 1983), los
países atrasados han tenido como polí-
tica industrial casi única la subcontrata-
ción internacional –maquila en México–
por cuya instalación compiten ferozmen-
te; pero China es hoy el gran verdugo
del crecimiento de este sector en otros
países, incluido México 9, gracias a sus
ventajas competitivas –algunas espu-
rias– de muy bajos salarios, alta califi-
cación, férrea disciplina laboral, control
estatal de los trabajadores y represión
de sus reivindicaciones.

La descomposición del campo lati-
noamericano continúa inexorablemente,
enfrentando en los mercados abiertos la
desigual competencia con los productos
agropecuarios, forestales y pesqueros,
sobre todo transgénicos, importados de
los países desarrollados o atrasados pero
con ventajas ambientales comparativas
y altos subsidios, y con la caída cons-
tante y acumulativa de los precios de las
materias primas agrícolas en el mercado
mundial. Muchos productores rurales,
hundidos en la crisis y el hambre, se refu-
gian en el cultivo de estupefacientes –coca
en Bolivia, Perú y Colombia, marihuana
y amapola en México–, en la selva o la
montaña, ante la inclemente persecu-

ción de los aparatos represivos locales
y/o de EUA (Pradilla Cobos, 2002).

En medio de la onda larga recesiva
iniciada a principios de los 80s y sin vi-
sos de superación, del estancamiento de
la industrialización y el cambio tecno-
lógico, en América Latina aumenta el
desempleo, crecen el trabajo precario y
la informalidad como formas de subsis-
tencia, y se mantiene o aumenta el em-
pobrecimiento de la población (Tokman
y O´Donnell, 1999; Nações Unidas,
2001, 2004 10).

La delincuencia incidental (indivi-
dual, ocasional, para subsistir), la organi-
zada y la globalizada cuyos giros son el
narcotráfico y el contrabando de armas,
mercancías, inmigrantes, mujeres y ni-
ños, y mercancías robadas, como formas
de subsistencia para unos y de enrique-
cimiento para otros, se adueñan de las
ciudades, haciéndolas violentas y modi-
ficando durablemente los patrones de
vida cotidiana en ellas.

El patrón de acumulación neoliberal
globalizado no ha cumplido, al menos
en América Latina y el Caribe, sus pro-
mesas de crecimiento económico soste-
nido y mejoramiento de la situación de
la mayoría de la población.

9 La industria maquiladora de exportación mexicana, concentrada en la frontera con EUA,
que creció casi continuamente desde mediados de los años 70s gracias a la ventaja de
localización, se contrajo desde finales de 1999 hasta el 2002 en términos de establecimien-
tos, “producción” y de personal empleado; un número creciente de empresas maquiladoras
se está relocalizando en China y otros países del sudeste asiático.

10 Las estadísticas de la CEPAL han sido cuestionadas por no mostrar el grado real de empo-
brecimiento de la población; sin embargo, muestran que no es privativo del medio rural
sino que se presenta crecientemente en términos absolutos y relativos, en el urbano,
símbolo de la modernidad capitalista y neoliberal.
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Los impactos sobre las configuraciones territoriales
en América Latina
El patrón neoliberal de acumulación de
capital a escala mundial, más salvaje
que su antecesor con intervencionismo
estatal, agravó profundamente las con-
tradicciones territoriales legadas por
éste, y está produciendo sustantivos y
problemáticos cambios en la configura-
ción territorial en sus diferentes escalas –
local, micro regional, nacional, macro
regional y mundial– entendidas como
totalidades sucesivas. Al no poder seña-
larlos exhaustivamente, expondremos
solo algunos de sus rasgos.

El mundo se estructura creciente-
mente a partir de tres bloques geo-eco-
nómicos y políticos, la tríada de Samir
Amin, (norteamericano, europeo y asiá-
tico), jerarquizados en torno a su centro
único dominante, cada uno con sus es-
feras de influencia propias y sus contra-
dicciones secundarias con éste (Amin,
2003: 4; Castells, 1998: v. 2, 4). Pero la
economía, la política y la cultura mun-
diales funcionan en torno a un centro
hegemónico, los EUA, que asigna o im-
pone a los demás países, según su peso
económico, político y militar propio o su
importancia estratégica o coyuntural, sus
estructuras económicas, sociales y políti-
cas, su funcionamiento y sus políticas
gubernamentales, mediante la férrea ló-
gica del mercado monopólico, la acción
de las corporaciones trasnacionales, los
dictados de los organismos internaciona-
les que controla o por la fuerza bruta. La
autonomía de las naciones, sus estados
y sus clases sociales se disuelve frente a
ésta sobredeterminación global.

En este sistema, las metrópolis domi-
nantes, serían, según Sassen (1999), las
ciudades globales de Nueva York, Lon-
dres y Tokio, donde confluyen los hilos
del capital financiero, y que actúan como
nodos del ejercicio del poder económico
mundial, reduciendo a las metrópolis do-
minantes en los países subordinados al
papel subsidiario de nodos de organiza-
ción de la integración local a la acumula-
ción mundial y de correas de transmisión
del valor exportado (Pradilla Cobos,
2008b).

Dada la apertura mundial a los flujos
de inversión, cualquier lugar del planeta
es factible para la acumulación del ca-
pital; pero esta homogeneidad lleva
consigo su opuesto dialéctico, la frag-
mentación social y territorial determinada
por los procesos cada vez más agudos
de desarrollo desigual y exclusión en-
tendida como explotación económica,
opresión política y social y segregación
de lo diferente (id., 1997). La acumula-
ción a escala mundial solo subsume y
explota los territorios que le son funcio-
nales y rentables, en un tiempo y una
intensidad directamente proporcionales
a la magnitud e importancia de los re-
cursos para poner a producir o las rentas
o ganancias que pueda extraer de ellos.
Los demás ámbitos territoriales son ex-
cluidos del proceso, lo que no significa
que se coloquen por fuera del ámbito
potencial de sus “daños colaterales”.

El desarrollo desigual de los territo-
rios –naciones, regiones, ciudades, co-
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lonias– inherente al capitalismo, se hace
más agudo y excluyente en la globali-
zación imperialista, que los enfrenta por
la captura de la inversión de capital o
en la competencia mercantil abierta, sin
ningún paliativo para sus diferencias
históricas y estructurales. El planeta en
sus diferentes escalas (bloques regiona-
les, países, regiones, micro regiones in-
ternas, ciudades), se divide ahora entre
territorios ganadores y territorios per-
dedores (Benko y Lipietz, 1992), a los
que nosotros añadimos los territorios sin
futuro, muy atrasados económica y so-
cialmente, que nunca han tenido algo
que perder, que no interesan al gran
capital mundial en esta fase de la acu-
mulación, y cuya población mayorita-
ria sigue hundida en el inframundo de
la miseria rural y urbana 11.

Las guerras, sean imperialistas deno-
minadas preventivas contra el terrorismo
o humanitarias, religiosas, étnicas o po-
líticas locales, matan trabajadores y des-
articulan las relaciones comunitarias,
generan migraciones masivas de refugia-
dos, depredan el medio natural, destruyen
la base productiva local, la infraestructura
y las ciudades o asentamientos humanos,
y expulsan población de su hábitat; lo-
calizadas siempre desde la 2ª Guerra
Mundial en países atrasados, ellas agra-
van hasta límites inhumanos, las desigual-
dades sociales y la miseria.

Los Estados Nación, con base en los
cuales se construyó el capitalismo, con

sus fronteras como unidad de análisis
territorial clásico y para muchos investiga-
dores como camisa de fuerza inviolable,
se disuelven ante nuestros ojos en co-
munidades de naciones más o menos
integradas y homogeneizadas en fun-
ción de los intereses de sus capitales
monopólicos (Wallerstein, 1996), o giran
como satélites de los centros dominan-
tes en los bloques económicos, y sobre
todo de EUA, el polo económico y po-
lítico mundial hegemónico.

La continua descomposición de las
formas preexistentes de producción en
el campo latinoamericano, impulsa la
urbanización de la población rural, por
migración o por absorción de su hábitat
en las ciudades región o las zonas me-
tropolitanas, y se añade al crecimiento
propio de aquella ya urbanizada, para
prefigurar la urbanización total de la
población mundial y latinoamericana
en la primera mitad del siglo XXI, con
primacía de las grandes concentracio-
nes urbanas, sin que las estructuras re-
sultantes, ni en los países desarrollados
ni en los atrasados, garanticen una cali-
dad de vida adecuada para todos (Pra-
dilla Cobos, 2007).

Las ciudades latinoamericanas que
fueron asiento de la industrialización en
la posguerra, se han convertido en gran-
des metrópolis, y se insertan ahora en
procesos de formación de ciudades región
o megalópolis. En medio de la larga fase
de estancamiento económico general, y

11 Ejemplos de esta situación, son Haití y Honduras en América Latina; la mayoría de los
países de África negra, sobre todo aquellos que sobrepasan el 30% de su población adulta
con SIDA, y algunos de Asia, Bangladesh y Afganistán entre ellos. En México, pensamos en
las micro regiones campesinas e indígenas de Chiapas, Oaxaca, Guerrero y Puebla.
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de muy bajo crecimiento industrial ini-
ciada a principios de los 80s, muy acen-
tuada en esa década y desigual según los
países (Nações Unidas, 2001: 2 y 101),
las grandes metrópolis sufren procesos de
desindustrialización resultantes del cierre
o la relocalización de empresas industria-
les determinados por la contracción de
los mercados internos, la apertura comer-
cial, y la acumulación de deseconomías
de aglomeración (Pradilla Cobos y Már-
quez López, 2005).

En América Latina, el sector infor-
mal en expansión, como forma de su-
pervivencia de los desempleados o los
pobres, aporta ahora más de la mitad
de los precarios “empleos” generados y
la flexibilidad laboral precariza los em-
pleos aún en medianas y grandes empre-
sas (Nações Unidas, 2001, 191 et seq.).
Las economías metropolitanas viven un
proceso espurio de terciarización infor-
mal que tiene poco que ver con los es-
quemas ideales de desarrollo urbano
sobre la base del sector terciario moder-
no. La impronta del mundo informal es
visible en los espacios públicos de todas
las ciudades latinoamericanas; los inten-
tos de los gobiernos locales por erradi-
carlo, con frecuencia represivos, chocan
con la realidad estructural y solo logran
desplazarla hacia otros territorios urba-
nos menos importantes para el capital.
Pero la informalidad que comercializa
productos de contrabando o robados,
también es subsumida por las grandes

corporaciones multinacionales al realizar
sus mercancías y sus ganancias.

Aunque el debate teórico y político
sobre la magnitud de la pobreza y la in-
digencia en América Latina es muy in-
tenso, todas las evidencias indican que
se han mantenido en términos relativos
y han crecido en números absolutos,
sobre todo en las ciudades (Tokman y
O’Donnell, 1999; Nações Unidas, 2001:
200; 2004).

La economía mafiosa –narcotráfico,
contrabando de mercancías y personas,
piratería de productos–, la informalidad
y la pobreza, han generado una espiral
de violencia urbana con impactos pro-
fundos en el diseño y apropiación de
los soportes materiales de la estructura
urbana, las formas colectivas de su apro-
piación y la vida cotidiana de la pobla-
ción urbana.

Las migraciones internacionales e
internas empujadas por la desigualdad
económica, la pobreza, la guerra y la
violencia interna, y la urbanización cre-
ciente, producen la hibridación étnica
y cultural en las naciones y ciudades
desarrolladas y atrasadas (Borja y Cas-
tells, 1997: c. 4), que la xenofobia y el
racismo, oficiales y privados, convierten
en justificación para la explotación, la
opresión y la exclusión, negando las
posibilidades de integración progresiva12.
Su presencia en las ciudades, focalizada

12 Los inmigrantes latinoamericanos en EUA, los latinoamericanos, africanos y asiáticos en
Europa, los del resto de Asia en Japón y los países árabes del medio oriente, son ejemplos
claros; pero ocurre lo mismo al interior de los países y ciudades atrasadas con sus inmi-
grantes pobres de minorías étnicas o regionales, como los indígenas en las grandes ciudades
mexicanas, peruanas, ecuatorianas o bolivianas.
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territorialmente, genera problemáticas
de exclusión, desintegración, conflicto y
deterioro que no están siendo enfrentadas
integralmente por las políticas urbanas.

La potencialidad aportada por las
nuevas tecnologías, en particular por la
informática, la comunicación por satélite
y el Internet, como nuevas fuerzas pro-
ductivas creadas socialmente, se disuel-
ven como tales por su apropiación y
control por el gran capital, y actúan como
otro canal de extorsión de valor a través
del sistema de patentes y regalías; y su
desigual difusión social y territorial entre
países, regiones, ciudades o fragmentos
de todos ellos, añaden la brecha tecno-
lógica a los demás factores de desigual-
dad socio-territorial.

El Internet muestra las contradiccio-
nes de las nuevas tecnologías: el control
tecnológico ejercido por los grandes mo-
nopolios, cada vez más concentrados,
que dominan la producción de equipo
de computo, de software, y los portales;
la muy desigual distribución del equipa-
miento y el acceso entre sectores sociales
y territorios; el dominio y control ejercido
por los países, instituciones y empresas
dominantes sobre la generación de in-
formación; y por otra parte, las dificulta-
des y limitaciones enfrentadas por los
emisores de contra cultura económica,
política y cultural, para ponerla al servicio
de la resistencia al neoliberalismo y su
globalización imperial (Shapiro, 2001).
Similares problemas encontramos en
medios como la radio y la televisión.

Esta fase de mundialización, como las
anteriores ha significado cambios tecno-

lógicos con efectos múltiples y significati-
vos sobre las configuraciones territoriales,
como lo muestran algunas tecnologías
paradigmáticas en las revoluciones tec-
nológicas. La revolución industrial aportó
el ferrocarril, la navegación a vapor y el
subterráneo –Metro–, que redujeron la
distancia-tiempo en los desplazamientos
regionales y urbanos de mercancías y
personas. El motor de combustión inter-
na y la electricidad dieron lugar desde
mediados del siglo XIX y sobre todo a
inicios del XX, al desarrollo del automó-
vil que ha marcado al territorio desde
entonces, a nuevos modos de comuni-
cación –telégrafo, teléfono– y a la auto-
nomía de los lugares por la distribución
por cable de la energía y los mensajes.
La aeronáutica a hélice y luego a propul-
sión a chorro, fueron nuevos vectores de
la reducción de la distancia-tiempo en
los desplazamientos. La era nuclear no
tuvo efectos territoriales notorios, salvo
la destrucción de Hiroshima y Nagasaki
y el accidente nuclear de Chernobil, da-
das las limitaciones estratégicas y mili-
tares de su uso (Derry y Williams, 1977:
t. 3 a 5). La microelectrónica, la compu-
tación y la comunicación por satélite,
componentes de la actual fase de cam-
bio tecnológico, han tenido múltiples
efectos territoriales al actuar sobre ante-
riores objetos tecnológicos y generar
otros nuevos que hoy se están investigan-
do sistemáticamente.

El medio ambiente latinoamericano
sufre los embates combinados de la ex-
poliación mundial y local. Los recursos
naturales no renovables, los energéticos
fósiles en particular, son devorados por
las trasnacionales y las empresas públicas



28 La globalización imperialista y los territorios latinoamericanos

crecientemente amenazadas por la pri-
vatización y desnacionalización, que los
explotan aceleradamente para cubrir el
déficit comercial o fiscal nacional. Las
empresas industriales depositan inade-
cuada e irresponsablemente sus dese-
chos peligrosos o tóxicos en el suelo o
el aire sin control público suficiente, su-
mándose a los crecientes desechos del
consumo empresarial o doméstico y del
uso del automóvil, sobre todo en las
grandes concentraciones urbanas.

El automóvil, cuyo número y uso
irracional crecen sin cesar al impulso de
las trasnacionales automotrices, de las
erráticas políticas de multiplicación de
la vialidad urbana, y de la insuficiencia
del transporte colectivo, público y priva-
do, sigue siendo el factor mayoritario de
contaminación de la atmósfera urbana.

El agua, cada vez más escasa y con-
taminada por el uso doméstico y empre-
sarial, se convierte en factor escaso
estratégico, crecientemente sometido a
la lógica de la ganancia empresarial, y
muy desigualmente distribuido entre los
sectores sociales (Pradilla Cobos, 2003);
su desalojo luego de su uso, y el de las
aguas de lluvia, sobre todo en las gran-
des metrópolis, es factor importante de
incremento del gasto público, del con-
sumo de energía y, a la vez, de contami-
nación del agua potable para el uso
urbano y para el riego agrícola.

Las legislaciones ambientales des-
iguales, en los ámbitos nacionales y lo-

cales, sin instrumentos suficientes de
intervención, se enfrentan a la acción
depredadora de los actores sociales, por
el incremento de la ganancia o por la
subsistencia. En el plano mundial, los
gobiernos de los países dominantes, los
mayores consumidores de energía y pro-
ductores de desechos, y sus corporacio-
nes trasnacionales, se niegan a firmar los
acuerdos internacionales de protección
del medio ambiente, o a aplicarlos real-
mente, para no afectar las ganancias de
las grandes corporaciones.

La deslocalización de las decisiones,
efecto de la trasnacionalización –la glo-
balización imperialista– impide la orien-
tación de éstas en función del interés
nacional de revertir las desigualdades
regionales y urbanas. Los territorios na-
cionales, conformados a partir de la tra-
ma de su historia y sus estructuras, flujos,
relaciones e infraestructuras de soporte,
reorientan su configuración hacia fuera,
hacia los polos de la acumulación mun-
dial y en particular hacia el centro único
y sus áreas fundamentales de crecimiento.

En el plano de los gobiernos nacio-
nales y locales, el mercado fetichizado 13

sustituye crecientemente al Estado en la
promoción y orientación del desarrollo
o la gestión de lo público miniaturizado.
La planeación regional y urbana desapa-
rece, sustituida por los megaproyectos del
capital, en particular del inmobiliario y
comercial, nacional o crecientemente
trasnacional, en la producción o reutili-
zación de las ciudades, y en las acciones

13 El mercado se ha convertido en invisible dios todopoderoso, en el gran hermano que
todo lo ve, juzga y ordena; en esa abstracción desaparecen o se ocultan los actores sociales
concretos, sus intereses y decisiones. Tenemos que recordar a Marx y su fetichismo de la
mercancía (Marx, 1975, t. I, v. 1, c. I. 4).
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pragmáticas de los gobiernos para atraer
la inversión o facilitar la acumulación de
capital, mediante la inversión pública o
la privatización de la infraestructura y los

servicios, o para compensar asistencial-
mente a los damnificados de la globaliza-
ción imperialista, siguiendo los dictados
de los organismos internacionales.

A manera de conclusión provisional y limitada

A los que hemos insistido en la crítica
de los discursos ideológicos del poder
capitalista, siempre nos han despertado
sospechas los conceptos y construccio-
nes “teóricas” que son usadas indistin-
tamente por todo el abanico de la
geometría política. Tal es el caso de las
construcciones montadas a partir del
concepto de globalización sin apellido,
y su derivación en el de ciudades glo-
bales (Pradilla Cobos, 2008b) que igua-
lan, en un imaginario virtual, lo que en
la realidad es profundamente desigual
y diferenciado: las naciones y las ciuda-
des de los países hegemónicos, y las
subordinadas y atrasadas, entre ellas las
latinoamericanas.

Es tan alto el costo pagado por nues-
tras sociedades y, sobre todo, por los
sectores sociales oprimidos, explotados
y excluidos, en estas décadas de políticas
neoliberales salvajes y globalización
forzosa, que como intelectuales, podre-
mos –lo hacemos en la práctica– pero
no deberíamos caer en ese ambiguo dis-
curso homogeneizador y, por tanto, encu-
bridor, en el que las naciones y ciudades
latinoamericanas se “hermanan” en el
mismo mundo globalizado y la misma
categoría de ciudades globales, con las
tres cabezas urbanas del imperialismo
actual. Utilizar estas teorizaciones sin crí-

tica, es reproducir la ideología que man-
tiene doblegadas las conciencias, y que
sirve a la reproducción y perpetuación
del neoliberalismo y el imperialismo.

La conclusión, inicial por cierto, es
que tenemos que usar las armas de la
crítica, para confrontar las nuevas formas
de la vieja ideología con los hechos de
la realidad, a pesar de lo fascinantes y
literariamente seductores relatos a los
que nos han acostumbrado los cantores
originales del neoliberalismo mundiali-
zado, o, no tan gratamente, los perennes
viajeros mundiales de la investigación,
o los copistas que solo reproducen lo
que suena “científico”, políticamente o
académicamente “correcto”, pero que
no tiene nada que ver con las operas
primas, ni con las realidades vividas.

Los investigadores urbanos latinoa-
mericanos sabemos de memoria que
dicen los autores consagrados del pri-
mer mundo, editados masivamente por
las grandes editoriales de allá y acá.
Aunque no haga falta, los trabajos loca-
les que leemos o escribimos dedican la
mayor parte de sus páginas a repetir sus
teorías o juicios de valor; y solo deja-
mos unas cuantas páginas finales para
tratar de adecuar nuestras realidades a
lo que antes de iniciar la investigación,
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hemos asumido como la explicación del
objeto de estudio. No pensamos que
éste sea el camino científico, aunque
quizás sea el adecuado para obtener el
puntaje necesario para mantenernos en
los rankings de los sistemas de becas
para investigadores, una de cuyas exi-
gencias es tener la mayor parte de la bi-
bliografía con “autores en lenguas
extranjeras, de fechas recientes”.

El camino válido, creemos, es estudiar
a fondo, estructural, empírica y factual-
mente, las realidades, procesos, contra-
dicciones y tendencias de los territorios
latinoamericanos, las metrópolis en parti-
cular, para caracterizarlos plenamente,
analizarlos comparativamente para encon-
trar lo que es universal en ellos por en-
contrarse en todos ellos. Solo entonces,
podremos construir los conceptos correc-
tos que los describan, y armar la trama
de las relaciones reales que mantienen
entre sí, y con los nodos primarios y secun-
darios del capitalismo imperialista de hoy.

En este trabajo, lo que nos ayudaría
no son los textos europeos, estadouni-
denses o japoneses que hablan de sus
sociedades y sus países, o generalizan
discursos, y que hemos citado hasta el
cansancio, sino los trabajos serios de
investigación de nuestros compañeros
latinoamericanos, que buscan explicar
nuestras realidades, y que en cambio,
brillan por su ausencia en las bibliogra-
fías y las notas de los documentos que
publicamos; mientras elevamos pedes-
tales a quienes idealizan lo dominante,
y condenamos al ostracismo o a la críti-
ca roedora de los ratones de las biblio-
tecas, los textos que tratan de explicar la
situación de los dominados y excluidos,
la nuestra.

Seguramente, al terminar nuestro
trabajo, como en el pasado, “el dinosau-
rio estará ahí”, pero no habremos con-
tribuido a engrandecerlo, idealizarlo y
eternizarlo aún más.
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Abstract

When the capital accumulation pattern
with state intervention was swapped for
the neoliberal one, the globalization ide-
ology was imposed, and adopted with-
out any criticism from researchers of
every current, right-winged to left-
winged, including many Latin Ameri-
cans. Besides the agudization of the
workers exploitation, the nations plunder-
ing and the preventive war, some peo-
ple think that it is something inevitable,
positive and moves towards societies
without territories nor contradictions.This
essay points out the unequal and differ-
ential development of the capitalist mun-
dialization, opened in 16th century, in
terms of societies and territories. This im-

Resumen

En el cambio del patrón de acumula-
ción de capital con intervención estatal
al neoliberal, se impuso la ideología de
la globalización, adoptada sin crítica por
investigadores de todas las corrientes, de
derecha a izquierda, incluyendo muchos
latinoamericanos. Pese a la agudización
de la explotación de los trabajadores, la
expoliación de las naciones y la guerra
preventiva, se piensa que es inevitable,
positiva, y avanza hacia sociedades y
territorios sin contradicciones. Este en-
sayo señala que la mundialización ca-
pitalista iniciada en el siglo XVI, se
desarrolló desigual y diferencialmente
en sociedades y territorios. Esta fase es
imperialista, dominada por tres bloques
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perialist phase is dominated by three
blocs commanded by USA and has used
different accumulation patterns. But it
doesn’t guarantee a sustained and via-
ble capitalist accumulation, improve the
population’s quality of life, nor elimi-
nates the inequity between nations, re-
gions and cities in Latin America.

Keywords: Globalization, imperialism,
territory, Latin America.

comandados por EUA, y ha usado dis-
tintos patrones de acumulación. Pero no
garantiza una acumulación capitalista
sostenida y sustentable, no mejora la
calidad de vida de la población, ni eli-
mina la desigualdad entre naciones, re-
giones y ciudades en América Latina.

Palabras claves: globalización, impe-
rialismo, territorio, América Latina.
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Os Sistemas de Inovação: a
adequação da escala regional

Hugo Pinto

Introdução: motivações para o debate

O Sistema Regional de Inovação (SRI)
é um conceito que, desde que foi intro-
duzido na obra seminal de Braczyc,
Cooke e Heidenreich, Regional Innova-
tion Systems – The role of governances
in a globalized world, tem sofrido uma
alargada discussão teórica e uma ampla
operacionalização.

Em termos teóricos o conceito tem
vindo a ser alvo de um intenso debate
nas revistas da especialidade, porque se
mantém algo ambíguo. Esta ambigüida-
de é revelada, principalmente, em razão
da elevada atractividade que o conceito
tem para policy-makers como instrumen-
to para a criação de estratégias territo-
riais, em particular nas regiões da União
Européia (UE). No entanto, diversos fa-
tores como a ausência de parcerias pú-
blico-privadas efetivas, o limitado capital

social entre os atores envolvidos, a ine-
xistência de um patamar de P&D (Pes-
quisa e Desenvolvimento) que permita
rendimentos crescentes e atractividade
para investimentos em ciência, tecnolo-
gia e inovação (o chamado paradoxo
da inovação regional), e a ausência de
um governo (autoridade) regional que
lidere/coordene o processo limitaram o
sucesso de muitas destas iniciativas ao
nível regional.

A operacionalização do conceito de
SRI nem sempre parece adequada a
todos os territórios. Por exemplo, quando
pensamos se existem regiões em Portu-
gal, quais são as que devem ser defini-
das? Este artigo tem como meta contribuir
para a discussão do conceito de Sistema
Regional de Inovação, numa primeira
parte, tentando sucintamente estabilizar
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o conceito e, numa segunda, apresentan-
do outros conceitos úteis de operaciona-
lizar em políticas caso o território no qual

pretendemos atuar não pareça configu-
rar as lógicas que o poderiam levar a ser
um Sistema Regional de Inovação.

O enfoque regional nos Sistemas de Inovação

Os estudos dos Sistemas de Inovação
sublinham a importância da região e dos
seus recursos específicos para o estímulo
à inovação entre as empresas e os territó-
rios. Para além de permitirem às empre-
sas locais se tornarem mais competitivas,
estes recursos específicos, como a capa-
cidade de aprendizagem, as atitudes em-
presariais, ou as infra-estruturas físicas,
organizacionais e sociais, são fatores de
desenvolvimento (Doloreux e Dionne,
2007). As vantagens competitivas durá-
veis na economia global têm um cará-
ter profundamente local, proveniente da
concentração de conhecimentos e de
“saber-fazer” altamente especializados e
também da existência de instituições, de
concorrentes, de parcerias e de consumi-
dores (Porter, 2003). A visão da Organiza-
ção de Cooperação e Desenvolvimento
Econômico (2005) segue em sentido
idêntico:

The notion that regional factors can
influence the innovative capacity of
firms has led to the increasing inter-
est in analysing innovation at the
regional level. Regional differences
in levels of innovation activity can
be substantial, and identifying the
main characteristics and factors to
promote innovation activity and the
development of specific sectors at
regional levels can help in under-

standing innovation processes and
be valuable for the elaboration of
policy.
As a parallel to national innovation
systems, regional innovation systems
may develop. The presence, for ex-
ample, of local public research insti-
tutions, large dynamic firms, industry
clusters, venture capital and a strong
entrepreneurial environment can
influence the innovative perform-
ance of regions. These create poten-
tial for contacts with suppliers,
customers, competitors and public
research institutions. Infrastructure
also plays an important role.

O conceito de Sistema Regional de
Inovação valoriza o papel da região en-
quanto território de relação entre a tec-
nologia, o mercado, o capital produtivo,
a cultura e as representações. A região
não é um simples suporte à afetação de
recursos, mas um meio gerador de re-
cursos específicos e de dinâmicas pró-
prias. As regiões são atualmente vistas
na Europa como escala adequada para
a implementação de políticas de de-
senvolvimento para a promoção de
uma economia baseada no conheci-
mento. Para exemplificar este interesse,
basta referir a multiplicação de estraté-
gias e planos regionais de inovação nos
últimos anos. Segundo dados da Innova-
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ting Regions in Europe Network (2005),
foram desenvolvidas até 2005, com o
apoio da União Européia (UE), 33 es-
tratégias regionais de inovação (RIS,
1994-2001), 70 estratégias regionais de
inovação e transferência de tecnologia
(RITTS, 1994-2001), 16 estratégias regio-
nais de inovação em países recentemen-
te associados (RIS-NAC, 2001-2004) e
33 projetos de estratégias regionais de
inovação em novos estados-membros e
países associados (2005). Por outro
lado, 145 regiões desenvolveram Pro-
gramas Regionais no âmbito das Ações
Inovadoras do FEDER, muitas delas
como continuação da implementação
das suas estratégias regionais de inova-
ção. Estas atuações tinham um importan-
te enfoque na criação e robustecimento
dos SRI. Mas surge então a pergunta es-
sencial: o que é afinal um Sistema Regio-
nal de Inovação?

Vários estudos têm permitido iden-
tificar formas similares de localização da
produção baseadas no desenvolvimen-
to de tecnologia. Estes trabalhos forne-
cem o quadro analítico para a análise
do Sistema Regional de Inovação.

O SRI mostra como a concentração
espacial de empresas e organizações
públicas (e mistas) produz a inovação
com base em interações e aprendizagem
coletiva através de práticas institucionais
comuns (Doloreux e Bitard, 2005). Deste
ponto de vista, o SRI está intimamente
ligado à economia do conhecimento e
à concepção da inovação enquanto re-

sultado de um produto social territoria-
lizado, estimulado não apenas pelos re-
cursos ancorados localmente mas
também pelo contexto social e cultural
no qual evolui (Bathelt et al., 2004).
Uma dimensão-chave do SRI é a capa-
cidade institucional de apoiar as empre-
sas nas suas necessidades para inovar
através da interação sistêmica e a apren-
dizagem coletiva, p.e., as normas, as ro-
tinas ou a confiança.

Muitas vezes a noção de SRI é utiliza-
da como expressão genérica que cobre
modelos similares como os meios ino-
vadores, os distritos tecnológicos, as re-
giões aprendentes ou os clusters. A
literatura sugere que existe assim uma
lacuna na definição do conceito (Dolo-
reux e Parto, 2005; Doloreux e Bitard,
2005). O aspecto mais referido é a deli-
mitação do quadro territorial de análise.
Existe um problema de determinação de
escala para a definição da unidade de
análise; as áreas metropolitanas, os dis-
tritos industriais surgem muitas vezes
como escalas adotadas para a análise de
um SRI. Por outro lado, em um nível
mais agregado, na Europa, os SRI são
muitas vezes delimitados pelo nível
NUTS 1 II, que engloba grande parte das
regiões administrativas de França e Itá-
lia, dos counties no Reino Unido e dos
Regierungsbezirken na Alemanha. Este
nível, em Portugal se refere à atuação
das atuais Comissões de Coordenação
de Desenvolvimento Regional (CCDR),
organismos descentralizados do gover-
no central que coordenam e planificam

1 NUTS (Nomenclaturas de Unidades Territoriais - para fins Estatísticos, do francês Nomen-
clature d’Unités Territoriales Statistiques) designam as sub-regiões estatísticas em que se
divide o território dos países da União Européia.
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os instrumentos de políticas regionais.
A utilização da NUTS II apresenta, se-
gundo Doloreux e Bitard (2005), uma
limitação importante. O fato de muitas
vezes ser uma nomenclatura imposta
exogenamente à própria realidade ape-
nas para fins estatísticos transforma estas
unidades de análise em territórios pouco
homogêneos e pouco representativos
das dinâmicas inovadoras.

Para complexificar um pouco come-
çam a surgir estudos que analisam os SRI
de territórios um pouco mais abrangen-
tes, como, por exemplo, a província ca-
nadiana do Quebec ou o Sudoeste da
Península Ibérica. Niosi (2005) refere
que é importante na análise do SRI de-
finir o que é a região. As regiões apare-
cem muitas vezes associadas a entidades
de geografia variável, desde pequenas
cidades a conjuntos de países. Assim a
noção de regional pode ter, segundo
Doloreux e Dionne (2007), duas cono-
tações distintas, uma de natureza funcio-
nal (delimitada pelas suas inter-relações,
capital social próprio e cultura específi-
ca) e outra de natureza política (um terri-
tório definido por determinado contorno
administrativo). No primeiro caso as
fronteiras do regional tendem a variar
com a evolução da economia e da socie-
dade, enquanto no segundo as frontei-
ras são mais estáveis e referidas a um
determinado espaço. Para ultrapassar
estas limitações de análise, uma carate-
rística realçada na visão dos SRI é que,
quando comparado com outros mode-
los territoriais de inovação, este sistema
deve ser definido por uma estrutura de
governação, muitas vezes determinada
administrativamente (Carrincanzeaux e

Gaschet, 2006). Esta visão tenta evitar
os problemas de escala espacial através
da noção de que o SRI é definido num
território onde as empresas e a inova-
ção são apoiadas por entidades de coor-
denação descentralizadas, públicas ou
privadas.

Howells (1999) menciona que exis-
tem componentes dos Sistemas Nacio-
nais de Inovação que justificam uma
abordagem regional: a evolução de lon-
go prazo e o desenvolvimento de espe-
cializações industriais, a estrutura de
governação regionalizada e as diferen-
ças mais acentuadas ao nível regional
em termos de performances inovadoras.
Segundo Carrincazeaux e Gaschet (2006),
face a uma abordagem setorial do siste-
ma, o SRI será mais adequado caso a
cumulatividade da inovação, entendida
como o grau de persistência da acumu-
lação das capabilities inovadoras que
acontecem em determinado espaço geo-
gráfico, for baixa ao nível setorial, uma
vez que deste modo esta cumulativida-
de espacial refletirá as trajetórias espe-
cíficas regionais. Caso contrário, se existir
uma cumulatividade elevada ao nível
das empresas de determinado setor,
então a concentração espacial da ino-
vação reflete apenas as decisões das em-
presas líderes e das barreiras à entrada,
pelo que uma análise focada nas dinâ-
micas dos setores será mais adequada.

Segundo Doloreux e Dionne (2007),
o SRI transcende as reflexões sobre mode-
los econômicos territoriais. Este conceito,
para além de ter inspirado trabalhos re-
centes na Economia Institucionalista e
na Economia Regional da Inovação, que
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sublinham a importância dos processos
de inovação e interações entre diferentes
atores e o seu ambiente e as externalida-
des que afetam a produção nos territó-
rios, conseguiu superar a inovação como
um processo linear baseado na Pesquisa
e Desenvolvimento (P&D) e ver a região
como suporte da afetação de recursos,
para mostrar a inovação como um pro-
cesso interativo que resulta em formas

coletivas de aprendizagem. A compo-
nente tácita do conhecimento é mais
facilmente transmissível caso se desen-
volvam formas de partilha coletiva no
interior de um contexto institucional,
político e social adequado como relatado
por Asheim e Isaksen (2002). A proximi-
dade física pode ter um papel importante
no reforço de tipos formais e informais
de cooperação.

Figura 1: O Sistema Regional de Inovação

Fonte: Conseil de la Science et de la Technologie (2006) adaptado.

Usualmente as empresas são colo-
cadas no centro do SRI. É o seu sucesso
que permitirá ou não a geração de ino-
vações e de desenvolvimento do terri-
tório. Existem em seu redor instituições
e organismos de conhecimento (centros
tecnológicos, agências de desenvolvi-

mento, sociedades de financiamento,
entidades de ensino e formação, orga-
nismos de apoio à inovação, serviços de
apoio a empresas, organismos de P&D
e de transferência de tecnologia). Um
terceiro nível do SRI refere-se ao ambien-
te econômico, social e cultural, ou seja,
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o contexto institucional no qual as ativi-
dades econômicas se desenrolam na
região, que permitem enquadrar as con-
dições nas quais o SRI vai evoluir, como,
por exemplo, a existência de determina-
dos ativos intangíveis, como o grau de
confiança entre os atores. São as intera-
ções e sinergias entre os três níveis refe-
ridos que permitem o sucesso de um SRI.
Reunindo determinadas condições favo-
ráveis, podemos imaginar que será mais
provável a empresa interagir com outros
organismos, empresas e ambiente, ob-
tendo os contributos externos essenciais
ao processo inovador. As vantagens das
regiões são determinadas pela combi-
nação de vários fatores orientados para
os benefícios da proximidade e concen-
tração espacial dos atores: facilitação das
trocas, criação de externalidades (mão-
de-obra qualificada, ativos especializa-
dos, matéria-prima, etc.) e aumento do
capital social (assegurando a partilha de
boas-práticas). As caraterísticas do am-
biente são assim essenciais pela criação
de externalidades que permitem custos
decrescentes e pelas regras do jogo que
se impõem aos atores e que favorecem
ou não a inovação.

Os SRI permitem sistematizar as di-
ferentes formas de interdependência que
existem numa região para o desenvol-
vimento tecnológico, mas é importante
referir que existe um papel muito impor-
tante na interligação entre o SRI e outros
sistemas (como por exemplo, o Sistema
Nacional de Inovação), os seus organis-
mos-chave, ou com grandes empresas
internacionais, porque estas relações
permitem analisar igualmente alguns
fatores de aprendizagem do território

que não são internamente localizados.
Alguns trabalhos começam atualmente
a questionar a verdadeira ancoragem
territorial dos SRI, uma vez que a impor-
tância de fatores extra-regionais parece
ser determinante.

Vários autores tentaram criar tipolo-
gias de SRI. Uma das tipologias mais ci-
tadas de SRI é a de Cooke (1998), em
que se teve em atenção duas dimensões
distintas da inovação regional, cada
uma delas com três categorias.

A primeira dimensão de análise foi
a governação. Nesta dimensão podem
existir três tipos de transferência tecno-
lógica: grassroots, network e dirigiste.
Os SRI principiantes (grassroots) são
caraterizados por iniciativas locais, finan-
ciamento difuso (um mix proveniente de
bancos, governos locais, câmaras de
comércio), pesquisa aplicada ou muito
próxima do mercado, um nível baixo de
especialização tecnológica e de coorde-
nação local. Os SRI em rede (network)
se caraterizam por uma transferência tec-
nológica que pode ser iniciada em dife-
rentes níveis: local, regional, nacional ou
supranacional. O financiamento é nor-
malmente acordado entre bancos, em-
presas e agências governamentais. A
pesquisa resulta de um misto entre in-
vestigação aplicada e fundamental com
uma especialização flexível necessitando
de um elevado número de empresas de
pequena, média e grande dimensão. A
coordenação nestes sistemas é geral-
mente alta, devido ao grande número
de stakeholders. Os SRI dirigidos (diri-
giste) são incitados por atuações fora das
próprias regiões, em especial pelos go-
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vernos centrais. A iniciativa das ações é
normalmente resultado da política do
governo central. O financiamento tam-
bém é determinado centralmente. O tipo
de investigação é básica ou fundamen-
tal, orientada para ser utilizada em gran-
des empresas ou fora da região. O nível
de coordenação e de especialização tende
a ser muito alto, uma vez que estes sis-
temas são controlados centralmente.

Para complementar a dimensão da
governação, Phil Cooke apresentou a
dimensão da Inovação Empresarial, que
revela a postura das empresas na econo-
mia regional e nas suas relações com o
mercado, em particular com o exterior.
Esta dimensão também se divide em três
tipologias: localista, interativa e globaliza-
da. Os SRI localistas (localist) têm poucas
empresas grandes, sejam elas regionais
ou multinacionais. O nível de investiga-
ção das empresas não é alto, mas pode
existir uma razoável associação entre as
organizações de P&D e os clusters da
região. Existem poucos recursos públicos
afetos à inovação e à P&D, mas os recur-
sos privados são ainda mais reduzidos.
No entanto, pode existir uma boa associa-
ção entre empreendedores e decisores
políticos regionais. Nos SRI interativos
(interactive) a economia regional não é
dominada por empresas grandes ou por
empresas pequenas, mas verifica-se um
equilíbrio entre elas. Existe também um
equilíbrio entre os organismos públicos
e os organismos privados em relação à
inovação, que reflete a presença de em-
presas de maior dimensão e de um go-
verno regional interessado em promover
uma economia regional baseada na ino-
vação. Estas regiões caraterizam-se por

um nível elevado de associativismo, ex-
presso na existência de redes de investi-
gação, fora e clubes. Os SRI globalizados
(globalized) são dominados por empresas
globais ligadas por cadeias de produção
aos clusters e às pequenas e médias em-
presas (PME) locais. A pesquisa científica
é privada na sua maioria. O associativismo
não está muito presente e, quando existe,
é conduzido pelas grandes empresas.

Asheim e Isaksen (2002) produziram
uma tipologia de SRI baseada na coe-
são social das redes de inovação que
tem semelhanças com a proposta de
Cooke. Distinguem três grandes tipos: a
rede de inovação integrada no plano
territorial (versão territorializada, carate-
rizada pela dominância de micro-em-
presas que baseiam a sua atividade em
formas de aprendizagem favorecidas pela
proximidade, com uma forte associação
entre os empresários e os decisores polí-
ticos regionais, quando comparadas
com as entidades do conhecimento); a
rede de inovação integrada por empre-
sas e organismos (caraterizados por
aprendizagens coletivas localizadas mas
também por projetos territoriais mais
explícitos, sistematizados e planificados
em termos de inovação, como a presen-
ça de infra-estruturas de suporte ou de
P&D; é considerado um tipo ideal de
SRI); finalmente, o sistema de inovação
regional nacionalizado (dominado por
empresas internacionais, onde as dinâmi-
cas regionais são integradas no quadro
nacional e internacional, e as redes de
inovação são desenvolvidas predominan-
temente por parceiros exteriores à região,
o que origina uma fraca capacidade de
associação local).
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Outra tipologia interessante é a com-
preensão do SRI pelas barreiras à inova-
ção que existem no território. Doloreux
e Dionne (2007), baseados em Tödtling
e Trippl (2005), Nauwelaers e Wintjes
(2002) e Isaksen (2001), distinguem três
tipos de barreiras que condicionam o SRI:

— Exiguidade institucional e organiza-
cional, existe pouca relação entre
empresas, as atividades de apoio à
inovação são diminutas, a possibili-
dade de estabelecer formas de apren-
dizagem coletiva está fortemente
condicionada pelo insuficiente nú-
mero de atores públicos e privados.
É um tipo de limitação existente em
regiões periféricas onde não existe
massa crítica suficiente para fazer
emergir um SRI bem sucedido.

— Declínio tecnológico dos principais
setores de atividade, as empresas
estão decadentes com produções de
fraco valor acrescentado de indús-
trias tradicionais. É caraterístico de
regiões em reconversão industrial
ou de tradição manufatureira.

— Fragmentação dos atores do SRI, au-
sência de dinâmica mesmo quando

parece existir massa crítica suficiente
de empresas e outros organismos. É
um problema usual nas regiões me-
tropolitanas, sendo necessário au-
mentar o interesse e a participação
em iniciativas em rede para arquite-
turar um SRI eficaz.

Em suma, O SRI é um conceito com-
plexo, que não se limita a medir a ino-
vação no território regional mas sim o
dinamismo, capacidade de adaptação e
de aprendizagem de uma região, de
forma a utilizar ativos, tangíveis e intan-
gíveis, internos ou externos, para o for-
talecimento das atividades inovadoras
e, deste modo, da competitividade do
território. Uma definição de síntese pode
ser o Sistema Regional de Inovação como
um arranjo administrativamente defini-
do de atores e organizações (empresas,
autoridades, universidades e centros de
investigação) engajados na inovação e
na aprendizagem interativa da região
(Doloreux e Bitard, 2005), caraterizados
pela existência de recursos territoriais,
intangíveis, institucionais e relacionais
comuns (Guerreiro, 2005).

Outros conceitos – complementares ou concorrentes?

Para comparar o SRI com outros mode-
los territoriais baseados na inovação,
devem ser consideradas duas vertentes
relativamente distintas. A primeira é com-
parar o SRI com outras escalas perceben-
do se essas escalas são ou não as mais
adequadas para a análise do processo de
inovação no território. A segunda é apre-
sentar um conjunto de conceitos que

muitas vezes são utilizados indiscrimina-
damente em paralelo com os SRI. Para o
primeiro caso, serão introduzidas as es-
calas nacional e urbana. No segundo
caso serão introduzidos os conceitos de
distritos industriais, clusters, distritos tec-
nológicos, meios inovadores e regiões
aprendentes.
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As escalas dos Sistemas de
Inovação

O Sistema Nacional de Inovação (SNI)
surge do entendimento da escala nacional
como a ideal para delimitar as relações
entre os atores do sistema de inovação.
É o conceito “original” do qual veio a
derivar posteriormente o de SRI. A pa-
ternidade deste conceito é muito discu-
tida, sendo muitas vezes atribuída a
Bengt-Ake Lundvall, que publicou vá-
rios artigos nos anos 1980. Outros auto-
res preferem atribuí-la a Chris Freeman.
Robert Nelson é outro nome freqüente-
mente associado à gênese deste conceito.
O conceito de Lundvall foi apresentado
como um passo em frente em relação
ao modelo de Schumpeter Mark II, que
tornava endógena a inovação ao incluir
as atividades de P&D dentro da grande
empresa. Seria importante analisar o sis-
tema de produção e o consumo porque
são componentes fundamentais no pro-
cesso de aprendizagem, que pode ser

de diferentes tipos (learning by doing,
learning by using, learning by interac-
ting), crucial para inovações incremen-
tais. Desta forma, o sistema de inovação
teria que incorporar o segmento formal
de P&D mas também um segmento in-
formal ligado às rotinas que conduzem
à aprendizagem. O desenvolvimento do
conceito continuou com Lundvall, as-
sente em dois princípios básicos: o papel
das instituições e a importância do pro-
cesso de aprendizagem. O conceito de
aprendizagem institucional começa a
tornar-se um dos focos dos estudos da
inovação. Freeman e Nelson nas suas
concepções do SNI foram, como refere
Salavisa Lança (2001), mais convencio-
nais, centrando a atenção nos atores e
nas instituições formais, destacando as
formas de cooperação/concorrência entre
empresas, o papel do Estado e as exter-
nalidades criadas com o processo ino-
vador. O conceito de SNI é adaptável a
vários contextos nacionais e pode assu-
mir uma grande variedade de formas.

Figura 2: O Sistema Nacional de Inovação

Fonte: Godinho (2003, p. 35).
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Em síntese e tomando como base os
contributos dos vários autores referidos
podemos definir Sistema Nacional de
Inovação como o conjunto de atores
interligados, definidos na escala nacio-
nal, que podem desenvolver políticas
que afetem a partilha do conhecimento
na sociedade, apoiando o surgimento
de atividades inovadoras até a sua efi-
ciente difusão, sendo constituído por um
segmento formal (organismos públicos
e privados e instituições formais) e um
segmento informal (baseado nos proces-
sos de aprendizagem com destaque para
as rotinas de produção e consumo e
outras instituições informais).

Outra escala que vale a pena intro-
duzir é a dimensão urbana da inovação,
ao que chamaria Sistema Metropolitano
de Inovação. Muitos autores preferem
centrar-se na cidade como dimensão
ótima de análise dos sistemas de inova-
ção. A este propósito, Barquero (2002,
p. 121) refere:

As cidades formam o espaço físico
das empresas e dos sistemas produti-
vos locais. São as cidades que for-
necem um mercado de trabalho,
serviços públicos e privados e um sis-
tema de transportes e de comunica-
ções, o que permite às empresas e
aos sistemas produtivos reduzirem
custos médios e utilizarem econo-
mias de aglomeração geradas em
seu interior. A proximidade física
proporcionada pela cidade facilita os
intercâmbios de informação e de co-
nhecimentos dentro das redes de
empresas, permitindo-lhes compar-
tilhar pautas culturais e formas de

comportamento, o que reduz a incer-
teza e contribui para a diminuição
dos custos de transacção das empre-
sas. A cidade é, indiscutivelmente,
o espaço em que se produz a atmos-
fera industrial, se difunde o conhe-
cimento técnico e são viabilizados
os pontos de encontro das redes de
empresas, daí resultando todo o tipo
de economias.

Outras contribuições referem as áreas
metropolitanas como espaço ideal de
análise dos sistemas de inovação (Diez
Revilla, 2002), uma vez que estas zonas
são as mais importantes em termos de
atividades inovadoras, oferecendo às
empresas diferentes formas de proximi-
dade: física, tecnológica e institucional.

Modelos territoriais com
enfoque na inovação

Paralelamente a estas visões, os temas da
aglomeração espacial emergem, dando
interesse a uma pequena incursão na
análise dos sistemas locais de produção.

Os distritos industriais, geralmente
identificados com o exemplo da Terceira
Itália, consistem em sistemas produtivos
espacialmente muito delimitados, nos
quais existe um grande número de pe-
quenas e médias empresas com uma
forte densidade de relações, formando
um complexo industrial altamente espe-
cializado e flexível caraterizado pela exis-
tência de economias de aglomeração. A
proximidade física permite aos atores
um elevado grau de confiança e uma
menor burocratização das relações. O
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conceito é originário de Alfred Marshall,
elaborado por Piore e Sabel (1984) e
relançado nos anos 1980 por vários in-
vestigadores italianos, p.e., Becattini. No
distrito industrial existe uma grande ro-
tação dos trabalhadores pelas empresas,
o que cria uma verdadeira atmosfera
industrial, em que todos tentam incor-
porar a lógica do distrito. A aprendiza-
gem é predominantemente do tipo
“aprender fazendo”. O empresário puro,
o agente central na visão dos distritos
industriais, é um indivíduo que conhe-
ce bem os mercados, mas, dado o seu
sentimento de pertença, de comunida-
de que o liga ao território, desenvolve a
sua atividade num modo de atuação de
forma a alcançar o que é melhor para si
e para o distrito. Os autores italianos
adicionam à visão inicial marshalliana
o importante papel que as autoridades
podem ter quando imersas na dinâmi-
ca do distrito.

Outra visão complementar é o con-
ceito de cluster (que tem paralelismos
fortes com os Sistemas Setoriais de Inova-
ção), celebrizado por Michael E. Porter,
valorizando as interações de determina-
da tecnologia ou de determinado setor.
Um cluster pode ser definido como um
conjunto de empresas com atividades
semelhantes, relacionadas ou comple-
mentares, que, definidas numa zona
geográfica, partilham infra-estruturas
especializadas, mercados de trabalho e
de serviços, enfrentando ameaças e
oportunidades comuns. O dinamismo
nestes sistemas é baseado nas inter-re-
lações que se desenvolvem dentro da
cadeia de valor e que permitem a sua
própria melhoria. A densidade de liga-

ções, de redes, as parcerias, meios for-
mais e informais de interconetividade
dentro do sistema tecnológico são muito
importantes. As competências, mão-de-
obra disponível, capacidade de atrair
talento, a cultura e a tradição, o “saber
fazer” da comunidade, enfim, o conhe-
cimento codificado e o conhecimento
tácito são cruciais para que se possam
desenvolver convenientemente. Porter
introduziu o chamado diamante, que
mostra como a competitividade se rela-
ciona com as quatro forças: o ambiente
competitivo (estratégia, estrutura e riva-
lidade das empresas), condições dos fa-
tores (em quantidade e qualidade),
condições de procura (exigência, sofis-
ticação e capacidade de antecipar as
necessidades) e as indústrias relaciona-
das e de suporte. Segundo este autor, o
que leva à competitividade é a deten-
ção de uma ou várias vantagens com-
petitivas. A vantagem competitiva é
alcançada quando existe um desempe-
nho superior aos competidores e que
pode ser conquistado por duas vias, os
custos e a diferenciação. A vantagem
competitiva pode orientar-se para um
mercado mais generalizado ou mais res-
trito, originando três estratégias genéri-
cas: liderança pelos custos (que resulta
em quotas de mercado elevadas, efeito
experiência e gestão otimizada de todos
os recursos utilizados), diferenciação
(oferecer um produto único em que o
valor percebido seja superior ao custo
da diferenciação) e focalização (ter aten-
ção a um mercado restrito e adaptando
o produto).

Os distritos tecnológicos são uma
variante dos distritos industriais adicio-
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nando a este uma componente de co-
nhecimento e inovação tecnológica. Os
distritos tecnológicos concentram em-
presas, associações, autoridades, estru-
turas de apoio relacionadas com o
conhecimento, universidades e centros
de investigação & desenvolvimento.

No início dos anos 1990 os trabalhos
do Groupe de Recherche sur les Milieux
Innovateurs (GREMI) introduziram o mi-
lieu innovateur (meio inovador). Os meios
inovadores revelam uma forte concentra-
ção de cultura técnica e de procura pela
originalidade, de diferenciação e inova-
ção constante. Crevoisier (2004) define
o meio inovador como um conjunto terri-
torializado de interações entre agentes
econômicos que se desenvolvem através
da aprendizagem e de transações mul-
tilaterais geradoras de externalidades
específicas de inovação e através da con-
vergência das aprendizagens e formas
comuns de gestão de recursos. O meio
inovador articula três paradigmas: o cog-
nitivo (cultura técnica), o organizacional
(estruturas de cooperação) e o territorial
(o território com matriz das especificida-
des locais do tecido produtivo); é um es-
paço relacional em que se encontra um
conjunto de intervenções dos atores com
o objetivo de potenciar a proximidade,
fator essencial à criação de competências
específicas para o processo de aprendi-

zagem. Este modelo insiste na lógica terri-
torial da inovação ancorada nos atores e
no seu meio.

As Learning regions (regiões apren-
dentes), introduzidas por Richard Flori-
da em 1995, são, segundo Doloreux e
Dionne (2007), uma espécie de versão
norte-americana do meio inovador, são
uma região onde a atividade econômi-
ca é estimulada por uma combinação
de aprendizagem continuada, de inova-
ção e utilização criativa das TIC (tecno-
logias de informação e comunicação).
Como no meio inovador, a noção de
região aprendente cobre a aprendiza-
gem individual e institucional, com a
aquisição formal e informal de compe-
tências. É a sobreposição da proximida-
de espacial, cultural e social que mais
favorece uma troca coletiva de conhe-
cimento e um processo interativo de
aprendizagem.

Em síntese, todas estas visões têm
convergido para uma centralidade da
inovação na competitividade regional.
Todas reforçam o papel do território e
mostram a importância do conhecimento
e outros fatores dinâmicos da competi-
tividade no crescimento, combinando a
rede de atores, políticas, instituições e
rotinas de aprendizagem para facilitar a
introdução de inovações na sociedade.

Notas conclusivas

Este artigo tentou dar um pequeno con-
tributo para a discussão do conceito de
Sistema Regional de Inovação, mostran-
do como este é um conceito interessante

para as estratégias territoriais porque é
baseado em espaços definidos admi-
nistrativamente e na ancoragem que os
recursos existentes têm no território, con-
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tribuindo para a criação de uma apren-
dizagem interativa entre os atores que
favorece os processos inovadores condu-
zindo a aumentos de competitividade e
potenciando o desenvolvimento regional.

Numa segunda parte foram rapida-
mente apresentados outros modelos ter-
ritorializados de inovação e outras
escalas de análise dos sistemas de ino-
vação. Os resultados destas leituras são
demonstrativos da quantidade de alter-
nativas que existem na hora de planifi-
car o desenvolvimento de determinado
território com base num conceito que
relacione inovação, conhecimento e
aprendizagem.

O que resulta deste texto? Que as-
pectos devemos olhar no momento de
decidir que modelo é mais adequado
para uma intervenção no território? Por
que utilizar um conceito para analisar
um território e não outro? A estas pergun-
tas, o texto deixa implícita a mensagem
de que existe uma grande variedade de

modelos que podem ter mais ou menos
aderência ao caso concreto em análise.
Não é necessário tentar utilizar um mo-
delo para operacionalizar no território
apenas porque esse conceito é mais atra-
tivo. Corremos o risco de criar um
Frankenstein. O SRI pode ser uma noção
interessante para determinada região,
mas isso não invalida que a possamos
conceber também através da importân-
cia de determinado cluster. O SRI pode
não se adaptar bem à lógica de uma re-
gião específica, podendo aí o pesquisa-
dor pensar a região utilizando outros
conceitos e escalas, como aqueles que
foram discutidos. No momento de ope-
racionalizar um conceito, temos de pen-
sar quais são os traços caraterizadores
desse território e escolher uma noção
que consiga compreender de forma sa-
tisfatória a dinâmica existente. Se o con-
ceito escolhido traduzir uma boa parte
da realidade empírica será um bom can-
didato a ser instrumentalizado pela po-
lítica para esse território.
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Abstract

This article is focused on the discussion
of regional innovation policies in the
light of the recent and numerous contri-
butions made in this area of knowledge.
The Regional Innovation Systems (RIS)
appear as a concept often used by poli-
cy makers as a strategic framework for
action in the region. The main dimen-
sions of RIS concept and its appropri-
ateness for an analysis and creation of
innovation policies are discussed. To this
end, I present a review of studies that
analyzed the RIS trying to understand
what differentiates the RIS from other
models such as the local industrial dis-
tricts, the milieux innovateurs or clusters.

Keywords: Regional Innovation Sys-
tem, regional innovation strategy, inno-
vation, learning, region.

Resumo

Este artigo é centrado na discussão das
políticas regionais de inovação à luz das
recentes e numerosas contribuições efe-
tuadas nesta área do conhecimento. Os
Sistemas Regionais de Inovação (SRI)
surgem como um conceito muitas vezes
procurado pelos decisores políticos como
enquadramento estratégico para uma
atuação na região. O texto procurará es-
clarecer as principais dimensões para
que o conceito de SRI seja adequado a
uma análise e operacionalização das
políticas de inovação. Para este efeito,
será apresentada uma revisão de traba-
lhos que analisaram os SRI tentando per-
ceber o que diferencia este modelo de
outros modelos territoriais, como os distri-
tos industriais, os meios inovadores ou os
clusters, ligados às dinâmicas de inovação.
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Introdução

O objetivo do presente artigo é con-
frontar os modelos de “indenização
territorial” operados pelo segmento ex-
ploração e produção de petróleo e gás
(E-P) no Brasil e no México, no sentido
de averiguar o grau de descentralização
fiscal e autonomia política alcançados,
ou potencializados, por essas duas ex-
periências.

Países em que os segmentos E-P
deram respostas distintas à onda de libe-
ralização econômica, que atingiu também
a América Latina, sobretudo a partir dos
anos 90 do último século: com a quebra
do monopólio estatal, no Brasil; e com
a reestruturação da estatal petrolífera, no
México.

O alcance desta investigação permite
sugerir que as diferentes respostas dadas
pelo segmento E-P ao processo de libe-
ralização econômica resultaram na cons-
trução de distintos instrumentos para o
desenvolvimento das regiões que dão
suporte a essa atividade econômica.

No caso brasileiro, a quebra do mo-
nopólio da exploração e produção da
estatal Petrobras foi, em parte, garanti-
dora de maiores receitas para os entes
federados subnacionais (estados e mu-
nicípios), na medida em que foram am-
pliadas as participações governamentais
(royalties e participações especiais) na
renda auferida pelo setor, em parte
como forma de angariar apoio político
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durante o difícil processo de aprovação
da lei que desmontou o referido mono-
pólio. Dito de outra forma, a quebra do
monopólio, ao provocar uma espécie de
redução do “patrimônio” da União, exi-
giu como contrapartida uma ampliação
das participações governamentais, que
se traduziu em expressivas receitas para
os estados e municípios onde estão se-
diados os capitais petrolíferos.

No caso mexicano, a manutenção
do monopólio da Petróleos Mexicanos
(Pemex), se por um lado preservou esse
patrimônio, por outro, não criou instru-
mentos expressivos de descentralização
das participações governamentais (dere-
chos) nos resultados do segmento E-P,
ficando as compensações aos estados e
municípios impactados por essa ativida-
de dependentes das decisões de investi-
mento da estatal (através dos donativos
e donaciones), concretizando, assim,
uma política compensatória muito me-
nos autônoma do que a experimentada
no Brasil 1.

O artigo, dividido em três seções, dedi-
ca a primeira a um exercício crítico-descri-
tivo de como o processo de globalização
acarretou profundas modificações na
base produtiva do sistema capitalista.
Essas mudanças, somadas ao avanço do
neoliberalismo, propiciaram a abertura
dos mercados e a redução do Estado em
várias economias do planeta, inclusive
nas da América Latina.

Tomando como principais fontes as
contribuições de Alveal (1999), Dantas
et al. (2007), Fuser (2007), Silva (1990),
Torres Flores (1999), Hiernaux-Nicolas
(2005), Vega Navarro (2003), Manzo
(2007) e Álvarez (1997), descrevem-se
os processos de resposta do segmento
E-P à onda liberalizante da década de
90 do século XX. Respostas que, no
Brasil, lograram derrubar o monopólio
de sua estatal petrolífera e, no México,
conseguiram operar uma intensa rees-
truturação para tornar a empresa mais
rentável e dinâmica e, portanto, mais
orientada ao mercado do que qualquer
outro objetivo de política pública.

A segunda seção enfrenta a neces-
sidade metodológica de construir um
marco de referência para a avaliação das
diferentes políticas compensatórias: um
posicionamento acerca da forma ideal
de concretizá-las. Guiando-se pela pró-
pria gênese do conceito de renda mine-
ral, com base em Hotelling (1931) e
Postali (2002), verifica-se que ela se ori-
gina do caráter finito do recurso. Dessa
forma, políticas eticamente comprometi-
das com o desenvolvimento das regiões
petrolíferas deveriam ser aquelas que, va-
lorizando a própria origem da renda mi-
neral, destacassem parte dessa soma para
a promoção da justiça intergeracional.

Feita essa escolha, torna-se, enfim,
possível avaliar, qualitativamente, se as
políticas de distribuição e aplicação das

1 Não se pode ignorar que a Ley Federal de Derechos mexicana disponibiliza uma pequena
parcela aos municípios por onde se exporta petróleo e que os ingressos petroleiros exce-
dentes estejam indo para as entidades federativas através do Fundo de Estabilização dos
Ingressos das Entidades Federativas. Entretanto, o valor angariado por esses governos
subnacionais é diminuto diante do montante total arrecadado pelo governo federal.
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participações governamentais (os dere-
chos no México e os royalties no Brasil)
contribuem, ou não, para a promoção
da justiça intergeracional nas regiões
petrolíferas, matéria tratada na terceira
seção 2, em que, através de uma propos-
ta de síntese dos dois debates formula-
dos nas seções 1 e 2, são apresentados,
criticamente, os modelos compensató-
rios adotados no Brasil e no México,
destacando: i) a importância infinita-
mente maior das receitas petrolíferas
para o orçamento federal mexicano; ii) a
participação dos entes governamentais
subnacionais nas rendas petrolíferas,
sobredimensionada, no caso brasileiro,
e subdimensionada, no caso mexicano;
iii) a potencialmente maior autonomia
dos investimentos nas regiões petrolífe-
ras brasileiras, uma vez que podem ser
financiados pelos poderes locais, em face
de um quadro de pouca autonomia no

México, onde grande parte dos investi-
mentos nas regiões que dão suporte à
atividade petrolífera é assumida pela
própria estatal; v) diferenças na própria
definição de áreas a serem compensa-
das nos dois países; vi) desvinculações
da aplicação das receitas petrolíferas no
Brasil diante da maior vinculação defi-
nida pelos Fundos de Investimento das
Entidades Federais, no México, alimen-
tados com rendas extraordinárias do
petróleo.

Esse exercício, que integra um con-
junto maior de investigações sobre regi-
mes compensatórios na base da pesquisa
que lhe dá suporte, tem como pretensão
acumular sugestões para o aprimora-
mento de políticas de promoção da jus-
tiça intergeracional, sejam de âmbito
nacional, sejam de âmbito dos territórios
impactados pelo segmento E-P.

Globalização e impactos no segmento E-P: respostas
diferenciadas no Brasil e no México
As transformações no mundo capitalista,
a partir da década de 1970, ocorreram
em um cenário internacional que pode
ser compreendido, de acordo com Hobs-
bawm (2004), como a era do desmoro-
namento do padrão de desenvolvimento
alcançado pelos países desenvolvidos
desde o pós-guerra (1945). As economias
desses países passavam a conhecer pe-

ríodos de recessão e diminuição no ritmo
de crescimento. As políticas keynesianas
de forte intervenção estatal já não mais
conseguiam corrigir as mudanças na con-
juntura econômica.

O modelo de acumulação fordista
começava a dar sinais de exaustão em
razão da crise do padrão de desenvol-

2 Tal averiguação é, como a anterior, qualitativa, mas subsidiada por dois conjuntos de
dados: i) levantamento acerca da repartição das participações governamentais entre as
três esferas de governo, que se serve das fontes oficiais da Agência Nacional do Petróleo
(Brasil) e da Secretaría de Hacienda y Crédito Público (México); ii) levantamento dos
instrumentos de vinculação (restrição de uso) sobre a aplicação das participações gover-
namentais, realizado com base nos documentos legais de ambos os países.
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vimento americano, acarretando o au-
mento do desemprego, a redução dos
níveis de investimento e a diminuição
da arrecadação do Estado. Além disso,
começava a se tornar insustentável a
manutenção dos direitos trabalhistas ofe-
recidos no período do chamado Welfare
State 3. Na visão dos economistas neo-
liberais, o Estado provedor se tornara
um inibidor da acumulação e circulação
do capital.

Segundo Filgueiras (2005), nesse
mesmo período, o mundo assistia ao fim
do padrão dólar-ouro, gerando instabi-
lidade nos mercados financeiros e cres-
cimento do déficit comercial americano.
Além disso, os choques do petróleo
(1973 e 1979) fizeram aumentar de for-
ma astronômica os preços da matriz
energética responsável pelo processo de
industrialização, provocando, ainda nesse
período, a elevação das taxas de juros
americanas. Na América Latina esses
impactos foram sentidos na década de
1980, no que diz respeito ao crescimento
da dívida externa e ao esgotamento do
padrão desenvolvimentista de Estado,
baseado na substituição de importações

e na forte intervenção estatal na econo-
mia. Todos esses acontecimentos con-
tribuíram fundamentalmente para o
início de um processo de transformações
que tem alterado as bases produtivas e
as políticas econômicas internacionais.

As ondas de crises ocorridas a partir
da década de 1970 só se agravaram nos
anos seguintes. Os ideólogos neoliberais
asseguravam que as causas dessa con-
juntura estavam na forte presença do
Estado na economia, impedindo a livre
dinâmica do mercado e das relações
políticas. Além disso, afirmavam que as
políticas sociais americanas inibiam as
desigualdades que são indispensáveis à
liberdade e à vitalidade da concorrência
(Filgueiras, 2005). As conseqüências
foram a abertura dos mercados, a flexi-
bilização das relações trabalhistas e o
redirecionamento da intervenção do Es-
tado na economia. A partir daí, uma
onda liberalizante começou a tomar conta
dos países desenvolvidos. No entanto, os
reflexos dessa política econômica só
foram sentidos com maior intensidade
na América Latina depois do Consenso
de Washington 4.

3 Segundo Gomes (2006, p. 203): “A definição de welfare state pode ser compreendida
como um conjunto de serviços e benefícios sociais de alcance universal promovidos pelo
Estado com a finalidade de garantir uma certa “harmonia” entre o avanço das forças de
mercado e uma relativa estabilidade social, suprindo a sociedade de benefícios sociais
que significam segurança aos indivíduos para manterem um mínimo de base material e
níveis de padrão de vida, que possam enfrentar os efeitos deletérios de uma estrutura de
produção capitalista desenvolvida e excludente”.

4 De acordo com Batista (2001), o Consenso de Washington significou um pacote de medidas
recomendadas à América Latina, durante um encontro em formato acadêmico realizado
em Washington em 1989. Essa reunião contou com a participação de funcionários do
governo norte-americano e dos organismos financeiros internacionais (FMI, Banco Mun-
dial e BID) e teve por objetivo fazer uma avaliação das reformas econômicas ocorridas
nos países latino-americanos. Houve ainda nesse encontro um reforço das idéias neoliberais
para resolver as crises pelas quais a América Latina passava, idéias que já existiam de forma
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Segundo ainda a perspectiva da rea-
ção liberal, as crises econômicas ao longo
da década de 1970 ocorreram, em gran-
de parte, em virtude da exaustão do
modelo de desenvolvimento voltado
para a produção em massa, o fordismo.
Para conter a crise no setor produtivo, a
solução encontrada, inspirada no mo-
delo de acumulação pós-fordista, foi a
flexibilização da produção e das relações
de trabalho.

De acordo com Filgueiras (2005), a
reestruturação ocorrida no setor produ-
tivo se materializou na reorganização
das atividades industriais e em investi-
mentos nos setores de alta tecnologia.
Na esfera do trabalho, concretizou-se a
implantação de um novo paradigma
tecnológico organizacional. Na esfera
tecnológica, implantou-se uma automa-
ção flexível de base microeletrônica, e
na esfera organizacional, introduziram-
se novos padrões de gestão/organiza-
ção, acompanhados de um processo de
individualização das relações de traba-
lho. Esse modelo de acumulação flexível
foi se propagando por várias economias
do planeta, inclusive pela América Lati-
na, acarretando várias alterações na ges-
tão e na produção de inúmeros setores
produtivos.

Paralelo a esses processos, o fenô-
meno da globalização, aprofundado a
partir dos anos 1980, surge no cenário
internacional provocando muitas discus-
sões sobre a sua origem. Santos (2001,
p. 23) acredita que “a globalização é,

de certa forma, o ápice do processo de
internacionalização do mundo capitalis-
ta”. Fenômeno esse possibilitado pela
incorporação da ciência, da tecnologia
e da informação no espaço, no intuito
de inseri-lo em uma lógica única de ex-
tração de mais-valia (Santos, 2001).
Todavia, não foram somente os sistemas
técnicos que permitiram a ocorrência
desse processo, mas também as ações
políticas que definiram a emergência de
um mercado global. Dessa forma, a glo-
balização não se deu apenas no estado
técnico nem apenas no estado político,
mas no estado resultante da relação entre
ambos.

Esses três fenômenos apresentados
até agora (liberalização econômica, rees-
truturação produtiva e globalização)
produziram profundas mudanças nas
economias de todo o mundo, inclusive
nas do continente latino-americano,
onde esses impactos foram sentidos,
sobretudo na década de 1980, por meio
do crescimento da dívida externa de
seus países e do esgotamento do padrão
desenvolvimentista de Estado, baseado
na substituição de importações e na forte
intervenção estatal na economia.

Os países latino-americanos respon-
deram a essas mudanças, sobretudo
após o Consenso de Washington, redu-
zindo a participação do Estado e abrindo
suas economias ao capital estrangeiro,
num processo de quebra de protecionis-
mos de mercado e numa onda de priva-
tizações, com o objetivo de superar as

dispersa no cenário desses países. Assim, o Consenso de Washington, embora sem caráter
deliberativo, acabou por coordenar um conjunto de propostas neoliberais para os países
latino-americanos, o que revestiu esse encontro de uma forte significação simbólica.
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crises e de internacionalizar as econo-
mias, adequando-as à exigência de um
mercado que passa a operar em uma
lógica global. Entretanto, esses proces-
sos ocorreram não apenas em resposta
a imposições externas, mas também em
razão do esgotamento do padrão desen-
volvimentista latino-americano e da crise
do Estado.

De acordo com Silva (1990), essas
alterações iniciaram-se no Brasil durante
o governo Collor (1990-1992) e se am-
pliaram na gestão de Fernando Henrique
Cardoso (1995-2002). Esses governos
destacaram-se pela abertura do mercado
nacional às importações, pela tentativa
de estabilização da moeda e pelo início
de um programa de desestatizações.

No caso mexicano, a abertura dos
mercados se deu pelo desmoronamento
dos preços do petróleo, em 1981, e pelo
aumento da dívida externa do país, que
interromperam os projetos de desenvolvi-
mento estatal, patrocinados pelas receitas
petrolíferas. De acordo com Hiernaux-
Nicolas (2005), a economia do México,
que se desenvolvera por várias décadas
sob a intervenção e o patrocínio do Es-
tado, já não podia sustentar-se em face
das mudanças que estavam ocorrendo
na economia capitalista. O governo de
Miguel de la Madrid (1982-1988) repre-
sentou a abertura da economia do país,

iniciada na década de 1970. Nesse pe-
ríodo, foram implementadas medidas li-
beralizantes de redução do gasto e do
emprego público 5.

Diferentes respostas do
setor petrolífero às pressões
liberalizantes

É nesse contexto de exaustão do padrão
desenvolvimentista e de flexibilização da
economia que surgem as primeiras con-
tradições entre os objetivos macroe-
conômicos e políticos dos governos
latino-americanos e os objetivos empre-
sariais das estatais petrolíferas. Em vir-
tude das altas rendas proporcionadas
por essa atividade industrial, essas em-
presas são bastante cobiçadas pelos gru-
pos privados internacionais (Alveal,
1999). Na década de 1990, em função
do enfraquecimento da governança 6

petrolífera estatal desses países e das
pressões internacionais pela flexibiliza-
ção da economia, a indústria do petróleo
latino-americana passa por uma reestru-
turação, incluindo mudanças institucio-
nais e abertura ao capital estrangeiro.

No entanto, apesar das similitudes
da onda liberalizante por que passaram
esses países, o segmento E-P respondeu
de forma diferenciada a esse processo.
Respostas que, no Brasil, lograram der-

5 Segundo Martinez-Alier (1989), do ponto de vista econômico, o México desprotegeu sua
economia de forma repentina, possibilitando a entrada do capital internacional via
privatizações e acordos de livre comércio.

6 De acordo com Gonçalves (2006, p. 1), o Banco Mundial, em seu documento Governance
and Development, de 1992, define como conceito de governança “a maneira pela qual
o poder é exercido na administração dos recursos sociais e econômicos de um país visando
o desenvolvimento”, implicando ainda “a capacidade dos governos de planejar, formular
e implementar políticas e cumprir funções”.
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rubar o monopólio de sua estatal petro-
lífera e, no México, conseguiram operar
uma intensa reestruturação no sentido
de tornar a empresa mais rentável e di-
nâmica e, portanto, mais orientada ao
mercado do que qualquer outro objeti-
vo de política pública.

No caso brasileiro, o Programa Na-
cional de Desestatização (PND), fruto
dos governos Collor e FHC, não alcan-
çou a Petrobras, em razão do forte sen-
timento nacional que havia em torno da
estatal. De acordo com Dantas et al.
(2007), muitas eram as críticas acerca da
questão da gerência política, da falta de
concorrência e da conseqüente acomo-
dação da empresa. Mas, se por um lado
a estatal poderia ser mais eficiente, por
outro, a sua privatização poderia ser
compreendida como a entrega ao capi-
tal estrangeiro de um setor estratégico
da economia nacional.

A solução encontrada para não de-
sestatizar a empresa e ao mesmo tempo
adequá-la às exigências do mercado foi
a flexibilização do monopólio estatal,
através da Emenda Constitucional 9, de
1995, regulamentada pela Lei 9.478/97,
que permitiu a atuação do capital pri-
vado nos segmentos de exploração e
produção em território nacional. Essa
medida possibilitou a entrada de um
maior volume de capitais necessários ao
maior dinamismo da empresa. Nesse
momento foi criada a ANP (Agência
Nacional do Petróleo, Gás natural e Bio-

combustíveis 7), cujas atribuições, entre
outras, são a fiscalização, a contratação
e a regulamentação das atividades do
setor. A União continuou a ser a acio-
nista majoritária da empresa, permitida
a parceria com empresas privadas 8.

Fuser (2007, p. 3) sugere uma clas-
sificação ambígua para a Petrobras, com
o intuito, arriscamos, de problematizar
o presente debate:

Hoje a Petrobras é uma empresa de
economia mista, estatal e privada ao
mesmo tempo. É uma companhia
estatal no sentido de que é contro-
lada pela União. O Estado brasileiro
detém a maioria absoluta das suas
ações ordinárias, que dão direito de
voto nas decisões da empresa, e é o
presidente da República quem no-
meia os seus principais dirigentes.
Mas a Petrobras é também uma em-
presa privada, na medida em que a
maior parte do seu capital – cerca de
60% das ações preferenciais – está
em mãos de investidores privados.

No caso mexicano, a privatização e
a flexibilização do monopólio não ocor-
reram, segundo Fuser (2007), em função
do forte nacionalismo em torno dessa
indústria no país, de ser ela uma empre-
sa estratégica, alavancadora do desen-
volvimento nacional e responsável por
grande parte das arrecadações públicas
nacionais.

7 O termo biocombustíveis foi inserido pela Lei 11.097/2005.
8 Com a quebra do monopólio, a empresa adotou um padrão mais empresarial e competi-

tivo, voltado para o mercado, sem, contudo, perder sua importância para a macroeconomia
nacional, por seu caráter estratégico.
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De acordo com Rousseau (2006), os
reformadores da Pemex buscaram con-
centrar a empresa naquelas atividades
consideradas básicas, isto é, exploração
e produção de hidrocarbonetos, em
detrimento das atividades de transforma-
ção e de alguns serviços ligados ao gás
natural, abrindo-os à iniciativa privada.
Essa medida significou uma privatiza-
ção parcial das atividades do petróleo,
na busca da maximização das rendas
petrolíferas.

A preservação da Pemex como es-
tatal não impediu, contudo, de acordo
com Vega Navarro (2003), que a empresa
passasse por numerosas dificuldades,
como a insuficiência de investimento e
o resultante atraso tecnológico, culmi-
nando, muitas vezes, na ineficiência do
processo exploratório. Essas dificuldades
vivenciadas pela estatal petrolífera me-
xicana Pemex, somadas aos impactos da
globalização econômico-financeira, vêm
acarretando reformas estruturais que
visam fortalecer (explícita ou implicita-
mente) a ação de empresas privadas na
formação de capital do setor e na dimi-
nuição da ação do Estado na empresa
(Torres Flores, 1999).

Segundo Fernandes e Silveira (1999),
a reestruturação do setor procurou se
basear nas experiências de abertura
ocorrida nos grandes países produtores

de petróleo no final dos anos 1980, ten-
dendo a reafirmar a importância da fun-
ção empresarial da estatal. No entanto,
não foram alterados pontos fundamen-
tais, como a posse das reservas de hi-
drocarbonetos, pela União, e o controle
da maior parte da cadeia petrolífera,
pela Pemex. Torres Flores (1999, p. 38)
revela a natureza dessa reestruturação
quando afirma que:

La inversión directa en las activida-
des de exploración y extracción de
hidrocarburos y en las de refinación,
procesamiento de gas y la llamada
petroquímica básica, siguen restrin-
gidas en exclusividad al estado, lo
que explica que la inversión privada
en el sector sea modesta, marginal y
limitada a la distribución, transporte
y almacenamiento de gas y a la pe-
troquímica no básica.

Apesar de essas reformas não terem
alterado em grande medida os controles
da Pemex sobre a exploração e a pro-
dução de petróleo e gás, foram feitas
modificações na estrutura e gestão da
empresa a fim de torná-la mais rentável
e dinâmica. Manzo (2007), de outro
modo, defende que essas mudanças efe-
tuadas na Pemex, cujo instrumento estra-
tégico é a concessão dos “Contratos de
Servicios Múltiples” 9 (CSM), têm entre-
gado ao capital estrangeiro a exploração

9 De acordo com o autor, os CSMs, ou “Contratos de Obra Pública Sobre la Base de
Precios Unitarios”, como oficialmente são chamados, assemelham-se mais aos contratos
de exploração do que aos contratos de serviço (obras, por exemplo), dado que nestes
acordos (contratos) realizados com empresas privadas não há especificação de quais servi-
ços serão prestados à Pemex. Argumenta ainda o autor que os contratos de obras sempre
trazem especificações dos trabalhos que serão realizados pelo contratado, que atua sempre
em parceria com a empresa que contrata, tendo duração de até três anos e ficando
sempre limitados ao cumprimento das especificações preestabelecidas. Os CSMs não
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e a produção das jazidas de hidrocar-
bonetos do país, ainda que de forma dis-
farçada.

A empresa e o subsolo mexicano
continuam a ser patrimônio nacional,
embora Álvarez (1997) defenda que a
privatização da Pemex tem ocorrido de
forma lenta e extremamente cuidadosa,
através do afrouxamento de uma legis-
lação cada vez mais acessível à presen-
ça do capital privado internacional.

Foi possível perceber que as mudan-
ças na base de acumulação do capitalismo,
somadas ao fenômeno da globalização
do capital e da propagação das políticas

neoliberais, a partir da década de 1970,
têm acarretado diversas mudanças no
cenário internacional. Essas alterações,
conjugadas aos fatores internos à Amé-
rica Latina, incluindo os países em tela,
produziram profundas contradições na
gestão das suas estatais petrolíferas, cul-
minando em diversas mudanças que, no
caso brasileiro, flexibilizaram o monopó-
lio sobre a exploração e a produção de
petróleo e, no caso mexicano, reestru-
turaram o setor. Ambas as medidas vi-
saram à incorporação das respectivas
empresas à lógica do mercado mundial,
fruto da globalização econômico-finan-
ceira pela qual tem passado o sistema
capitalista nas três últimas décadas.

possuem essas características de contrato de obras, assemelhando-se mais aos contratos
de concessão de petrolíferas que atualmente vigoram em países como a Noruega, em
que se estabelece que as empresas privadas assumam os riscos geológicos da exploração.
No caso do México, essas empresas estrangeiras, atualmente, só atuam na exploração de
gás; entretanto, não se deve esquecer que no México a Constituição proíbe que outras
empresas, além da Pemex, realizem essas atividades de exploração de hidrocarbonetos,
daí a necessidade de mascarar a forma de atuação das empresas privadas, com o emprego
da expressão “Contratos de Servicios Múltiples”.

As rendas petrolíferas como instrumento de
promoção da justiça intergeracional

[...] el problema de los recursos finitos
y su administración intergeneracional
entraña juicios éticos y pronuncia-
mientos morales. Puesto que la im-
plantación social de esos valores
varia históricamente, la idea central
es que el economista, al evaluar estas
cuestiones, debe desdoblarse en his-
toriador y sociólogo de la ética. (Ur-
teaga, 1985)

De fato, pelo menos no Brasil, aos
economistas tem sido reservado espaço

privilegiado nos debates tributários, os
quais, acredita-se, deveriam destacar os
recursos finitos como sujeitos a um re-
gime fiscal especial. Um regime que va-
lorizasse o caráter finito do recurso,
tomando, pois, as exações incidentes
sobre a extração de petróleo e gás como
compensações aos que viverão sem essas
riquezas minerais, arrancadas hoje do
subsolo.

Para Hotelling (1931), os royalties
seriam uma variável de ajuste da taxa
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de exploração mineral, um mecanismo
de mercado para regular e garantir os
recursos esgotáveis às gerações vindou-
ras 10. A própria gênese da renda mine-
ral, portanto, fundada na finitude do
recurso, aponta a política de desenvol-
vimento de fontes alternativas de ener-
gia como uma das políticas eticamente
mais adequadas para rateio e aplicação
das rendas do petróleo. Pois, ao mesmo
tempo que subtraímos o estoque da ri-
queza mineral das próximas gerações,
fornecemos à atual um mundo menos
dependente de recursos minerais não-
renováveis. Política adequada, sim, den-
tro da perspectiva moral que valoriza a
justiça intergeracional 11.

Há outras tantas medidas adequa-
das para os fundos compostos pelas ren-
das minerais, na medida em que são
infindáveis as estratégias de desenvol-
vimento de longo prazo. Os gastos com
a preservação ambiental, por exemplo,
parecem também bastante condizentes
com o princípio da justiça intergeracio-
nal, uma vez que as áreas que dão su-
porte às atividades de extração offshore
sempre sofrerão alguma alteração no
ambiente, seja na exploração, na apro-
priação ou no uso dos recursos naturais.
Tais alterações podem tornar-se negati-

vamente impactantes se a apropriação
dos recursos desconsiderar as dinâmi-
cas naturais e/ou orientar-se por procedi-
mentos não éticos (Venturi, 2006, p. 7).

Temos, pois, razões para defender o
próprio pagamento de rendas petrolífe-
ras aos municípios, partindo do reconhe-
cimento de que seja democraticamente
salutar a ocorrência de graus mais ele-
vados de descentralização do poder. Mas
essas transferências aos entes subnacio-
nais não poderiam comprometer a capa-
cidade de financiamento, pelo governo
federal, de políticas de promoção da
justiça intergeracional de longo alcance.

Os royalties e as participações espe-
ciais 12, no Brasil, e os derechos (ordi-
nários e extraordinários), no México,
podem ser traduzidos como compensa-
ções financeiras pagas aos proprietários
dos recursos finitos, como ressarcimento
pela dilapidação de sua riqueza. Sendo
a riqueza mineral, em ambos os países,
propriedade exclusiva do governo fede-
ral, caberia a indagação das razões que
tornam as esferas de governo subnacio-
nais beneficiárias desses recursos.

São razões distintas que fazem as
referidas compensações alcançarem os

10 Visão que será criticada por Martinez-Alier (1989): a alocação intergeracional de recursos
não pode ser explicada como resultante das transações entre indivíduos, pois os indivíduos
das futuras gerações sequer existem para opinar sobre qual valor darão à conservação
desses recursos.

11 Devemos a Postali (2002) e a Martinez-Alier (1989) a assunção deste posicionamento de
tomar a política de promoção da justiça intergeracional como política coerente com a
gênese da renda mineral.

12 Os royalties possuem uma incidência ad valorem, isto é, sobre o valor da produção
(cotado a preços de mercado); já as participações especiais incidem sobre a receita líquida
da atividade de extração.
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governos subnacionais nos dois países.
No Brasil, a secular forma de pactuação
territorial do governo nacional sempre
reservou importância aos governos es-
taduais, ao ponto de Abrúcio (2002)
cunhar para os governadores o título de
“Barões da Federação”, os quais sem-
pre logravam empurrar para o governo
federal o resultado negativo de gestões
financeiras irresponsáveis, em momen-
tos em que o Executivo Nacional neces-
sitava dos votos das bancadas estaduais
no Congresso Nacional. Prática somen-
te amenizada com a aprovação da Lei
de Responsabilidade Fiscal (LC 101/
2000), que coibiu a assunção de novas
dívidas das Unidades da Federação pela
União, na esteira das ações preconiza-
das no Consenso de Washington para o
controle do gasto público.

Aos municípios, desde a redemocra-
tização do País, datada de meados dos
anos 1980, foi garantida uma maior
participação do bolo fiscal, sendo a des-
centralização dos royalties 13 peça de um
conjunto maior de ações de descentra-
lização de receitas públicas. Convém
lembrar, como será detalhado na próxi-
ma seção, que os governos subnacio-
nais no Brasil são beneficiários diretos
das compensações financeiras, seja por
estarem próximos aos campos petrolí-

feros, seja por serem cortados por dutos
ou possuírem instalações relacionadas
com extração e com o escoamento do
petróleo e gás.

No México, como se verá adiante,
os derechos apenas alcançam as esfe-
ras de governo subnacionais de forma
indireta 14, ou seja, via fundos federais de
transferência de recursos (por exemplo:
Participaciones a Entidades Federativas
y Municipios, extraídas da Recaudación
Federal Participable). Nossa hipótese
para o caso mexicano é que as Entidades
Federativas (equivalentes às Unidades
da Federação no Brasil) e os municípios
são beneficiários dos derechos pelo sim-
ples fato de as receitas públicas petrolí-
feras constituírem parte importante da
arrecadação federal. Em 2006, dados da
Dirección General Adjunta de Estadís-
tica de la Hacienda Pública (México,
2006) mostravam que as receitas públi-
cas petroleiras eram superiores a 35%
do total do bolo fiscal mexicano. Dessa
forma, sustentamos que dificilmente os
estados e municípios poderiam deixar
de receber parcela das receitas petrolí-
feras, ainda que indiretamente, por-
quanto elas são de importância crucial
para a constituição dos fundos federais
que são repartidos com as esferas sub-
nacionais de governo.

13 Os royalties incidentes sobre a produção em mar (iniciada no Brasil em 1969) somente
alcançaram estados e municípios a partir de 1985, sendo antes receitas exclusivas do
governo federal. Já os royalties sobre a produção em terra, de muito menor importância,
desde 1953 são distribuídos aos estados e municípios.

14 A não ser os municípios por onde é exportado o óleo cru, como será visto na próxima
seção.
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As políticas compensatórias dos territórios
impactados pelo segmento E-P

A presente seção tem como propósito
fazer um balanço crítico sobre o modo
como os regimes brasileiro e mexicano
de repartição das compensações finan-
ceiras absorvem a política de justiça in-
tergeracional. Justifica-se tal interesse
como forma de, primeiramente, oferecer
aos formuladores de políticas públicas
o maior número de experiências possí-
veis de desenhos institucionais com pro-
pósitos compensatórios.

Complementarmente, mostrar diferen-
ças na concepção das políticas compen-
satórias significa abandonar qualquer
naturalização dessas políticas. A natura-
lização, pouco salutar para uma análise
crítica, entende haver um padrão inter-
nacional, imposto por características
próprias da indústria petrolífera, ou, mais
precisamente, a ocorrência de um pa-
drão de impacto das atividades petrolí-
feras no território que enseja políticas
compensatórias internacionalmente di-
fundidas.

Nossa hipótese, alternativamente,
considera as políticas territoriais com-
pensatórias resultado de disputas políti-
cas que se desdobram em inúmeras
escalas. Em um extremo, refletirão o
pacto federativo cristalizado pela histó-
ria das instituições, que definirá os per-
centuais que ficarão com cada esfera de
governo; no outro, espelharão as rela-
ções entre a corporação (seja esta pri-
vada, pública ou de capital misto) e os
demais atores territoriais.

Nesse quadro de confrontação,
quais seriam, portanto, as principais di-
ferenças, possíveis de serem aqui explo-
radas, no âmbito político, econômico e
institucional que ajudam a compreender
a forma diferente de operar as políticas
compensatórias nesses dois países.

Peso relativo e grau de
vinculação das participações
governamentais

Defendemos que países com graus di-
ferenciados de dependência em relação
às receitas petrolíferas possuem capacida-
des diferenciadas de vinculação desses
recursos (petrolíferos) a propósitos espe-
cíficos.

Pensemos, antes de tratarmos de
Brasil e México, no caso saudita, investi-
gado em Serra (2005), em que as recei-
tas públicas basicamente se confundem
com as receitas advindas das exações
incidentes sobre o segmento E-P. Não
seria sequer coerente, por melhores que
fossem as intenções do analista, cobrar
do governo saudita qualquer vincula-
ção específica para uso dos recursos
oriundos do petróleo, uma vez que eles
são financiadores do conjunto dos gas-
tos tanto de custeio como de investimen-
to. Postura que, guardada as devidas
proporções, deve pautar a análise sobre
o caso mexicano, posto que, de acordo
com a Tabela 1, 35,4% das receitas orça-
mentárias (das três esferas de governo)
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provinham do setor petróleo, no ano de
2007. Sendo oportuno registrar, para faci-
litar a comparação com o caso brasileiro,
que as receitas petrolíferas do governo
federal equivalem a 20,35% das receitas
orçamentárias do setor público.

No México, a Ley Federal de Dere-
chos (en materia de hidrocarburos), atua-

lizada em Dezembro de 2007, estabelece
as obrigações de pagamento que a Pemex
deverá efetuar ao governo federal e aos
fundos de estabilização, que capturam e
reservam rendas ordinárias e extraordi-
nárias, estas últimas resultantes da varia-
ção do preço do barril de petróleo e dos
volumes de exportação, além de outros
impostos e aprovechamientos.

Tabela 1: México: receitas orçamentárias do setor público, 2007 
(em milhões de pesos) 

Receita Orçamentária (Ingresos Presupuestarios) 2.485.785,00 100,00% 

Receitas Petrolíferas (Ingresos Petroleros) 880.698,10 35,43 

Receitas Próprias da Pemex (Ingresos Propios de 
Pemex) 374.839,90 15,08 

Receitas Petrolíferas do Governo Federal (Ingresos 
Petroleros del Gobierno Federal) 505.858,20 20,35 

Direitos dos Hidrocarbonetos (Derechos a los 
Hidrocarburos) 

549.188,80 22,09 

Direito Ordinário sobre Petróleo (Derecho 
Ordinario sobre Petróleo) 481.842,80 19,38 

Direitos extraordinários (Derechos 
Extraordinarios sobre Exportación de Petróleo 
Crudo) 

11.516,80 0,46 

Direitos para o Fundo de Estabilização 
(Derechos para el Fondo de Estabilización) 55.401,80 2,23 

Direitos C&T em Energia (Derechos para el 
Fondo de Investigación Científica y Tecnológica 
en Materia de Energía) 

403,20 0,02 

Direitos para a Fiscalização (Derechos para la 
Fiscalización Petrolera) 24,20 0,00 

Aproveitamentos (Aprovechamientos sobre 
Rendimientos Excedentes) 

1.255,00 0,05 

IEPS de gasolinas y diesel (48.324,00) -1,94 
Imposto sobre Rendimentos Petrolíferos (Impuesto a 
los Rendimientos Petroleros) 

3.738,40 0,15 

Receitas Não Petrolíferas (Ingresos no Petroleros) 1.605.086,90 64,57 

Fonte: Dirección General Adjunta de Estadística de la Hacienda Pública, Unidad de Planeación 
Económica de la Hacienda Pública. 
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Conforme o artigo 254 da Ley de
Derechos, a Pemex estará obrigada a
pagar anualmente o derecho ordinario
sobre hidrocarburos, aplicando uma
taxa de 71,5% incidente sobre a receita
líquida da atividade de produção de
petróleo cru e gás natural, parcela que
totalizou MXN 481,9 bilhões, em 2007,
conforme a Tabela 1.

Não se pode “exigir”, portanto, de um
país dependente das receitas de petró-
leo, como é o caso do México, que o seu
orçamento vincule parte expressiva das
receitas petrolíferas a políticas de promo-
ção da justiça intergeracional, pois mesmo
o custeio dessa nação será financiado
pelas receitas petroleiras.

Como se pode observar na Tabela 1,
as vinculações previstas para as receitas
petrolíferas são, de fato, diminutas. A
parte destinada à C&T, vinculada a pes-
quisas no próprio setor de E-P, somada
ao Fundo para Fiscalização (que também
retroalimenta o setor) não alcançam
0,03% das receitas totais, ou 0,08% das
receitas petrolíferas do governo federal.

No Brasil, as participações governa-
mentais não têm a mesma importância
que assumem no México. Não ultrapassa-
ram, em 2007, 2,4% das receitas do go-
verno federal, ou 3,1% das receitas do
Tesouro Nacional (ver Tabela 2). Ressalte-
se que cerca de 61,4% dessas participações
são transferidas aos estados e municípios.

Tabela 2: Brasil: receitas orçamentárias do governo federal, 2007 
(em milhões de reais) 

Receita Orçamentária 617.553,35 100,00% 

Receitas Tesouro Nacional 477.141,56 77,26 

Participações Governamentais (E-P) 14.835,20 2,40 

Royalties 7.490,60 1,21 
Participações Especiais 7.177,50 1,16 
Taxa de Ocupação ou Retenção de Área 136,10 0,02 
Bônus de Assinatura 31,00 0,01 

Receitas Previdência Social 140.411,79 22,74 

Fonte: Elaboração própria, com base em Secretaria do Tesouro Nacional 
(<http//www.stn.gov.br>) e Agência Nacional do Petróleo (<http//www.anp.gov.br>). 

Uma confrontação dos instrumentos
de vinculação das participações gover-
namentais entre os dois países mostra,
no caso mexicano, uma explicitação da
destinação dos recursos gravada no pró-
prio nome da compensação, como, por
exemplo, nos Derechos para el Fondo

de Investigación Científica y Tecnológica
en Materia de Energía. Prática não assu-
mida pelas instituições brasileiras, em
que o rateio das receitas federais petro-
líferas se dá entre as pastas ministeriais,
com finalidades especificadas em lei ou
sugeridas pela norma legal.
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Não entendemos essa diferença
como mero detalhe. No Brasil, por
exemplo, cerca de 12% dos royalties são
destinados ao Ministério da Ciência e
Tecnologia, “para financiar programas
de amparo à pesquisa científica e ao
desenvolvimento tecnológico aplicados
à indústria do petróleo, do gás natural e
dos biocombustíveis” (Lei 11.097/2005).
O repasse dessas receitas, de acordo
com o trabalho de Tavares (2005), sofre
severos contingenciamentos pelo Te-
souro Nacional, desde o ano de 2001,
com o objetivo de buscar equilíbrio dos
gastos públicos. Além desse contingen-
ciamento, a não-explicitação dos obje-
tivos desse fundo, no Brasil, dificulta e
inibe o controle social e a disputa políti-
ca com respeito à destinação legalmente
prevista, uma vez que esconde e torna
vaga a sua constituição. Enfim, de acor-
do com nosso entendimento, é muito
mais fácil acompanhar e fiscalizar um

fundo de C&T que carregue seus pro-
pósitos no título da própria compensa-
ção do que um outro formado por uma
percentagem das compensações que
devem ser transferidas a determinado
órgão para uma finalidade que pode
deixar largas margens de interpretação.

Vinculação das receitas
petrolíferas

No Brasil, de forma sistemática, a política
de vinculação das receitas petrolíferas
pode ser descrita com o auxílio da Ta-
bela 3, em que se verifica que no âmbito
federal há vinculação das rendas petro-
líferas a determinadas instâncias: os
royalties destinam-se ao Comando da
Marinha e ao Ministério da Ciência e
Tecnologia, e as participações especiais,
aos Ministérios do Meio Ambiente e das
Minas e Energia.

Tabela 3: Brasil: distribuição das participações governamentais, 2007 
(R$ 1.000,00 correntes) 

Total das Participações 
Governamentais (Royalties + 

Participações Especiais) Beneficiários 

Absoluto % 

Total 14.668.146,40 100,00 

Total União 5.662.462,80 38,60 
Ministério das Minas e Energia 2.871.013,20 19,57 
Comando da Marinha 1.153.146,10 7,86 
Ministério da Ciência e Tecnologia 920.550,20 6,28 
Ministério do Meio Ambiente 717.753,30 4,89 

Total Estados 5.277.564,10 35,98 
Total Municípios 3.728.119,50 25,42 

Fonte: Elaboração própria, a partir de Agência Nacional do Petróleo. 
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O repasse de royalties ao Comando
da Marinha deve ser entendido, com
auxílio da argumentação realizada na
seção “As rendas petrolíferas como ins-
trumento de promoção intergeracional”,
como nítido resultado da barganha ver-
tical entre as esferas de governo pelas
rendas petrolíferas.

O repasse de royalties ao Ministério
da Ciência e Tecnologia, antes de guiar-
se pelo princípio da promoção da justi-
ça intergeracional, até 2005 seguia o
sentido oposto, contribuindo para aden-
sar a própria cadeia produtiva do petróleo
e, quiçá, o próprio ritmo de exploração
das jazidas de petróleo e gás. Essa hi-
pótese sustenta-se na expressa determi-
nação legal acerca da utilização dos
recursos dos royalties pelo aludido minis-
tério: “Financiar programas de amparo à
pesquisa científica e ao desenvolvimen-
to tecnológico aplicados à indústria do
petróleo” (art. 49 da Lei do Petróleo).
Essa situação foi alterada pela promul-
gação da Lei 11.097/2005, que intro-
duziu os biocombustíveis no âmbito dos
referidos programas de C&T a serem fi-
nanciados pelas participações governa-
mentais.

Podem-se classificar os recursos des-
tinados ao Ministério do Meio Ambiente
como vinculados a políticas de substi-
tuição patrimonial, pois os fundos pe-
trolíferos, advindos da exaustão de um

recurso mineral finito, poderiam ser re-
vertidos em projetos de preservação e
recuperação do patrimônio ambiental.

Ao Ministério das Minas e Energia
foi destinada parcela importante das
participações especiais para o financia-
mento de estudos e serviços de geolo-
gia e geofísica aplicados à prospecção
de petróleo e gás natural. Uma destina-
ção que contribui para estender o esto-
que de reservas de hidrocarbonetos às
gerações futuras, mas também restrita ao
segmento E-P e não a fontes de energia
alternativa 15.

Essas considerações sobre a vincu-
lação das rendas petrolíferas próprias da
União tomaram como base a Lei do
Petróleo e o seu decreto regulamenta-
dor. Contudo, como visto anteriormente
na seção “Globalização e impactos no
segmento E-P: respostas diferenciadas
no Brasil e no México”, que tratou da
desregulamentação dos mercados e do
enxugamento do Estado Nacional, uma
lei de 2001 (10.261/01), reeditada pos-
teriormente como medida provisória,
tratou de desvincular parcelas importan-
tes dessas rendas para despesas, entida-
des e fundos específicos pertencentes a
esses ministérios. Foram desvinculadas
25% das receitas de royalties destina-
das ao Comando da Marinha e ao Mi-
nistério da Ciência e Tecnologia e 75%
das receitas das participações especiais

15 40% ao Ministério de Minas e Energia, sendo 70% para o financiamento de estudos e
serviços de geologia e geofísica aplicados à prospecção de combustíveis fósseis, a serem
promovidos pela ANP, nos termos dos incisos II e III do art. 8º desta Lei [10.848/04], e
pelo MME; 15% para o custeio dos estudos de planejamento da expansão do sistema
energético; e 15% para o financiamento de estudos, pesquisas, projetos, atividades e
serviços de levantamentos geológicos básicos no território nacional. (redação dada pela
Lei 10.848, de 2004).
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destinadas aos Ministérios do Meio Am-
biente e das Minas e Energia.

Já no tocante às esferas de governo
subnacionais, não ocorre qualquer tipo
de vinculação das rendas petrolíferas,
ingressando esses recursos no caixa úni-
co desses entes. Há sim, de acordo com
a interpretação mais usual, uma veda-
ção (estipulada pela Lei 7990/89) para
uso das rendas petrolíferas em paga-
mento de dívidas e no quadro perma-
nente de pessoal 16. Tratou, contudo, o
processo de repactuação dos débitos dos
estados com a União, desde o segundo
governo Fernando Henrique Cardoso
(1999/2002), de cancelar a vedação da
utilização das receitas dos royalties para
pagamento de dívidas. 17

No que diz respeito aos municípios,
a interpretação mais usual é que estão
sujeitos à supracitada dupla vedação,
não podendo utilizar as rendas petrolí-
feras para quitação de dívidas e paga-
mento de pessoal direto. Esta última
vedação, provavelmente, teve como ins-
piração a prudência do legislador de
evitar que a folha de pagamento ficasse
atrelada a recursos erráticos como os
originários das rendas petrolíferas.
Acontece que, também provavelmente,
não imaginou o legislador que as rendas
petrolíferas alcançassem uma participa-
ção tão elevada nas receitas municipais,

fato que vem gerando importantes cons-
trangimentos para muitos municípios
beneficiários: se as receitas do petróleo
são alocadas na ampliação de equipa-
mentos e serviços públicos municipais,
como providenciar a mão-de-obra ne-
cessária para gerir e executar tais equipa-
mentos e serviços? O que se observa, in
loco, é uma multiplicação da contratação
de pessoas físicas e jurídicas, de forma
terceirizada, por muitos dos municípios
beneficiários, a fim de sanar o referido
desequilíbrio entre a ampliação dos equi-
pamentos e serviços públicos e a impos-
sibilidade de ampliar o quadro de pessoal
com recursos das rendas petrolíferas.

Na busca de sugestões para corrigir
parte das fragilidades relativas à desvin-
culação das rendas petrolíferas, deve-se
lembrar que não há qualquer proibição
de ordem legal para que estados e mu-
nicípios, por si, vinculem essas receitas,
através, por exemplo, da constituição de
fundos específicos para alocação dessas
rendas. Opção que, além de garantir o
vínculo a programas e projetos de inves-
timentos atentos à necessidade de operar
políticas de promoção da justiça inter-
geracional, ampliaria o raio de controle
social sobre os destinos das rendas pe-
trolíferas. Controle social que é também
estruturado de forma frágil pelas normas
de aplicação das rendas petrolíferas,
como será visto a seguir.

16 Essa interpretação, contudo, não é consensual. Manoel (2004), por exemplo, sustenta que
não há qualquer vinculação ou vedação para as rendas petrolíferas destinadas aos entes
subnacionais, em função de a Lei do Petróleo ter revogado tacitamente a Lei 7.990/89.

17 A autorização para utilização dos royalties na quitação de dívidas com a União iniciou-se,
estritamente para o estado do Rio de Janeiro, em 1999, com a Medida Provisória 1868-
18/99, diversas vezes reeditada (já estendendo essa possibilidade para as demais Unidades
da Federação), até transformar-se na Lei 10.712/2003.
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Para o caso mexicano, destacam-se
três importantes vinculações para os
derechos petrolíferos, como forma de
confrontar com o caso brasileiro.

A primeira é a vinculação das parti-
cipações governamentais a um fundo de
estabilização macroeconômica (Derechos
para el Fondo de Estabilización), o qual,
de acordo com a Ley de Derechos, é con-
formado por um imposto que paga a
Pemex quando o preço do barril ultra-
passa o limite de US$ 22,00. A idéia é
prover, durante uma conjuntura de alta
dos preços dos hidrocarbonetos, um fun-
do de proteção para conjunturas de pre-
ços baixos, quando o fundo poderá ser
sacado. Não obstante o fato de ter sido
autorizado o saque a esse fundo em
2006 18, em um contexto de elevados
preços dos hidrocarbonetos, para aco-
modação das tensões da aprovação do
orçamento federal mexicano, a expe-
riência deve merecer a atenção das au-
toridades brasileiras, uma vez que a
participação das receitas petrolíferas ca-
minhou de forma ascendente no cômpu-
to geral do orçamento público.

A segunda vinculação refere-se à
pequena, mas estratégica, destinação de
parcela das participações governamen-
tais para as atividades de fiscalização
setorial, através dos Derechos para la
Fiscalización Petrolera. Essa vinculação
é capaz, potencialmente, de retroalimen-
tar o desenvolvimento institucional dos
aparatos de fiscalização setorial, proce-

dimento que garantiria independência
financeira para as instituições responsá-
veis pela delicada tarefa de arrecadação
das participações governamentais.

A terceira vinculação, mais ligada às
políticas de promoção da justiça inter-
geracional, refere-se à existência dos
Derechos para el Fondo de Investigación
Científica y Tecnológica en Materia de
Energía. Tal fundo, composto por 0,65%
do valor do petróleo e do gás extraídos
anualmente, é distribuído da seguinte
forma:

— 65% para o Fondo Setorial Conacyt -
Secretaría de Energía - Hidrocarburos;

— 15% para o Instituto Mexicano del
Petróleo;

— 20% para o Fondo Setorial Conacyt -
Secretaría de Energía - Sustentabili-
dade Energética.

As duas primeiras destinações,
como já anotado para o caso brasileiro,
pecam pela forte endogenia setorial: são
as rendas do petróleo financiando um
ritmo mais veloz de extração dessas ri-
quezas finitas. Com relação à terceira
destinação, vinculada à Secretaría de
Energía - Sustentabilidade Energética,
vale a transcrição de seus objetivos, re-
tirados da Ley Federal de Derechos (Ar-
tículo 254 Bis):

a) La investigación científica y tec-
nológica aplicada, tanto a fuentes
renovables de energía, eficiencia

18 Um saque de 20 bilhões de pesos do Fundo de Estabilização foi autorizado pelo Senado
mexicano para aprovação do orçamento de 2007, destinado a gastos de combate à
pobreza, ao campo, à educação e à saúde (La Jornada, 22 dez. 2006).
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energética, uso de tecnologías lim-
pias y diversificación de fuentes pri-
marias de energía.
b) La adopción, innovación, asimi-
lación y desarrollo tecnológico de las
materias señaladas en el inciso an-
terior.

Por fim, no que diz respeito às vincu-
lações das receitas petrolíferas voltadas
para o desenvolvimento de fontes de
energia renováveis, uma comparação
entre os modelos brasileiro e mexicano
permite destacar:

i) No México os Derechos explicitam
seus objetivos em sua própria deno-
minação, o que, potencialmente, fa-
cilita o controle social e setorial do
cumprimento dessas aportações de
recursos. A legislação brasileira res-
sente-se de uma vinculação mais
“escondida” que facilita o contin-
genciamento dessas receitas pelo
Tesouro Nacional;

ii) Em ambos os modelos há ainda
uma endogenia muito grande: reser-
vando-se parte substancial dos re-
cursos de C&T para o próprio setor
de petróleo e gás;

iii) No Brasil, o volume de recursos le-
galmente 19 garantidos para o setor
de C&T é cerca de 14 vezes o de
recursos correspondente no México.
Dolarizando os valores constantes
nas Tabelas 1 e 3, verifica-se que, res-
pectivamente, as quantias reservadas
para C&T são de US$ 38,4 milhões

e US$ 541,5 milhões. Diferença que
deve subsidiar os formuladores de
políticas públicas mexicanas no sen-
tido de perceberem que há espaço
argumentativo para ampliação dessa
parcela dos derechos.

A questão da autonomia das
políticas compensatórias no
âmbito local

Para estabelecer uma comparação entre
a participação relativa dos municípios na
divisão das receitas públicas advindas
da atividade de exploração e produção
de petróleo e gás (E-P), é preciso, antes
de qualquer sistematização, esclarecer
as marcantes diferenças político-institu-
cionais entre os dois países.

A primeira diferença está no status
que o município possui em ambas as
federações:

Art. 18. A organização político-
administrativa da República Federa-
tiva do Brasil compreende a União,
os Estados, o Distrito Federal e os
Municípios, todos autônomos, nos
termos desta Constituição (Consti-
tuição da República Federativa do
Brasil de 1998).

No Brasil, a Constituição de 1988
alçou o município à condição de ente
federativo, facultando-lhe um grau ele-
vado de autonomia política e fiscal,
compatível, portanto, com uma expressi-
va participação na divisão das receitas

19 Legalmente, pois, como vimos, esses repasses foram objeto de contingenciamento. Ver
Tavares (2005).
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públicas. A elaboração e a fiscalização
da Lei Orgânica Municipal e do Plano
Diretor, o desenho e a implementação
de políticas tributárias, a assunção de
parte significativa das políticas sociais,
a autonomia no desenho dessas políticas,
o rigor na prestação de contas, equiva-
lente ao exigido dos governos federal e
estadual, entre outras evidências, são ca-
racterísticas deste status de ente federativo
autônomo alcançado pelos municípios.

Tal status, contudo, não foi, ainda,
conquistado pelos municípios mexicanos.
Esta é, pelo menos, a leitura defendida
pela Red de Investigadores en Gobiernos
Locales Mexicanos (2004, p. 21):

[...] el concepto de la federación
mexicana únicamente contempla a
las entidades federativas (los estados)
y al gobierno federal, sin aludir a la
esfera municipal. Es decir, el con-
cepto explícito de federación persiste
en el marco tradicional (dual) defi-
nido por la constitución de 1824 y
retomado en 1857, que remitía el
municipio al entorno legislativo de
los estados. Nuestro texto constitu-
cional vigente [após a reforma de
1999] se encuentra así con alguna
tensión entre la estructura constitu-
cional del Estado –que enuncia tres
órdenes de gobierno– y el concepto
de federación que permanece en el
paradigma dual (que remite la defi-
nición del municipio a los estados).

Essa diferença no status político dos
municípios auxilia na compreensão da

mais significativa diferença entre os re-
gimes de distribuição das participações
governamentais no Brasil e no México.
Como ficou evidente pela Tabela 3, os
municípios brasileiros são beneficiários
de aproximadamente 25,4% das parti-
cipações governamentais, que são dire-
tamente recebidas pelos municípios
onde se realizam a produção (onshore),
os confrontantes com a plataforma con-
tinental (offshore), os cortados por dutos
de óleo e gás, os impactados por opera-
ções de embarque e desembarque de
óleo e gás e os que possuem instalações
industriais de apoio às atividades de E-P.
Embora recheadas de impropriedades 20,
essas regras de rateio garantem verbas
fartas e grande autonomia para que,
potencialmente, os gestores dos municí-
pios impactados pelas atividades de E-P
(e também muitos em nada impactados)
operem políticas de promoção da justiça
intergeracional em nível local.

No modelo de rateio mexicano, de
forma muito diferente, de acordo com a
Ley de Derechos (artículo 261), apenas
está prevista uma pequena parcela de
recursos para “municipios colidantes
com la frontera o litorales por los que se
realice materialmente la salida del país
de los hidrocarburos”. Essa opção as-
sume uma perspectiva compensatória
local completamente diferente da imple-
mentada pela legislação brasileira. No
México, os municípios impactados são
aqueles por onde são escoadas as ex-
portações, enquanto no Brasil são plu-
rais as razões para a compensação dos
municípios, como acabamos de ver.

20 Para um quadro de referência sobre essas impropriedades, ver Piquet e Serra (2007).
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A importância dos donativos
e donaciones no México

No México, as indenizações operadas
nos territórios impactados pelo segmento
E-P são realizadas pela Pemex 21. A atua-
ção direta da estatal mexicana sobre os
territórios impactados responde às pres-
sões sociais e políticas ocorridas a partir
da década de 1970. Tais reivindicações
ocorreram em um contexto político de
crise da hegemonia do Partido Revolu-
cionario Institucional (PRI) 22, partido
promotor de um governo extremamente
centralizador em nível federal. No bojo
da crise desse governo centralista, intensi-
ficaram-se os debates sobre o federalismo
mexicano. As reivindicações consistiam
em mais reconhecimento e autonomia
municipais. Essas mobilizações ganha-
ram fôlego nos territórios petrolíferos,
evidenciando a necessidade de imple-
mentação de políticas indenizatórias nos
níveis local e regional. As pressões so-
ciais em torno das exigências relativas
às indenizações receberam um forte
apoio dos governos estaduais e locais.

Em virtude da necessidade de uma
resposta institucional aos estados e mu-
nicípios petrolíferos, a Pemex inaugura,
nos anos 1980, um mecanismo compen-
satório para os territórios impactados, os

chamados donativos e donaciones, em
forma de projetos de desenvolvimento
social e produtivo. A recomendação da
Pemex e suas subsidiárias, em primeira
instância, é priorizar os estados e muni-
cípios que mais concentram o segmento
E-P. Destacam-se os estados de Campe-
che (79,4% da produção de óleo cru e
31,4% da produção de gás), Tabasco
(16,4% de óleo e 27,7% de gás) e Vera-
cruz (94,5% da produção nacional de
petroquímicos) (Pirker et al., 2007).

A disposição legal para a aprovação
da distribuição e da aplicação desses
recursos está amparada nos Lineamentos
en materia de donativos y donaciones
de Pemex e Criterios para la asignación
de donativos y donaciones por parte de
Pemex, confirmando a natureza jurídica
desses recursos. Conforme Pirker et al.
(2007), entende-se como donaciones a
transferência de recursos em efetivo, ou
seja, a transmissão de título gratuito de
bens móveis e imóveis que não mais são
úteis para a Pemex e suas subsidiárias,
assim como a doação de produtos fabri-
cados pelas suas subsidiárias. Os dona-
tivos representam doações em espécie
(dinheiro) realizadas pela Pemex aos so-
licitantes, caso se enquadrem nos crité-
rios estabelecidos em lei.

21 Não se deve esquecer que os municípios por onde se realiza materialmente a saída de
hidrocarbonetos do país recebem uma pequena porcentagem de recursos provenientes
dos Derechos Ordinarios Sobre Hidrocarburos.

22 O declínio do poder político do PRI no México se deu a partir da década de 1980 (pelo
menos do ponto de vista formal), manifestando-se de forma paralela às mudanças ocor-
ridas em âmbito econômico. Naquele momento o Estado mexicano iniciou um período
de reformas estruturais orientadas mediante as aspirações neoliberais, repelindo aos poucos
o aparato de estado “bem feitor” e reduzindo, gradativamente, a capacidade do Estado
de manter as estruturas clientelistas, autoritárias, nos níveis local, regional e federal (Vargas-
Hernández, 2001).
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Ainda segundo Pirker et al. (2007), os
indicadores utilizados para o rateio des-
ses recursos (donativos e donaciones) são:

— localização das instalações E-P e em
qual delas é gerada a maioria dos
empregos diretos;

— projetos de investimentos;
— zonas petrolíferas onde o segmento

E-P provoca impactos em outras ati-
vidades produtivas;

— onde o segmento E-P impacta sig-
nificativamente o meio ambiente;

— população dos municípios de influên-
cia petrolífera;

— índice de marginalização;
— instalações de estudos sismológicos.

Para repassar esses recursos, a Pemex
exige dos estados, dos municípios e de
organizações civis uma solicitação em
que sejam esclarecidos os seguintes que-
sitos: a) descrição da problemática atual
a atender, b) nome e descrição da obra
ou projeto ou ação social, c) viabilidade
técnica e social, d) objetivos a cumprir,
e) possíveis benefícios em curto e médio
prazos, f) informação que permita uma
prévia avaliação dos resultados a alcan-
çar, g) local onde se aplicarão os donativos
e donaciones, h) indicação da subsidiá-
ria associada à especificidade da solici-
tação.

As solicitações devem ser encami-
nhadas ao Consejo de Administración,
que, em conjunto com a Gerencia Cor-
porativa de Desarrollo Social, avaliam e
decidem sobre quais serão os beneficiá-
rios dos donativos e donaciones. Uma
vez aprovadas as solicitações, os bene-
ficiários deverão prestar contas aos Con-

selhos responsáveis da Pemex pela apli-
cação desses apoios.

Segundo Pirker et al. (2007), ape-
sar da aparente rigidez dos critérios de
distribuição dos donativos e donaciones,
ainda faltam parâmetros que permitam
avaliar de que maneira esses recursos
têm sido distribuídos e aplicados. Pelo
menos no discurso, a Pemex tem como
objetivo promover o desenvolvimento
social, econômico e científico, por meio
de apoio ao combate à pobreza, de inves-
timentos em infra-estrutura e educação.

Vários outros fatores dão indícios
sobre os distorcidos critérios de distribui-
ção e aplicação dos donativos e donacio-
nes outorgados pela Pemex. Em primeiro
lugar, a relação entre as necessidades de
desenvolvimento social em alguns esta-
dos e, principalmente, nos municípios
não acompanha a disponibilidade de
recursos liberados pela paraestatal, em
grande parte porque a pobreza e a margi-
nalização dos municípios como critérios
de decisão não garantem uma porcenta-
gem superior comparada à recebida pelos
municípios menos excluídos. Em outras
palavras, municípios de marginalização
média e inferior são os que mais absor-
vem as referidas compensações. Portanto,
é possível afirmar que a marginalização
não é o critério central para definir os mu-
nicípios beneficiários. De acordo com
Pirker et al. (2007, p. 24), esse quadro
se confirma, na medida em que:

En México los municipios se carac-
terizan por una gran heterogeneidad
[...] Por tanto, para poder verificar si
se priorizan las localidades más po-
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bres y o las más afectadas por la acti-
vidad petrolera, habría que analizar
la distribuición por localidades. La-
mentablemente la información, tanto
del Índice de marginación como Cri-
terios para la asignación de Donati-
vos y Donaciones de Pemex, no está
disponible a este nível de desagre-
gación [...] Esto se relaciona con la
falta de indicadores para evaluar de
manera objetiva los problemas de
desarrollo social y económico exis-
tentes en los municipios prioritarios
[...] y porque no existen referentes de
la eficiencia y eficacia de la aplicación
de los recursos, o su impacto en la
atención de las problemáticas socia-
les o el bienestar de las localidades.

A distribuição percentual dos dona-
tivos e donaciones pela Pemex exibe
uma clara centralização nos estados onde
estão sediadas as atividades petrolíferas,
principalmente Campeche, Tabasco e
Veracruz, que arrecadaram mais da me-
tade dos recursos outorgados entre os
anos de 1995 e 2006 (ibid.). Com rela-
ção à disputa vertical entre estados e
municípios pela apropriação desses re-
cursos, as entidades federativas são am-
plamente beneficiadas, com 90% do total
de donativos e donaciones. Essa percen-
tagem é proporcional às solicitações, e
os estados que mais apresentam proje-
tos são, com certeza, os que já possuem
uma quantidade maior de recursos.

Já os municípios concentram 4,6%.
Esse pequeno percentual destinado aos
municípios, segundo Pirker et al. (2007),
se justifica porque os municípios solici-
tam financiamento para projetos bastante

específicos, diferentemente dos estados,
cujas solicitações são mais abrangentes,
incluindo obras de infra-estrutura.

A concentração de donativos e do-
naciones está também, em grande parte,
ligada às relações dos atores políticos
dos governos estatais e municipais com
a Pemex. Os Lineamentos que regem a
distribuição desses recursos proíbem sua
entrega para fins eleitorais, mas, na prá-
tica, essa regra não funciona. A debili-
dade dos órgãos de fiscalização propicia
condições favoráveis à manipulação
política desses recursos nos âmbitos local
e regional. Pirker et al. (2007, p. 26) con-
firmam a vulnerabilidade política dos
donativos e donaciones, quando apre-
sentam a declaração do presidente mu-
nicipal de Cunduacán, Francisco Burelo,
ao diretor da Pemex:

Por ultimo y como siempre, le reitero
nuestra firme convicción de continuar
con la buena relación institucional
que nos enorgullecemos de mante-
ner con todos los órdenes de gobier-
no; así como la voluntad férrea de
promover ante la población la con-
cordia y el respeto irrestricto de las
actividades que la paraestatal realiza
en bien de todos los mexicanos.

Dessa forma, fica evidente que os
donativos e donaciones rateados entre
os estados e municípios não obedecem
a critérios coerentes e transparentes, além
de estarem ligados a forte lobby político,
o que só vem a confirmar a fragilidade
dessa política compensatória, que se
apresenta de forma desigual entre os ter-
ritórios afetados pela cadeia petrolífera.
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Considerações finais

Tomando a promoção da justiça interge-
racional como forma ideal de utilização
das compensações financeiras relativas
à exploração de petróleo e gás, procurou-
se confrontar as experiências brasileira
e mexicana de rateio e aplicação desses
recursos. Ao denunciar as lacunas de
tais políticas e ao enaltecer os aparatos
que visam a uma efetiva promoção da
justiça intergeracional, procurou-se for-
necer subsídios para os formuladores de
políticas públicas compensatórias, so-
bretudo nos territórios diretamente im-
pactados pelo segmento E-P.

Convém ressaltar que se, por um
lado, o modelo brasileiro de rateio e
aplicação das compensações é garanti-

dor de um grau muito mais elevado de
autonomia para a promoção da justiça
intergeracional nos âmbitos local e regio-
nal, por outro, os instrumentos de vincu-
lação de receitas mexicanos parecem ser,
pelo menos normativamente, mais cui-
dadosos com as gerações futuras.

Em que pesem as omissões desta
investigação sobre questão tão estraté-
gica, como é o desenho de um modelo
de rateio e aplicação das compensações
financeiras, acredita-se que aqui foram
sistematizadas algumas importantes pis-
tas para uma avaliação crítica sobre des-
perdícios e oportunidades que estão
sendo construídos pelas experiências
dos dois países estudados.

Referências

ABRÚCIO, Fernando Luiz. Os barões da
federação: os governadores e a redemo-
cratização brasileira. São Paulo: Hucitec,
2002.

ÁLVAREZ, Alejandro. A Pemex: de la rees-
tructuración a la privatización. In: CON-
GRESO DE LA ASOCIACIÓN DE ESTUDIOS

LATINOAMERICANOS, 1997, Guadalajara.
Anales… Guadalajara, 1997. Disponi-
ble en: <http://168.96.200.17/ar/libros/
lasa97/alvarez.pdf>. Acceso en: 22/09/
2007.

ALVEAL, Carmen. Estatais petrolíferas
latino-americanas no século XX: um

complexo heterogêneo de trajetórias de
um capitalismo de intervenção estatal
frágil. Rio de janeiro: UFRJ, 1999.
Disponível em: <http://www.abphe.
org.br/congresso1999/Textos/Carmen.
pdf >. Acesso em: 25/09/2007.

BARISTA, Paulo Nogueira. O consenso de
Washington: a visão neoliberal dos pro-
blemas latino-americanos. 3. ed. São
Paulo: Consulta Popular, 2001.

DANTAS, Daniel Ramos et al. Flexibili-
zação do monopólio no refino do
petróleo: a formação dos consórcios de
empresas e sua viabilização jurídica. In:



    75
Rodrigo Valente Serra, Samylla Torquato dos Santos Gomes,
Giovany da Cruz Tavares

PESQUISA E DESENVOLVIMENTO EM PETRÓLEO

E GÁS, 4., 2007, Campinas, SP. Anais...
Campinas, SP, 2007. Disponível em:
<http://www.portalabpg.org.br/PDPetro/
4/resumos/4PDPETRO_ABS_8_2_
0190-1.pdf>. Acesso em: 16/04/2008.

FERNANDES, Eliana. S. L.; SILVEIRA, Joyce. P.
A reforma do setor petrolífero na América
Latina: Argentina, México e Venezuela.
Rio de Janeiro: ANP, 1999. Disponível
em: <http://www.anp.gov.br/doc/notas_
tecnicas/Nota_Tecnica_ANP_005_
1999.pdf>. Acesso em: 08/10/2007.

FILGUEIRAS, Luiz A. M. Reestruturação
produtiva, globalização e neoliberalis-
mo: capitalismo e exclusão social neste
final de século. In: ENCONTRO NACIONAL

DA ASSOCIAÇÃO BRASILEIRA DE ESTUDOS DO

TRABALHO, 5., 2005. Anais... Disponível
em: <http://www.cefetsp.br/edu/eso/
neoglobliberalismo.pdf>. Acesso em:
17/11/2007.

FUSER, Igor. Internacionalização e
conflito: a Petrobras na América do Sul.
In: ENCONTRO NACIONAL DE ECONOMIA POLÍ-
TICA, 12., 2007, São Paulo. Anais... São
Paulo, 2007.

GOMES, Fábio Guedes. Conflito social e
welfare state: estado e desenvolvimento
social no Brasil. Revista de Administra-
ção Pública, Rio de Janeiro, n. 40, mar./
abr. 2006. Disponível em: <http://www.
scielo.br/pdf/rap/v40n2/v40n2a03.
pdf>. Acesso em: 26/04/2008.

GONÇALVES, Alcindo. O conceito de go-
vernança. In: CONSELHO NACIONAL DE PES-
QUISA E PÓS-GRADUAÇÃO EM DIREITO, 2006,

Manaus. Anais... Manaus, 2006. Dispo-
nível em: <http://conpedi.org/manaus///
arquivos/Anais/Alcindo%20Goncalves.
pdf>. Acesso em: 12/05/2008.

HIERNAUX-NICOLAS, Daniel. Globalização
e exclusão no México: um enfoque so-
ciogeográfico. In: SILVEIRA, Maria Laura
(Org.). Continente em Chamas: globali-
zação e território na América Latina. Rio
de Janeiro: Civilização Brasileira, 2005.

HOBSBAWN, Eric J. Era dos extremos: o
breve século XX 1914-1991. São Paulo:
Companhia das Letras, 2004.

HOTELLING, Harold. The economics of ex-
haustible resources. Journal of Political
Economy, Chicago, v. 39, no. 2, p. 137-
175, abr. 1931.

MANOEL, Cácio Oliveira. Disciplina jurídica
dos royalties do petróleo no ordenamento
jurídico brasileiro. 2004. Trabalho de
Conclusão de Curso (Graduação em
Direito) – Universidade Federal do Rio
Grande do Norte, Natal, 2004. Disponível
em: <http:/www.royaltiesdopetróleo.
ucam-campos.br>. Acesso em: 02/03/
2007.

MANZO, J. L. La privatización reciente de
los hidrocarburos en México: (México
va, cuando Venezuela y Bolivia están
de regreso). México: Comité Nacional
de Estudios de La Energía, 2007. Dis-
ponible en: <http://www.untcip.net/
documentos/Laprivatizacionrecientede
loshidrocarburosenMexico.pdf>. Acceso
en: 19/10/2007.

MARTINEZ-ALIER, Juan. Ecological eco-



76
Flexibilização e reestruturação do Setor Petróleo no Brasil e no México e

seus reflexos sobre as políticas territoriais compensatórias

nomics: energy, environment and society.
Cambridge, MA: Basil Blackwell, 1989.

MÉXICO. Secretaría de Hacienda y Crédito
Público. Criterios Generales de distribu-
ción de las finanzas públicas: política
fiscal y renda petrolera. 2006. Disponible
en: <http//:www.shcp.gob.mx>. Acceso
en: 20/04/2008.

PIQUET, Rosélia Piquet; SERRA, Rodrigo
Valente. Petróleo e região no Brasil: o
desafio da abundância. Rio de Janeiro:
Garamond, 2007.

PIRKER, Kristina; ARIAS RODRÍGUEZ, José
Manuel; IRETA GUZMÁN, Hugo. El acceso
para la controladoría social: el caso de
las donaciones y donativos de PEMEX a
Tabasco. México: Fundar, 2007. Dispo-
nible en: <http://www.fundar.org.mx/pdf/
pemexALL.pdf>. Acceso en: 12/12/2007.

POSTALI, Fernando Antônio Slaibe. Renda
mineral, divisão dos riscos e benefícios
governamentais na exploração de petró-
leo no Brasil. Rio de Janeiro: BNDES, 2002.

RED DE INVESTIGADORES EN GOBIERNOS

LOCALES MEXICANOS. Bases para una re-
forma constitucional en materia munici-
pal. México: Cámara de Diputados,
2004. Documento preparado para la
Comisión de Fortalecimiento del Fede-
ralismo, H. Cámara de Diputados. Dis-
ponível em: <http://www.e-local.gob.
mx/work/sites/ELOCAL/resources/Local
Content/9949/1/bases/reforma/const/
mpal.pdf>. Acceso en: 26/04/2008.

ROUSSEAU, Isabelle. Las transformaciones
de la política de hidrocarburos en Méxi-

co en el contexto de la transición demo-
crática: esquemas organizacionales y
estrategias de actores (1989-2004). Foro
Internacional, México, n. 183, p. 21-50,
2006. Disponible en: <http//www.revistas.
colmex.mx>. Acceso en: 13/05/2008.

SANTOS, Milton. Por uma outra globali-
zação: do pensamento único à consciên-
cia universal. Rio de Janeiro: Record,
2001.

SERRA, Rodrigo Valente. Contribuições
para o debate acerca da repartição dos
royalties petrolíferos no Brasil. 2005. Tese
(Doutorado em Economia Aplicada) –
Instituto de Economia, Universidade Esta-
dual de Campinas, Campinas, SP, 2005.

SILVA, Francisco Carlos Teixeira. A moder-
nização autoritária. In: LINHARES, Maria
Yedda (Org.). História geral do Brasil. Rio
de Janeiro: Campus, 1990.

TAVARES, W. O descompasso entre a apli-
cação e a arrecadação de recursos do
Fundo Setorial de Petróleo. Boletim Pe-
tróleo, Royalties e Região, Campos dos
Goytacazes, n. 9. 2005.

TORRES FLORES, Ramón Carlos. México:
impacto de las reformas estructurales en
la formación de capital del sector petro-
lero. Serie Reformas Económicas, Mé-
xico, no. 19, abr. 1999. Disponible en:
<http://www.cepal.org/cgi-bin/getProd.
asp?xml=/publicaciones>. Acceso en:
29/10/2007.

URTEAGA, Luis. La economía ecológica
de Martinez Alier. Documents D’Anàlisi
Geogràfica, Barcelona, n. 7, 1985.



    77
Rodrigo Valente Serra, Samylla Torquato dos Santos Gomes,
Giovany da Cruz Tavares

VARGAS-HERNANDEZ, José G. La transición
económica y política del Estado mexicano
en el umbral del siglo XX: del estado em-
presariado al estado de empresarios. Méxi-
co: Universidad de Jaén, 2001. Disponible
en: <http://www.ujaen.es/huesped/xii
confe/Comunicaciones/Jose_ G_Vargas_
Hernandez.pdf>. Acceso en: 06/07/2008.

VEGA NAVARRO, Angel de La. La industria
petrolera mexicana en el marco de las
tendencias globales del cambio institu-

cional, organizacional y tecnológico. In:
MEMORIAS DEL COLOQUIO INTERNACIONAL

ENERGÍA, REFORMAS INSTITUCIONALES Y DESA-
RROLLO EN AMÉRICA LATINA, 2003, México.
Anales… México, 2003. Disponible en:
<http://www.depfe.unam.mx/p-cientifica/
coloquio-erda1/06BAngdelavegaLtt.
pdf>. Acceso en: 20/11/2007.

VENTURI, Luis Antônio Bittar. Recurso
natural: a constituição de um conceito.
GEOUSP, São Paulo, n. 20, p. 9-17, 2006.

Resumo

O texto discute os modelos de “indeniza-
ção territorial” operados pelo segmento
exploração e produção de petróleo e gás
(E-P) no Brasil e no México. A peculiari-
dade de cada país permite sugerir a cons-
trução de distintos instrumentos para o
desenvolvimento das regiões petrolíferas.
Pretende avaliar qualitativamente as po-
líticas compensatórias, sobretudo posi-
cionando-se acerca da forma ideal de
concretizá-las, qual seja, promover a jus-
tiça intergeracional com os recursos pú-
blicos advindos da exploração de um
recurso finito. Propõe, ainda, um debate
crítico sobre a representatividade dos
royalties no Brasil e dos derechos no Mé-
xico, nos âmbitos político, econômico e
institucional, que ajude a compreender
a forma diferente de operar as políticas
compensatórias nesses dois países.

Palavras-chave: economia dos recursos
naturais, rendas minerais, políticas com-
pensatórias, exploração e produção de
petróleo: Brasil e México, royalties petro-
líferos.

Abstract

The paper argues the models of “territorial
compensation” operated by the oil and
gas exploration and production segment
(E-P) in Brazil as in Mexico. The peculiari-
ty of each country allows us to suggest the
building of distinct instruments to the de-
velopment of oil regions. Therefore, the
article intends to qualitatively evaluate the
compensatory policies, considering the
ideal way to pursue them, which is the
promotion of intergenerational justice, re-
lated to the public resources coming from
a finite resource exploration. The paper
also aims to perform a critic debate on the
representativeness of royalties in Brazil and
the derechos in Mexico in their political,
economic and institutional environments,
helping to comprehend how to operate
the compensatory policies in these coun-
tries, in a different way.

Keywords: economy of natural resourc-
es, mineral incomes, compensatory poli-
cies, exploration and production of oil:
Brazil and Mexico, oil royalties.
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Gerenciamento costeiro e
qualidade de vida no Litoral
Norte de São Paulo

Elizabeth Borelli

A zona costeira do Litoral Norte paulista

Este trabalho apresenta uma análise da
situação socioambiental da zona costeira
do Litoral Norte do estado de São Paulo,
por meio de seus indicadores, com o
objetivo de avaliar a ação da política pú-
blica específica – o gerenciamento cos-
teiro.

A zona costeira, em relação ao con-
junto de terras, configura-se num espaço
com especificidades e vantagens loca-
cionais, finito e relativamente escasso.
Do ponto de vista global, os terrenos à
beira-mar constituem pequena fração
dos estoques territoriais disponíveis, o
que qualifica o espaço litorâneo como
raro e a localização litorânea como pri-
vilegiada. Em termos de biodiversidade,
a zona costeira inclui quadros naturais
de grande relevância ecológica, tornan-
do-se importante fonte de recursos.

A ausência de um ordenamento ter-
ritorial indica a necessidade de imple-
mentação de instrumentos de gestão
ambiental, fundamentados na questão
dos impactos da ação humana sobre o
meio ambiente.

A urbanização, a industrialização e
a exploração turística podem ser consi-
deradas vetores prioritários, dentro de
uma perspectiva da dinâmica de ocu-
pação da zona costeira.

Não obstante a localização preferen-
cial da indústria centrar-se na periferia
das capitais e nas zonas de adensamento
populacional, nas últimas décadas o
impacto da industrialização se estende
à ocupação da costa brasileira, em ter-
mos ambientais e sociais, no que tange
tanto aos dejetos gerados nos processos
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industriais quanto à dinâmica popula-
cional, que atrai fluxos migratórios –
nem sempre absorvidos – para os locais
de sua implantação.

As áreas destituídas de equipamen-
tos de infra-estrutura urbana passam a
ser ocupadas por uma parcela da popu-
lação com absoluta falta de alternativas
de moradia, socialmente excluída e espa-
cialmente segregada no espaço litorâneo
deixado sem uso por outras atividades,
na maioria das vezes de grande vulne-
rabilidade e/ou de proteção ambiental.

Tais assentamentos produzirão efei-
tos impactantes de contaminação do
ambiente, redundando em ameaça à
salubridade local. Acrescente-se, ainda,
o processo de favelização como forma
de ocupação da zona costeira brasileira,
alimentado pelo fluxo migratório, nas
áreas mais impróprias, uma vez que as
melhores estão reservadas para casas de
veraneio, usadas como segunda residên-
cia (Moraes, 1999).

No que tange aos vetores de ocu-
pação, o litoral pode ser definido como
uma zona de múltiplos usos, com varia-
das formas de ocupação do solo: indus-
trialização e urbanização, favelização e
casas de veraneio circunscrevem o pro-
cesso de ocupação da zona costeira do
Brasil.

É nesse enfoque que julgamos per-
tinente analisar como ocorre o processo
de produção e a estrutura espacial da
zona costeira do Litoral Norte paulista.
Esse trecho do litoral brasileiro apresenta
certas peculiaridades, uma vez que, ape-

sar de a ocupação indígena ter aconte-
cido mesmo antes do período colonial,
a economia orientada para o interior
paulista, até o final do século XIX, dei-
xou o litoral à margem dos processos de
urbanização e modernização, num rela-
tivo isolamento – o que contribuiu para
sua preservação.

Com os surtos industriais do período
pós-Segunda Guerra Mundial, com o
processo de substituição de importações
e, posteriormente, nos anos 1970 e
1980, com o ingresso do capital externo
no País para o financiamento de pólos
de desenvolvimento, o arranque indus-
trial do Vale do Paraíba, centrado em
São José dos Campos, estimulou o cres-
cimento regional e, conseqüentemente,
o aumento populacional dos municí-
pios do Litoral Norte, intensificando o
processo de urbanização e de ocupação
de extensas áreas da Mata Atlântica (Pe-
reira, 1967).

Por outro lado, a abertura do Porto
de São Sebastião ao tráfego marítimo foi
relevante para o desenvolvimento de
atividades econômicas e para o aden-
samento populacional do Litoral Norte.
A construção do Terminal Marítimo Al-
mirante Barroso (Tebar) no final da dé-
cada de 1960 está diretamente associada
ao processo de industrialização paulis-
ta, principalmente à indústria automo-
bilística (São Paulo, 2005a). Assim, sua
implantação foi determinante para o au-
mento do contingente populacional do
Litoral Norte, dada a ampliação do mer-
cado de trabalho regional gerada; con-
tudo, representou um significativo fator
de risco ambiental, causador de suces-
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sivos vazamentos, com drásticas conse-
qüências ambientais.

Dessa forma, o “redescobrimento”
do Litoral Norte ocorre no período de
1950 a 1970, por força da atividade tu-
rística, embora restrita a pequena par-
cela da população, dadas a ausência de
infra-estrutura, a dificuldade de acesso
e a urbanização precária. A região passa,
então, a responder à necessidade de
crescimento das atividades econômicas
ligadas ao setor terciário e à demanda
de lazer por parte das populações urba-
nas do eixo Rio-São Paulo, pondo fim à
situação anterior de isolamento (Luchiari,
2002).

A partir dos anos 1980, após a pa-
vimentação da Rodovia SP-55 (conhe-
cida como Rio-Santos), o processo de
urbanização foi acelerado, surgindo a
especulação imobiliária, advinda do
adensamento do fluxo turístico; ocorre
ainda uma mudança no perfil demográfi-
co da região, com o incremento migrató-
rio e a marginalização das comunidades
tradicionais, circunscrevendo um pro-
cesso social excludente.

A paisagem do Litoral Norte, carac-
terizada por grande diversidade bioló-
gica e recursos naturais de extrema
beleza, faz da região um pólo da ativi-
dade turística. A proliferação de casas
de veraneio e condomínios destinados
às camadas de alta renda cria uma de-
manda de serviços que atrai migrantes
de outros estados brasileiros (ibid.).

Contudo, a urbanização, à medida
que, por um lado, proporcionou a mo-

dernização dos setores econômicos, por
outro, intensificou a pobreza, a ocupação
desordenada, a degradação ambiental
e a desfiguração da paisagem natural,
encetando um processo de marginali-
zação socioespacial e econômica das
populações caiçaras e de migrantes de
baixa renda.

No Litoral Norte paulista, a atividade
turística é caracterizada pelo turismo
sedentário, com a predominância das
segundas residências, refletindo uma ur-
banização pautada no mecanismo de
especulação imobiliária que gerou um
baixo volume de recursos para a co-
munidade receptora e a degradação de
extensas áreas e ecossistemas naturais
decorrente da construção civil (Tulik,
1995).

Apesar de ser a praia um espaço
público, transformou-se, pelas leis natu-
rais do mercado com suas formas pró-
prias de organização social, no espaço
privado do turismo de elite, espaço que
exclui a população tradicional.

Na verdade, esse fenômeno se re-
pete por todo o litoral brasileiro: tendên-
cias gerais de agravamento da situação
ambiental tornam imperiosa a elaboração
de políticas definidas para a utilização do
espaço costeiro, considerando-se as vo-
cações regionais. A ocupação desses
espaços demanda a atenção do poder
público, que, por meio de uma atuação
planejada, deve criar mecanismos de in-
tervenção sobre os espaços litorâneos.

Nesse contexto, faz-se pertinente a
avaliação do planejamento ambiental
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da zona costeira, através de seus instru-
mentos, como o Plano Nacional de
Gerenciamento Costeiro (instituído em
1988), o Plano Estadual de Gerencia-
mento Costeiro – voltado aos ecossiste-
mas do Litoral Paulista – e os Planos
Diretores, de âmbito municipal, que con-
substanciam elementos para a implan-
tação do zoneamento ecológico.

Para efeito de zoneamento, o Litoral
Paulista foi dividido em quatro setores:

Litoral Norte, Litoral Sul, Baixada San-
tista e Vale do Ribeira, sendo que cada
setor tem cinco zonas que compreen-
dem desde áreas de proteção a cidades
consolidadas.

O Zoneamento Ecológico-Econômico,
previsto no Plano Estadual de Gerencia-
mento Costeiro, está sendo implementa-
do pelos municípios do Litoral Norte,
que englobam Ubatuba, Caraguatatuba,
São Sebastião e Ilhabela.

Aspectos da infra-estrutura socioambiental

Os territórios ocupados pelos quatro
municípios do Litoral Norte correspon-
dem a apenas 0,8% da área abrangida
pelo estado de São Paulo, mas sua zona
costeira apresenta cenários de rara be-
leza paisagística e incomparável riqueza
de ecossistemas. A Tabela 1 apresenta
as respectivas áreas de cada um desses
municípios.

à Mata Atlântica, incluindo tanto as áreas
de preservação do Parque Estadual da
Serra do Mar quanto as áreas naturais
tombadas das Serras do Mar e de Para-
napiacaba.

A partir das décadas de 1960 e
1970, com o aumento do interesse turís-
tico pelo Litoral Norte, a infra-estrutura
tornou-se uma questão preocupante no
que respeita a serviços públicos, uma
vez que o crescimento da população fixa
e flutuante trouxe, em seu bojo, novas
necessidades de saneamento básico,
transporte e habitação para a região.

Nesse sentido, o equacionamento
da questão é complexo, dada a impor-
tância do fator sazonalidade. A título de
análise, podemos examinar alguns indi-
cadores relativos a essas áreas. A Tabe-
la 2 apresenta a evolução do número
de habitantes do Litoral Norte, no perío-
do de 1940 a 2000, considerando as
populações urbana e rural.

Tabela 1: Área dos municípios do 
Litoral Norte paulista (km²) 

Município Área 
Caraguatatuba 480 
Ilhabela 336 
São Sebastião 479 
Ubatuba 682 
Litoral Norte 1.977 

Fonte: São Paulo (2005a). 

Dos 1.977 km2 de área delimitada
pela região, 85,8% são ocupados por
florestas, com ecossistemas associados
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Como podemos constatar, o perío-
do de 1960 a 1980 caracterizou-se pelo
arranque do processo de urbanização do
Litoral Norte, em que se observa, inclu-
sive, uma mudança no perfil populacio-
nal a partir de 1970, quando a sua
predominância deixa de ser rural, para
tornar-se eminentemente urbana. Esse
evento pode ser explicado pelo “redes-
cobrimento” da região, ocorrido na dé-
cada de 1970, quando o Porto de São
Sebastião dinamizou a economia local,
além da expansão da malha viária que
veio alavancar a exploração turística,

Tabela 2: População urbana e rural do Litoral Norte paulista, no período de 
1940 a 2000 

População urbana População rural 
Ano 

Nº habitantes % Nº habitantes % 
Total 

1940 5.300 22,6 18.200 77,4 23.500 
1950 7.000 28,8 17.300 71,2 24.300 
1960 14.300 44,0 18.200 56,0 32.500 
1970 39.800 83,3 8.000 16,7 47.800 
1980 83.426 95,8 3.656 4,2 87.082 
1990 137.556 98,6 1.963 1,4 139.519 
2000 217.623 97,3 6.146 2,7 223.769 

Fonte: São Paulo (2005a). 

impulsionando a indústria da constru-
ção civil e, com isso, atraindo correntes
migratórias que aceleraram o processo
de urbanização e mudaram o perfil de-
mográfico da região.

Em relação à infra-estrutura de saúde,
se avaliarmos o coeficiente por mil ha-
bitantes de leitos do Sistema de Saúde
(SUS), constataremos índices muito abai-
xo dos desejáveis –mesmo se compara-
dos ao coeficiente médio do estado de
São Paulo –, conforme os dados constan-
tes da Tabela 3.

Tabela 3: Saúde – leitos SUS (coeficiente por mil habitantes), no período de 
1995 a 2003, nos municípios do Litoral Norte paulista 

Ano Caraguatatuba Ilhabela São Sebastião Ubatuba SP 

1995 0,47 1,14 1,90 0,32 2,53
1996 0,45 1,14 1,81 0,31 2,61
1997 0,94 1,15 1,72 0,30 2,72
1998 0,90 1,15 1,64 0,29 2,44
1999 0,87 0,76 1,45 0,27 2,14
2000 0,84 N.D. 1,37 0,26 2,10
2001 0,81 N.D. 1,30 0,25 2,11
2002 0,78 N.D. 1,24 0,24 2,04
2003 0,76 0,76 1,19 0,23 1,97

Fonte: São Paulo (2005a). 



84 Gerenciamento costeiro e qualidade de vida no Litoral Norte de São Paulo

Em relação a esse indicador, a ten-
dência de queda apresentada no estado
de São Paulo também ocorre nos muni-
cípios em estudo a partir de 1998, sendo
o município de Ubatuba o que apresenta
maior carência de leitos hospitalares por
mil habitantes.

No Litoral Norte, os principais casos
de doenças ambientais são de cólera,
dengue, esquistossomose, hepatite viral,
leishmaniose tegumentar, leptospirose e
malária, de acordo com a lista de doenças
cuja notificação é obrigatória tanto pelo
sistema público como pela rede privada
de saúde, através do Sistema de Informa-
ção de Agravos de Notificação (Sinan).

A Tabela 4 sumariza as doenças am-
bientais de maior incidência na região.
Entre elas, a dengue causa maior preo-
cupação, por apresentar um cresci-
mento exponencial em São Sebastião,
Ilhabela e Caraguatatuba, além de ser
doença de difícil monitoramento. Com
o aumento do fluxo turístico, que implica
a intensificação do consumo de emba-
lagens descartáveis, criam-se condições
propícias à reprodução do mosquito e,
conseqüentemente, ao aumento do nú-
mero de casos da doença na região. No
ano de 2002, 75% dos casos foram re-
gistrados no município de São Sebas-
tião.

Tabela 4: Número de casos das principais doenças ambientais registrados no 
Litoral Norte paulista, no período de 1998 a 2002 

Ano Dengue Esquistossomose Hepatite viral Leishmaniose 
Acidentes 
animais 

peçonhentos 
Diarréia 

1998 77 306 172 30 94 1.007 

1999 39 192 134 29 93 2.633 

2000 5 154 140 18 109 4.032 
2001 1.453 88 69 11 103 3.981 

2002 2.050 98 219 37 172 8.419 

Fonte: São Paulo (2005a). 

A esquistossomose ocorreu com
maior freqüência em 1998, declinando
a partir de 1999, e incidiu sobretudo em
São Sebastião e Ubatuba. A hepatite
viral apresentou um aumento significa-
tivo em 2002, quando o município de
Caraguatatuba foi responsável por 78%
dos casos registrados. A incidência de
leishmaniose tegumentar passou a de-
clinar a partir de 1998, aumentando no

ano de 2002, quando 70% dos casos
registrados ocorreram em São Sebastião.
A leptospirose e a malária estão contro-
ladas, uma vez que em 2002 não surgiu
nenhum caso na região. Em relação a
acidentes com animais peçonhentos,
Ubatuba lidera o número de casos (55%
em 2002). Observa-se, ainda, um signi-
ficativo aumento dos casos de diarréia
no período em pauta. A maioria deles
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manifestou-se nos municípios de Uba-
tuba e Caraguatatuba, responsáveis, res-
pectivamente, por 50,0% e 37,5% dos
casos registrados em 2002.

Os dados apresentados delineiam
um quadro preocupante no tocante a
saúde ambiental, mostrando a premência
da implementação de políticas públicas
voltadas ao tratamento e abastecimento
de água, ao tratamento e disposição de
efluentes líquidos, bem como à disposi-
ção final dos resíduos sólidos. A água
que não recebe tratamento adequado
pode se transformar em veículo de doen-
ças e mortes, uma vez que contém coli-
formes fecais, prejudiciais à saúde.

Por outro lado, os esgotos são veículos
de agentes etiológicos das febres tifóides
e paratifóides, de hepatite infecciosa – tra-
dicionalmente presente na região –, das
parasitoses intestinais, que se manifestam
sob a forma de diarréias agudas, tam-
bém bastante freqüentes, conforme ates-
tam os dados contidos na Tabela 4, que,
na verdade, refletem a má qualidade da
água consumida pela população e a pre-
cariedade do sistema de esgotamento
sanitário e do tratamento dado aos resí-
duos sólidos domiciliares.

Esses últimos podem constituir grave
fator de risco à saúde, se dispostos em
terrenos suscetíveis à contaminação dos
cursos de água, em áreas de mangues
destruídos ou devastadas de sua cober-
tura vegetal original. Resíduos dispostos
de forma inadequada favorecem a pre-
sença de bactérias e insetos transmissores
de doenças, que se reproduzem vertigi-
nosamente nesse tipo de habitat.

Além desses fatores, considere-se
que a areia é responsável pela contami-
nação por diversos tipos de microorga-
nismos e parasitas patogênicos, nocivos
à saúde, em função da presença de de-
jetos, do lixo descartado de forma ina-
dequada e da poluição causada pelas
águas residuárias e pluviais, situação
agravada nos meses de verão, quando
grandes contingentes de turistas chegam
à região.

A importância dos problemas levan-
tados nos leva a investigar a estrutura
de saneamento ambiental da região,
compreendendo os serviços de abaste-
cimento público de água, de esgota-
mento sanitário e de coleta e destinação
dos resíduos sólidos domiciliares – funda-
mentais à proteção da saúde e à melho-
ria da qualidade de vida da população.

Conforme mencionamos, o Litoral
Norte paulista apresentou uma expan-
são urbana desordenada a partir dos
anos 1970, quando se registrou um
grande salto populacional, de 47.800
habitantes, em 1970, para 269.071, em
2005, sem incluir a população flutuante
dos feriados e do período de alta estação.
A isso, associe-se o fato de as habitações
encontrarem-se dispersas ao longo da
costa litorânea, onde os condomínios de
segunda residência ocupam a orla e os
moradores fixos residem em habitações
precárias e irregulares nos topos de
morro, em locais de difícil instalação de
equipamentos de infra-estrutura.

De acordo com a Constituição Bra-
sileira, os serviços de água e esgoto são
da competência dos municípios, embora
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acordos institucionais permitam opera-
ções conjuntas entre órgãos federativos.
No caso do Litoral Norte, a maioria dos
sistemas de abastecimento de água e trata-
mento de esgotos é operada pela Compa-
nhia de Saneamento Básico do Estado

de São Paulo (Sabesp). A Tabela 5 com-
para os percentuais de domicílios urba-
nos atendidos por abastecimento de água
e tratamento de esgoto nos quatro muni-
cípios da região, de acordo com os últi-
mos dados divulgados.

Tabela 5: Participação percentual do número de domicílios urbanos 
atendidos por abastecimento de água e tratamento de esgoto nos 
municípios do Litoral Norte, no ano de 2003 (em %) 

Domicílios Caraguatatuba Ilhabela São Sebastião Ubatuba 

Atendidos – Água 91,0 71,0 61,0 79,0 

Atendidos – Esgoto 25,0 3,0 29,0 18,0 

Fonte: Sabesp (2004). 

Esses dados revelam a baixa quali-
dade do saneamento básico na região,
mais evidente ainda quando se sabe que
na pesquisa são considerados os domi-
cílios urbanos, incluindo portanto as re-
sidências secundárias e excluindo boa
parte dos domicílios permanentes, não
contemplados com equipamentos de
infra-estrutura.

Considere-se ainda que, em razão da
ausência da ação pública na região, solu-
ções foram implantadas, de início, pela
esfera privada e por ações individuais,
para captação de água para consumo, dis-
posição de efluentes líquidos e destinação
de resíduos sólidos de forma inadequa-
da, redundando em graves conseqüên-
cias para o meio ambiente e para a
saúde da população (Sabesp, 2004).

Por outro lado, apesar de ampliações
recentes da rede de abastecimento de
água terem sido realizadas pela Sabesp,
registra-se um significativo número de

residências e edifícios que se abastecem
individualmente ou por meio de siste-
mas comunitários ou condominiais, que
abarcam, exatamente, os grandes con-
tingentes de turistas que afluem às praias
do Litoral Norte nos meses de verão.

Segundo informações do Instituto
de Pesquisas Tecnológicas (IPT), no ano
de 2000 existiam 70 sistemas particula-
res de abastecimento coletivo de água
na região, a maior parte sem o devido
tratamento e todos sem registro nas pre-
feituras locais (Instituto de Pesquisas
Tecnológicas, 2002).

Apesar da dificuldade em determinar
o seu número exato, muitos são os siste-
mas de abastecimento de água indivi-
dualizados, uma vez que, mesmo depois
da implantação do sistema público de
abastecimento, diversos domicílios, in-
dústrias e estabelecimentos comerciais
continuaram utilizando formas alterna-
tivas de abastecimento, sem qualquer



    87Elizabeth Borelli

tipo de tratamento da água. Desse modo,
altos riscos de contaminação ameaçam
a região, em decorrência da ausência de
mecanismos de proteção aos mananciais
e das próprias características do meio
físico (ibid.).

Assim como a questão do abasteci-
mento de água, o problema do esgota-
mento sanitário – diretamente associado
à disposição dos efluentes líquidos de
origem doméstica – também se agravou
em função do processo de urbanização
desordenado e da exploração turística
na região.

De acordo com o Instituto Brasileiro
de Geografia e Estatística (IBGE), o tra-
tamento de esgoto é considerado um in-
dicador significativo de sustentabilidade
ambiental, na medida em que o acesso
a esse serviço público é fundamental
para a proteção das condições de saúde
da população, pois permite controlar as
doenças relacionadas à água contami-
nada por coliformes fecais (IBGE, 2004).

Na busca de soluções, procedeu-se,
sistematicamente, à disposição dos es-
gotos domésticos in natura no solo ou
nos corpos de água, através do sistema
de fossas ou de sumidouros. Ambos os
métodos trazem conseqüências ambien-
talmente indesejáveis: o primeiro, por
depender de serviços de “limpa-fossas”,
que quase sempre dispõem o lodo retira-
do de forma irregular, clandestinamente,
e o outro, por contaminar o lençol freá-
tico. Sem contar que, muitas vezes, o
método mais usual acaba sendo a dis-
posição direta de esgotos nos cursos de
água e nas redes de captação pluviomé-
trica, causando danos irreparáveis para
a qualidade dos rios e praias.

A Tabela 6 mostra os índices de aten-
dimento à população, no ano de 2002,
apresentando os percentuais relativos
aos sistemas públicos de abastecimento
de água e de esgotamento sanitário,
operados pela Sabesp, no âmbito mu-
nicipal.

Tabela 6: Índices de atendimento à população do sistema de saneamento básico 
implantado pela Sabesp, nos municípios do Litoral Norte paulista, 
no ano de 2002 (em %) 

Índice de atendimento Caraguatatuba Ilhabela São Sebastião Ubatuba 

Abastecimento de água 98,0 98,0 85,0 92,0 

Esgotamento sanitário 46,0 4,0 50,0 32,0 

Fonte: Sabesp (2004). 

Ressalte-se, contudo, que esses nú-
meros devem ser interpretados com cui-
dado, uma vez que os índices indicam
o percentual da população que é con-
templada pela rede implantada, expli-

citando, portanto, uma tendência e não
valores exatos, porquanto se desconhe-
ce em que medida os equipamentos de
saneamento básico estão sendo efetiva-
mente utilizados. A opção pelo uso dos
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serviços públicos de saneamento básico
implica custos decorrentes da desativa-
ção do sistema anterior e da ativação do
novo sistema e, por isso, nem sempre
acaba ocorrendo.

Dessa forma, por falta de esclareci-
mento ou mesmo de recursos financei-
ros, muitos proprietários de casas e
edifícios não adotam os serviços públi-
cos de abastecimento de água e, princi-
palmente, os de esgotamento sanitário,
eternizando, assim, o processo de degra-
dação ambiental no Litoral Norte.

Por outro lado, a concretização das
previsões de atendimento à população
está vinculada a uma série de fatores de
ordem financeira, jurídica, técnica e políti-
ca, que muitas vezes dificultam o cumpri-
mento de metas propostas pelo estado.
Exemplificando: questões de natureza
política e técnica impediram a instalação
de um novo emissário submarino em
Ilhabela e o embargo judicial das obras
relativas à implantação da estação de tra-
tamento de esgotos em Paúba, em São
Sebastião, constituíram obstáculos à me-
lhoria do índice de atendimento à popu-
lação, projetada pela Sabesp para o
biênio 2003-2004 (Sabesp, 2004).

A destinação adequada dos resíduos
sólidos urbanos – predominantemente
de origem doméstica – representa outra
contundente problemática ambiental a
ser resolvida no Litoral Norte, dados os
aspectos sanitários e de saúde pública
envolvidos.

A questão assume contornos difusos,
em termos de gerenciamento, conside-
rando as demandas diferenciadas das
populações fixa e flutuante, além da pró-
pria situação física: a geografia rica em
espaços sinuosos e declividades acen-
tuadas dificulta a logística do transporte.
Também há carência de áreas potencial-
mente aptas para a implantação de uni-
dades de tratamento e disposição final,
dadas as restrições geográficas, hídricas
e ambientais da região.

Os locais de disposição de resíduos
sólidos da região são avaliados anual-
mente pela Cetesb, desde 1977, e clas-
sificados segundo o Índice de Qualidade
de Resíduos (IQR), que abrange três ca-
tegorias de condições: inadequadas,
controladas e adequadas. 1

A Tabela 7 mostra a evolução do
IQR nos quatro municípios do Litoral
Norte. Verifica-se que todos os locais
usados para disposição de resíduos sóli-
dos na região encontram-se na categoria
de condições inadequadas, sendo que
os de situação mais crítica situam-se em
Caraguatatuba e Ilhabela.

Nas três últimas décadas, vêm sendo
implantados sistemas públicos de varri-
ção e coleta de lixo, além de programas
do estado e campanhas de conscienti-
zação encetadas por organizações não-
governamentais sobre a necessidade da
manutenção de praias limpas, em que
se implementam sistemas de coleta se-
letiva e reciclagem dos materiais e se

1 De acordo com a classificação adotada pela Cetesb, valores de IQR compreendidos entre
0 e 5,9 correspondem a condições inadequadas; entre 6,0 e 7,9, a condições controladas,
e entre 8,0 e 10,0, a condições adequadas (Cetesb, 2004).
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realizam ações de educação ambiental.
Ainda nesse contexto, não se pode per-
der de vista a problemática habitacio-
nal da região; construções em áreas
naturais consideradas nobres, em geral,
geram processos agressivos, como des-

matamentos, destruição de habitats da
fauna local, aumento de efluentes e de
resíduos sólidos, dispostos, na maioria
das vezes, de forma inadequada, com-
prometendo os recursos naturais e a
qualidade de vida da população.

Tabela 7: Índice da Qualidade de Resíduos Sólidos Domiciliares nos municípios 
do Litoral Norte paulista, no período de 2000 a 2003 

Ano Caraguatatuba Ilhabela São Sebastião Ubatuba 

2000 4,5 3,9 3,8 5,5 

2001 3,0 3,9 4,7 5,8 

2002 3,8 3,8 5,2 5,8 

2003 3,6 3,7 5,2 5,8 

Fonte: São Paulo (2005a). 

A questão da habitação se reveste
de particular importância, dado o cres-
cimento populacional registrado na re-
gião, que supera o crescimento médio
apresentado pela população do estado
de São Paulo; no entanto, a construção
de habitações não vem se expandindo
na mesma proporção, em virtude de uma
série de restrições de ordem ambiental
e jurídica, uma vez que a maior parte
do território do Litoral Norte é composta
por unidades de conservação. As leis de
uso e ocupação do solo apresentam cláu-
sulas restritivas quanto à densidade de
ocupação, tipo de habitação e número
de pavimentos de edificação. Somem-se
a isso um relevo extremamente aciden-
tado e questões fundiárias que envolvem
usucapião e retificação de áreas.

Esse conjunto de fatos acaba por
conduzir ao descontrole da utilização
dos recursos naturais e à apropriação
indevida de áreas, acarretando graves

conseqüências para o meio ambiente,
com a proliferação de moradias inade-
quadas – que compreendem favelas,
cortiços e domicílios improvisados.

A Tabela 8 apresenta a situação
comparativa desses tipos de moradia
referente aos anos de 1991 e 2000, se-
gundo dados elaborados pela Compa-
nhia de Desenvolvimento Habitacional
e Urbano do Estado de São Paulo
(CDHU).

De acordo com os dados oficiais di-
vulgados pela CDHU, os 324 domicílios
em favela existentes em 1991 foram er-
radicados; os domicílios em espaço insu-
ficiente ou cortiço com menos de quatro
cômodos e/ou com falta de instalações
sanitárias predominam nos quatro mu-
nicípios da região. Os 369 domicílios
improvisados existentes em 2000 abran-
gem moradias em edificações construí-
das para outros fins.
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O atendimento habitacional realiza-
do pelo estado, no Litoral Norte, vem
ocorrendo, principalmente, por meio do
programa Núcleo Habitacional por
Empreitada, dirigido à população com
renda familiar situada entre 1 e 10 salá-
rios mínimos, com foco em famílias as-
sentadas em área de risco e reassentadas
em processo de desfavelamento. Sua
implantação está vinculada à contrata-
ção de empresas especializadas e a par-
cerias com as prefeituras, que doam
terrenos e são responsáveis pela insta-
lação da infra-estrutura de água, esgo-
to, energia elétrica, pavimentação e
equipamentos públicos nos conjuntos
habitacionais (São Paulo, 2004).

Indubitavelmente, existem limites
naturais e legais na região, que dificul-
tam a implementação de ações voltadas
à escolha de áreas adequadas para a
disposição de resíduos sólidos, para o
destino de efluentes líquidos, para a
construção de estações de tratamento de
esgoto, de estradas e de habitações.

Nessa perspectiva, a melhoria da
infra-estrutura regional está diretamen-
te relacionada à questão do gerencia-
mento costeiro, dentro da proposta de
harmonizar a conservação ambiental
com a melhoria da qualidade de vida
da população.

Tabela 8: Evolução da demanda habitacional popular nos municípios do 
Litoral Norte paulista, nos anos de 1991 e 2000 

Domicílios Ano Caraguatatuba Ilhabela São Sebastião Ubatuba 

Favela 1991 7 – 89 228 

 2000 – – – – 

Cortiço 1991 109 19 38 137 

 2000 291 153 350 435 

Improvisados 1991 83 29 69 221 

 2000 100 69 41 159 

Fonte: São Paulo (2004). 

Gerenciamento costeiro
A sobrevivência socioambiental da zona
costeira paulista, em que a natureza está
presente em sua plenitude de recursos
numa área de 27.000 km2, englobando
36 municípios e a maior parte da Mata
Atlântica remanescente no estado de
São Paulo, requer, por parte do Poder

Público, o acionamento de mecanismos
de intervenção aos níveis jurídico e ad-
ministrativo.

No estofo da legislação estadual, os
municípios litorâneos foram amparados
por diversos dispositivos legais, que cria-
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ram regiões naturais protegidas, a partir
do Código Florestal, e definiram áreas a
serem preservadas em caráter permanen-
te – incluindo a proteção física do solo,
dos mananciais e nascentes, e a conser-
vação dos ecossistemas locais e do am-
biente das populações indígenas – de
acordo com a Lei Federal 4.771, de 15/
09/65. Nessa ótica, incluem-se, também,
a criação das Unidades de Conservação,
como o Parque Estadual da Serra do Mar
e o Parque Estadual de Ilhabela, em
1977, e ainda o gerenciamento dos re-
cursos hídricos, regido pela Legislação de
Proteção às Águas Interiores no Estado
de São Paulo (Lei Estadual 8.468/76).

Na esfera da Administração Pública,
a opção de planejamento estadual re-
caiu sobre um programa de gerencia-
mento costeiro, por meio da Secretaria
do Meio Ambiente, com base na Lei
7.661, de 16 de maio de 1988, que ins-
tituiu o Plano Nacional de Gerencia-
mento Costeiro (PNGC).

Com base nessas diretrizes, iniciam-se,
no estado de São Paulo, estudos concer-
nentes ao zoneamento econômico-eco-
lógico da zona costeira, sendo, então, o
Litoral Paulista dividido em quatro seto-
res, a partir do pressuposto de que não
constitui um todo ambiental homogê-
neo: Litoral Norte, Litoral Sul, Baixada
Santista e Vale do Ribeira – que exerce
forte influência sobre o Litoral Sul, por
conta do Rio Ribeira, que deságua na
zona de estuário, considerada o berçário
da vida marinha.

Entre 1988 e 1989, paralelamente
à revisão do PNGC, é instituído em São

Paulo o Plano Estadual de Gerencia-
mento Costeiro, apresentando subsídios
técnicos que passam a ser incorporados
no âmbito federal. Em 1993, é enviado
à Assembléia Legislativa paulista o pro-
jeto de lei para institucionalização do
Plano, recebido com ressalvas por parte
de setores representativos do capital
monopolista, sob a alegação de que as
restrições aos processos de desmata-
mento contidas no Plano estariam pre-
judicando o livre empreendimento e,
com isso, impedindo a expansão das
receitas municipais.

Por força dessas pressões, o Plano
Estadual de Gerenciamento Costeiro só
foi institucionalizado em 3 de Julho de
1998, através da Lei 10.019, cuja fina-
lidade era disciplinar e racionalizar a
utilização dos recursos naturais da Zona
Costeira, visando à melhoria da quali-
dade de vida das populações locais e à
proteção dos ecossistemas.

A formulação do gerenciamento
costeiro abrange, então, um conjunto de
instrumentos de política pública, em
consonância com a política nacional de
meio ambiente, quais sejam: o Zonea-
mento Ecológico-Econômico, o Sistema
de Informações do Gerenciamento Cos-
teiro, o Plano de Ação e Gestão e o Sis-
tema de Monitoramento Ambiental da
Zona Costeira.

O Zoneamento Ecológico-Econô-
mico, definido pela Lei 10.019/98 como
o instrumento básico de planejamento,
constitui a principal ferramenta de orde-
namento territorial, estabelecendo nor-
mas disciplinadoras para a ocupação do
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solo e o uso dos recursos naturais que
compõem os ecossistemas costeiros e in-
dicando também as atividades econômi-
cas mais adequadas para cada zona. Nos
termos contidos no artigo 2º, item III, sua
gestão deve ocorrer de “forma integrada
e participativa, visando a melhoria da
qualidade de vida das populações lo-
cais, fixas e flutuantes, objetivando o de-
senvolvimento sustentado da região”
(São Paulo, 2005a).

O Plano de Ação e Gestão é com-
posto por um conjunto de programas e
projetos setoriais integrados, compatí-
veis com as diretrizes contidas no zonea-
mento, proposto para alcançar as metas
de qualidade ambiental estabelecidas
para determinada região costeira. De
acordo com a visão oficial, o Plano deve
ser concebido e executado com base na
participação dos atores sociais interes-
sados na gestão da área costeira.

Sua metodologia pressupõe o desen-
volvimento de três fases de elaboração:
a primeira, em que devem ser realiza-
dos o levantamento dos problemas e a
identificação dos agentes causadores; a
segunda, em que devem ser elaboradas
propostas visando à solução dos proble-
mas identificados; e a última, em que
devem ser estipulados os recursos ne-
cessários à sua implementação e esta-
belecidos prazos e metas. Trata-se,
portanto, de um documento técnico, um
termo de referência, legitimado por meio
de Decreto Estadual (São Paulo, 2005b).

A lei que instituiu o Plano Estadual
previu a constituição de um sistema co-
legiado de gestão, com participação dos

governos estadual e municipal e da so-
ciedade civil, consubstanciado no grupo
de Coordenação Estadual, ao qual se
integram quatro grupos setoriais, corres-
pondentes às regiões do Litoral Paulista.
Contudo, a composição e o funcionamen-
to do grupo de Coordenação Estadual e
dos Grupos Setoriais de Coordenação,
referidos na Lei 10.019/98, são instituí-
dos apenas em 7 de novembro de 2002,
por força do Decreto Estadual 47.303.

O modelo adotado diz pretender
implementar uma gestão democrática
do meio ambiente, de forma transpa-
rente, mediante um processo participa-
tivo comunitário, na formulação de
políticas públicas para a zona costeira
paulista.

Contudo, representantes de ONGs
discordam da apregoada transparência
do processo. A Fundação SOS Mata
Atlântica diz não ter tido acesso aos
mapas de zoneamento, prometidos em
audiência pública, não tendo condições,
portanto, de avaliar exatamente em que
tipo de zoneamento cada área seria en-
quadrada.

Segundo a versão oficial proposta,
compete aos grupos a elaboração dos
planos de ação e gestão, compreenden-
do programas e projetos que promovam
o desenvolvimento sustentável da re-
gião e que atendam, prioritariamente, às
demandas identificadas durante o pro-
cesso de zoneamento. Esses planos de-
vem, ainda, estar articulados com as
ações municipais e regionais dos demais
órgãos públicos, contendo objetivos,
fontes de recursos, divisão de responsa-
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bilidades e metas socioambientais pre-
tendidas.

A lei estadual determinou que os
zoneamentos setoriais fossem regula-
mentados mediante decreto, o que de
fato, até o momento, ocorreu apenas
com o setor do Litoral Norte (Decreto
49.215, de 07/12/2004). Esta foi, tam-
bém, a primeira região costeira a instalar
o Grupo Setorial de Coordenação, inte-
grado por representantes do estado, das
prefeituras e da sociedade local, atenden-
do ao disposto no Decreto 47.303/02,
que criava os grupos setoriais com a fina-
lidade de elaborar o Zoneamento Eco-
lógico-Econômico.

Observa-se, portanto, uma grande
morosidade no avanço das etapas de
efetivação das propostas contidas nos
instrumentos jurídico-institucionais: dez
anos de discussão foram decorridos entre
a institucionalização do Plano Nacional
de Gerenciamento Costeiro (1988) e a
do Plano Estadual (1998), e mais seis
anos se passaram entre a deste último e
o Decreto que dispõe sobre o Zonea-
mento Ecológico-Econômico do Litoral
Norte (2004) – o único setor, até agora,
com proposta efetivamente formalizada.

Nesse intervalo, o quadro de degra-
dação ambiental se agravou, uma vez
que é produto, exatamente, da falta de
um ordenamento territorial. O zonea-
mento poderá organizar o desenvolvi-
mento futuro do Litoral Norte, mas a
ausência de planejamento já deixou
conseqüências irreversíveis. O zonea-
mento não é retroativo; nas áreas já irre-
gulares, o intuito é congelar a ocupação,

evitando novas construções e efetivando
a progressiva regularização.

À margem do aparato jurídico, as
questões sociais não resolvidas no âm-
bito municipal vão deteriorando as con-
dições urbanas, já que os principais
obstáculos são os problemas sociais que
afloram, levando muitas áreas de prote-
ção ambiental a serem ocupadas irregu-
larmente ou convertidas em loteamentos
ilegais, em razão de uma política de ha-
bitação popular deficitária. Associe-se
ao fato a necessidade de uma forte ação
municipal para que o zoneamento seja
posto em prática e fiscalizado.

Considere-se, ainda, a importância
do Plano Diretor como instrumento
municipal para implantação do zonea-
mento, alinhado às diretrizes propostas
no Plano de Gerenciamento Costeiro.
Muitas cidades, porém, ainda não têm
esse mecanismo bem definido, tampou-
co estrutura de controle suficiente para
fiscalizar a devida aplicação das normas
estabelecidas.

Na verdade, a distância temporal é
ainda maior, se considerarmos que os
primeiros trabalhos realizados para a
elaboração do Zoneamento Ecológico-
Econômico do Litoral Norte datam do
final da década de 1980, quando a Se-
cretaria do Meio Ambiente sistematizou
uma série de informações para a “Pro-
posta de Macrozoneamento do Litoral
Norte”.

Nos termos da lei estadual proposta
para o enquadramento das áreas nas
zonas definidas pelo Zoneamento Eco-
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lógico-Econômico, deverão ser conside-
rados os seguintes aspectos: vegetação,
relevo, uso e ocupação do solo, tendên-
cias de ocupação, atividade econômica,
eixos de desenvolvimento, comunida-
des tradicionais, legislação estadual e
municipal, Planos Diretores e cenários
desejados. Prevê-se que as conclusões
intermediárias deverão ser pautadas em
audiências públicas, com a participação
dos diversos setores organizados da so-
ciedade, de forma que a conclusão téc-
nica fundada no consenso social seja,
finalmente, submetida à análise jurídica.

Essa complexa tramitação decorre
em meio aos problemas ambientais
existentes na região, que se acumulam
ao longo do tempo: desde o fato de se-
diar o porto de São Sebastião e o Ter-
minal de Petróleo Almirante Barroso,
com interferência nos demais municípios
da região, por conta do tráfego intenso

e dos derramamentos de óleo, até a
questão do desequilíbrio entre o cresci-
mento das populações fixa e flutuante e
a capacidade de infra-estrutura de sanea-
mento básico e abastecimento da região.

A convivência entre a vocação tu-
rística do Litoral Norte e a presença do
Porto de São Sebastião é um dos assun-
tos que o zoneamento regula mas não
resolve. A atividade portuária intensifi-
cou-se na década de 1960, quando,
com a saturação do Porto de Santos,
toda a comercialização de petróleo pre-
cisou ser transferida para um porto mais
adequado. A ampliação do Porto de São
Sebastião é motivo de preocupação para
o município de Ilhabela, atingido não
só pelo impacto visual do porto como
também pela ocupação irregular por tra-
balhadores daquela cidade de suas áreas
de preservação.

Considerações finais

O descompasso entre as discussões que
permeiam o processo decisório e as re-
soluções justifica-se pela intensidade dos
interesses conflitantes em jogo – como
o difícil consenso entre preservação am-
biental versus especulação imobiliária.

Enquanto as prefeituras pensam
num desenvolvimento pautado em ur-
banização, construção de estradas e in-
dústrias, a construção civil se volta para
a garantia da maximização de lucros do
mercado imobiliário, e o setor industrial

planeja ampliar sua produção, ocupando
novas áreas.

Por um lado, existe a preocupação
em assegurar a paisagem natural e con-
temporizar a atividade de exploração
turística com a qualidade do meio am-
biente. Já na região dos “sertões”, o pro-
blema recai na apropriação progressiva
dos espaços naturais por migrantes atraí-
dos pelas oportunidades de trabalho da
região, instalando-se em habitações precá-
rias, irregularmente localizadas, sem con-
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dições mínimas de saneamento, configu-
rando um quadro de intensa degradação
dos recursos naturais e de descaracteri-
zação da paisagem litorânea.

Durante as reuniões acerca do zo-
neamento, enfatizaram-se o processo de
ocupação do Litoral Norte, caracterizado
por condomínios de alto padrão com
baixa densidade demográfica, e as ati-
vidades turísticas presentes, desde pou-
sadas, complexos hoteleiros e grandes
estruturas de apoio à navegação até as
trilhas em Unidades de Conservação.

As prefeituras convivem com o dile-
ma de expandir a zona urbana, de au-
mentar a arrecadação e de manter a
paisagem privilegiada e a qualidade
ambiental das praias, mangues e matas,
como o grande atrativo turístico da re-
gião. Nessa ótica, a solução apontada
centra-se no apoio às atividades náuticas
para turismo e esportes e no ecoturismo.

Destaca-se, também, a preocupação
com a questão da agricultura de subsis-

tência, no sentido de proteger a atividade
agrícola da crescente expansão urbana
predatória. Em relação à pesca, optou-
se pela criação de uma zona destinada
ao desenvolvimento da atividade pes-
queira e da maricultura.

O Zoneamento Ecológico-Econômico
foi, então, dividido em dois zoneamentos
complementares: o terrestre e o marinho,
considerando as características socioam-
bientais, as diretrizes de gestão, as metas
de conservação e os usos e as atividades
permitidas em cada uma das zonas.

Resta investigar se esse aparato jurí-
dico, regulador, formalizado na legisla-
ção estadual, é efetivamente cumprido
no âmbito municipal. A participação da
administração municipal será de capital
importância para a eficiência do zonea-
mento ecológico-econômico do Litoral
Norte de São Paulo, uma vez que as di-
retrizes macroestruturais dependem dos
planos diretores municipais para o or-
denamento urbano.
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Resumo

O objetivo deste trabalho é analisar a re-
lação entre urbanização e degradação
ambiental no Litoral Norte de São Paulo
e investigar se as políticas públicas de
gestão ambiental e os instrumentos de
planejamento do Estado contribuíram
para a melhoria da qualidade de vida na
região. Trata-se de uma região de expres-
siva diversidade biológica, abrangendo
os municípios de Caraguatatuba, Ubatu-
ba, São Sebastião e Ilhabela, que têm
como recursos paisagísticos, além da costa
litorânea, a Serra do Mar e a Mata Atlân-
tica. Essas características constituem um
forte apelo à implantação de empreen-
dimentos imobiliários voltados ao turis-
mo. Os conflitos entre diferentes usos do
espaço clamam pela ação do Estado, por
meio do Plano Estadual de Gerencia-
mento Costeiro, cujas alternativas para a
promoção do desenvolvimento socioe-
conômico pretendemos avaliar.

Abstract

The aim of this work is to analyze the
relation between urbanization and en-
vironmental degradation at the North
Coast of São Paulo and to investigate if
public policies on environmental man-
agement and State planning apparatus
have contributed to improve quality of
life in the region. That is a region with
eminent biological diversity, ranging the
cities of Caraguatatuba, Ubatuba, São
Sebastião and Ilhabela, that have as their
landscape resources, beside the coast
itself, the Serra do Mar (Sea Mountain)
and Mata Atlântica. The conflicts be-
tween different space usages demand a
State action, through the State Plan of
Coastal Management, whose alterna-
tives to the promotion of social econom-
ic development we seek to analyze.
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Estatuto da Cidade e Plano
Diretor Participativo: instituições
contam e a política faz diferença

Jefferson O. Goulart

A incorporação do capítulo da política
urbana à Constituição Federal de 1988
(artigos 182 e 183) e, treze anos depois,
sua regulamentação infraconstitucional
através da Lei Federal 10.257, de 10/
07/2001 (Estatuto da Cidade), provoca-
ram incontido otimismo em relação ao
revigoramento das práticas de planeja-
mento urbano no Brasil. A euforia se
justificava: no plano normativo, a afir-
mação de um paradigma de novo tipo
e suas balizas institucionais estabelece-
ram dupla renovação nas políticas pú-
blicas de desenvolvimento urbano, a
saber, a exigência de formatos decisórios
participativos e a disponibilidade de ins-
trumentos transformadores orientados
pelo atendimento da função social da
propriedade e da cidade. Em síntese, um
novo marco regulatório e um novo mo-
delo em que forma e conteúdo se orien-
tam para a efetiva democratização do
espaço.

Não haveria motivos para contestar
o caráter inovador e os objetivos promis-
sores desse novo marco institucional –
notadamente do Estatuto da Cidade. Há,
porém, uma larga distância que separa
o dever ser da matéria bruta. Exemplo
importante é o requisito de processos
participativos na elaboração de Planos
Diretores – a peça central desse novo
padrão. Há participação e participação.
E há também atores institucionais e civis
de diferentes filiações político-ideológicas
ou graus de organização. Assim como
não podem ser ignoradas as regras que
cimentam e presidem esses mesmos pro-
cessos.

O presente artigo analisa três expe-
riências de Planos Diretores Participati-
vos no interior paulista – Piracicaba,
Bauru e Botucatu – e considera a hipóte-
se de que o marco institucional não é su-
ficiente per se para assegurar processos
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efetivamente participativos ou com efeti-
va potência transformadora na gestão
urbana, ou seja, outras variáveis devem
ser levadas em conta, especialmente a
conduta do governo de turno, a capaci-
dade de organização autônoma da socie-
dade civil e mesmo a efetividade dos
instrumentos previstos no Estatuto da
Cidade que se incorporam aos respecti-
vos Planos Diretores. A hipótese analítica
leva em conta supostos aparentemente
triviais, quais sejam: a simples adoção de
instrumentos normativos é insuficiente
para alterar substantivamente a dinâmi-
ca do desenvolvimento urbano, assim
como governos de diferentes filiações
doutrinárias adotam orientações progra-
máticas também distintas que se tradu-
zem em políticas públicas igualmente
diversas.

Se no passado recente o planeja-
mento urbano brasileiro não padecia de
falta de Planos Diretores, não é menos
verdadeiro que, agora, o Estatuto da
Cidade enseja outro paradoxo: temos
uma avançada legislação urbanística,
mas carecemos de políticas e meios ade-
quados para implementá-la.

Na era contemporânea em que se
discute aparente aproximação entre es-
querda e direita, a conjectura ganha
maior importância. As perguntas subjacen-
tes seriam: tais postulados ainda fazem
diferença no exercício do poder? Variá-
veis programáticas e partidárias produzem
mudanças politicamente relevantes? As
respostas a tais indagações são valiosas
para um balanço preliminar da experiên-
cia de implantação do Estatuto da Cidade.

Políticas públicas, sociedade civil e poder local

Na análise de políticas públicas, o Esta-
do é focalizado para além de sua dimen-
são abstrata e ganha materialidade na
ação dos governos. E como advertiu
James Madison, se os homens fossem
anjos não seria necessário haver gover-
nos. Nesse campo analítico ocorre a pre-
valência do processo sobre o objeto e
sua significação, de sorte que a investi-
gação sobre o Estado assume sua di-
mensão mais concreta, isto é, detém-se
no que efetivamente fazem os governos
sob determinadas regras:

Definições de políticas públicas,
mesmo as minimalistas, guiam nosso
olhar para o lócus onde os embates
em torno de interesses, preferências

e idéias se desenvolvem, isto é, os
governos. Apesar de optar por abor-
dagens diferentes, as definições de
políticas públicas assumem, em geral,
uma visão holística do tema, uma
perspectiva de que o todo é mais im-
portante do que a soma das partes e
que indivíduos, instituições, intera-
ções, ideologias e interesses contam,
mesmo que existam diferenças sobre
a importância relativa desses fatores.
(Souza, 2007, p. 69)

Não basta, porém, simplesmente in-
terpretar o que faz um governo e quais
foram os interesses e as motivações que
o levaram a fazer determinada opção e
materializá-la em uma política pública.
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Certamente a inclinação à accountability
(inerente à racionalidade da política), as
pressões políticas e sociais de grupos de
interesses (próprias de sistemas demo-
cráticos) e mesmo seus compromissos
programáticos (não exclusivamente par-
tidários) explicam tais escolhas. Mas esta
é apenas uma parte das perguntas que
merecem respostas. A particularidade de
políticas públicas participativas, defini-
das em um ambiente institucional demo-
crático, é que estas comportam novos
atores em sua formulação e implanta-
ção, ou seja, o universo de decisores
transcende o rol das burocracias estatais
e dos agentes governamentais, além dos
grupos de interesse tradicionalmente
influentes. Tal característica distintiva
pode ser associada a vários fatores, den-
tre os quais: (i) à aguda crise fiscal do
Estado provedor (se é que esta definição
possa ser apropriada para o caso brasi-
leiro 1), a qual inaugurou um período
adverso de restrição de gastos; (ii) à de-
mocratização institucional do País e da
própria sociedade, movimento que obri-
gou os governos a serem mais trans-
parentes e suscetíveis às pressões e à
influência da sociedade civil; (iii) ao arran-
jo federativo que promoveu progressiva
descentralização de políticas públicas e
sociais às esferas subnacionais de gover-
no 2; e (iv) às próprias exigências institu-
cionais de procedimentos participativos.

Políticas públicas podem traduzir
plataformas eleitorais, procuram respon-
der às demandas da sociedade e repre-
sentam, em alguma medida, um retorno
a um dado problema que requer resolu-
ção, ou seja, constituem códigos norma-
tivos tomados por alguma autoridade
governamental com o propósito de re-
grar determinadas relações institucionais.
Em sentido amplo, “a política pública
permite distinguir entre o que o governo
pretende fazer e o que, de fato, faz”, e,
ademais, também “envolve vários atores
e níveis de decisão, embora seja materia-
lizada nos governos, e não necessaria-
mente se restringe a participantes
formais, já que os informais são também
importantes”. Nesses termos, pode-se
inferir que tais “estudos focalizam pro-
cessos, atores e construção de regras,
distinguindo-se dos estudos sobre política
social, cujo foco está nas conseqüências
e nos resultados da política” (Souza,
2007, p. 80).

Como o foco é o processo protago-
nizado por atores concretos, torna-se in-
dispensável identificá-los e pensar sobre
o papel das instituições, isto é, como as
decisões atinentes foram tomadas. Polí-
ticas públicas participativas, portanto,
têm a marca distintiva de incluir múlti-
plos atores em seus procedimentos de-
cisórios. No caso dos Planos Diretores

1 Não se pode negar que, desde o advento do populismo, houve uma significativa expansão
de direitos sociais e trabalhistas, sobretudo para as camadas urbanas mais diretamente
vinculadas ao processo de industrialização. Não obstante, o padrão brasileiro é bastante
diverso da universalização de direitos experimentada pelos países que se destacaram pelo
clássico modelo do Welfare State, notadamente os da Europa ocidental. Sobre o debate
do Estado de Bem-Estar, ver Draibe (2007).

2 A respeito, ver Arretche (2000).
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Participativos (PDPs), além das burocra-
cias técnicas, dos agentes governamen-
tais dos Poderes Executivo e Legislativo,
há o elemento novo da representação
de entidades da sociedade civil e de múl-
tiplos movimentos sociais. Logo, para
efeito de uma delimitação metodológi-
ca, pode-se indagar: sob quais convic-
ções e interesses cada grupo de atores
tomaria suas decisões? Agiriam exclusi-
vamente para atender a suas satisfações
particulares? Seus cálculos prescindiriam
de um espaço negocial privilegiado em
que o debate substantivo conduziria a
decisões universalistas, enfim, a um jogo
de soma positiva? Determinadas regras
induziriam à partilha de incentivos? Res-
postas consistentes a essas e a outras per-
guntas somente podem ser construídas
à luz do exame empírico, porém, são ba-
lizas indispensáveis.

Preliminarmente, é possível relativi-
zar a expectativa de que todo e qualquer
movimento da sociedade civil seja ge-
rador natural de solidariedade, isto é,
que promova universalização de direi-
tos. Tal hipótese constitui problema re-
corrente, e a questão teórica subjacente
reside na caracterização da sociedade
civil, a saber, se uma nova esfera pública
é capaz de redefinir as relações entre
Estado e sociedade civil de uma pers-
pectiva democratizante. Autores identifi-
cados com as teorias da nova sociedade
civil identificam o problema na inefeti-
vidade do direito, ou seja, reportam-se
à ineficácia de campanhas civis como
método suficiente para repactuar o pa-
drão de relacionamento entre sociedade
civil e sociedade política, enfatizando
que os movimentos sociais não lograram

êxito integral no intento de generalizar
interesses na esfera política (Avritzer,
1994). Essa perspectiva deposita crença
excessiva na capacidade transformadora
dos atores sociais, pois, embora reco-
nheça a predominância do particularis-
mo, minimiza a dinâmica operada no
interior das instituições políticas, pro-
pugnando por uma nova modalidade
de institucionalização que, de forma
subjacente, expressaria um potencial
generalizador. Assim, o conteúdo nor-
mativo do conceito de sociedade civil
reclama um papel de fortalecedor da
sociedade para os movimentos sociais
em dois níveis: tanto na difusão de bens
produzidos na economia de mercado
como na democratização do Estado, por
meio de múltiplos formatos de controle
social – no caso, formulação e implan-
tação de políticas públicas.

É indispensável, porém, recorrer a
uma perspectiva pluralista e ao universo
empírico para demonstrar que, em nosso
caso, noções como “autonomia” e “di-
reito de ter direitos” via de regra estive-
ram ausentes das práticas políticas.
Afora este hiato entre delimitação teóri-
ca normativa e matéria bruta, há que se
registrar certa tendência de atribuir ao
associativismo civil elevado grau de ima-
nência no desafio de reformatar o siste-
ma democrático, ignorando o peso dos
atores institucionais como governos,
burocracias e partidos políticos. Nesses
termos, parece prudente relativizar a
expectativa de que o caráter permanente
da sociedade civil ou mesmo sua poten-
cialidade como geradora natural de soli-
dariedade social sejam suficientes para
determinar o alcance dos arranjos de-
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mocráticos ou mesmo a delimitação do
espaço público.

O ferramental explicativo deve ser
explicitado, inclusive, para compreender
as razões que conduziram a essa agenda
do Plano Diretor. Os motivos da referida
agenda setting são diversos e comple-
mentares. Além da premência urbanís-
tica de uma legislação municipal mais
atualizada e mesmo da disposição polí-
tica de governos para enfrentar um tema
sabidamente desgastante, subsiste uma
exigência legal: o Art. 41 do Estatuto da
Cidade institui a obrigatoriedade de que
municípios com mais de vinte mil habi-
tantes formulem Planos Diretores com-
patíveis com o novo marco institucional
(ou adaptem os existentes). Nesse cená-
rio, tal agenda se tornara institucional-
mente indispensável para o município,
sob pena de seu representante legal res-
ponder a ação processual oferecida pelo
Ministério Público (Art. 50):

os municípios que estejam enqua-
drados na obrigação prevista desta
Lei que não tenham Plano Diretor
aprovado na data de entrada em vi-
gor desta Lei deverão aprová-lo no
prazo de cinco anos.

Ainda há outra originalidade crucial,
pois o Art. 52 institui a exigência de que
“o prefeito incorre em improbidade ad-
ministrativa quando [...] impedir ou dei-
xar de garantir os requisitos contidos nos
incisos I a III do § 4º do Art. 40 desta
Lei”, a saber: “no processo de elaboração
do plano diretor, Legislativo e Executivo
garantirão a promoção de audiências
públicas e debates com a participação

da população [...]”. Além da exigência
do Plano Diretor, o Estatuto da Cidade
impõe a realização de processo mais
democrático e transparente, enfim par-
ticipativo.

Evidencia-se assim o caráter inova-
dor do Estatuto da Cidade ao exigir pro-
cessos participativos de elaboração,
implantação e fiscalização do Plano Di-
retor. Seu caráter participativo, contudo,
não assegura que o papel e o peso polí-
tico dos atores sejam obrigatoriamente
simétricos, situando-se no mesmo nível
a ascendência de agentes governamen-
tais e de representantes sociais. Na prá-
tica, isto jamais ocorre. Além das normas
institucionais que definem prerrogativas,
pesam outras variáveis cruciais como a
condução propriamente política dos pro-
cedimentos e mesmo a capacidade cog-
nitiva e organizativa dos atores.

Não obstante a efetiva assimetria de
recursos de poder no universo de deci-
sores, o fato é que novos atores sociais
emergem à arena decisória, e aqui não
há espaço para ingenuidade ao se cons-
tatar que, enquanto alguns grupos his-
toricamente privilegiados tiveram acesso
ao Estado e às políticas por ele desen-
cadeadas, outros ficaram à margem das
decisões e dos seus benefícios materiais.
Trata-se do patrimonialismo, caracteri-
zado pelo predomínio político restrito e
por privilégios sociais através de uma
burocracia estatal pesada, no qual ine-
xistem fronteiras precisas entre as esferas
do público e do privado. Há, pois, ine-
quívoca relação entre patrimonialismo
e autoritarismo na história política nacio-
nal que deita raízes no poder local.
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No histórico brasileiro, formam-se
basicamente dois pólos de organização
social: de um lado, o setor privado ca-
pitalista e, de outro, o setor patrimonial
burocrático, cujo jogo político expressa
a contradição estrutural na forma de dois
estilos de atuação e envolvimento polí-
tico, a saber: cooptação e representação.
A cooptação (hegemônica durante largo
período) é facilitada por uma forte ten-
dência das elites a se preocuparem mais
com o acesso a posições de poder e de
prestígio em sistemas políticos centrali-
zados e mais impermeáveis, de sorte
que movimentos de autonomização fo-
ram sistematicamente cooptados, quan-
do não simplesmente reprimidos. Já a
representação (associada à moderniza-
ção da sociedade e de seus costumes
políticos) requer a existência de grupos
minimamente autônomos, orientados
pela defesa de interesses próprios, seja
qual for seu recorte (étnico, econômico,
social, religioso e mesmo político). 3 A
dinâmica política local reflete e redefine
essa tendência com suas condicionantes
particulares.

A propósito desse debate, trata-se de
situar o lugar do poder local, tomando
como ponto de partida a observação de
que esse tema e o da descentralização
são invenções do pensamento de es-
querda de filiação socialista, particular-
mente de suas linhagens espanhola e
francesa (Kowarick, 1995). Tradição esta
que penetrou no imaginário político e
sociológico latino-americano especial-
mente sob o impacto da reflexão althus-
seriana. Não importa avaliar se essa

absorção intelectual transcorreu com as
devidas mediações teóricas ou se repro-
duziu uma interpretação metodológica
esquemática ou ainda se assumiu for-
mas heterogêneas. Interessa aqui dar
destaque à sua influência no pensamento
social e político que incide sobre o esfor-
ço interpretativo da realidade urbana
brasileira:

Os mais importantes ganhos analíti-
cos que esta literatura trouxe para os
estudos urbanos disseram respeito à
incorporação dos conflitos da cena
urbana, assim como à afirmação da
idéia de que o espaço é um elemento
que influencia a sociedade, é cons-
truído socialmente. A incorporação
dessas duas idéias levou à descrição
de um campo muito mais politizado
do que o considerado nos estudos
clássicos sobre a cidade. (Marques,
2003, p. 33)

A validade do instrumental dessa
corrente teórica reside na análise das
macrodeterminações das privações e
carecimentos socioeconômicos que fa-
zem do espaço urbano um cenário de
agudas desigualdades, no qual emer-
gem movimentos sociais inspirados pela
ampliação dos direitos de cidadania.
Assim, o cerne das explicações sobre a
vulnerabilidade, a espoliação e a aparta-
ção socioespacial verificadas nas cidades
repousa na macrodinâmica das estrutu-
ras capitalistas. Em síntese, o urbano
aparece como lugar privilegiado de re-
produção do capital, reservado ao Es-
tado e às suas agências o papel precípuo

3 A respeito do patrimonialismo na política brasileira, consultar os autores de formação
weberiana que desenvolveram o tema: Faoro (1995) e Schwartzman (1998).
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de criar e replicar as condições para a
consecução de tal desígnio.

Essa vertente teórico-metodológica
não pode ser ignorada, mas tem poder
explicativo circunscrito: seus problemas
repousam na tendência à interpretação
esquemática, já que, tendo o Estado um
caráter de classe, não haveria estímulo
em investigar suas ações, pois estas te-
riam um sentido previamente estabele-
cido. Logo, a política é destituída de
validade, afinal quaisquer governos es-
tariam impelidos a reproduzir as desi-
gualdades estruturais. Essa lógica não
valoriza adequadamente os movimen-
tos políticos e dá importância insuficiente
à análise das condutas igualmente con-
cretas dos governos, contribuindo, mes-
mo que involuntariamente, para não
desvendar a própria dinâmica política
do Estado.

Essa abordagem de filiação marxista –
inspirada na sociologia urbana francesa –
advoga de forma subliminar a tese de que
o Estado é estruturalmente capturado,
daí certo desinteresse pela investigação
de sua dinâmica político-institucional.
Embora tal crítica seja pertinente pela
insuficiência analítica, há que se consi-
derar: ainda assim foram desenvolvidos
estudos seminais relacionando o papel
do Estado à configuração do espaço ur-
bano e às políticas públicas (habitação,
saneamento etc.), mas essas análises
não prosperaram no exame mais acura-
do da dinâmica política do poder local,
privilegiando a atenção sobre os movi-
mentos sociais e a ação das agências
estatais dos níveis superiores de governo.
O interesse predominante pelo funcio-

namento dessas instituições se justifica
pelo fato de que as políticas de financia-
mento e de desenvolvimento urbano,
na prática, eram fortemente centralizadas
no plano federal, de sorte que o peso ins-
titucional do poder local era modesto.

No presente estudo, sem prejuízo
das macrodeterminações, impõe-se in-
corporar as variáveis político-institucio-
nais que operam na escala municipal: a
dinâmica política local importa e faz dife-
rença nas definições urbanas. Do ponto
de vista estritamente institucional – das
normas e atores que conformam o pro-
cesso decisório em âmbito local –, é mais
produtivo trabalhar com a perspectiva
que identifica na sociedade um comple-
xo plural povoado por múltiplos inte-
resses e grupos heterogêneos, cada qual
com diferentes prerrogativas a mobilizar,
os quais se manifestam em várias dimen-
sões, inclusive nos partidos políticos e
nos governos. Em um sistema de demo-
cracia representativa, no qual vigoram
regras de concorrência eleitoral e ope-
ram grupos de interesse, Executivo e
Legislativo são os principais atores a for-
mar decisões.

Enfatizar o papel dos atores estatais
significa assumir uma opção analítica
pluralista (no sentido de que importa e
é mesmo decisivo interpretar a conduta
dos atores que operam no sistema polí-
tico) e mesmo institucionalista (no senti-
do de que as normas são determinantes
para aferição dos resultados produzi-
dos). Em outros termos, adotar a noção
de que “a condução das políticas públi-
cas e o seu conteúdo são resultados das
lutas políticas entre grupos, objetivando
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controlar o governo e as suas organiza-
ções”, de modo que a opção pela ver-
tente pluralista se revela mais consistente
e apropriada porque “deixa espaço para
que as análises concretas indiquem as
ações e os conteúdos das estratégias dos
políticos, ou ‘os que buscam o poder’,
para usarmos a expressão de Dahl”
(Marques, 2003, p. 31, 49). A essa defi-
nição acrescente-se que são os que exer-
cem poder porque foram legitimamente
eleitos e têm soberania para tanto. A po-
lítica importa, como importam e fazem
diferença as regras democráticas que
moldam as decisões sobre políticas pú-
blicas.

A escolha de um modelo analítico
preferencial não significa uma opção
metodológica inflexível, mas uma hipó-

tese teoricamente mais apropriada para
o objeto em exame, mesmo porque sínte-
ses e aproximações de referências podem
produzir explicações mais abrangentes
e convincentes. Deve-se aduzir que o
tema do poder local desconstitui certa
tradição de que mudanças substantivas
só são possíveis mediante a tomada do
poder central, ou seja, decisões impor-
tantes são tomadas nessa esfera em que
também se opera a própria socialização
da política. Prossegue-se adotando o
argumento de que a dinâmica decisória
do poder local comporta prerrogativas
que moldam os padrões de desenvolvi-
mento urbano. Tal proposição é especial-
mente válida no contexto de um arranjo
federativo que, no caso do Brasil, reco-
nhece o município como ente soberano
desde a Constituição de 1988.

Antecedentes e o novo paradigma

É no cenário democratizante do processo
constituinte que o Movimento Nacional
pela Reforma Urbana se articula e sub-
mete uma emenda de iniciativa popular
que instituía, de forma absolutamente
pioneira, princípios e diretrizes de polí-
tica urbana – referência ausente em toda
a tradição constitucional brasileira, mes-
mo porque nosso histórico federativo
envolvia, no fundamental, o relaciona-
mento entre União e estados. No caso
da reforma urbana, era fecunda a mo-
bilização crítica ao status quo do plane-
jamento urbano (Cymbalista, 2007).

Importante considerar que essa mo-
vimentação da sociedade civil se inscreve

em um contexto mais geral de transfor-
mações que alteram, de um lado, as re-
lações entre governantes e governados
à medida que estes assumem um papel
progressivamente ativo nos debates e
definições de políticas públicas e, de
outro, o padrão relativamente simplifi-
cado da dinâmica intergovernamental
precedente, na qual vigorava um eleva-
do centralismo político que ofuscava as
esferas subnacionais de governo, cená-
rio no qual “de meros executores de
políticas formuladas e controladas pelo
governo federal”, tanto política como
administrativamente, “governos munici-
pais assumiram progressivamente novas
funções e atribuições, passando a res-
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ponsabilizar-se pela formulação de po-
líticas públicas nas mais diversas áreas”
(Farah e Barboza, 2000, p. 7).

O pioneirismo de formatos partici-
pativos de gestão pública e mesmo o
noviciado da assunção de novas res-
ponsabilidades na formulação e imple-
mentação de políticas públicas, além de
seu potencial generalizador, não só ele-
vam as prerrogativas do poder local a
um patamar inédito de responsabilidade
como traduzem um movimento de pulve-
rização de recursos decisórios. Em suma,
trata-se de compreender experiências
particulares à luz de uma transformação
genérica cuja originalidade reside na
emergência de novos atores e no aumen-
to de importância dos governos subna-
cionais.

Assim foram inscritos os capítulos
182 e 183 na Constituição Federal, os
quais compõem a seção da política ur-
bana. Em meio ao clima de reconheci-
mento da cidadania, ia-se consagrando
um novo direito constitucional: o direito
à cidade. Somada a esta, segue-se outra
originalidade: o município também seria
reconhecido como ente federado, dotado
de autonomia e soberania. Criavam-se,
assim, os marcos institucionais inovado-
res para as políticas urbanas no país,
eivados pelos signos democráticos e da
reforma urbana.

Embora avançado e inédito como
outras seções constitucionais, o capítulo
da política urbana não seria auto-apli-
cável, requerendo nova legislação infra-
constitucional a regulamentá-lo. Depois
de tramitar por mais de uma década no

Congresso, objeto polêmico de intensas
disputas, seria finalmente aprovado o Es-
tatuto da Cidade, a Lei Federal 10.257,
de 10/07/2001.

O Estatuto da Cidade expressa dupla
originalidade. Em primeiro lugar na for-
ma, por preconizar formatos participati-
vos de gestão – quer na formulação, quer
na implantação de políticas públicas –,
de sorte que o universo de decisores
transcende o padrão tradicional no qual
são reconhecidos apenas os atores institu-
cionais investidos de autoridade conquis-
tada através dos mecanismos clássicos
da representação política, como o sufrágio.
Seu Art. 2º preconiza “gestão democrá-
tica por meio da participação da popula-
ção e de associações representativas dos
vários segmentos da comunidade na for-
mulação, execução e acompanhamento
de planos, programas e projetos de de-
senvolvimento urbano”.

Já no plano do conteúdo, as novi-
dades se traduzem em instrumentos ur-
banísticos rigorosamente coerentes com
os princípios da função social da pro-
priedade e da cidade, atribuindo um
novo papel aos Planos Diretores. Estes,
não por acaso, receberiam do Ministério
das Cidades o complemento substantivo
de “participativos”. Com efeito, não se
trata de diferença meramente semântica,
pois passaram a ser valorizados como o
instrumento basilar das políticas urbanas
municipais. Em termos objetivos e qua-
litativamente diversos, não seriam as
tradicionais peças ficcionais que predo-
minaram em décadas passadas: “na práti-
ca, o Plano Diretor tem a capacidade de
estabelecer os conteúdos para a definição
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dos direitos de propriedade no municí-
pio” (Cymbalista, 2007, p. 28).

Para além da abstração normativa,
é importante abordar alguns exemplos
simbólicos e práticos de enorme poten-
cial transformador. De maneira geral,
são ferramentas que subvertem a tradi-
ção das intervenções públicas no espaço
urbano, ou seja, o eixo principal con-
siste em proteger as populações estabe-
lecidas em assentamentos precários ou
de origem ilegal e/ou irregular, assegu-
rando suporte de infra-estrutura e direitos
que lhes foram historicamente negados.
Podem ser sintetizadas em algumas idéias-
força centrais, a saber: autonomia para
o município legislar sobre seu território;
direito à cidade para todos; exercício da
função social da cidade e da proprieda-
de; combate à especulação imobiliária;
democratização da gestão da cidade.
Princípios que contrastam fortemente
com a tradição hegemônica do planeja-
mento urbano brasileiro, tão habituado
a práticas e normas tecnocráticas, cen-
tralizadoras e privilegiadoras das elites
locais por meio de toda sorte de recursos
de dominação e exclusão socioterritorial
(Villaça, 2001).

As experiências tradicionais dos Pla-
nos Diretores ignoravam a dimensão
participativa e seguiram a concepção
hegemônica segundo a qual temas dessa
natureza são prerrogativas de grupos
oligárquicos:

Esvaziado de seu conteúdo e redu-
zido a discurso, alteram-se os con-
ceitos de “plano” e “planejamento”.
O planejamento urbano no Brasil

passa a ser identificado com a ativi-
dade intelectual de elaborar planos.
Uma atividade fechada dentro de si
própria, desvinculada das políticas
públicas e da ação concreta do Es-
tado, mesmo que, eventualmente,
procure justificá-las. Na maioria dos
casos, entretanto, pretende, na ver-
dade, ocultá-las. [...] Pelo menos
durante cinqüenta anos – entre
1940 e 1990 – o planejamento ur-
bano brasileiro encarnado na idéia
de plano diretor não atendeu mini-
mamente os objetivos a que se pro-
pôs. A absoluta maioria dos planos
foi parar nas gavetas e nas prateleiras
de obras de referência. (Ibid., p. 222-
224, grifo no original)

Planos Diretores não serviram ape-
nas aos propósitos de regular a ocupação
urbana sob os interesses dos governos
e das elites, e de ocultar os conflitos mais
importantes, mas também se distingui-
ram pela intenção de legitimar essa orde-
nação, isto é, o fato de terem se resumido
a discurso não é casual, na medida em
que esta constitui exigência elementar
do que é recôndito e central: a domina-
ção. É nesse sentido que se constata a
dimensão ideológica dessa tradição de
Planos Diretores tecnocráticos, descola-
dos da realidade e que visavam a con-
sagrar a idéia de naturalização dos
problemas sociais – notadamente desi-
gualdades socioespaciais. Ademais, tive-
mos processos politicamente fechados:

Os intensos processos de moderni-
zação e urbanização no Brasil ocor-
reram ou sem participação popular
(no regime militar) ou com partici-
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pação popular controlada pelas eli-
tes (nos regimes populistas). A trans-
formação das massas em cidadãos
políticos modernos que participam
de forma significativa nas decisões
políticas e eleitorais não fazia parte
de nenhuma dessas racionalidades
governamentais e dos planos que
geraram... Autoritarismo e profunda
desigualdade social são marcas do
Brasil moderno. (Caldeira e Holston,
2004, p. 233)

A percepção de falência desse para-
digma antes resumido, a complexidade
e a urgência dos problemas urbanísticos,
a exigência legal de um outro Plano orien-
tado pelos princípios do Estatuto da
Cidade e mesmo a decisão política do
governo de fazê-lo, todos esses fatores
conduziram à construção de um modelo
de novo tipo.

A sensação de fracasso do planeja-
mento urbano e dos Planos Diretores
está relacionada a várias razões: concep-
ção equivocada entre planejadores (téc-
nicos e governantes) que ignorava a
cidade real; descontinuidades adminis-
trativas; ausência ou uso inadequado de
instrumentos de desenvolvimento urba-
no; divórcio entre intervenções socioe-
conômicas e físico-territoriais; renitente
confusão entre público e privado que
deita raízes em nossa tradição política,
de sorte que o republicanismo também
pode ser reconhecido como um mal-
entendido. Essa tradição está fortemente
associada aos elos históricos e concei-

tuais do urbanismo moderno que lhe
deram origem (modelos “Cidade Jardim”,
radial e da “cidade bonita”). Em que
pesem boas intenções aqui e acolá –
como na notável aproximação entre o
modernismo e o comunismo, cuja sín-
tese foi Brasília, com seus paradoxos de
escala monumental –, não se deve igno-
rar a promoção de disparidades socioes-
paciais mediante o uso de métodos
dissimuladores e mesmo da aplicação
desigual e discricionária de instrumentos
legais. 4  A propósito:

Todo pensamento urbanístico pro-
duzido pelos socialistas utópicos
(Owen ou Fourier) e pelos tecnocra-
tas, como Ebenezer Howard, Le
Corbusier, Agache, Doxiaids, ou
pela Carta de Atenas, que veio a
nutrir a ideologia do plano diretor,
todo esse pensamento baseia-se na
crença de que na ciência (o diagnós-
tico e o prognóstico científicos) e na
técnica (o plano diretor) é que estava
a chave da solução dos ditos “proble-
mas urbanos”. (Villaça, 2001, p. 187)

Essa digressão sumária a respeito da
tensão entre tradição e inovação aten-
deu a dois objetivos principais: 1) de-
monstrar a emergência de um novo
paradigma de Plano Diretor preconizado
pelo Estatuto da Cidade, cuja ruptura
com o modelo precedente se manifesta
tanto no enunciado da participação
como na disponibilidade de instrumen-
tos inovadores com efetiva capacidade
transformadora no sentido de assegurar

4 Sobre o quadro geral do país e de grandes metrópoles, consultar Maricato (2000) e
Villaça (2001).
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a função social da cidade; 2) advertir
que, sob esta nova mentalidade, há um
vasto campo de disputa potencialmente
mais transparente através do qual o uni-

verso de participantes e de decisores de
uma política pública urbanística pode
ser efetiva e substantivamente ampliado.

Planos Diretores Participativos (PDPs)

A seguir, passamos à descrição analítica
dos estudos de caso de implantação de
PDPs, cujas originalidades e semelhan-
ças autorizam alguns indicativos impor-
tantes.

Piracicaba

A formulação do novo Plano Diretor de
Piracicaba teve início na gestão do pre-
feito José Machado (PT), em 2003. O
Executivo adotou metodologia partici-
pativa, cuja primeira etapa consistiu em
levantamento técnico para identificar a
realidade e suas tendências, afora diag-
nóstico participativo por meio de oficinas
de capacitação para lideranças comuni-
tárias na confecção de mapas temáticos.
Além de seminários preparatórios e en-
trevistas com entidades da sociedade
civil, foram contabilizadas dez audiên-
cias públicas, duas Conferências e dois
Congressos da Cidade.

O formato do Plano é integralmente
inspirado no Estatuto da Cidade e há
evidente quebra de paradigma em relação
à concepção precedente, pois o desenvol-
vimento agrega variáveis inovadoras
como qualidade de vida, função social
da propriedade e gestão participativa.
De maneira geral, as ferramentas da re-
forma urbana foram incorporadas, desde

a metodologia baseada na caracterização
de grandes áreas adensáveis ou não –
macrozoneamento definido pelas variá-
veis ambientais e de infra-estrutura – até
a introdução de instrumentos objetivos:
Parcelamento, Edificação e Utilização
Compulsórios; IPTU Progressivo no
Tempo; Transferência do Direito de
Construir; Outorga Onerosa do Direito
de Construir; Direito de Preempção;
Consórcio Imobiliário; Estudo de Im-
pacto de Vizinhança; Zonas Especiais de
Interesse Social etc.

O projeto do Plano Diretor formu-
lado na gestão petista foi concluído com
o II Congresso da Cidade, formatado
juridicamente e remetido ao Legislativo
em dezembro de 2004. A partir desse
momento há uma mudança política
marcante na condução do processo, pois
as eleições municipais de outubro resul-
taram na vitória de Barjas Negri (PSDB).
Com a mudança governamental, nova
proposta foi encaminhada à Câmara de
Vereadores em dezembro de 2005. Em-
bora mantido o escopo geral, as mudan-
ças processadas comprometem sua
exeqüibilidade.

Alguns itens exemplificam a mudan-
ça política. Na proposta original (PT), o
perímetro urbano permanece limitado,
com os propósitos de conferir uma desti-
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nação socioeconômica aos vazios (cerca
de 50% da área urbana), integrar a ci-
dade nos planos social e territorial e evi-
tar a expansão desordenada, enquanto
o projeto posterior (PSDB) flexibiliza o
perímetro do Distrito de Tupi (Lei Com-
plementar 195, de 12/03/2007) sob o
discutível argumento de promover a re-
gularização de loteamentos da zona rural,
além de a administração pública ter indi-
cado adensamento industrial em áreas
inadequadas através da criação da Zona
Especial de Urbanização Específica
(Zeue). Antes mesmo de o Plano Diretor
entrar em vigor, o governo aprovou al-
teração na legislação urbanística (Lei
Complementar 175, de 2/8/2005). A
subseção IV do Plano Diretor qualifica
a Zeue como território destinado à im-
plantação de distritos industriais e re-
gularização fundiária/urbanização de
loteamentos clandestinos. Ocorre, po-
rém, que o Distrito Industrial Noroeste
induz adensamento de área que colide
com o macrozoneamento original, uma
vez que se trata de espaço de restrição
por razões de infra-estrutura e de fragili-
dade ambiental.

De outra parte, as modificações nos
parâmetros urbanísticos tornaram-nos
mais permissivos, mudança que contra-
ria o macrozoneamento e as delibera-
ções pactuadas no II Congresso da
Cidade. A alteração mais gritante incide
sobre a Outorga Onerosa do Direito de
Construir: além da ampliação do Coefi-
ciente de Aproveitamento Básico na
Zona de Adensamento Prioritário (de 3
para 4), a nova proposta simplesmente
faz desaparecer o Coeficiente de Apro-
veitamento Máximo nas demais Zonas

urbanas. Na prática, o instrumento ficou
inviabilizado.

Por último, mas não menos impor-
tante, o método. É legítimo que o novo
governo modificasse a proposta origi-
nal, porém, não só propostas ratificadas
pelos Congressos da Cidade foram
abandonadas como as novas negocia-
ções transcorreram em formato segmen-
tado e restrito. A orientação política do
novo governo prevaleceu desprezando
o componente participativo. Embora o
novo Projeto de Lei tenha mantido os
instrumentos do Estatuto da Cidade, as
diferenças de forma e conteúdo são evi-
dentes. O exame comparativo revela
que a existência de instrumentos urba-
nísticos legalmente constituídos não é
suficiente para modificar substantiva-
mente o padrão de desenvolvimento
urbano, resultando em políticas públicas
que contrariam os enunciados do Esta-
tuto da Cidade incorporados ao Plano
Diretor. As dinâmicas das disputas políti-
cas e mesmo dos vínculos sociais demons-
tram que a mudança governamental e
uma simples alteração de critérios para
aplicação de instrumentos urbanísticos
concorrem decisivamente para torná-los
ineficazes. As diferenças entre esquerda
e direita oferecem uma visão preciosa
para interpretar a natureza e os alcances
de políticas públicas na gestão municipal.

A inscrição de princípios e sua apli-
cação como instrumentos urbanísticos
reconhecidos como norma legal não
asseguram seu pleno aproveitamento,
porque alterações quantitativas podem
torná-los ineficazes – inócuos. Mister
considerar duas variáveis fundamentais
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para aferir as possibilidades práticas do
potencial transformador do Estatuto da
Cidade: capacidade de mobilização so-
cial para fazer valer interesses e orienta-
ção política do governo de turno.

Derradeira consideração diz respeito
à facilidade com que o Executivo apro-
vou a matéria na arena legislativa, o que
revela a impotência do Legislativo no
tratamento de matérias complexas, quer
por seu despreparo técnico e político,
quer pelas bases institucionais que asse-
guram ao Executivo a prerrogativa da
iniciativa política. Não se pode ignorar,
ainda, a inclinação dos mandatos par-
lamentares ao governismo, afinal esse
padrão põe em perspectiva a oferta de
incentivos vantajosos: como atores po-
líticos racionais, vereadores também
operam cálculos com o propósito de
maximizar seus interesses – desde a
manutenção da patronagem política e
o atendimento de suas clientelas até a
própria reeleição (Andrade, 1998). Im-
portante observar, contudo, que esse
padrão não obedece à lógica da cliva-
gem esquerda-direita, ou seja, sua pre-
sença independe do perfil doutrinário
do Executivo. O comportamento dos
governos e das bancadas legislativas na
construção de maiorias poderia consti-
tuir um objeto adicional de análise, mas
esse tema, embora essencial do ponto
de vista do processo decisório, foge ao
presente escopo.

Bauru

O Plano Diretor Participativo de Bauru
transcorreu de 2005 a 2006, no governo

do prefeito José Gualberto Tuga Angera-
mi – eleito pelo PDT, do qual se desligou
no meio do mandato. A metodologia
participativa contabiliza: 114 reuniões
com presença total estimada de 4.800
pessoas, média de 42 pessoas por even-
to; etapa 1, “sensibilização” (seduzir in-
terlocutores quanto à conveniência e
relevância dos debates sobre a legislação
urbanística e plano diretor); etapa 2, lei-
turas comunitária e técnica (diagnóstico
“científico” e participativo); etapa 3, apre-
sentação de propostas e escolha de
delegados para congresso da cidade;
etapa 4, congresso (expressiva maioria da
representação popular, debate e votação
da proposta de lei artigo por artigo).

O processo teve início em maio de
2005, quando foram constituídas as equi-
pes internas responsáveis pela prepara-
ção e execução das ações, primeiramente
o Grupo de Trabalho (composição mista
entre representantes do governo e da so-
ciedade civil) e depois o Grupo de Apoio
(equipe de suporte basicamente integra-
da por membros dos órgãos administra-
tivos da prefeitura). As primeiras ações
foram de caráter interno, de coleta e sis-
tematização de informações, incluindo
o contato com a nova legislação e seus
complexos instrumentos, e em seguida
de preparação e sensibilização dos in-
terlocutores. Depois, então, passaram a
ocorrer reuniões preliminares com inter-
locutores comunitários com o propósito
de formular o diagnóstico da cidade
mediante leituras técnica e participativa.
O passo seguinte consistiu em agrupar
propostas e sugestões no intuito de for-
matar os eixos do novo Plano Diretor.
Com o processo já mais amadurecido,
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reuniões plenárias em bairros rurais e
urbanos e outras para entidades se en-
carregaram de eleger delegados para o
congresso conclusivo. E assim foi com-
pletado em setembro de 2006, após
duas sessões congressuais, com uma
plenária final à qual foi submetida e ra-
tificada a minuta do correspondente Pro-
jeto de Lei.

Importante destacar dois aspectos. O
primeiro, de natureza mais política do
que propriamente organizacional, é que,
embora o Grupo de Trabalho tivesse
composição ampla e suporte do Grupo
de Apoio, coube ao Núcleo Gestor o
efetivo controle de todos os procedi-
mentos, dentre os quais a adoção dos
critérios de participação, a sistematiza-
ção do diagnóstico local e a formulação
da minuta do Projeto de Lei do novo
Plano Diretor. Ainda que o Grupo de
Trabalho fosse integrado majoritaria-
mente por representantes da sociedade
civil, o fato é que a condução político-
gerencial do Núcleo Gestor foi decisiva
para o conjunto de ações que confor-
maram a experiência do PDP.

O segundo aspecto refere-se à escala
quantitativa da participação: “durante
todo o processo do PDP foram feitas 114
reuniões contando com a presença de
aproximadamente 4.800 pessoas, alcan-
çando média de 42 pessoas por evento”
(Drummond, 2007). Dahl (1989) ad-
verte que a quantidade de participantes
do demos não representa necessaria-
mente um aperfeiçoamento da poliar-
quia: ignorância dos participantes em
relação à agenda, ativismo intenso de
minorias ou quaisquer outros fatores

podem ser empecilhos suficientes para
neutralizar a participação. É imperativo,
no entanto, reconhecer o esforço em
promover arenas participativas, bem
como admitir o êxito desse empreendi-
mento, afinal debater a legislação urba-
nística é um feito certamente inédito na
história do planejamento urbano bau-
ruense. Quantidade não é sinônimo de
qualidade, contudo, é indispensável
admitir que o processo foi expressiva-
mente participativo, especialmente em
sua dimensão discursiva.

O mérito do PDP – apesar de suas
muitas dificuldades políticas, comunica-
cionais ou administrativas – reside em
sua tentativa de ampliar o universo de
atores encarregados de pensar a cidade.
E, para além de pensá-la, também de
produzir normas capazes de promover
ampliação de direitos. Desse ponto de
vista, não se pode ignorar que o objetivo
central foi razoavelmente alcançado, isto
é, milhares de anônimos tiveram a opor-
tunidade de se tornarem cidadãos ativos.

Grosso modo, o PDP pode ser divi-
dido em quatro períodos principais: no
primeiro, “Sensibilização”, buscou-se
principalmente seduzir os interlocutores
quanto à conveniência e relevância dos
debates sobre a legislação urbanística,
em geral, e o Plano Diretor, em particu-
lar. Nesse período, embora o público-
alvo fosse representado pelas lideranças
comunitárias, seria decisivo também
convencer os próprios integrantes das
equipes política e técnica da prefeitura.

No segundo momento, além da cole-
ta de dados para formatar um diagnóstico
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amplo e completo do município, a “lei-
tura comunitária” assumiu um caráter
pedagógico inclusivo pois, mesmo para
os participantes que não dominavam a
linguagem e os recursos técnicos usuais
do planejamento urbano, sua percep-
ção sobre a cidade seria decisiva para
identificar lacunas, problemas e mesmo
proposições. Um bom exemplo, nesse
caso, é a diversidade de formas para
explicitar o que é ou o que deveria ser a
função social da propriedade. Já na ter-
ceira etapa, a apresentação de propos-
tas procurou combinar o conjunto de
demandas da comunidade com as exi-
gências próprias da legislação. Aqui
novamente se investiu em capacitação,
haja vista a complexidade dos temas e
instrumentos em debate – em sua maio-
ria inéditos para todos. A proporção de
delegados eleitos obedeceu às normas
adotadas assim como refletiu a maior
capacidade de mobilização de alguns
setores.

Cabe uma observação sobre a der-
radeira etapa, a do Congresso que apro-
vou o texto do anteprojeto do Plano
Diretor. Foram necessárias duas sessões
congressuais (27/5 e 03/06/2006) por-
que a metodologia adotada previa a lei-
tura de artigo por artigo, a apresentação
de destaques (modificativos, supressivos
ou aditivos), a apreciação das considera-

ções e, finalmente, a votação da matéria
submetida aos delegados credenciados.
Evidente que essa liturgia prolongou os
debates e exigiu mais tempo, período
que se estendeu ainda mais porque o
Núcleo Gestor submeteu a versão já al-
terada pelas exigências jurídicas a novo
encontro em 16/09/2006. Seis dias de-
pois de todo esse percurso, o Projeto de
Lei (75/2006) foi finalmente protocolado
na Câmara de Vereadores.

Esse longo trajeto, contudo, não lo-
grou êxito na aprovação imediata do
respectivo Projeto de Lei: em sua trami-
tação no Legislativo municipal, tudo in-
dica que faltou protagonismo político ao
governo, cuja liderança teria sido deci-
siva para promover nova rodada de
negociações, mesmo que concessões
fossem previsíveis para sua aprovação.
É legítimo inferir que o PDP deixou de
ser prioridade para o Executivo. 5

Botucatu

O PDP de Botucatu foi desenvolvido na
segunda gestão consecutiva do prefeito
Antônio Mário de Paula Ferreira Ielo
(PT), de 2005 a 2007. A metodologia
participativa teve início com a prepara-
ção da II Conferência Municipal da Ci-
dade, em agosto de 2005. Após esse

5 Depois que o presente artigo foi redigido, o Projeto de Lei do Plano Diretor Participativo
foi finalmente aprovado pela Câmara de Vereadores após 23 meses de tramitação:
protocolado em 22/09/2006, ganhou a forma da Lei 5.631, de 22/08/2008. Tal trajetória
revela dificuldades evidentes no processo decisório, sintetizadas na ausência de canais e
de interlocutores capazes de protagonizar negociações eficientes, tanto que, mesmo aprova-
do, o PDP sofreu vários vetos. Os itens alterados e motivos dos vetos referiam-se, princi-
palmente, à flexibilização das restrições à verticalização, ou seja, à inviabilização da Outorga
Onerosa do Direito de Construir mediante relaxamento do Coeficiente de Aproveita-
mento Básico.
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evento, iniciou-se a formação de um
Grupo de Trabalho que conduziu o pro-
cesso de mediação com a sociedade.
Foram realizadas 36 reuniões do Grupo
de Trabalho, com cerca de 300 partici-
pantes no total. Em seguida, ocorreram
46 assembléias conjuntas do orçamento
participativo e do PDP, de junho a agosto
de 2006, que chegaram a reunir apro-
ximadamente 2.600 participantes.

Mapeamento social dos participantes
revela que a esmagadora maioria tinha
vinculação com a sociedade civil. Con-
forme os registros oficiais sobre os parti-
cipantes, 2.150 pessoas participaram do
processo, das quais apenas 523 tinham
identificação da classe-categoria-seg-
mento social que representavam. Não
obstante, o número total de participantes
teria chegado à casa das 2.600 pessoas
na contabilização da coordenação do
PDP. São números expressivos para a
cidade, cuja relevância não se resume
meramente à escala, ou seja, o principal
aspecto a se destacar é o sentido peda-
gógico da experiência:

Embora um Plano Diretor tenha
poder bastante limitado, é preciso
então considerar que somente atra-
vés de uma gestão que desenvolva
políticas públicas inclusivas se terá
mais garantias de um planejamento
eficiente para promover desenvolvi-
mento social, ambiental, econômico
e urbano. Este é o caso da experiên-
cia de Botucatu, cujo mérito reside
menos na legislação urbanística e
mais no método participativo, enfim
na capacitação da sociedade civil.
(Higa, 2007, p. 61)

Dentre os instrumentos incorpora-
dos à nova legislação, destaque para o
Parcelamento, Edificação e Utilização
compulsórios; o IPTU progressivo no
tempo; o Direito de Preempção; o Estu-
do de Impacto de Vizinhança; as Zonas
Especiais de Interesse Social. Tendo em
vista a escala do município e sua confi-
guração urbana, o uso de instrumentos
é relativamente mais restrito, como exem-
plifica a não incorporação da Outorga
Onerosa. O Plano Diretor também enun-
cia diretrizes de várias políticas públicas
(cultura, educação, meio ambiente etc.).

Quanto à tramitação, indispensável
registrar que a primeira versão foi reti-
rada da Câmara Municipal, em janeiro
de 2007, para renegociação com vere-
adores em razão de divergências no ma-
crozoneamento. Redefinidos os termos
do Projeto de Lei e celebrada a corres-
pondente pactuação política, a proposta
foi finalmente aprovada por unanimida-
de em maio do mesmo ano. Sobre essa
renegociação:

O mercado imobiliário utilizou sua
força econômica para dar direções
ao PDP em um momento em que o
projeto já estava para ser aprovado,
conseguindo alterar o macrozonea-
mento e, assim, abrir alguns espaços
da cidade para novos loteamentos,
entretanto, para que algumas áreas
tivessem tal modificação, outros de-
veriam sofrer uma restrição ainda
maior para que pudesse haver maior
controle do crescimento horizontal
da cidade, além de dar mais “assis-
tência” às áreas ambientalmente fra-
gilizadas. A coordenação do PDP e
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o vereador Caldas asseguraram que
o projeto não sofresse modificações
que privilegiassem o mercado imo-
biliário, nem alterações de temas que
tiveram sua orientação gerada a partir
de grandes conflitos. Dessa forma res-
peitou-se o processo democrático de-
senvolvido durante quase dois anos,
mesmo com a pressão de um grande
ator do poder local. (Ibid., p. 54)

Imprescindível notar que essa mo-
dalidade de lobby particularista não é
incomum, verificando-se empiricamente
sua reincidência em outras tantas expe-
riências, independentemente da escala
do município. O desprezo por processos

participativos supõe que pressões sob o
Legislativo tendem a ser mais bem-suce-
didas, seja eventualmente pela existên-
cia de interlocutores identificados com
tais interesses, seja pela suscetibilidade
do Executivo em situações cuja agenda
envolva maior complexidade e pressão.
De todo modo, neste quesito não se
podem ignorar os padrões de formação
de maioria que caracterizam as relações
entre Executivo e Legislativo, que, no
caso municipal, parecem indicar estreita
similitude com as coalizões construídas
no âmbito federal, especialmente no
que diz respeito à importância do poder
de agenda do Executivo. 6

6 A respeito, ver Figueiredo e Limongi (2001) e Limongi (2006).

Conclusões (provisórias)

Nem sempre experiências particula-
res são generalizáveis, mas as caracterís-
ticas identificadas nos três municípios
estudados autorizam algumas constata-
ções (ver resumo comparativo do Qua-
dro 1). Decorre daí, portanto, o caráter
provisório dessas deduções, as quais não
podem ser consideradas definitivas pre-
cisamente porque isso implicaria serem
cotejadas em um universo político-insti-
tucional mais amplo. No mais, um juízo
categórico sobre os avanços e limites
dessa geração de Planos Diretores requer
um certo tempo de maturação e implanta-
ção de seus instrumentos, pois é indispen-
sável reconhecer seu caráter processual.
De todo modo, é possível enfatizar alguns
aspectos preliminares que se destacam:

— A agenda sintetizada pelo Estatuto
da Cidade é uma imposição institu-
cional, sob pena de os prefeitos res-
ponderem a ações impetradas pelo
Ministério Público; isso é suficiente
para afirmar que instituições contam
e que novas normas redefinem o
formato de elaboração e implanta-
ção de políticas públicas de desen-
volvimento urbano.

— O marco institucional, porém, não
basta para definir os contornos dessas
novas práticas, uma vez que a con-
duta dos atores institucionais (sobre-
tudo do Executivo) é determinante
tanto para o tipo de processo partici-
pativo quanto para o conteúdo subs-
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tantivo dos instrumentos adotados,
ou seja, a política faz diferença.

— Alguns exemplos evidenciam que a
política importa: em Piracicaba, a
mudança de governo implicou alte-
ração de conteúdos e abandono da
metodologia participativa; em Bauru,
a ausência de protagonismo político
do governo foi decisiva para a demo-
ra na aprovação da nova lei do PDP;
em Botucatu, o controle do Executi-
vo e a negociação com o Legislativo
asseguraram a aprovação relativa-
mente tranqüila do projeto.

— Historicamente, Planos Diretores
serviam à discriminação socioespa-
cial predominante nas estruturas ur-
banas do país, enfim, apresentavam
características tecnocráticas e elitiza-
das, eram descolados da cidade real
e cumpriam a missão de legitimar a
dominação. Agora o PD assume ca-

ráter central como síntese do novo
marco de políticas urbanas, mas isto
não é suficiente: à luz da experiência
empírica, a própria noção de Plano
Diretor como instrumento transfor-
mador precisa ser revista teorica-
mente (Maricato, 2000).

— Políticas públicas participativas am-
pliam o universo de decisores, mesmo
que governos mantenham controle
decisório, pois há mais negociação e
difusão de informação. O Legislativo
deixa de ser o único centro decisó-
rio, porém é para onde são encami-
nhadas pressões de grupos que se
sentem prejudicados com os instru-
mentos do Estatuto da Cidade no
ciclo pós-participativo – notadamente
os que incidem sobre a estrutura fun-
diária e a propriedade, tais como o
IPTU progressivo, o Uso Compulsó-
rio, a Outorga Onerosa.

Quadro 1: Plano Diretor Participativo – resumo 

Município Piracicaba Bauru Botucatu 

Período 2003-2007 2005-2006 2005-2007 

Governo PT (2001-2004) e 
PSDB (2005-2008) 

PDT (depois sem filiação 
partidária) 

PT 

População 360.000 350.000 120.000 

Metodologia 
Participativa no primeiro 
ciclo: audiências públicas, 
conferências e congressos

Participativa: plenárias, 
sessões públicas, 

conferências e congressos 

Participativa: assembléias 
do orçamento participativo 

Conteúdo 

Instrumentos do Estatuto 
da Cidade com 
manutenção de 

dispositivos participativos 

Instrumentos do Estatuto 
da Cidade com 
manutenção de 

dispositivos participativos

Instrumentos do Estatuto da 
Cidade (sem outorga 

onerosa) com manutenção 
de dispositivos participativos 

Legislação 
Conteúdo e metodologia 

modificados após mudança 
de governo (lei em 2007) 

Projeto protocolado no 
Legislativo em 2006, ainda 

sem aprovação 

Aprovado por unanimidade 
(2007), somente depois de 

renegociação 
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— A participação promovida pelos ato-
res institucionais (governos e partidos
políticos, principalmente) não está
imune a práticas de clientelismo e
patronagem política no sentido do
atendimento privilegiado de deman-
das paroquiais e particularistas.

— A continuidade e o aperfeiçoamen-
to das práticas participativas depen-
dem do alinhamento dos próximos
governos, da disposição negociado-
ra do Legislativo, da organização
autônoma da sociedade civil e, na-
turalmente, da capacidade de tornar
efetivos os instrumentos previstos no
Estatuto da Cidade incorporados à
legislação municipal em cada caso.

— A díade esquerda-direita tem alto
poder explicativo na medida em
que revela disposição para massificar
procedimentos decisórios participa-
tivos e implantar instrumentos que
promovam democratização de bens
e equipamentos públicos urbanos.

Sobre os governos, seu enquadra-
mento político-ideológico e a inclinação
ao pressuposto participativo, análises
conclusivas implicariam pesquisas de

escopo mais abrangente em perspectiva
comparada. Os estudos disponíveis,
porém, permitem inferir que os de es-
querda e centro-esquerda têm mais de-
senvoltura para a invenção de práticas
participativas. Mesmo admitindo que
esse comportamento não teria sido re-
plicado em escala nacional, imperativo
reconhecer que

la creación de diferentes mecanis-
mos de participación popular fue
una de las grandes innovaciones de
los partidos de izquierda y centroiz-
quierda que gestionaron ciudades
latinoamericanas durante los 80 y 90
(Goldfrank, 2007, p. 53).

Esquerda e centro-esquerda não detêm
esse monopólio, mas certamente reúnem
as melhores condições para produzir
inovações democráticas no poder local,
como evidenciam as experiências inter-
pretadas. Claro que as regras contam,
mas a condução política é crucial na im-
plantação de Planos Diretores Participa-
tivos, ou seja, a redefinição das relações
entre Estado e sociedade civil depende
decisivamente do comportamento dos
atores institucionais.
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The essay focuses the experience in
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from the new regulation mark as a Stat-
ute of the City and (2) they had adopted
a participative dynamics. Although their
outline aren’t definitive their originality
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cratic pattern that had prevailed in the
history of urban planning in Brazil. The
legal bases of the innovator’s urban ins-
truments however don’t guarantee au-
tomatically the success of standardizing
urban policies. The urban policies are
defined through the dynamics of politi-
cal contest. The study renders the na-

Resumo
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Morte na cidade ou morte da
cidade? Quando um traficante ri

Robert Moses Pechman

Introdução

Fala-se na atualidade de uma nova “con-
flituosidade urbana”. Não se trata mais de
uma luta pela cidade, mas uma luta na
cidade. A idéia de luta não tem mais o
sentido figurado de conflito político, de
disputa por formas de cidadania e urba-
nidade que remetam a imaginários díspa-
res do ponto de vista de uma concepção
civilizatória. Contemporaneamente, a
noção de luta é literal: é a luta da ordem
contra a desordem, dos homens perigosos
contra os homens virtuosos, dos bandi-
dos violentos contra a sociedade pacífica.
Trata-se então da configuração da vio-
lência e da segurança pública como o
novo tema da cidade. Nesse sentido, a
própria cidade (a vida pública) é o grande
inimigo a ser combatido. De um lado, os
violentos com seus marcantes apelidos,
de outro, os “homens de bem” com seus
nomes e sobrenomes. Cada qual se conta

uma história diferente do sentido que a
cidade tem para os seus. Cada qual, com
sua linguagem, com sua narrativa, procu-
ra legitimar a cidade que tem a seus pés.

Entre a cidade vigiada e protegida e
a cidade de armas em punho, a cida-
de... apenas a cidade, o lugar de uma
possível coexistência entre os diferentes.

Este artigo trata de homens e seus
apelidos, melhor ainda, trata da cidade
e da cultura que existem por trás desses
homens e de seus apelidos.

Venho trabalhando com a perda de
sentido que a cidade contemporânea
tem experimentado nas ultimas duas
décadas. Trata-se do enfraquecimento
da experiência pública, que induz a que
a cidade seja percebida não mais como
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lugar da vida coletiva, mas como arena
de “oportunidades” para bons negócios.

Nesse sentido, analiso os novos
comportamentos urbanos, principal-

mente os fundados na violência e na in-
civilidade, e como eles abrem caminho
para se pensar numa cidade sem pacto,
sem público, sem alteridade.

De risos e de mortes

Mata-Rindo!!! Mata-Rindo é um dos che-
fes do tráfico no Complexo do Alemão
no Rio de Janeiro. Seu nome se enco-
lheu diante da potência de seu apelido.
Mata-Rindo! Mais um apelido como os
muitos que brotam das ruas e enchem
as páginas policiais de nossa imprensa
e nosso imaginário, como Escadinha,
Uê, Marcinho VP, Zé Pequeno. Apenas
um apelido?

Segundo o dicionário, apelidar é
designar, convocar, convidar..., a que
festa convida aquele que responde ao
chamado de Mata-Rindo?

Apelido, essa coisa que toma o lugar
do nome “natural” e impõe um nome
“real”, essa tatuagem na personalidade,
esculpida pela sensibilidade popular,
que tão precisamente renomeia o mundo
formal e racional e reinventa a socieda-
de. Apelido, marca registrada da indivi-
dualidade, essa tentativa de construir
uma personalidade que vá muito além
da impotência e fragilidade dos nomes.
O apelido tem o poder de recolocar a
pessoa no mundo, de dar-lhe um novo
lugar nesse mundo.

Na terra do Piranhão, do Sambódro-
mo, do Frescão, do Orelhão, na cidade

dos apelidos, o de Mata-Rindo desfaz o
nome de batismo, seja João ou Mané,
para pespegar o nome de guerra em sua
nova identidade urbana.

Mata-Rindo, apenas mais um apeli-
do? Que cultura estaria se escondendo
por trás de tal alcunha? Assim como o
nome e/ou apelido das ruas até o século
XIX revelam a vivacidade social da ci-
dade, infensa ao processo de urbaniza-
ção, que ainda não se “desinfetou” por
completo da contaminação da sociabi-
lidade que lhe vai ao redor – a Rua dos
Piolhos, a Rua do Amor, a Rua Feliz
Lembrança, a Rua Aprazível, a Travessa
Sem-Vergonha, o Beco da Música –,
assim também os apelidos, nascidos de
certa época, de certa sociabilidade, re-
velariam algo da experiência urbana.

A cidade conta algo de sua história
em tudo aquilo a que doa significados.
O que pode nos contar, então, uma ci-
dade que doa esse apodo a alguém?
Uma cidade que vomita os Mata-Rindo,
Fabiano Urubu, Pão-com-Ovo, Tchutu-
co, Pardal, Cebolinha, tem algo a nos
dizer sobre seus filhos e sobre como os
nomeou para melhor precisar sua “hu-
manidade”.
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Que cidade é essa capaz de parir
Matas-Rindos, Elias Malucos, Pitbulls,
mas que já gerou em suas entranhas
Cartolas, Chicos, Violas, Pagodinhos,
Cavaquinhos?

Estaríamos diante da perda de senti-
do da cidade ou da transformação do seu
significado? A cidade estaria deixando de
ser referência a certas formas de sociabi-
lidade, deixando de ser um mundo co-
mum, abrindo mão de sua autoridade
pública e de seu poder pedagógico de
fazer da experiência individual, psicoló-
gica, afetiva, subjetiva, algo que remete-
ra sempre a um amor-múndi e no limite
a alguma ética da coexistência?

Desconfio fortemente que a cidade
vem perdendo celeremente sua capaci-
dade de “produzir” cidadania, tornan-
do-se incapaz de exercer sua tarefa
pedagógica contra o desacordo citadi-
no. Tentando pensar a tarefa pedagógica
da cidade e seus efeitos sobre a cidada-
nia, Eduardo Portella (1995) sugere que
não basta ensinar na cidade, mas é pre-
ciso ensinar a cidade. Correndo risco de
perder a paixão, a cidade não pode ser
pensada só como um sistema de pro-
dução e consumo, mas deve ser consi-
derada também – segundo o autor –um
lugar de trocas subjetivas, carente de in-
vestimentos afetivos. É preciso, então,
aprender que a cidade tem que conciliar
as relações de produção com a produção
de relações, abrindo espaço para que
todos, absolutamente todos, possam tra-
balhar e desejar.

Mas, estamos muito longe disso.
Entre nós, nem todos podem trabalhar,

nem todos podem desejar. Mesmo os
que trabalham, entre nós, pouco podem
desejar. Entre nós, no entanto, mesmo
que não possam, todos continuam a de-
sejar. O que fazer então num país em
que, como a mais-valia, o desejo vai
parar no colo de alguns poucos? No país
da mais-valia dos desejos e dos gozos,
o que um dia fora pacto estilhaçou-se
diante do argumento de que desejos e
gozos agora são privativos e há que se
pagar um preço por isso, assim como pa-
gamos seguro-saúde e escola particular.

Estaríamos, então, vivendo numa es-
pécie de après-ville, onde o pacto urbano
definhou e só nos restaria “flexibilizar” –
assim como a economia faz com a mão-
de-obra – o convívio e a tolerância?

Por isso, a meu ver, podemos supor
que Mata-Rindo seja o prenúncio de
uma nova era, o anúncio de novas for-
mas de “convívio”, a morte da ética na
cidade. Nesse sentido, Mata-Rindo não
é apenas mais um apelido, ele é a evo-
cação da morte urbana e da morte hu-
mana, ele é o codinome da dor.

Mata-Rindo, o nome diz a que veio:
o prazer de matar, toda e qualquer in-
terdição, toda e qualquer percepção do
outro, canceladas. Mais do que isso, o
corpo anulado do outro, vivido não mais
como um banquete para os sentidos,
não mais como parque de diversões para
uma erótica, muito menos como inspi-
ração para uma poética. O corpo vivo
do outro, não mais como parceria na
“pequena morte”, não mais como su-
jeito nas interações sociais, afetivas, mas
como objeto, que faz Mata-Rindo rir
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quando mata. Quando Mata-Rindo
mata e ri, é a sociedade inteira que se
desfaz, a cidade que desmorona, pois o
socius e o urbanus desaparecem por
dentro do buraco do seu umbigo.

Meu problema, no entanto, não é
com o bandido. Nem sei, na verdade,
quem é Mata-Rindo. Li que é acusado
de várias mortes, que chefia uma qua-
drilha de 25 ladrões de carros e otras
cositas más. Ele, provavelmente, é mais
um dos que querem conquistar a cidade
em busca de... de tênis, televisão de
plasma, celular com música e câmera
fotográfica, restaurantes caros... e de
mulher, de fama... e de se inscrever no
grande livro dos consumidores da socie-
dade de consumo, cartilha que reza que
a existência é conferida apenas aos que
consomem. Tal “meliante”, como quer a
polícia, não quer se “inscrever” na cida-
de, não busca a imortalidade, como nos
fala Hannah Arendt sobre os gregos da
pólis, nem quer perpetuar o seu nome
como fazem os grafiteiros nos muros da
urbe.

O bandido quer exatamente o que
toda a sociedade quer: gozar!

Não se trata mais de ser da cidade,
mas de ter a cidade, possuí-la, se apo-
derar dela, tomá-la, tirar algo dela para
se sentir alguém. E, no entanto, nin-
guém conquista mais sua identidade na
cidade, mas pela cidade. A cidade não
é mais referência identitária, ela é ape-
nas trampolim. Salta-se do trampolim e...
ops!!!, mergulha-se no mar do consumo
e quem era ninguém torna-se alguém,
pelas marcas do que consome. Conso-

me-se marca, o consumo é a marca de
uma nova forma de identidade.

Na pólis, quando o cidadão morria,
ele, antes de ir para sua última morada,
tinha direito a uma oração fúnebre que
recordava que ele fora cidadão de Ate-
nas e que partira para sua morada eter-
na, não como indivíduo, mas como um
ser daquela cidade, que o honrava e que
ele deveria honrar. Ou seja, ali, o que
predominava era o lado público do ci-
dadão, aquilo que lhe dava direito a ser
da cidade. E nós, quando morremos,
que herança deixamos além do sobre-
nome que nos individualiza e nos dá
direito ao butim herdado? Como será
lembrado o morador das nossas cida-
des? Cidadão ou herdeiro?

Então, Mata-Rindo não é nenhuma
excrescência. Embora visto como excre-
mento social, ele é muito parecido co-
nosco. Mata-Rindo, Pão-com-Ovo,
Pitbull, querem o que nós queremos:
extrair da cidade o que parece ser a sua
essência, que não está mais no socius
mas no economicus.

Não somos mais cidadãos, mas
agentes econômicos, não estamos mais
abertos ao inesperado dos aconteci-
mentos, às surpresas de cada esquina,
mas às oportunidades do mercado, às
flutuações dos índices. Nossa cidadania
oscila diante do cálculo, nossa urbani-
dade não reconhece mais no outro um
par social, mas um concorrente, um ad-
versário, até mesmo um inimigo, en-
quanto nossas cidades vão perdendo
sentido como forma coletiva de viver.
Mais do que isso, elas vão deixando de
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doar sentido à cidadania, pois as novas
formas de adesão a si e a desinscrição
no coletivo, em busca de uma “autenti-
cidade” (Gauchet, 2002) do eu, levam
a um declínio surpreendente da dimen-
são do público e, conseqüentemente,
das formas de civilidade.

Diante da emergência de um novo
modelo de conduta, uma nova inscrição
psíquica se impõe: o narcisismo. O indi-
víduo deixa de se constituir pela norma
coletiva, e o vínculo social deixa de ser
vivido como um efeito global de agre-
gação de ações. Aderido a si, cada indi-
víduo não vê mais que suas vantagens
e interesses. Ser você mesmo, experimen-
tar a “autenticidade” na sua radicalidade,
se legitima a partir do ideário de que nin-
guém pode ser contido na apreensão
das oportunidades que se apresentam
de fora, sob o risco de se tornar um...
inoportuno. Ou seja, a experiência narcí-
sica, como não comporta o outro, abole
qualquer acontecimento, logo ignora
toda relação e, no limite, toda sociabilida-
de, toda cidade. Sendo assim, o homem
narcísico não se inscreve no tempo da
história, no tempo da experiência. Subs-
titui a oportunidade ao acontecimento.
Se no acontecimento ele está sujeito às
modulações do social, na oportunidade,
qual caçador, está sozinho à espera de
algo que mereça ser caçado, pois a opor-
tunidade é da ordem da caça. Na toca,
sozinho, vigilante, o narcisista espera sua
presa/oportunidade. Ele nunca sai da sua
toca para se encontrar e se defrontar com
o mundo, só para predar.

Deixando para trás uma cultura em
que o vínculo social não se apresenta

como decorrente da ação dos indivíduos,
mas decorrente de um modelo que pre-
cede o indivíduo, as sociedades narci-
sistas constroem/reformam cidades que
vão deixando de dar sentido à idéia de
social, de sociedade, de sociabilidade,
de laço social, de vínculo, de relação e,
por fim, às idéias mesmas de urbanidade
e de civilidade. Ora, a “civilité”, como
quer Gauchet, é a forma como admiti-
mos que o social preexiste a nós, ela é o
consentimento dessa anterioridade, que
torna possível um espaço organizado de
coexistência, que se expressa fisicamente
no espaço público e socialmente na es-
fera pública. Nessas circunstâncias, a
cidade é um lugar de produção de sen-
tidos para toda uma mecânica social, a
única possibilidade da urbanidade.

A incapacidade de reconhecimento
da norma coletiva tem, então, como con-
trapartida, a generalização de novas
patologias, doenças da identidade, se-
gundo Marcel Gauchet. Assim, a proxi-
midade dá lugar ao evitamento, a
relação cede à conexão, o pleno do laço
social deixa entrever o vazio do indivi-
dualismo, o vínculo perde para a soli-
dão. Esse é o berço esplêndido em que
muitos apelidos irão germinar, em que
desejos e gozos querem se impor a todo
custo.

A cidade fez Mata-Rindo, Mata-Rin-
do desfaz/refaz a cidade, ou melhor, nos
remete a outra cidade, onde é possível
matar, rindo.

Quando Mata-Rindo perde seu nome
e ganha esse portentoso apelido, a cida-
dania é que é interpelada sobre a desmo-
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bilização da cidade enquanto lócus da ne-
gociação política. É soada a hora de repen-
sar o outro, do outro lado do nosso umbigo.

Mesmo porque, se os ouvidos se fi-
zerem moucos à negociação de um novo

contrato urbano, a risada estertorante de
Mata, enquanto mata, há de ribombar
pelos vales e montanhas da cidade, não
nos deixando esquecer nunca a dor de
se portar um apelido como esse.

Ricos, intolerantes e criminosos

Semanas após haver terminado essas
reflexões, ao passar em revista as man-
chetes dos jornais expostos na banca da
esquina, dei de cara de novo com Mata-
Rindo. A manchete do jornal que balou-
çava ao vento gritava em letras garrafais
na primeira pagina: “Mata-Rindo é balea-
do no Alemão e chora”. Na parte inter-
na, a matéria, num tom completamente
sensacionalista, estampava, em letras
maiores ainda, título mais que inusitado:
“Mata-Rindo toma um balaço e não ri
mais”; informava que “Bandidão que
executou PM em Oswaldo Cruz foi ferido
na megaoperação da polícia” e juntava
a notícia de que “Pitbull foi baleado nas
duas pernas” e que “outros mortos na
ação seriam Miro, Garrinchinha e Gui-
nha” (Meia Hora de Notícias, 30 jun.
2007. Caderno Polícia, p. 3). “Fez-se a
justiça!” seria a nossa primeira reação.
Fez-se a justiça?

Fui aos meus recortes de jornal, que
coleciono aleatoriamente quando o as-
sunto é comportamento na cidade e dei
uma espiada nas matérias. De novo um
sonoro apelido ribomba em meus ou-
vidos: Trovão! Embora, dessa vez (Ufa!)
venha com sinal trocado. É que Trovão
é o apelido do inspetor de polícia Torres,
peça de destaque nas operações da po-

lícia no complexo do Alemão. Trovão
foi matéria de capa, com direito a enor-
me foto onde sorve deliciosamente seu
charuto para comemorar a batalha con-
tra os bandidos do Alemão. Incensado
pela matéria como protetor da cidade,
Trovão revelou que após as batalhas
fumava seu havana para relaxar e, mais
ainda, que seu sonho dourado era ir
lutar em Gaza ou em Bagdá, pois é um
guerreiro por natureza. Sorte nossa, pen-
sei com meus botões, que Trovão está
do nosso lado. É uma questão mesmo
de sorte, ou do acaso, pois na ética beli-
cosa do inspetor, suponho, tanto se dá
estar de um lado ou de outro, pois seu
negócio é guerrear, lutar, matar. Trovão
é o nosso Rambo, ele nos salva, no nosso
humilde Vietnã. Trovão! Apenas mais
um apelido? Que cidade estaria dando
suporte a tal alcunha?

Continuo remexendo os recortes de
jornal. A propósito de uma notícia saída
em jornal chinês de que o Partido Comu-
nista Chinês havia lançado campanha
para melhorar os hábitos da população
(de olho nas Olimpíadas de Pequim de
2008), estabelecendo um Comitê de
Orientação Espiritual Civilizatória que
deveria determinar formas de comporta-
mento público, o jornal O Globo estam-
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pou foto dos coqueiros da praia de Co-
pacabana onde cinco mijões, ao mesmo
tempo, irrigam, cada qual uma árvore,
os pobres coqueiros. Comentando a
matéria sobre o comportamento dos
chineses, o título da notícia carioca era:
“Enquanto isso no Rio...”; a seguir assi-
nalava:

Há os que jogam lixo pelas janelas
dos veículos, os que cospem nas ruas,
os que assoam o nariz sem lenço [...]
e os que fazem xixi em postes e moi-
tas. Por esses e outros o especialista
em Antropologia Urbana [...] afirma
que seria bem-vinda no Brasil uma
campanha nos moldes da lançada
na China. [E conclui] Civilidade nun-
ca é demais. (O Globo, 19/08/2006,
p. 35)

Continuo mexendo nos jornais.
“Crueldade sem justificativa(?). Cinco jo-
vens de classe média da Barra espancam
doméstica pensando tratar-se de prosti-
tuta” (O Globo, 25/06/2007, p. 11). Ra-
pazes que moram nos caros condomínios
da Barra da Tijuca, “sem explicações” (?),
espancaram a vítima violentamente.

Recorte da Folha de S.Paulo (4 jul.
2007) em matéria do colunista Marcelo
Coelho a propósito do espancamento
da doméstica no Rio discute a questão
da intolerância na cidade. Aborda fun-
damentalmente a idéia de “tolerar” os
pobres:

Havia uma comunidade no Orkut
(devem ser contadas às centenas)
chamada “Odeio pobre”. O ideali-
zador dessa pequena organização

dava seus motivos: eles falam alto,
o carro deles, no fim de semana, en-
crenca na estrada e atrapalha nossa
vida, eles se vestem mal, usam aque-
les guarda-chuvas que não funcio-
nam, não entendem o que a gente
diz [...].

Pergunta-se o colunista se esses jovens
teriam se acostumado à cultura da im-
punidade que predomina no país, para
concluir que isso não explica tudo em
relação ao espancamento gratuito da
doméstica. E o jornalista conclui que:
“Poderiam drogar-se sozinhos, dedicar-
se a pichações, depredar caixas eletrô-
nicos na calada da noite. Só que seria
pouco...”. Eles precisavam mais, con-
cluo eu. Gozados todos os gozos legais
que o corpo da cidade oferece e a socie-
dade de consumo estimula, partiram
para um outro corpo, um corpo de outra
classe (aquele que espera nos pontos de
ônibus resignadamente), um corpo que
no uivo da dor lhes restabelecesse a vita-
lidade do prazer, já amortecido de tantos
gozos permitidos. Precisavam, na verda-
de, de um corpo para estuprar como que
para materializar o estupro da cidade,
com a ruptura que faziam da lei urbana.

Essa aproximação que faço entre
corpo humano e corpo urbano não é
aleatória. Segundo Olivier Mongin, no
seu livro La condición urbana, a expe-
riência urbana é primeiramente corpo-
ral, pois o corpo precisa de um lugar
para habitar. No ato de habitar, o corpo
experimenta a proximidade da vizinhan-
ça e, uma vez estabelecida essa base, se
lança para a cidade à procura de todo
tipo de contato, todo tipo de relação. Da
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mesma maneira conclui Richard Sennett
em seu Carne e pedra:

O ginásio ateniense (onde os jovens
se exercitavam) ensinava que o cor-
po era parte de uma coletividade
maior, a polis, e que pertencia à ci-
dade [...] os atenienses pensavam
que a sexualidade era um aspecto
básico positivo da cidadania. (Sen-
nett, 1997, p. 44)

Segundo Sennett, Péricles conclamou
os cidadãos de Atenas a “enamorarem-
se” da cidade, empregando para isso o
termo erótico que designava amantes,
erastai. Para Sennett, era no ginásio que
se ensinava aos rapazes que o compro-
misso erótico de quase servidão com a
cidade era idêntico ao que poderia exis-
tir entre eles – um amor ativo e perfeito.
Enamorar-se da cidade equivalia a ena-
morar-se do amante, o que levava a que
se nutrisse pela cidade um vínculo da

ordem do erótico. A mesma coisa se
dava na morte do cidadão. Este, quando
morria, tinha direito a uma Oração Fú-
nebre, que, mais que exaltar o corpo do
morto, exaltava o corpo da cidade.

Ora, para aqueles jovens predadores
de corpos e de cidades, que, para es-
panto da revista Isto É, “são ricos, into-
lerantes e criminosos” e “têm tudo de
que precisam” (Isto É, 4 jul. 2007. Man-
chete de capa), assim como para os
Mata-Rindo, Pitbull e Trovão, a cidade
com suas leis, o corpo com sua ética, ou
seja, a cidadania e a urbanidade, nada
significam. Como operar, então, para
que esse social perdido, esse urbano des-
prezado, possa se fazer valer?

Estamos, portanto, diante de uma
escolha: cidade ou cidadela. Que apeli-
do dar a uma cidade que está se trans-
formando em cidadela?
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Abstract

Newspapers and magazines broadcast
urban violence, but do not keep them-
selves on that. Behind shocking news,

Resumo

Jornais e revistas noticiam a violência
urbana, mas não se atêm a isso. Por trás
das notícias alarmantes, uma nova pro-
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posta de cidade, uma cidade estreita-
mente vigiada. Cotidianamente, a im-
prensa legitima um novo estatuto para
a cidade, o de cidadela, lugar de se de-
fender e atacar. Diferentemente da cidade
medieval, onde o inimigo estava do lado
de fora das muralhas, na perspectiva con-
temporânea, o inimigo não só está na
cidade como ele é a própria cidade. Jor-
nais e revistas repercutem um imaginá-
rio que revela que a rua é perigosa e que
o verdadeiro problema da cidade é o da
segurança pública. Insidiosamente, a vida
pública vai sendo interpretada como
causa de todos os males e a vida domés-
tica e a intimidade familiar vão sendo
apontadas como linha de fuga para todos
os conflitos. Se a própria cidade é o peri-
go, que se combata o perigo, que se neu-
tralize a cidade. É a cidade mudando de
sentido ou perdendo o sentido?

Palavras-chave: violência urbana, ci-
dadania, imaginário, urbanidade.

there is a new proposal to the city, a highly
monitored city. Daily, the media legiti-
mates a new statute to the city, one of a
citadel, a place to defend and to attack.
Differently from a medieval city, where
the enemy was outside of the walls, in
the contemporary perspective, the ene-
my is not only in the city but it is the city
itself. Newspapers and magazines dif-
fuse a imaginary that reveals that the
street is dangerous and that the real
problem of the city is public safety. In-
sidiously, public life goes on being com-
prehended as the cause of all evils and
domestic life and intimacy going on to
be pointed out as the way of escape of
all conflicts. If the city itself is the dan-
ger, beat the danger, neutralize the city.
Is it the city changing its sense or loos-
ing its sense?

Keywords: urban violence, citizenship,
imaginary, urbanity.
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Feminilização da pobreza.
Tendências não igualitárias na
Previdência Social *

Eliane Romeiro Costa
Giovana Guimarães de Miranda

O envelhecimento da população apre-
senta desafios de diversas dimensões e
dificuldades. Como fenômeno socioló-
gico, reflete-se no mercado, no consumo,
nas aposentadorias, nas pensões, bem
como no conjunto de direitos sociais.

A política pública de atendimento ao
idoso influencia o desenvolvimento so-
cioeconômico e cultural. Marco signifi-
cativo nessa trajetória é a Constituição
Federal de 1988, que introduziu em suas
disposições o conceito de Seguridade
Social, permitindo à rede de proteção
social alterar o seu enfoque estritamente
assistencialista, para adquirir uma cono-
tação ampliada de cidadania.

Segundo análise de doutrinadores,
Seguridade Social é um sistema em que
o Estado garante a “libertação da neces-

sidade”. O Estado é obrigado a garantir
a seus cidadãos a satisfação de suas ne-
cessidades mínimas, independentemente
da contribuição do beneficiário. Todas as
receitas do sistema sairão do orçamento
geral do Estado, ou seja, os direitos são
garantidos pelo simples exercício da ci-
dadania.

Como o direito à Seguridade Social
é público, subjetivo, irrenunciável, ina-
lienável e intransmissível, e uma vez que
assegure a satisfação das necessidades
essenciais do indivíduo, é capaz de con-
duzi-lo à concretização do princípio da
dignidade da pessoa humana.

Consoante artigo 194 da Constitui-
ção Federal, a Previdência integra o Sis-
tema de Seguridade Social, em conjunto
com as ações promotoras de saúde e de

* Parte desta pesquisa foi apresentada no II Seminário Nacional sobre Políticas Públicas,
Gênero e Trabalho, organizado pela Universidade Federal de Goiás em maio de 2008.
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assistência social. De acordo com o artigo
201, o Sistema Previdenciário visa co-
brir o risco social idade avançada, garan-
tindo a renda dos que contribuíram para
o Sistema e que se encontram afastados
da atividade laboral pelo fator velhice.

O valor sistêmico da Seguridade
Social e das garantias previdenciárias
sugere que todos devam ser igualmente
atendidos, pois se trata de isonomia de
mínimos legais.

O sentido da previdência como política social –
promoção da inclusão social

A previdência social é mecanismo de
provisionamento para prevenir os riscos
de velhice, morte, doença e invalidez.
A aposentadoria constitui um benefício
após longos anos de trabalho. A idade
para aposentadoria foi tratada na Cons-
tituição, mas tradicionalmente nunca foi
cientificamente elaborada. A idade para
se retirar do labor – retraite ou retire nas
línguas francesa e inglesa – fundou-se
na Bíblia: “A soma dos nossos anos é
setenta anos e, se somos robustos, oitenta
e a maior parte deles são trabalho e vai-
dade” (Salmos 89); “[...] o orgulho deles
é canseira e enfado” (Salmos 90:10).

O seguro social envolve não só po-
líticas fiscal, atuarial, financeira, mas
também o gênero, a demografia, o de-
senvolvimento social e as relações de
trabalho. Mede o grau de alcance da ci-
dadania, conexão inexorável com a dig-
nidade da pessoa humana. Necessita de
avanços no campo das políticas sociais,
sobretudo para ampliar o mínimo exis-
tencial não para nivelar os direitos pre-
videnciários mas para efetivamente
atender o que de fato o trabalhador in-
dividualmente necessita, o que é justo.

A política previdenciária é atribui-
ção dos pais, dos filhos ou do país? Ela
enfrenta desafios, sobretudo a inclusão
dos trabalhos informais, do trabalho in-
visível com o tratamento dos doentes,
dos idosos, com a infância. Trabalho fan-
tasma sem direito a proteção. A Consti-
tuição Brasileira, por seu turno, já cuidou
das pensões sem contribuição: dos pra-
cinhas, dos seringueiros (soldados da
borracha), como também das pensões
especiais das vítimas da talidomida, de
Caruaru, do césio 137.

A exclusão é privar o indivíduo de
suas necessidades físicas e/ou mentais, é
“estar fora”, à margem, sem possibilidade
de participação, seja na vida social como
um todo, seja em algum de seus aspectos,
é desfiliar-se, não pertencer, é própria dos
sobrantes, dos sem direitos. A inclusão
torna-se viável quando os excluídos são
capazes de recuperar sua dignidade e de
conseguir – além de emprego e renda –
acesso à moradia decente, a atividades
culturais e a serviços sociais, como edu-
cação e saúde. Essa tarefa ultrapassa
o âmbito dos programas de filantropia
desenvolvidos por Organizações Não-Go-
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vernamentais (ONGs) e exige o engaja-
mento contínuo do poder público atra-
vés de políticas proativas e preventivas.

Debruçar-se nas diferenças do Sis-
tema Previdenciário e do Sistema Assis-
tencial, ramos da Seguridade Social, é
esboçar um conjunto de direitos de ci-
dadania inerentes ao gozo do bem de
todos conforme as normas constitucio-
nais ditadas nos artigos 1º e 3º.

A cidadania se reconhece pelo plexo
de direitos sociais contidos no artigo 6º/
CF. Considera-se exclusão social a au-
sência e/ou a vivência parcial dos direi-
tos do cidadão. Os excluídos socialmente
representam o lado inverso das políticas
sociais. São os sem-alimentação, sem-
escola, sem-educação, sem-renda, sem-
trabalho, sem-transporte, sem-família,
sem-previdência, sem-assistência, sem-
crédito, sem-moradia, sem-tecnologia,
sem direitos. A listagem não se encolhe.
Coexistem no cenário brasileiro distintas
acepções do termo cidadania, como tam-
bém direitos de cidadania como contra-
dições sociais vislumbradas no acúmulo
dos direitos sociais por poucos, ofuscan-
do a ética do bem-estar e realizando o
mal-estar no processo distributivo.

O primeiro critério aventado pela po-
lítica de inclusão previdenciária, como
nova proposta, baseia-se no conceito de
segurado do sub-regime do Regime
Geral. Trata-se do trabalhador de

baixa renda e aqueles sem renda
própria que se dediquem exclusiva-
mente ao trabalho doméstico no
âmbito de sua residência, desde que

pertencentes a famílias de baixa ren-
da, garantindo-lhes acesso a bene-
fícios de valor igual a um salário
mínimo. (Constituição Federal, art.
201, § 12)

A legislação previdenciária do Regime
Especial de Inclusão Previdenciária, ou
sub-regime previdenciário, deverá esta-
belecer o conceito de baixa renda como
elemento delimitador do acesso a essa
política social, podendo ser coincidente
ou não com o conteúdo de baixa renda
como critério de elegibilidade para os
benefícios de salário-família e auxílio-
reclusão do Regime Geral de Previdência
Social (RGPS). O segundo critério deli-
mita a relação jurídica protetiva do se-
gurado contribuinte individual de baixa
renda, cuja alíquota de contribuição será
de 11% sobre o valor correspondente
ao limite mínimo mensal do salário de
contribuição. Esse contribuinte individual
não se confunde com o contribuinte in-
dividual e facultativo taxados na Lei
9.876/99, cuja alíquota é de 20% sobre
a renda que auferir em uma ou mais
empresas e o montante declarado respec-
tivamente. Registre-se que, de acordo
com a regra constitucional, os benefícios
serão de um salário mínimo e as alíquo-
tas serão inferiores às vigentes no atual
Regime Geral Previdenciário. O terceiro
critério consiste no caráter do segurado
facultativo de baixa renda que, sem renda
própria, se dedique exclusivamente ao
trabalho doméstico de sua respectiva
residência, não se confundindo, por con-
seguinte, com o segurado empregado
doméstico do Regime Geral de Previ-
dência Social.
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A desigualdade ambienta-se global
e culturalmente. Forma-se pela concen-
tração de renda, pela feminilização da
pobreza sistêmica, pela baixa ocupação
feminina em postos de trabalho de maio-
res salários, pela flexibilização do traba-
lho, pelo ingresso no emprego formal e

a conseqüente contribuição previdenciá-
ria tardia, pela redução dos direitos so-
ciais, pelas alterações estruturais nos
sistemas previdenciários, provocando
mudanças que na prática reduzem bene-
fícios, aumentam contribuições e a idade
de jubilamento.

Trabalho, velhice e previdência social

Reconhecem-se as dificuldades de defi-
nir o que vem a ser população idosa. A
idade na velhice foi estabelecida pelos
anos vividos, os 70 (setenta) de enfado
e cansaço bíblicos.

Trata-se da população que vive a úl-
tima fase da vida, embora não se tenha
idéia clara do que marca a transição entre
o fim da idade adulta e o começo dessa
última fase. Não há dúvida de que muitos
processos caracterizam essa etapa, mas
o seu início é afetado pelas condições
sociais, econômicas, regionais, culturais,
de gênero, entre outras. No entanto, para
finalidades jurídicas, define-se como po-
pulação idosa a de 60 anos e mais, tal
como estabelecido no Estatuto do Idoso
e na Política Nacional do Idoso.

O Estatuto do Idoso, Lei 10.741/03,
reconhece um direito iniciado com a
proteção social bismarkiana (1883), o
do seguro velhice. Descrevendo os direi-
tos dos idosos mencionados em diversos
artigos na Constituição Federal, intenta-
se articular um conceito de bem-estar na
velhice em torno de um certo “espírito
da seguridade” com a defesa do conjun-
to dos aspectos da vida que incidem no
processo biológico-fisiológico do enve-

lhecimento. Necessário repensar o estado
de providência grafado na Constituição
Federal de 1988. Vários aspectos podem
ser articulados em conjunto ou indivi-
dualmente no Estatuto do Idoso, sem
isolá-lo dos debates contemporâneos. É
no cenário nacional e global que pode-
mos reunir elementos suficientes para
compreender o fenômeno do processo
de envelhecimento em sociedades que
estão atingindo níveis suficientes de
qualidade de vida.

O essencial a ser compreendido pelo
intérprete de direitos sociais consiste na
distinção doutrinária entre o ramo con-
tributivo, do seguro social, e o não-con-
tributivo, assistencial, em que as políticas
públicas para a inclusão social tenham
critérios de elegibilidade específicos, tais
como: família protegida, conceito exclu-
sivo de dependentes do segurado, com-
posição da renda familiar, critério legal
de baixa renda e eleição da população-
alvo, quer dizer, dos que serão “incluí-
dos”, assistidos. Para as políticas sociais,
resta o desafio de eliminar o caráter dis-
criminatório da pobreza, sem reforçar os
laços do indivíduo com a condição so-
cial de desassistido social, econômica e
culturalmente.
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Conceito sistemático de pobreza – absoluta e
relativa
A situação de pobreza em países como o
Brasil está relacionada ao nível de desi-
gualdade e ao modelo de desenvolvimen-
to excludente, que surgem renovados em
cada período histórico.

Segundo a abordagem tradicional,
a pobreza pode ser apreendida ou me-
dida sob duas formas: a pobreza abso-
luta e a pobreza relativa. Entende-se por
pobreza absoluta a não-satisfação de um
conjunto de necessidades consideradas
básicas, nutricionais e não-nutricionais.
Por sua vez, abaixo da linha da pobreza
relativa, estariam os indivíduos que, em-
bora tenham superado as necessidades
básicas, vivem com um nível de renda
inferior a um determinado parâmetro de-
finido a partir da renda média de um
país.

Para o Brasil, que não definiu uma
linha oficial de pobreza, optou-se por
mensurar o número de pobres a partir
do critério de pobreza relativa, adaptado
à realidade nacional. Dessa forma, foram
consideradas pobres todas as pessoas
que vivem em famílias com renda infe-

rior a 50% da renda média familiar per
capita.

Analisando a distribuição dos pobres
nas grandes regiões brasileiras, percebe-
se o peso da pobreza no Nordeste, que
concentra 42,5% dos pobres brasileiros.
No Sudeste, em função do peso demográ-
fico de São Paulo e Minas Gerais, estão
32,4% dos pobres. A região Sul con-
corre com 11,0%, e a Norte, com 7,4%.
O Centro-Oeste é a região que apresen-
ta o menor número de pobres, 6,7% do
total do País.

A demanda social num país de fraca
distribuição de renda como o nosso, regis-
trada e divulgada pelos estudos dos orga-
nismos oficiais como Ipea, IBGE, Pnud,
Pnad, tem demonstrado a urgência na
consolidação da política de inclusão pre-
videnciária de um tipo de trabalhador, o
informal urbano, que se encontra fora do
âmbito das regras do atual Regime Geral
de Previdência Social (RGPS), portanto
desprovido de proteção previdenciária e
não alcançável pelas políticas assisten-
ciais de combate à pobreza e à miséria.

As desigualdades de gênero na sociedade brasileira –
dados estatísticos

A Síntese dos Indicadores Sociais de
2001 traz um perfil da mulher brasileira,
com dados sobre escolaridade, média
de filhos, ocupação, rendimento, posição
nos diferentes tipos de família e situação
na previdência social. Quando o assunto

são escolaridade e rendimento do traba-
lho, as diferenças entre homens e mulhe-
res são expressivas. Mesmo que tenham
a mesma média de anos de estudo, os
homens ganham mais que as mulheres.
Essa desigualdade de rendimentos se
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mantém em todos os estados e regiões
e em todas as classes de anos de estudo:
tanto as mulheres com escolarização
igual ou inferior a três anos de estudo
quanto as que apresentam maior grau
de escolarização (11 anos ou mais de
estudo) ganham menos do que os ho-
mens na mesma faixa de escolaridade:
respectivamente 61,5% e 57,1%.

Em relação às pessoas ocupadas por
grupos de idade, observa-se que nas
faixas de 30 a 39 anos e de 40 a 49
anos, a distribuição de mulheres traba-
lhando é maior do que a de homens na
mesma faixa etária (26,5% e 20,8% con-
tra 24,5% e 19,1%, respectivamente).

Proporção de mulheres
idosas aposentadas

A proporção de mulheres aposentadas
(45,9%) é menor que a de homens
(77,7%), conseqüência do seu ingresso
tardio no mercado de trabalho. As regiões
que apresentam as maiores proporções
de aposentadas são: Nordeste (63,1%),
Norte (51,6%) e Sul (44,8%). No caso
dos aposentados, são: Sul (80,8%),
Nordeste (79,9%) e Sudeste (77,9%).
Nesta última, o percentual de aposenta-
das (36,5%) é bem inferior ao dos ho-
mens.

Entre as pessoas de 60 anos ou
mais, o percentual de pensionistas ho-
mens (0,8%) é bem inferior ao de pen-
sionistas mulheres (20,7%), em razão da
quantidade de viúvas nessa faixa etária.
Destaca-se, também, o percentual de
mulheres que acumulam a condição de

aposentadas e pensionistas (8,8%), su-
perior ao dos homens (1,1%).

Mais de 1,6 milhão de
mulheres acima de 60 anos
de idade ainda trabalham

A pesquisa revela também que há uma
grande proporção de pessoas de 60 anos
ou mais que não recebem aposentado-
ria e nem pensão: 20,4% dos homens e
24,6% das mulheres. Muitos ainda con-
tinuam no mercado de trabalho, têm
outro tipo de rendimento (aluguéis, por
exemplo) ou são dependentes. Entre as
mulheres, 1,6 milhão (40,9%) ainda
trabalham. Entre as que possuem apo-
sentadoria e/ou pensão, 17,3% estão
ocupadas, contra 23,6% que não pos-
suem nenhum desses benefícios. Entre
os homens, os percentuais são, respec-
tivamente, 36,3% e 77,2%.

71,3% das mulheres que
trabalham ganham até dois
salários mínimos

As informações sobre o rendimento do
trabalho confirmam que a remuneração
das mulheres é inferior à dos homens.
A população feminina ocupada concen-
tra-se nas classes de rendimento mais
baixas: 71,3% das mulheres que traba-
lham recebem até 2 salários mínimos,
contra 55,1% dos homens. A desigual-
dade salarial aumenta conforme a remu-
neração. A proporção de homens que
ganham mais de 5 salários mínimos é
de 15,5%, e a de mulheres, 9,2%. Essa
desigualdade permanece em todas as
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regiões do País. No Sudeste, a propor-
ção das mulheres que ganham até dois
salários mínimos é de 61,1%, e no Sul,
de 72,0%. Entre os homens, as propor-
ções são de 41,8% e de 49,1%, respecti-
vamente.

A proporção das mulheres dedica-
das aos trabalhos domésticos (19,2%) e
a das que não recebem remuneração
(10,5%) são bem maiores do que as dos
homens (0,8% e 5,9%, respectivamente).
Há mais mulheres trabalhando como

militares ou estatutárias (9,3%) do que
homens (5,1%), o que pode ser expli-
cado pela grande quantidade de mulhe-
res profissionais de saúde e educação
empregadas no setor público. Mais de
70% da população feminina ocupada
concentra-se em atividades do setor ser-
viços (prestação de serviços, comércio,
administração pública e outros serviços).
A distribuição dos homens é mais ho-
mogênea, destacando-se a atividade
agrícola, que reúne quase 25% da po-
pulação masculina ocupada do País.

Convenção internacional de proteção social à mulher

Em 1919, na primeira Conferência Inter-
nacional do Trabalho, promovida pela
recém-criada Organização Internacional
do Trabalho (OIT), foi formulada a pri-
meira convenção internacional, que tra-
tava de questões relacionadas à
proteção à maternidade, dando início à
discussão e à formulação de uma série
de instrumentos internacionais dedica-
dos à proteção dos direitos da mulher
no campo previdenciário. Desde então,
a legislação de vários países vem reco-
nhecendo, explicitamente, o direito de
proteção à mulher trabalhadora, no que
tange à saúde, durante e imediatamente
após a gravidez, tendo em vista a garantia
de sua inserção no mercado de trabalho
e de seus proventos. As convenções da
OIT, lidando com outras contingências
previdenciárias, como morte, invalidez
e idade avançada, viriam a ser instituí-
das bem mais tarde, em 1933.

Pode-se dizer que as motivações re-
lacionadas à discussão dos direitos da

mulher no âmbito da previdência social
são derivadas de dois tipos de diferenças
básicas entre os sexos: as biológicas e
as socioculturais. Tais diferenças podem
ser entendidas, também, a partir de seus
efeitos, refletidos em desigualdades de
acesso a benefícios previdenciários e
desigualdades normativas ou de legisla-
ção previdenciária.

Diferenças biológicas

As diferenças biológicas entre os sexos,
para efeitos de previdência social, ligam-
se primordialmente à reprodução, ca-
bendo à mulher, na procriação, funções
como a gestação e a amamentação dos
filhos, as quais demandam tempo e cui-
dados médicos durante a gravidez e o
período pós-natal. É, então, considerada
natural a existência de benefícios diferen-
ciados que assegurem proteção à mulher
no desempenho dessas funções.
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Esses mecanismos de proteção podem
abranger diversos fatores, tais como: es-
tabilidade no emprego durante a gravi-
dez e no período pós-natal, afastamento
do trabalho no período pré-natal, ven-
cimentos parciais ou integrais durante o
período de afastamento, ajuda de custo
para as despesas de parto, serviços de
saúde antes, durante e depois do parto.

O princípio básico da previdência
social é a manutenção de prestações em
espécie, benefícios garantidores de sub-
sistência por motivo de perda de capa-
cidade de gerar renda, seja real (por
acidente, doença ou morte), seja presu-
mida (por envelhecimento, desgaste por
tempo de serviço ou desemprego).
Quando se observa a estrutura de mor-
talidade por idade, é flagrante a sobre-
mortalidade masculina, que resulta
numa esperança de sobrevida sempre
maior para as mulheres. No entanto, a
especificidade feminina no tocante à so-
brevivência não tem sido objeto de um
tratamento diferenciado.

O mercado de trabalho da mulher
estruturou-se, em suas origens, como
uma extensão do trabalho doméstico.
Foram então privilegiadas áreas como
saúde, educação e assistência social.
Essa última caracterizada por atividade
filantrópica e não-remunerada durante
muito tempo. Atividades urbanas con-
sideradas extenuantes não foram aber-
tas à mão-de-obra feminina senão
tardiamente e apenas após avanços tec-
nológicos que eliminaram, pelo menos

parcialmente, a necessidade de força fí-
sica para a realização de certas tarefas.

O caráter temporário e/ou parcial do
emprego também tem sido atributo da
condição de trabalho da mulher, uma vez
que o trabalho doméstico, ao absorver
parte do tempo disponível das mulheres,
só lhes permite outras ocupações com
jornada reduzida. Essa matéria mereceu
convenção da OIT (C175/1994), na qual
se procurou garantir aos trabalhadores
em tempo parcial os mesmos benefícios
previstos para aqueles em tempo integral.
Nessa convenção, foram apresentadas
medidas para facilitar o acesso a regime
de tempo parcial para certos grupos es-
pecíficos, entre eles de trabalhadores com
responsabilidades familiares.

Tradicionalmente, a divisão do traba-
lho entre homens e mulheres foi orienta-
da para homens “provedores” e mulheres
“com trabalho doméstico”. Apesar do
massivo ingresso das mulheres no mer-
cado de trabalho, não houve a con-
comitante eliminação do envolvimento
majoritário da mulher nas lides domésti-
cas. Alguns dos privilégios femininos no
campo dos benefícios previdenciários,
como idade reduzida na aposentadoria
vis-à-vis à masculina, estão associados ao
discurso e à prática da dupla jornada.
Muitos argumentam, no entanto, que a
consagração de benefícios privilegiados
para as mulheres, acrescida ao fato de
elas terem maiores encargos familiares,
podem inviabilizar a própria emancipa-
ção das mulheres desses encargos.
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Fórum da Previdência Social e Pnad 2006

O Fórum Nacional da Previdência So-
cial no ano de 2007 alcançou consenso
sobre dois temas: o primeiro, relaciona-
do à questão de gênero, e o segundo, à
coordenação entre benefícios assisten-
ciais e previdenciários. As tendências
serão: manter a regra de aposentadoria
feminina 5 (cinco) anos menos que a
masculina, uma vez que as desigualda-
des de gênero no Brasil ainda persistem
na formação da renda, na ocupação –
singela e incipiente – das mulheres em
postos de chefia, e no acesso (limitado)
aos melhores benefícios securitários;
computar os benefícios dos programas
assistenciais à renda familiar per capita;
e elevar a idade para a velhice protegida
na Assistência Social no programa do
Benefício de Prestação Continuada
(BPC). Pela proposta do Fórum, os bene-
fícios assistenciais entrariam no cálculo
da renda familiar e permaneceriam vin-
culados ao salário mínimo, conforme
diagnosticou Luis Marinho: “No futuro,
à medida que a expectativa de vida vá
aumentando, é possível aumentar tam-
bém a idade para o acesso ao benefício.”

Registro importante das políticas so-
ciais e dos excluídos da seguridade social
são os dados revelados pela Pnad
2006. As novidades neste século consis-
tem no reconhecimento de que as mu-
lheres têm menos de 2 (dois) filhos em
todas as classes econômicas e sociais;
elas vivem mais, mas nascem mais ho-
mens no Brasil; o Sul e o Sudeste mantêm
a qualidade e a longevidade superiores
em relação às demais regiões brasileiras,
e verifica-se queda substancial da nata-

lidade e baixa mortalidade. Esses índi-
ces repercutem no pacto de gerações da
Previdência e da Assistência Social, cul-
minando numa crise fiscal-demográfica
que necessitará de novas políticas de
Welfare.

Essas políticas conceberam a família
como núcleo da proteção social. Nos
anos 1930-1970, a Europa atravessou
um período denominado pela sociolo-
gia de “pai ausente”, posteriormente
substituído pelo denominado “morte do
pai”. Essas interpretações sociológicas
não explicam a desigualdade social no
Brasil, mas justificam em parte o avanço
feminino nas ocupações educacionais,
laborais; no acúmulo de múltiplas jor-
nadas; na pobreza, bem como no em-
penho e na necessidade solitária de
acumulação de novos papéis como pro-
vedoras e educadoras no lar.

Esta é a sua inovação. Provocar,
possibilitar políticas contínuas de aten-
dimento relativas aos distintos processos
de envelhecimento, evitando a insegu-
rança social programada.

Concluindo, é fundamental traçar
políticas efetivas de inclusão social para
sanar os problemas do desequilíbrio
entre as populações feminina e mascu-
lina, a fim de que as políticas voltadas
exclusivamente para mulheres não sejam
meios justificadores de uma realidade
de desigualdade e pobreza.

Não podemos olvidar o traço agres-
sivo do fenômeno da globalização e
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seus impactos no trabalho, na reorgani-
zação da renda da família, no processo
de seleção dos bens públicos, privados
ou semipúblicos a redistribuir, bem como
nas novas formas de interação com o

meio ambiente e na exigência de medidas
de sustentabilidade. Esse processo incer-
to influenciará drasticamente as novas
gerações de trabalhadores e a redefinição
de sociedade previdenciária protegida.

Referências

BALERA, Wagner. A seguridade social da
Constituição de 1988. São Paulo: Revista
dos Tribunais, 1989.

______. O valor do trabalho social. Revista
LTr, São Paulo, v. 58, n. 10, out. 1994.

______. O Tratado internacional e o siste-
ma previdenciário. Revista de Previdên-
cia Social, São Paulo, v. 178, p. 520-522,
1995.

______. Curso de Direito Previdenciário.
4. ed. São Paulo: LTr, 1998.

______. Sistema de seguridade social.
São Paulo: LTr, 2000.

BARROS, Ricardo Paes de; MENDONÇA, Ro-
sane. Uma caracterização das condições
de pobreza e de desigualdade no Brasil.
1999. Mimeografado.

BELTRÃO, Kaizô Iwakami; CAMARANO, Ana
Amélia; MELLO, Juliana Leitão e. Mudan-
ças nas condições de vida dos idosos
rurais brasileiros: resultados não-espe-
rados dos avanços da seguridade social
rural. Rio de Janeiro: Ipea, 2004. (Texto
para discussão n. 1066).

BELTRÃO, Kaizô Iwakami; MEDICI, André
Cézar; OLIVEIRA, Francisco Eduardo Barreto

de. Mulher e previdência social. In: SEMI-
NÁRIO MULHER E CIDADANIA: rumos e desca-
minhos das políticas sociais, 1994, São
Paulo. Anais... São Paulo: Abep, 1994.

BELUZZO, Luiz Gonzaga. A inserção na
economia global. Le Monde Diploma-
tique, São Paulo, jul. 2008.

BERQUÓ, Elza. Perfil demográfico das che-
fias femininas no Brasil. In: BRUSCHINI,
Cristina; UNBEHAUM, Sandra G. (Org.). Gê-
nero, democracia e sociedade brasileira.
São Paulo: Fundação Carlos Chagas,
2002.

CAMARANO, Ana Amélia; PASINATO, Maria
Tereza. Envelhecimento, condições de
vida e política previdenciária: como ficam
as mulheres? Rio de Janeiro: Ipea, 2002.

CANOTILHO, José Joaquim Gomes. Direito
Constitucional. Coimbra: Livraria Alme-
dina, 1991.

COIMBRA, Feijó. Direito Previdenciário
Brasileiro. Rio de Janeiro: Edições Traba-
lhistas, 1990.

COSTA, Eliane. Previdência complementar
na seguridade social: o risco velhice e
idade para a aposentadoria. São Paulo:
LTr, 2003.



    143Eliane Romeiro Costa  e  Giovana Guimarães de Miranda

______. Mais previdência menos seguri-
dade. Disponível em: <http//www.ucg.
com.br>. Acesso em: 5 abr. 2005. (Site
“Publicações” NEPJUR).

LEITE, Celso Barroso. A proteção social
no Brasil. São Paulo: LTr, 1986.

MARTINEZ, Wladimir Novaes. Comentá-
rios à lei básica de previdência social.
São Paulo: LTr, 1995.

MEDICI, André Cézar. Mulher brasileira:
muito prazer. In: LABRA, Maria Eliana
(Org.). Mulher, saúde e sociedade no
Brasil. Rio de Janeiro: Vozes, 1989.

MEDICI, André Cézar; AGUIAR, M. A. S. Para
entender o mercado de trabalho: como
se mede o emprego, o subemprego e o
desemprego. Rio de Janeiro: Ibase, 1986.

NERI, Marcelo. Políticas estruturais de com-
bate à pobreza no Brasil. In: HENRIQUES,
Ricardo (Org.). Desigualdade e pobreza
no Brasil. Rio de Janeiro: Ipea, 2000.

PORCHMANN, Marcio. Mapa da Exclusão
Social. São Paulo: Cortez, 2005. v. 5.

______. Os retrocessos do atual modelo.
Le Monde Diplomatique, São Paulo, jul.
2008.

Resumo

A insuficiência de renda e a falta de auto-
nomia para lidar com as atividades do
cotidiano pressupõem que os idosos ne-
cessitem de algum tipo de proteção social.
Há, entretanto, diferenças conceituais
entre os gêneros para a previdência social,
refletindo em desigualdades de acesso aos
benefícios previdenciários. Dessa forma,
as políticas públicas previdenciárias as-
sumem especial relevância no intuito de
reverter esse quadro de desigualdades.

Palavras-chave: seguridade social, de-
sigualdades de gênero, idosos, políticas
públicas.

Abstract

The insufficiency of income and the lack
of autonomy to deal with daily activities
suggest that the elderly need some kind
of social protection. There is, however,
conceptual differences about gender
under Social Welfare’s interpretation,
what leads to inequalities of access to
welfare benefits. This way, public wel-
fare policies assume special relevance in
the aim of reversing this unequal scenario.

Keywords: social welfare, gender ine-
quality, elderly, public policies.
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Favelas, a comercialização de
imóveis informais e irregulares
para baixa renda

Nelson Baltrusis

Introdução

A apropriação da valorização de peda-
ços da cidade pelo mercado imobiliário
relaciona-se intimamente com os inves-
timentos públicos em infra-estrutura,
que criam localizações privilegiadas.
Essas localizações funcionariam como
indicadores que operam alterações do
estoque residencial 1 bem como na pró-
pria estrutura de preços, transformando
as oportunidades imobiliárias da cidade
formal em privilégios de poucos. Para
Abramo e Faria, essa apropriação resulta
em estratégias locacionais do capital
imobiliário, que podem incidir em “mu-
danças nas características das áreas da
cidade, produzindo efeitos atrativos e

repulsivos, deslocando a demanda” de
baixa renda para áreas mais periféricas
e precárias da cidade (Abramo e Faria,
2000, p. 421).

Diante dessa perspectiva, o mercado
imobiliário informal 2 surge como uma
problemática relevante, quando as formas
de estruturação de mercado de terras liga-
das à legalidade jurídico-administrativa
se esgotam. Colocando em jogo, confor-
me Fernandes (2003), o próprio reconhe-
cimento do Estado ao direito social da
moradia. Ao regularizar esses assenta-
mentos, o Estado estaria promovendo o
próprio direito à cidade dos moradores.

1 É comum encontrarmos nas grandes cidades uma grande quantidade de imóveis locali-
zados em áreas centrais e providos de infra-estrutura praticamente vazios ou subutilizados.

2 O mercado imobiliário informal não se limita às favelas, existem várias formas de informa-
lidade na comercialização dos imóveis.
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No entanto, não basta promover a
legalidade em tais áreas. Se as políticas
de regularização não compreenderem a
dinâmica do mercado imobiliário – for-
mal e informal –, elas gerarão

[...] efeitos perversos, muitas vezes
promovendo uma maior segregação
sócio-espacial e a gentrificação das
áreas – ao invés de promover a inclu-
são das áreas e suas comunidades.
Políticas meramente formais de lega-
lização podem até garantir a seguran-
ça individual da posse/propriedade
(no sentido de que os moradores não
serão removidos/despejados), mas
não protegem os moradores da cha-
mada expulsão pelo mercado ou de
crescente vulnerabilidade em áreas
dominadas pelo tráfico de drogas.
(Ibid., p. 1)

Em outras palavras, se as políticas de
regularização ou de provisão habitacio-
nal não compreenderem o papel do
mercado imobiliário no processo de es-
truturação da cidade, as ações, por mais
bem intencionadas, contribuirão para
ampliar a desigualdade territorial.

Os municípios da metrópole paulis-
tana se estruturam

segundo um padrão de urbanização
e de segregação espacial marcado
por diferenças nas formas de ocupa-
ção e produção do espaço. Entre
essas formas estão as favelas, que se

constituem em assentamentos infor-
mais, cuja dinâmica de produção e
comercialização fundiário-imobiliá-
ria é pouco conhecida. (Abramo e
Faria, 2000, p. 421)

Recentemente, alguns trabalhos têm se
ocupado em estudar esse segmento de
mercado; entre eles, destacamos os de
Abramo 3 (2001) e Baltrusis (2000;
2005).

O processo de favelização da Região
Metropolitana de São Paulo (RMSP) in-
tensifica-se a partir da década de 1980.
Até então o número de favelas era peque-
no, pois a principal forma de irregula-
ridade eram os loteamentos clandestinos
ou irregulares, cortiços em áreas centrais
degradadas e ocupações em áreas am-
bientalmente frágeis ou de risco. O aumen-
to do número de favelas e da população
favelada se deve, principalmente, à ocu-
pação de novas áreas e ao adensamento
das favelas existentes. Atualmente, o
mercado é a principal via de acesso a um
barraco numa favela.

No intuito de compreender a impor-
tância desse processo de comercializa-
ção na estruturação do espaço urbano
da cidade e caracterizar o funcionamen-
to do mercado imobiliário informal nas
favelas, realizamos uma pesquisa de
campo em 14 favelas localizadas em seis
municípios metropolitanos: São Paulo,
Guarulhos, Diadema, Barueri, Embu e
Taboão da Serra (ver Quadro 1).

3 O professor Pedro Abramo tem dedicado o seu trabalho a criar uma teoria econômica do
mercado imobiliário informal em favelas. Ver Abramo (2001).
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Quadro 1: Caracterização dos municípios e das favelas pesquisadas 

Município Caracterização 

São Paulo 

Entre os municípios da RMSP, é o que apresenta a maior população 
favelada: 1.160.590, de acordo com os dados do Centro de Estudos da 
Metrópole (CEM) (2000), relatados por Torres e Marques (2002). 
As taxas de crescimento populacional vêm diminuindo ao longo do tempo; 
no entanto, a população favelada vem aumentando. Atualmente, estima-se 
que 11% da população viva em favelas. 
Via de regra, as favelas paulistanas apresentam boas condições de infra-
estrutura, semelhantes às dos bairros periféricos, em que a maioria das casas 
é de alvenaria. Porém, ainda existe um grande número de habitações 
precárias. 
Favelas pesquisadas: 
Paraisópolis, localizada na Vila Andrade, Zona Sul, área de 
15 milhões de m², 32 mil habitantes; 
São Remo, localizada no Butantã, Zona Oeste, área de 35 mil m², 
população indefinida; 
Jardim Esmeralda, localizada em Cidade Dutra, Zona Sul, área de 15 mil m², 
1.700 habitantes; 
Maria Cursi, localizada em São Mateus, Zona Leste - I, 1.200 habitantes; 
Nossa Senhora Aparecida, localizada em São Miguel Paulista, 
Zona Leste – II, 12 mil habitantes. 

Guarulhos 

É o segundo maior município da região, com um milhão e cem mil 
habitantes (Censo Demográfico, 2000), sendo que cerca de 14%, ou seja 
152 mil, vivem em favelas (Guarulhos, 2002). As favelas vêm crescendo a 
uma taxa anual de 13,5%. 
Favelas Pesquisadas: 
São Rafael, localizada em Jd. Nova Galvão, aproximadamente 
6 mil habitantes; 
Santa Cecília, localizada no Bairro Santa Cecília, aproximadamente 
400 habitantes; 
Presidente Dutra II, localizada em Presidente Dutra, aproximadamente 
4 mil habitantes; 
Bela Vista, localizada no bairro do mesmo nome, aproximadamente 
1.600 habitantes. 

Diadema 
 

O município, de 30,7 km², dos quais 30% estão localizados em áreas de 
proteção ambiental, possui 1/3 de sua população vivendo em favelas, 
120 mil do total de 356 mil habitantes. 
A maior parte das favelas da cidade é urbanizada, pois o município foi um 
dos primeiros a intervir nesses núcleos, desde 1982. 
Favelas pesquisadas: 
Barão de Uruguaiana, localizada em Jardim Ruyce, área de 8 mil m², 
500 habitantes; 
Vila Olinda, localizada em Taboão, área de 47 mil m², 1.600 habitantes. 

Continua 
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A pesquisa identificou os preços dos
imóveis ofertados e comercializados nas
favelas dessas municipalidades, bem
como os atores e a dinâmica de funcio-
namento desse mercado. Foram entre-
vistados os chefes de família de todos
os imóveis que possuíam placas e/ou
indicações de venda e todos os mora-
dores que adquiriram imóveis na favela
no último ano, além de técnicos das pre-
feituras e lideranças das favelas. 4

Em cada município foi pesquisada
pelo menos uma favela. Nos de Barueri,
Embu e Taboão, uma em cada um; no
de Diadema, duas; no de Guarulhos,
quatro; e no de São Paulo, cinco. A es-
colha obedeceu aos seguintes critérios:

a) Número de unidades – duas peque-
nas, até 50 unidades; duas médias,

Quadro 1: Continuação 

Barueri 

Os condomínios fechados e a indústria podem ser indicados como fator de 
indução à consolidação de favelas. 
As favelas surgem no município ainda na década de 1960 e se consolidarão 
a partir dos anos 1980. De acordo com dados da prefeitura, cerca de 17% 
da população vive em favelas. 
Favela pesquisada: 
João Rodrigues Nunes, localizada em Jd. Mutinga, aproximadamente 
400 habitantes. 

Embu 

Cerca de 80% do município é composto por pequenas habitações precárias 
construídas em blocos aparentes, concentradas na zona leste do município. 
Favela pesquisada: 
Jardim Silvia, localizada no Centro, aproximadamente 400 habitantes. 

Taboão da Serra 
Cerca de 22% dos domicílios podem ser caracterizados como favelas. 
Favela pesquisada: 
Irati, localizada na Vila Mafalda, área de 43 mil m², 1.500 habitantes. 

 

entre 100 e 500 unidades; e duas
grandes, mais de 500 unidades;

b) Localização – que elas fossem dis-
tribuídas por toda a cidade;

c) Tempo de existência;

d) Grau de urbanização e organização.

Este texto se estrutura da seguinte
forma: primeiro, procuramos recuperar
o processo de favelização na Região
Metropolitana de São Paulo. Segundo,
buscamos compreender as diferenças
significativas no processo de comerciali-
zação no mercado imobiliário informal,
em relação ao formal, e, assim, realizar
uma caracterização das favelas pesqui-
sadas por meio da análise de dados ob-
tidos com a pesquisa de campo.

4 As entrevistas com os moradores foram realizadas por estagiários dos cursos de Arquitetura
e Urbanismo e de Ciências Sociais da Universidade de São Paulo e da Faculdade de
Serviço Social da Pontifícia Universidade Católica. A partir delas, foi possível organizar
um banco de dados com os valores dos imóveis comercializados e elencar os principais
motivos que influenciam uma família a adquirir ou vender um imóvel em favela.
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As favelas na Região Metropolitana de São Paulo
(RMSP)

Nos últimos anos, as favelas vêm se con-
solidando como uma das alternativas de
moradia para a população de baixa ren-
da. De acordo com os dados do Censo
2000, sistematizados pela Fundação
João Pinheiro para o cálculo do deficit
habitacional brasileiro dos 39 municí-
pios da RMSP, apenas 20 possuem fa-
velas. As favelas da RMSP localizam-se
nas regiões periféricas do município
pólo – São Paulo – e nos municípios pró-
ximos a ele formando uma mancha de
informalidade, que cresce, via de regra,
nas áreas ambientalmente frágeis, como
as das represas Billings e Guarapiranga,
ao sul e sudeste, e a da Serra da Canta-
reira, ao norte. Observa-se também a
existência de assentamentos próximos
aos mercados de trabalho em potencial,
sejam eles formais ou informais, e a vias
expressas e rodovias.

Os dados do Censo Demográfico
(2000) indicam que 10,08% dos domicí-
lios da RMSP estão localizados em fave-
las. Apesar de a maioria dos municípios
metropolitanos possuir favelas, elas se
concentram sobretudo nos municípios
de São Paulo, Guarulhos, Osasco, Dia-
dema, São Bernardo do Campo, Santo
André, Embu, Barueri, Taboão da Serra
e Jandira.

O crescimento das favelas
na RMSP

O processo de favelização da RMSP é
recente, intensificou-se nos últimos 30
anos 5 e pode ser classificado como uma
expressão do processo desigual de pro-
dução social do espaço nas cidades bra-
sileiras. Do ponto de vista territorial,
expressa a desigualdade econômica exis-
tente na sociedade brasileira. As fave-
las, aliadas a outras formas de ocupação,
como os loteamentos irregulares e as-
sentamentos precários, demonstram a
“vulnerabilidade socioterritorial” de
grande parcela da população.

O crescimento das favelas transfor-
ma não só o desenho do espaço urbano
como as relações socioterritoriais, crian-
do espaços diferenciados, às vezes con-
tínuos, onde podemos observar, de um
lado, a convivência, ainda que separa-
dos apenas por muros, de ricos e po-
bres e, de outro, o crescimento de uma
cidade periférica carente do acesso aos
bens da cidade. Neste sentido, Taschner
e Bógus descrevem a região metropoli-
tana como uma cidade dos anéis, de
modo que, quanto mais periférico for o
anel, maior será a exclusão social e ter-
ritorial. 6

5 Até a década de 70 do século XX, a principal forma de informalidade na Região Metro-
politana de São Paulo era o loteamento clandestino. A esse respeito, ver em especial os
trabalhos de Kowarick (1979), Maricato (1979) e Bonduki e Rolnik (1979), entre outros.

6 Para aprofundar essa definição, ver Taschner e Bógus (2000).
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De acordo com Taschner e Baltrusis
(2003, p. 4),

[...] os moradores mais pobres são
impelidos para regiões cada vez
mais distantes, tanto para o entorno
da capital como para as cidades li-
mítrofes. A polarização social visível
a olho nu ganha novos contornos:
a pobreza se espalha por todo o teci-
do municipal, enquanto que as clas-
ses mais abastadas se concentram
em verdadeiros enclaves de riqueza,
sobretudo na região sudoeste da ca-
pital. As demais camadas sociais se
distribuem de forma espraiada, em-
pobrecendo em direção da periferia.

No entanto, Valladares e Preteceille
(2000) assinalam que o conceito, co-
mum a vários autores e à mídia em geral,
de que as favelas são geralmente asso-
ciadas ao espaço típico de concentra-
ção de pobreza urbana, não pode nem
deve ser considerado uma regra,

uma vez que as favelas não se dis-
tinguem assim tão fortemente do
conjunto do tecido urbano e que as
situações de pobreza urbana extre-
ma são mais freqüentes fora das fa-
velas. (Ibid., p. 399)

Vários autores como Maricato (2001),
Torres e Marques (2002) e Taschner e
Baltrusis (2003) destacam que nas últi-
mas décadas vivemos um paradoxo. De
um lado, verificou-se um processo de
melhoria da qualidade de vida (em ter-
mos médios) da população brasileira.
Alguns indicadores sociais apresenta-
ram uma melhora considerável: queda

da mortalidade infantil, aumento da ex-
pectativa de vida. Para Maricato, apesar
de essa melhora não ter sido homogê-
nea para todas as regiões do país, houve
nos últimos anos “uma notável e clara
melhora de vida de toda a população
brasileira” (Maricato 2001, p. 28). Ela
pode ser explicada, para alguns pesqui-
sadores, pela pressão que os movimen-
tos organizados exerceram nas décadas
de 1970-1980. No entanto, não se mos-
trou suficiente para reverter o quadro de
precariedade de alguns grupos sociais,
residentes em partes mais precárias da
cidade, para que obtivessem o seu direi-
to pleno de acesso aos bens da cidade.

O espaço das favelas na
cidade

Ao observar o mapa da RMSP (Mapa 1),
percebemos que as favelas se concen-
tram nos municípios periféricos próximos
ao município sede, São Paulo, e se es-
tendem em direção aos municípios fron-
teiriços. Em alguns casos, nota-se uma
tendência de conurbação das favelas dos
municípios do ABCD com os municípios
da Região Metropolitana da Baixada San-
tista. Esses fluxos formam pelo menos três
blocos consolidados de municípios. No
primeiro, localizado a sudeste, encontra-
mos os municípios da sub-região ABCD
(Santo André, São Bernardo do Campo,
Diadema e Mauá). As rodovias Anchieta
e Imigrantes, que cortam a região, esta-
belecem um eixo de municípios que pos-
suem favelas que extrapolam a RMSP e
se interligam com as periferias dos muni-
cípios de Santos e Cubatão, na Região
Metropolitana da Baixada Santista.
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Mapa 1: RMSP – distribuição das favelas

Fonte: Lume/FAUUSP.

Esse mesmo fenômeno acontece no
segundo bloco, a noroeste. As rodovias
Anhanguera e Bandeirantes, próximas
aos municípios de Cajamar, Caieiras,
Franco da Rocha e Francisco Morato,
estabelecem um eixo de ligação com
municípios da Região Metropolitana de
Campinas. Nesse bloco, aparentemente
não existe conurbação das favelas dessas
duas regiões.

No terceiro bloco, a oeste, a rodovia
Castelo Branco articula os municípios
de Osasco, Barueri, Carapicuíba, San-
tana do Parnaíba e Itapevi, enquanto a
rodovia Raposo Tavares conglomera os
municípios de Cotia, Embu, Taboão da
Serra e Vargem Grande Paulista.

Temos ainda a leste os municípios
de Guarulhos e Itaquaquecetuba, que

não chegam a formar um bloco, mas que
são cortados pelas rodovias Presidente
Dutra, Ayrton Senna e Fernão Dias. Esses
municípios também apresentam uma
grande quantidade de favelas e de lotea-
mentos irregulares.

Podemos observar no Mapa 1 que
as estradas e as grandes avenidas de liga-
ção se transformaram em verdadeiros
eixos de concentração de favelas e assen-
tamentos irregulares, contribuindo para
a expansão desse tipo de moradia para
os municípios periféricos. Isso ocorre em
razão da facilidade de deslocamento, do
desenvolvimento das atividades econô-
micas e da geração de renda, ainda que
por meio do trabalho informal, proporcio-
nados por esses eixos. Assim, o comércio
de beira de estrada, as empresas de logís-
tica de transporte, o acesso ao centro e
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outras cidades, o acesso a condomínios
residenciais de classe média, a concen-
tração de pólos de desenvolvimento com
zonas industriais e/ou de produção po-
dem ser considerados fatores relevantes
para a atratividade desses assentamentos
nas cidades cortadas por essas rodovias.

Outro elemento concentrador de fa-
velas são as áreas de manancial e de
proteção ambiental, caracterizadas pelo
baixo valor imobiliário dos terrenos em
virtude das restrições de uso impostas
pela legislação.

A dinâmica do mercado imobiliário nas favelas da
Região Metropolitana de São Paulo (RMSP)
A opção por adquirir um imóvel numa
favela significa que o comprador irá de-
sembolsar uma quantia considerável de
recursos financeiros. O preço médio de
um imóvel de alvenaria com dois quar-
tos, sala, cozinha e banheiro, de aproxi-
madamente 40 ou 50 m2, numa favela
bem estruturada e localizada em São
Paulo, é de R$ 16.000,00, podendo
chegar a R$ 40.000,00 7, portanto, em
alguns casos, o preço por metro quadra-
do pode chegar a R$ 400,00. Por valores
semelhantes, podemos encontrar um
apartamento na região central da cidade
de São Paulo. Por até R$ 20.000,00, é
possível encontrar imóveis em alguns
edifícios localizados em áreas mais de-
gradadas. Se a opção for adquirir um
apartamento novo, empreendido pelo
mercado, com cerca de 45 m2, é possí-
vel encontrá-lo por valores a partir de
R$ 25.000,00, com condições de finan-
ciamento de até 20 anos.

Para alugar um imóvel, há várias
opções em diversos locais por valores

que variam, em média, de R$ 80,00, por
um barraco de madeira de um cômodo
numa favela com urbanização precária,
a R$ 225,00, por um sobrado com dois
ou três dormitórios no centro de uma
favela bem localizada. Praticamente os
mesmos preços praticados em imóveis
com as mesmas características em bair-
ros periféricos. A vantagem de alugar
numa favela seria a isenção de tributos
e taxas.

Se, de fato, existe uma gama de op-
ções do produto moradia a preços com-
patíveis com os comercializados em
favelas, o que levaria a população de
baixa renda a optar por um imóvel na
favela? Por que parte da população po-
bre satisfaz a sua necessidade de morar
em assentamentos irregulares, adquirin-
do ou alugando seu imóvel em favelas
no mercado informal? O doutor Miguel
Reis, advogado dos movimentos de
moradia, considera que “enquanto não
houver uma alternativa de política habi-
tacional, uma das opções para a popu-

7 Dados de pesquisas realizadas por Abramo (2001 e 2002) em favelas do município do
Rio de Janeiro e por Baltrusis em favelas de São Paulo, Diadema e Guarulhos.
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lação de baixa renda é comprar, vender
ou locar seu imóvel em favelas”. 8  Para
ele, é impossível conter a expansão dos
assentamentos irregulares se não houver
uma política massiva de produção ha-
bitacional que articule vários programas
nas três esferas administrativas: federal,
estadual e municipal.

O processo de escolha de um imóvel
para morar obedece a uma série de fa-
tores racionais, tais como preço, locali-
zação, vantagens relativas, e a outras de
fatores não-racionais. Abramo (2001)
destaca que existe um forte indício de que
as preferências locacionais – acessibilida-
de, vizinhança e “estilo de vida” – teriam
uma grande importância no universo fa-
miliar dos pobres. O autor destaca que

[a partir] da localização residencial,
os pobres podem ter acesso diferen-
ciado a núcleos de emprego e renda,
bolsões de serviços e comércio urba-
no, transporte coletivo, equipamentos
e serviços públicos e a outros fato-
res de acessibilidade relacionados
com a posição da favela na hierar-
quia de localizações da cidade.
(Ibid., p. 1.572)

Os fatores que contribuem
na formação do preço

Quando nos referimos ao mercado imo-
biliário em favelas, estamos tratando de
uma estratégia usada pela população
pobre para suprir sua necessidade de

moradia. Nesse sentido, a localização de
um imóvel tem um papel fundamental
na estruturação da dinâmica imobiliária
em favelas. A localização, entendida
aqui como proximidade de emprego e
da rede de amigos e parentes, é um
componente importante para a escolha
de um imóvel, como destacam autores
como Abramo (2001) e Baltrusis (2000).
No entanto, não é o único. Via de regra,
os compradores de imóveis em favelas
os escolhem de acordo com interesses
econômicos, em função da proximidade
do local de trabalho ou de uma rede de
solidariedade, em que o comprador pos-
sui vínculos parentais, de amizade ou
culturais com outros moradores da lo-
calidade. Para Abramo (2001, p. 1.566),
“os fatores da proximidade de uma even-
tual fonte de rendimento e os fatores de
vizinhança são apontados como motivos
de localização de escolha dos pobres
urbanos”.

A qualidade da unidade habitacio-
nal também pode ser apontada como
um elemento constituinte da formação
do preço. Se um imóvel estiver em bom
estado de conservação e com bom aca-
bamento, a tendência é que seu preço
seja maior que o de outro em péssimas
condições e com acabamento precário.
Quando se analisam os preços médios
dos imóveis comercializados no último
ano, é possível observar com mais cla-
reza essas duas pontas: de um lado, os
imóveis em ótimo estado de conserva-
ção, de alvenaria, comercializados por
preços médios de R$ 26.625,00 e, de

8 Entrevista realizada no dia 24 de janeiro de 2005 para a pesquisa de doutoramento
sobre o mercado imobiliário informal em favelas na RMSP.
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outro, os imóveis em péssimo estado,
comercializados por preços médios de
R$ 2.900,00 9 (ver Tabela 1).

TIPOLOGIA

Se a localização e a estrutura de opor-
tunidades podem ser consideradas os
principais atributos para a escolha de
um imóvel em favela e, conseqüente-
mente, para o processo de formação de
preço na estrutura fundiária e imobiliária
de uma favela, a tipologia do imóvel
adquirido ou ofertado pode ser consi-
derada um componente diferencial. Os
produtos imobiliários ofertados podem
ser caracterizados pela diversidade e
pela capacidade de atender às diversas

necessidades e à capacidade de com-
prometimento de renda de uma família
que pretenda residir num imóvel locali-
zado numa favela.

Para efeito deste trabalho, a tipolo-
gia diz respeito ao número de cômodos,
ao material utilizado, à qualidade da
construção, ao tamanho do lote e à sua
forma de implantação, entre outros fa-
tores que também podem ser conside-
rados determinantes na formação do
preço. Os imóveis construídos com ma-
teriais precários, na parte de cima da laje
ou que ocupam uma pequena parte de
um lote, alcançam aparentemente pre-
ços menores que imóveis bem implan-
tados e acabados em lotes definidos (ver
Quadro 2).

9 Convém destacar que essa sistematização não considerou o tamanho dos lotes e a área
construída.

Tabela 1: Conservação do imóvel X tipo de acabamento 
(preços médios em reais)* 

 Alvenaria com 
acabamento 

Alvenaria sem 
acabamento 

Madeira Total geral 

Ótimo  26.625,00 — 26.625,00 

Bom 12.000,00 13.843,14 — 12.921,57 

Regular 13.500,00 12.660,71 3.416,67 8.248,51 

Ruim 25.000,00 8.166,67 — 16.583,34 

Péssimo 3.000,00 4.700,00 1.000,00 2.900,00 

* Sem considerar o tamanho dos lotes e a área construída. 

Fonte: Pesquisa Mercado Imobiliário Informal em Favelas da RMSP (2002-2005). 
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Quadro 2: Indicativo de preços X tipologias

Fonte: Fotos do autor (2000 e 2004).

Barraco de madeira – precário,
localizado em área de risco

iminente ou ambientalmente
frágil

R$ 1.000,00 a R$ 3.000,00

Barraco de madeira – bem
localizado com possibilidade de

reforma
R$ 3.000,00 a R$ 5.000,00

Casa de alvenaria
bem localizada com

possibilidade de
reforma

R$ 8.000,00 a
R$ 15.000,00

Casa ou sobrado –
bem localizado sem

necessidade de reforma
R$ 15.000,00 a
R$ 25.000,00

Sobrado – bem localizado com comércio
Mais de R$ 25.000,00

Apartamento – bem
localizado – locação

R$ 250,00
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AS CONDIÇÕES DE INFRA-ESTRUTURA

O acesso do assentamento à infra-estru-
tura básica agrega valor ao imóvel. Esse
acesso pode ser precário ou até irregu-
lar. A simples expectativa de melhoria
de uma área pode provocar a valoriza-
ção do imóvel. Valladares já observava
que a expectativa de melhoria ou de
mudança e, no caso do Rio de Janeiro
nos anos 1970, de ser atendido pelo pro-
grama de moradia do BNH aumentou
a demanda por barracos em favelas, o
que provocou “a ação de muitas pessoas
que, aproveitando-se da situação, cons-
truíram novos barracos em espaços ainda
vazios, chegando a incluir em seus pro-
jetos cômodos de aluguel” (Valladares,
1978, p. 52).

Atualmente, como constatam vários
autores, os indicadores de acesso à rede
de infra-estrutura urbana numa favela é
muito semelhante aos observados em
outros bairros da cidade. Nas visitas téc-
nicas e pesquisas realizadas nas favelas,
constatamos que todas as visitadas pos-
suíam acesso à rede de infra-estrutura,
mas que em algumas delas nem todos
os imóveis tinham acesso regular ou re-
gularizado ao serviço. Nessas favelas,
havia pelo menos duas categorias de
preços de imóveis: os que tinham acesso
regular ou regularizado e que teriam
agregado mais valor ao preço final co-
mercializado; e os que tinham acesso de
forma irregular e que não teriam incor-
porado essa benfeitoria ao preço final.
No entanto, seria necessário pesquisar
mais sobre o tema, pois aparentemente
os imóveis que têm acesso irregular aos
serviços poderiam ter um preço maior,

pois os seus proprietários não arcariam
com os custos desses serviços.

ACESSO AO TRABALHO

O fator deslocamento casa-trabalho-
casa interfere na escolha individual de
imóvel em favela. Aparentemente, exis-
te uma relação entre o local de trabalho
do chefe de família e a moradia atual;
de acordo com a pesquisa, cerca de 35%
dos chefes de família trabalham na pró-
pria favela ou em bairros do seu entorno,
não necessitando de transporte, pois rea-
lizam o percurso a pé ou de bicicleta;
59% usam transportes públicos, ônibus,
vans, trens e metrôs; destes, 15% utili-
zam mais de uma condução; e apenas
6% utilizam carro próprio ou motocicle-
ta para se deslocar.

De acordo com essas informações,
poderíamos afirmar que, além da pro-
ximidade do trabalho, a acessibilidade
a transportes públicos ou alternativos
poderia contribuir para a formação de
preço. Dentro dessa lógica, mesmo uma
favela localizada numa região mais pe-
riférica pode concorrer com uma mais
central, desde que possua uma boa rede
de acessibilidade.

A mobilidade residencial, tanto entre
favelas como intrafavela, pode ser um
componente importante na análise da
formação dos preços dos imóveis bem
como na estruturação dos espaços da fa-
vela e das relações que eles estabelecem
com o entorno e com a própria cidade.
Convém destacar que 48% dos compra-
dores já residiam em favelas antes de
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adquirir o atual imóvel, dos quais cerca
de 35% residiam na própria favela e os
13% restantes, em outras favelas da
RMSP. Quanto aos demais (52%), assim
se distribuíam: 5,5% residiam no pró-
prio bairro; 41%, em outros bairros da
cidade e 4,5%, em outras cidades.

Entre os moradores de aluguel,
66,5% residiam, anteriormente, em fa-
velas, dos quais 40% na própria favela
e 26,5% em outras favelas. De outros
bairros da cidade, provieram 26%, e de
outras cidades da RMSP, 16%; os 7,5%
restantes ou vieram do mesmo bairro ou
de outras cidades fora da metrópole.
Isso indica que a demanda por imóveis
em favelas é formada, preferencialmente,
por pessoas que já residiam ou residi-
ram em favelas.

A proximidade de parentes e ami-
gos, a oportunidade de emprego, a pro-
teção, a fuga da violência, são os fatores
mais citados por moradores das favelas
para a opção de permanência na locali-
dade, que formaria uma rede social de
proteção e solidariedade, garantia para
compradores, vendedores e locatários.

Redes sociais e estrutura de
poder

As redes sociais de proteção destacam-
se como um dos elementos constituin-
tes de uma estrutura de oportunidades

na favela, contribuindo para facilitar a
resolução de problemas. Nesse sentido,
as redes sociais e de solidariedade exer-
ceriam um papel de destaque na dinâ-
mica imobiliária informal na favela. Os
atributos dessa rede podem ser mensu-
rados por um valor coletivo de vizinhan-
ça, consolidando o que alguns teóricos,
como Putnam (1996), denominam de
capital social. 10

Para o autor, o capital social apóia-
se na associação de indivíduos em redes
ou outras formas de organização horizon-
tal, o que retrata a predisposição cívica
dos indivíduos e a existência de confiança
mútua e de reciprocidade, que dão su-
porte a essa construção.

O valor desse capital pode ser expres-
so pela apropriação coletiva dos recur-
sos gerados pela sociedade; no caso das
favelas, por meio de uma rede de ativi-
dades que funciona à margem do Estado
e garante alguns dos “direitos básicos”
dos moradores pertencentes a ela, tais
como: direito de permanecer na mora-
dia, algum tipo de segurança, possibili-
dade de trabalho, apoio e proteção. O
grau de relacionamento entre os mora-
dores, as oportunidades decorrentes das
redes sociais e a possibilidade de se inte-
grar podem contribuir para a escolha de
um imóvel numa determinada favela.

Nas favelas, o estabelecimento des-
sas redes está diretamente relacionado

10 O termo capital social foi popularizado ao longo da última década do século XX, a partir da
idéia de que o envolvimento e a participação “em grupos podem trazer conseqüências
positivas individuais e coletivas” a uma determinada comunidade. Nesse sentido, o capital
social pode ser visto como um bem social, resultante das conexões e acesso dos atores
sociais aos recursos existentes nas redes ou grupos dos quais fazem parte (Lin, 2001, p. 86).
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à estrutura do poder local. As diversas
relações que acontecem no seu interior e
as existentes entre as favelas e os agentes
externos são legitimadas por interlocu-
tores, também conhecidos como “lide-
ranças”.

Assim como acontece com o espaço
urbano formal, a favela pode ser apreen-
dida a partir da espacialização das rela-
ções sociais e do espaço público.

Para Santos Filho (2004), esse pro-
cesso ocorre através de

[...] relações associativas que estabe-
lecem, entre si, pessoas e grupos so-
ciais que se reúnem para perpetuar
essa inter-relação através dos seus
circuitos de atividades e dividir o pro-
duto social, que resulta dessa pro-
ximidade intrapessoal, bem como
refletir as relações de poder e de hie-
rarquia distribuídos na esfera social,
que vão dar forma ao espaço públi-
co, que é o local de troca e discus-
são coletivo.

A estrutura de poder numa favela
obedece a uma hierarquia organizada
com base nesses interlocutores. Quando
falamos de estrutura de poder numa fave-
la, a primeira impressão que nos ocorre
é a do poder do tráfico de drogas, repre-
sentante supremo daquilo que a mídia
chama de “crime organizado”.

Souza (2000, p. 56) destaca que essa
premissa encobre o fato de que a estru-
tura do tráfico de drogas não se limita

[...] aos varejistas baseados nas fa-
velas e em outros espaços residen-
ciais pobres; usuários revendedores
e traficantes trabalhando com a dis-
tribuição de varejo operam a partir
dos mais diferentes pontos da “cida-
de legal”, como restaurantes, boates,
instituições de ensino, apartamentos
de classe média.

Para o autor, no que tange aos trafi-
cantes baseados na favela, estamos nos
referindo, no máximo, a médios e não
grandes traficantes. Destaque-se que o
tráfico e ou as ações ligadas ao crime
organizado formam uma das bases da
estrutura de poder na favela. Porém,
apesar de sua presença marcante em
muitas favelas, pelo menos nas de São
Paulo ele não é o agente dominante.
Segundo o doutor Miguel Reis,

A droga não é um fator determinante
nas favelas de São Paulo, é em algu-
mas áreas. Tem algumas áreas, por
exemplo, na Zona Leste, onde eu
tenho mais contato, que são contro-
ladas efetivamente pelo tráfico de en-
torpecentes, pelo banditismo, pelas
quadrilhas organizadas. Mas não é
um problema da droga em si, essas
favelas sempre tiveram essa caracte-
rística. Em outras favelas se observa
que existe, de uns tempos para cá,
um aumento da criminalidade, mas
é uma coisa muito esparsa, não é
uma coisa organizada. 11

De acordo com dados da Secretaria
de Segurança Pública do Estado de São

11 Entrevista citada.
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Paulo sobre os municípios mais violentos
em 2004, a RMSP possui seis entre os
dez mais violentos do estado, embora
apenas um, Embu, o oitavo colocado
no ranking dos mais violentos, possua
população favelada de mais de 5% do
total. Esses números servem para des-
mistificar a relação entre os índices
de criminalidade e o crescimento das
favelas. O doutor Miguel destaca que,
nos lugares em que trabalha, a presença
do tráfico não é determinante, porque

os grupos organizados, tanto os das
comunidades de igrejas, religiosos,
como os da própria organização do
movimento, são muito fortes e são
formados por pessoas que têm uma
longa história de luta e construíram
uma relação com o poder público,
garantindo as condições para que o
poder público intervenha na favela. 12

O grau de intervenção e a presença
do Estado na favela limitam a atuação da
criminalidade. Quando o poder público
está ausente, os grupos ligados ao cha-
mado “crime organizado” tomam conta.
O doutor Miguel cita como exemplo:

O caso da favela do Elba é clássico,
porque o poder público nunca in-
vestiu lá, porque é uma área muito
íngreme, e a única ação seria remo-
ver as famílias; só que não se remove,
e o número de pessoas vai aumen-

tando e, com isso, conseqüentemen-
te, vai aumentando a criminalidade.
Sem urbanização, é mais difícil a
policia chegar, é mais difícil os ser-
viços públicos chegarem. Agora, se
você atravessar a rua e for à Teotônio
Villela, que é uma área plana e que
tem uma sociedade de amigos forte,
uma sociedade de base forte, a cri-
minalidade não é determinante na-
quele grupo de favelados. 13

No entanto, nas favelas mais organi-
zadas, as lideranças controlam o acesso
a elas, avalizando os novos pretendentes,
indicando as ofertas e até intermediando
as negociações entre compradores e ven-
dedores. Não se trata de especulação, mas,
como destaca dona Silvoniza, liderança
do Movimento de Defesa dos Favelados -
SP e moradora da favela Maria Cursi,

[é uma maneira de] a gente controlar
um pouco as pessoas que vêm para
aquela viela, para não vir qualquer
pessoa, às vezes é uma viela que só
mora família, então para vir uma pes-
soa que seja trabalhadora, a gente faz
um pouco este trabalho. Mas não
muito dentro desta questão da espe-
culação, que está mais relacionada ao
aspecto da organização, de ajudar um
ao outro. Porque na favela tem muito
isto. Às vezes a gente não está visando
muito o lucro, mas mais a questão da
solidariedade, da partilha. 14

12 Entrevista citada.
13 Entrevista citada.
14 Depoimento obtido na oficina realizada em fevereiro de 2005 com lideranças do Movi-

mento de Defesa dos Favelados de São Paulo, na sede da Associação dos Moradores da
Favela da Vila Prudente, para a pesquisa de Doutoramento sobre o mercado imobiliário
em favelas na RMSP.
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Apesar da diversidade de agentes e
das inter-relações possíveis entre eles, o
poder na favela se estrutura apoiado em
três eixos: o poder da força (coerção), o
poder político e o poder econômico.

Segurança de permanência

Mais do que a posse segura do imóvel
em determinada favela, a certeza de que
o morador nele permanecerá pode agre-
gar-lhe valor. Uma favela não precisa
estar regularizada mas, se estiver consoli-
dada numa área que não apresente risco
iminente aos seus moradores, tornará
mais fácil a comercialização de seus imó-
veis por valores mais altos que os prati-
cados numa ocupação recente onde não
exista a garantia de posse. Por exemplo,
os preços médios encontrados em fave-
las não urbanizadas e não regularizadas
em Guarulhos variam de R$ 3.700,00,
na São Rafael, a R$ 600,00, na recente
ocupação da área da Sabesp no bairro
periférico do Cabuçu, em processo de
reintegração de posse avançado.

A incerteza de permanência também
pode ser causada pelo ambiente compe-
titivo entre as lideranças comunitárias li-
gadas a lideranças políticas ou entre os
operadores do crime organizado. A dispu-
ta pelo poder muitas vezes constrange
alguns moradores, que se vêem obriga-
dos a se mudar e pôr à venda seu imóvel.
Em várias favelas, observamos alguns
imóveis de alvenaria que eram ofertados

por valores semelhantes aos de barracos
precários de madeira.

OS AGENTES

O processo de comercialização de terras
e de imóveis, tanto em favelas como em
loteamentos irregulares, está consolidado
e apresenta uma estrutura aparentemen-
te organizada, semelhante à encontrada
no mercado formal. De acordo com a
Dra. Marinês (advogada, consultora do
Departamento de Regularização Fundiá-
ria da prefeitura de Guarulhos), a produ-
ção e a comercialização de loteamentos
irregulares e de imóveis envolvem uma
rede de agentes, desde corretores autô-
nomos e pequenas imobiliárias a gran-
des empresas consagradas. Nas favelas,
o senhor José do Alicate (funcionário do
Departamento de Regularização Fundiá-
ria da prefeitura de Guarulhos) destaca
que os agentes que comercializam os
imóveis podem ser divididos em dois
grupos: “o próprio dono – proprietário
do imóvel –, que por algum motivo põe
seu imóvel à venda; e os especula-
dores”. 15  Para o senhor José e a Dra.
Marinês 16, os “especuladores” estão di-
vididos em três categorias: os ligados à
associação dos moradores, os ligados ao
tráfico – as firmas – ou crime organizado
e os autônomos. Na favela de Paraisó-
polis e nas favelas de Diadema, obser-
vamos a existência de um tipo muito
ligado ao poder econômico, que abran-
ge, entre outros, donos de depósito de

15 Na verdade, o que a Dra. Marinês e o senhor José denominam como “especuladores” são,
de fato, agentes intermediários das relações de compra e venda de imóveis nas favelas.

16 Entrevista realizada em 12 de janeiro de 2005 para a pesquisa de Doutoramento sobre o
mercado imobiliário em favelas na RMSP.
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materiais de construção, supermercados
e açougues.

Para a Dra. Marinês, quando a as-
sociação dos moradores se transforma
numa imobiliária, gera um problema,
pois “a associação deixa de cumprir seu
papel de intermediação entre as deman-
das por melhorias e o poder público, e
passa a se preocupar em especular com
as possibilidades de melhorias” 17. Outro
problema comum é a disputa pelo poder;
como exemplo, a Dra. Marinês cita o caso
da associação da favela Santa Edwidges
que se transformou numa imobiliária. A
disputa pelos recursos oriundos dessa
função de imobiliária assumida pela as-
sociação “acirra a disputa pelo controle
da entidade, criando instabilidade nas
relações entre o poder público e a favela
e entre os moradores da própria favela”.18

Podemos dizer que os agentes do
crime organizado operam em todas as
favelas; 19 no entanto, a sua participação
varia de acordo com as relações entre
as atividades que exercem e a comuni-
dade. Nas favelas onde o crime organi-
zado opera com mais intensidade, as
transações imobiliárias estão subordina-
das às determinações dos traficantes; são
eles que decidem quais os moradores
que devem permanecer na área, quais
os que devem se mudar e quais os que
podem vir a residir no núcleo. Via de
regra, os traficantes que atuam dessa

forma procuram assumir o poder políti-
co na favela expulsando as lideranças
comunitárias. De acordo com o senhor
José do Alicate, foi o que aconteceu na
ocupação de Anita Garibaldi, em Gua-
rulhos, organizada pelo Movimento dos
Sem Terra Urbanos: as lideranças do
movimento foram expulsas, e os trafican-
tes assumiram o controle. Na favela São
Rafael, também em Guarulhos, uma
guerra de traficantes resultou igualmente
na expulsão das principais lideranças.
Atualmente, o interlocutor entre as de-
mandas da favela e o poder público é o
senhor D., chefe de uma das firmas. 20

O poder econômico influencia so-
bremaneira as dinâmicas fundiária e
imobiliária na favela, principalmente
nas ocupações recentes. De acordo com
o secretário de Habitação de Diadema,
Josemundo Dario Queiroz, muitos co-
merciantes financiam a ocupação desde
que sejam reservados alguns terrenos
bem localizados para que instalem seus
negócios: depósitos de material de cons-
trução, depósitos de gás, supermerca-
dos, açougues, entre outros.

Os autônomos existem em quase
todas as favelas, são agenciadores, pe-
quenos corretores e incorporadores, e
imobiliárias estabelecidas na própria fa-
vela ou nos bairros próximos. Baltrusis
(2000), em seu trabalho sobre a dinâmica
imobiliária nas favelas de Paraisópolis e

17 Entrevista citada.
18 Entrevista citada.
19 Geralmente, os agentes e operadores do crime organizado (como os traficantes) podem

ser encontrados em todos os territórios da cidade, não só nas favelas.
20 “Abrir uma firma” em Guarulhos significa controlar vários pontos de distribuição de drogas,

que são denominados de “boca”, ou seja, o ponto onde se comercializa o produto.
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Nova Conquista, descreve a atuação dos
agentes e a estrutura do mercado imo-
biliário informal que existe nas favelas.

No estudo realizado por Baltrusis
(2005), foi possível identificar vários
agentes do mercado imobiliário infor-
mal, que se assemelham e até se confun-
dem com os do mercado formal.

Na favela de Paraisópolis, o autor
constatou a profissionalização dos agen-
tes:

[...] o mercado imobiliário informal,
em Paraisópolis, funciona como
uma extensão do mercado formal,
como um sub-mercado, porém, com
suas características próprias. O depoi-
mento de dona Helena expressa bem
essa imagem, para ela a sua imobi-
liária “funciona como uma imobiliá-
ria normal” com corretores, estrutura
de divulgação, administração de imó-
veis, além da compra e venda e lo-
cação de vários tipos de imóveis.
(Baltrusis, 2000, p. 137)

Já em Diadema, na favela Nova
Conquista, existe uma dupla função de
alguns agentes, por exemplo:

[...] o movimento de moradia, ao
ocupar um terreno, funciona como
uma espécie de loteador, que dispo-
nibiliza aquela área para moradia.
As intermediações feitas entre as li-
deranças, o proprietário (ou proprie-
tários) de um determinado terreno,
e os moradores, transformam, de um

lado, os líderes do movimento numa
espécie de agente empreendedor,
sem recursos quando assina o con-
trato de compra do total da área com
o proprietário. E, de outro, num
agente financeiro, quando a associa-
ção assina contratos de cessão de
posse, parcelados. (Ibid.)

OS AGENTES DO SUBMERCADO DE LOCAÇÃO

Os agentes que atuam no mercado de
locação podem ser classificados em pelo
menos dois grupos. O primeiro é forma-
do pelos moradores que ampliam sua
residência para receber um parente e/ou
para abrigar os filhos quando se casam.
Depois de algum tempo, a parte amplia-
da do imóvel fica vaga, e o proprietário
a disponibiliza para locação.

Como destaca dona Lia, da favela
de Vila Prudente:

Nas favelas, se você está morando
em quatro cômodos e às vezes vem
até uma outra pessoa de um outro
local, e até da família, o que acontece
é que você passa a morar em dois
cômodos e aluga aqueles outros
dois para quem chegou. Então, se
você mora na favela na parte de
baixo e bate uma laje e constrói uma
outra casa em cima, geralmente faz
uma entrada independente e aluga
em cima. A gente tem muito isto, dife-
rente da pessoa que comprou quatro
ou cinco barracos, mora na favela e
tem quatro barracos para alugar. 21

21 Depoimento em oficina citada.
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O senhor José Rolim, presidente da
Associação dos Moradores da Favela
Paraisópolis, não acredita que o proble-
ma da locação é tão grave quanto parece,
pois

virou uma renda. A pessoa está com
40 anos, já mora aqui há muito tem-
po, passou a não ter renda e olhou
para o fundo da casa dele, estava
sobrando e pensou: eu vou fazer
umas casinhas aqui pra não morrer
de fome. 22

Nesse caso, a locação seria uma com-
plementação da renda da família, uma
estratégia de sobrevivência.

Dona Silvoniza define bem esses
dois tipos de locação: a proveniente do
imóvel que foi fruto de uma reforma
para receber “um parente que chega em
São Paulo, aí bate uma laje e vai morar
em cima da casa do irmão” 23; e a pro-
veniente da construção, “aos pouqui-
nhos”, depois da derrubada do barraco
original, de uma nova residência de al-
venaria, com uma unidade em cima,
construída depois de terminada a laje.
Segundo dona Silvoniza,

quando a gente vai ver, ele tem dois,
três barracos na favela e mora na
mansão do outro lado da rua [...] a
gente não fala muito, mas sabe que
ele faz dinheiro aqui na favela onde
já morou. Agora vive aí, do outro

lado da rua, mas os barracos dentro
da favela, ele continua alugando. 24

O segundo grupo é composto pelos
que possuem vários imóveis para locar.
Eles compram casas e ou terrenos nas
favelas e empreendem vários imóveis, são
especuladores. Nessa categoria encon-
tramos dois tipos de empreendimentos:

a. tipo horizontal – cortiço de quintal.
O locador possui um lote grande ou
adquire vários lotes e constrói uma
viela com uma fileira de casinhas.

b. tipo vertical. O locador empreende
uma edificação com três ou quatro
andares (os condomínios).

Se, no primeiro caso, podemos iden-
tificar uma estratégia de sobrevivência,
no segundo, podemos aventar pelo
menos duas hipóteses. A primeira refere-
se a uma diversificação da atuação dos
grandes comerciantes da favela. O sobre-
lucro gerado pela atividade comercial é
investido na produção e na locação de
unidades habitacionais, atividade muito
semelhante à que ocorria na cidade de
São Paulo antes da Lei do Inquilinato.
A segunda, mais difícil de ser compro-
vada, refere-se aos empreendimentos
que seriam realizados com os recursos
oriundos das atividades ilícitas. Nessa
lógica, tais empreendimentos serviriam
para “lavar” o dinheiro obtido por essas
atividades ilícitas (ver Quadro 3).

22 Entrevista realizada em 12 de março de 2005 para a pesquisa de doutoramento sobre o
Mercado Imobiliário em Favelas na RMSP.

23 Entrevista citada.
24 Depoimento obtido em oficina com lideranças do Movimento de Defesa dos Favelados

(MDF).
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Considerando que as comercializa-
ções realizadas nas favelas fazem parte
de um mercado maior – o mercado imo-
biliário como um todo –, seria possível
estabelecer alguma relação entre a di-
nâmica imobiliária existente na favela e
a dos imóveis comercializados em seu
entorno?25  Seria possível afirmar que
uma favela situada num bairro de classe
média alta, como é o caso de Paraisó-
polis, apesar de não existir uma relação
concorrencial entre seus imóveis e os
comercializados no bairro, pode influen-
ciar na formação do preço em cada um
dos territórios? Grosso modo, acredita-
se que os apartamentos voltados para a
favela possuem preços médios menores

25 Este trabalho não pretende esclarecer a existência ou não desses nexos. No entanto,
acreditamos que estabelecer esses nexos seja uma tarefa fundamental para a compreensão
não apenas da dinâmica informal mas do próprio mercado.

que os voltados para a avenida. E, por
outro lado, a possibilidade do emprego
(ou do subemprego) dos moradores
daquela favela manteria aquecidos os
preços dos imóveis comercializados.

Em outros casos, acredita-se que as
favelas contribuiriam para o aumento da
taxa de desvalorização dos imóveis do
seu entorno. No caso da comercialização
de imóveis em favelas, é possível que
exista uma relação com imóveis localiza-
dos fora da favela, não necessariamente
com os do seu entorno. Via de regra, os
imóveis situados em algumas periferias
das cidades, em outros tipos de assen-
tamentos irregulares, ou localizados em

Quadro 3: Tipos de intermediários 

Intermediários Descrição 

Ligados à associação 
(poder político) 

A associação funciona como um “cartório” que controla e 
registra todas as transações imobiliárias; 
A associação funciona como uma imobiliária que não apenas 
controla e registra as transações mas intermedeia as relações de 
compra e venda. 

Ligados ao tráfico – às firmas 
(poder coercitivo) 

Os traficantes definem quem fica e quem sai do assentamento e 
cobram “pedágio”. Geralmente só interferem diretamente se 
ocorre alguma disputa pelo poder. Caso contrário, contribuem 
para manter a “ordem” na favela. 

Ligados aos comerciantes 
(poder econômico) 

Atuam como uma espécie de agente que financia o 
desenvolvimento imobiliário. Investem na expansão do parque 
residencial da favela, expandindo as fronteiras do assentamento 
e/ou verticalizando. 

Autônomos 

Em algumas favelas, são corretores que vivem de intermediar as 
relações de compra e venda; em outras, estabelecem 
verdadeiras imobiliárias ou possuem uma grande carteira de 
oferta e demanda. 
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regiões centrais degradadas possuem
alguns atributos, como as condições pre-
cárias ou não satisfatórias do imóvel e
do assentamento, a falta de linhas de fi-
nanciamento para essas transações, uma

demanda de baixa renda e o emprego
de baixo salário ou subemprego, que
são muito semelhantes aos encontrados
em imóveis situados em favela.

Considerações finais

Estas considerações foram realizadas a
partir da leitura simples dos dados cole-
tados e não esgotam de forma alguma
uma análise mais aprofundada sobre o
mercado imobiliário informal em fave-
las. Podemos afirmar que existe uma di-
nâmica do mercado imobiliário informal
nas favelas e que seu comportamento
em muito se assemelha à dinâmica exis-
tente no mercado formal. Nesse estudo,
não analisamos os agentes desse mer-
cado. Porém, existe uma estrutura de
comercialização em cada favela pesqui-
sada. Em algumas favelas, ocorre com
base nas relações pessoais de amizade
ou de parentesco. Em outras, é mais pro-
fissionalizada. Em Paraisópolis e São
Remo, por exemplo, encontramos uma
estrutura hierarquizada e muito bem es-
truturada.

De acordo com Baltrusis (2000,
p. 97)

[...] o mercado informal imobiliário
de moradias apresenta uma relação
maior com o mercado de moradias
da cidade, na medida em que pos-
sui agentes que se assemelham aos
agentes do mercado formal. [...] po-
demos dizer que o mercado imobi-
liário informal funciona como uma

extensão do mercado formal, um
submercado com suas características
próprias.

Como o sistema de preços obedece
a uma hierarquia, podemos dizer que,
no mercado informal de moradia em
favelas, existem submercados, com tipos
de imóveis diferenciados. Um tipo de
imóvel para cada tipo de cliente. Essa
taxinomia de preços é mais visível em
razão da divisão de suas microrregiões.

A expansão do mercado imobiliário
informal em favelas ocorre na medida
em que não existem políticas que pro-
movam um número de habitações sufi-
ciente para atender à demanda. Na
RMSP, essa expansão é acentuada pelo
crescimento da oferta em loteamentos
irregulares. A vantagem do mercado
imobiliário informal é possibilitar a oferta
de moradia aos segmentos mais excluí-
dos da sociedade. A desvantagem é tor-
nar essa moradia, desprovida muitas
vezes de condições mínimas de habita-
bilidade, a causa de grandes prejuízos
para a cidade.

Acreditamos que é necessária toda
a atenção a essa dinâmica imobiliária,
para que as considerações desta pesquisa
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possam contribuir, de alguma forma,
para a elaboração de políticas públicas
e de instrumentos capazes de dar conta
da diversidade territorial da cidade e di-
minuir, assim, a desigualdade socioter-
ritorial. O mercado imobiliário informal
em favelas e o de loteamentos irregula-
res progridem na medida em que o
poder público e os agentes do mercado
formal não são capazes de responder à
demanda por terra e moradia.

Nesse sentido, uma das ações para
conter o círculo da informalidade na ci-
dade seria criar mecanismos para am-
pliar a oferta de terras e de moradias,
produzindo um “mercado imobiliário
popular” capaz de atender à demanda
e, assim, evitar problemas futuros para
o desenvolvimento da cidade. Convém
assinalar que as experiências de regula-
rização fundiária garantem a posse da
terra, mas por si só não impedem, e creio

que nem devem impedir, o processo de
comercialização.

Assim, as Zonas Especiais de Inte-
resse Social (Zeis) podem ser vistas
como instrumentos de regularização,
mas também de reserva de parte do es-
toque de terras da cidade, para a pro-
dução de habitação de interesse social,
como ocorreu na cidade de Diadema.
Deve-se, no entanto, tomar o cuidado
de não criar enclaves de exclusão.

O mercado de imóveis usados pode
ser uma alternativa para uma população
de classe média baixa, que, sem ter fi-
nanciamentos para obter um imóvel for-
mal, pressiona a demanda por habitação
de interesse social. Assim, é imprescin-
dível desenhar uma política que lhe
permita o acesso a esses imóveis. Cerca
de 60% dos moradores em favelas pre-
feririam morar em outro local.
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Resumo

A comercialização de imóveis irregula-
res, particularmente em favelas e lotea-
mentos clandestinos, expressa uma das
faces mais cruéis da reprodução do es-
paço urbano. Na Região Metropolitana
de São Paulo (RMSP), esse tipo de tran-
sação surge como um segmento do
mercado de imóveis para baixa renda,
contribuindo sobremaneira para a estru-
turação da metrópole desigual, que con-
centra os pobres em espaços carentes de
infra-estrutura. Este trabalho pretende
analisar o segmento do mercado imobi-
liário para a população de baixa renda
na RMSP que produziu, comercializou
e adquiriu imóveis em favelas.

Palavras-chave: favela, mercado imo-
biliário informal, Região Metropolitana
de São Paulo.

Abstract

The marketing of irregular real estate in
slums and in unlicensed plots shows one
of the cruelest faces of reproduction in
urban space. At the Metropolitan Region
of São Paulo (MRSP), this type of trans-
action emerges as a segment of the low
income market of real state, highly con-
tributing to the structuring of an unequal
metropolis that concentrates the poor
people in spaces where infrastructure
lacks. This work aims to analyze the seg-
ment of real estate market toward low
income population at the MRSP that has
produced, sold and purchased real state
in slums.

Keywords: slum, informal real state
market, Metropolitan Region of São
Paulo.
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Metrópoles em crise: vida urbana
na América Latina contemporânea
e a problemática dos vínculos
sociais
Beatriz Silveira Castro Filgueiras

Introdução: o urbano na América Latina

Apresentaremos inicialmente uma pers-
pectiva de investigação da cidade inse-
rida no marco de discussão dos traços e
conteúdos da modernidade, bem como
o esboço de um quadro geral dos modos
como o fenômeno urbano tem sido en-
tendido no subcontinente.

Desde os grandes clássicos dos estu-
dos urbanos, o crescimento das grandes
cidades é apontado como o início do
que poderia ser considerado marcada-
mente moderno na história da civiliza-
ção ocidental (Simmel, 1979; Weber,
1979). A cidade é considerada, assim,
o lugar por excelência de realização da
modernidade: a sede da mais alta divi-
são econômica, social e territorial do tra-
balho, da racionalização e secularização
da vida, da diferenciação e complexifica-
ção social, mas também de um processo

de despersonalização que deriva, em
parte, da base econômica – e também
burocrática – da cidade.

A leitura aqui proposta baseia-se
apenas parcialmente nessa associação,
na qual os termos da equação parecem
servir tão-só para se reafirmarem mu-
tuamente. Busca-se, na verdade, outra
associação possível: parte-se do entendi-
mento do urbano como possibilidade de
interrogação do moderno e, vice-versa,
da investigação do moderno como chave
de problematização do urbano.

Nessa direção, propõe-se uma abor-
dagem do urbano no marco de uma
contextualização e discussão mais ampla
sobre a modernidade latino-americana
que vise à formulação e à compreensão
de problemáticas e desafios (urbanos)
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compartilhados na América Latina; de
trajetórias que, apesar de suas expres-
sões diversas, foram e são em grande
medida compartilhadas, sobretudo no
que tange à “modernidade” da região,
cuja definição, muitas vezes, tem como
marco inicial a descoberta/conquista do
subcontinente (Avila Molero, 2001). A
essa modernidade compartilhada asso-
ciam-se, conseqüentemente, um desen-
volvimento e uma problemática urbana
também semelhantes em seus movimen-
tos e trajetórias, em sua mitologia/ideolo-
gia “fundacional” de novas sociedades
que têm seu referente comum no Oci-
dente liberal, moderno e urbano. Por
outro lado, propõe-se também que essa
abordagem vise à compreensão e à
valorização das especificidades da mo-
dernidade e da urbanização latino-ame-
ricanas, rompendo com as leituras de
incompletude e fracasso, que continuam
a povoar o imaginário e os discursos
sobre a região.

Na América Latina, as cidades de-
sempenharam um papel decisivo na
“implantação” da pauta civilizatória da
modernidade na direção não só da acu-
mulação econômica mas também da
dominação normativa, política e cultu-
ral (Latouche, 1996). Romero (2004)
chegou a cunhar o termo “cidade ideoló-
gica” para definir esses núcleos urbanos
constituídos com o objetivo de domina-
ção de um território considerado, pelos
colonizadores, culturalmente vazio. Em
alguns casos, como o de Lima, tratou-se
de re-fundar núcleos urbanos já existen-
tes, sobretudo por meio da reorganização
do espaço e dos símbolos arquitetônicos
que expressavam o domínio e as rela-

ções de poder. De todo modo, as cida-
des, como centros de concentração de
poder, asseguraram a presença da cul-
tura européia, conduziram o processo
econômico e moldaram o perfil das re-
giões sobre as quais exerciam influência
(ibid.).

Se a fundação de cidades constituiu-
se em estratégia de dominação (cultu-
ral, econômica e política) desde os
primórdios da colonização ocidental na
América Latina, a urbanização como
“fenômeno” é essencialmente contem-
porânea, intensificada, sobretudo, a par-
tir da segunda metade do século XX –
auge do esforço industrializador e de-
senvolvimentista na maioria dos países
da região, tendo a cidade como o vetor
privilegiado dessas transformações. Se-
gundo Gorelik (2005, p. 117-118),

[a modernidade] converteu-se em
um complexo técnico de difusão da
civilização industrial como modelo
de desenvolvimento universal (a
modernização). É nesse momento
que a cidade pode aparecer como
máquina de tração de pautas mo-
dernas de vida em regiões que pres-
cindiam delas [...] e a América Latina
como região privilegiada para a
mudança, campo de provas na me-
dida da hipótese modernizadora:
porque, diferente de outras regiões
do Terceiro Mundo, se tratava de um
continente incorporado ab initio à
modernidade ocidental, e porque
nessa concepção originária a cidade
[...] cumpre o papel de ponta de lança
em um território hostil.
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No contexto latino-americano, o
processo de urbanização caracterizou-se
pela natureza cumulativa na localização
dos investimentos modernizadores, con-
duzindo a região, em apenas poucas
décadas, ao fenômeno da macrocefalia;
isto é, à elevada (e crescente) concen-
tração das atividades econômicas e po-
líticas mais dinâmicas em alguns poucos
pontos do território (Santos, 2005). A ex-
plosão demográfica e territorial das gran-
des cidades latino-americanas deveu-se,
em função dessa concentração, a um
intenso fluxo migratório de populações
vindas do campo ou de outros municí-
pios menores, em busca de sonhadas
melhores condições de vida mediante
sua incorporação à esfera da economia
moderna.

[...] o crescimento desmedido da
população urbana criou um círculo
vicioso: quanto mais a cidade cres-
cia, mais expectativas criava e, em
conseqüência, atraía mais gente,
porque parecia poder absorvê-la
(Romero, 2004, p. 361).

Assim, em apenas três décadas, Lima
passou de 600 mil habitantes, em 1940,
para 2,9 milhões, em 1970; no mesmo
período, Bogotá, de 360 mil para 2,54
milhões; Caracas, de 250 mil para 2,188
milhões; e o Rio de Janeiro – que nesse
período deixa de ser a capital do Brasil –
dá um salto populacional de 1,8 milhão
de habitantes para 6,7 milhões (ibid.).
Essa lista incluiria, se não todas, a maio-
ria das principais cidades da região.

Transformações que são acompa-
nhadas por processos de segregação e

estigmatização da crescente população
migrante, na tentativa de delimitar os
contornos de uma cultura urbana “origi-
nal”, pura, a ser contrastada com o para-
sitismo decadente da presença migrante
na cidade. Essas populações se vêem
responsabilizadas, então, pela precari-
zação da vida urbana, pela deterioração
ambiental, pelo aumento da insegurança
e do medo, sendo assim associadas à
marginalidade e à informalidade pela ci-
dade “formal”, em sua busca por distin-
ção e distância desta nova cidade: cidade
“popular” e “plebéia” (Grompone,
1999), forjada, como lhe foi possível, pela
população recém-chegada a uma reali-
dade urbana que logo se evidenciou in-
capaz de absorvê-la e integrá-la a suas
estruturas econômicas, sociais e políticas.

Diante desse crescimento ao mesmo
tempo pujante e desmedido, sem prece-
dente na história da civilização ociden-
tal, emerge uma profunda ambigüidade
no entendimento e no tratamento da
realidade urbana latino-americana. Ex-
pressões como “transbordamento po-
pular” (Matos Mar, 2004), “enxurrada
zoológica”, “cidade monstruosa”, “cida-
de de massas” aparecem como traduções
do sentimento de caos e desordem e
convivem com exaltações ao desenvol-
vimento urbano da região, expressão ao
mesmo tempo de progresso e moderni-
dade (Prevôt Schapira, 2001).

No interior do marco teórico e cul-
tural, definido pelas coordenadas
nem sempre concordantes do desen-
volvimentismo, do funcional-estru-
turalismo, da planificação regional e
da economia espacial, as cidades da
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região eram percebidas com uma
ambigüidade que oscilava entre a
esperança e a desconfiança: como
acessos preferenciais de uma corrente
de idéias e estilos de vida que liber-
taria a América Latina das amarras
do tradicionalismo e do subdesen-
volvimento, incorporando grandes
massas de população rural às novas
pautas econômicas, sociais e políticas
da vida moderna, mas, ao mesmo
tempo, como parasitas monstruosos,
que sugavam toda a seiva vital do
interior de nossos países. (Gorelik,
2005, p. 121)

Apenas na década de 1980 é que
esse processo acelerado de crescimento
se modifica, com os processos de demo-
cratização e liberalização econômica
que trazem mudanças significativas nas
relações entre cidade e projeto nacional,
Estado e planejamento urbano (Prevôt
Schapira, 2001). Momento também no
qual se assiste ao aumento exponencial
do desemprego e da pobreza urbana,
da informalidade e da violência; agora
não mais política, mas social (Grompone,
1999). A expressão “crise urbana” se ge-
neraliza e emerge, então, como o con-
teúdo fundamental dos discursos sobre
as metrópoles da região.

Assim, a década de 1980 marca o
começo de um novo ciclo do pensa-
mento social sobre a cidade na América
Latina, perdendo força a dimensão re-
gional, que não mais constitui o centro
da reflexão urbana (Gorelik, 2005).
Nesse momento, a “cidade latino-ameri-
cana” deixa de “expressar uma realidade

teoricamente produtiva, e desde então
sua figura encontra-se atravessada por
uma ambivalência paralisante entre dois
pólos opostos” (ibid., p. 114): de um
lado, encontram-se referências gerais às
grandes metrópoles e a seus problemas
prementes (pobreza, marginalidade,
desequilíbrios regionais, fragmentação
e violência); de outro, proliferam estu-
dos particularizados que, com bastante
freqüência, argumentam e pretendem
demonstrar a esterilidade de esforços
comparativos e generalizações. Tendên-
cias que vão se consolidar na década
de 1990 e que, grosso modo, ainda ca-
racterizam o pensamento urbano latino-
americano na contemporaneidade.

No que se refere à discussão mais
geral sobre a problemática urbana em
escala regional, a ambigüidade dá então
lugar ao consenso, a uma apresentação
do urbano como um “complexo de pro-
blemas, e não como questão” (Ribeiro,
2000, p. 240), a partir de um punhado
de palavras-chave que servirão para in-
formar o que são e o que enfrentam essas
metrópoles, da Cidade do México a Bue-
nos Aires. Nos estudos particularizados,
a investigação de casos empíricos espe-
cíficos serve, no mais das vezes, para
comprovar e reafirmar esse diagnóstico
de crise ou, então, ao aventurar sua críti-
ca, tende a uma idealização do local, do
autóctone e/ou do comunitário – o que
também não deixa de ser um modo de
negação da vida urbana em seus traços
constitutivos mais marcantes, especial-
mente na modernidade contemporânea.

O exercício que se propõe aqui visa
enfrentar esse fechamento do pensa-
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mento crítico, buscando ferramentas que
possibilitem uma reaproximação e uma
problematização do urbano na América
Latina que mantenham e explorem suas
contradições e ambigüidades, revelando-
o como lugar de desejos, anseios, êxitos
e fracassos, negociações e embates que
ocorrem permanentemente (Lefèbvre,
1999; Ribeiro, 2000), cujo sentido não
está dado de antemão. Valoriza-se, nesse
esforço, a vitalidade das práticas urbanas,
em sua potencialidade de apropriar-se
socialmente das condições herdadas (Ri-
beiro, 2000), disputando e construindo,
“no hoje”, futuros possíveis. Nessa dire-
ção, Lefèbvre ressalta o alcance da crítica
da vida cotidiana como procedimento
que comporta a crítica dos objetos e su-
jeitos, dos diferentes setores e domínios,
em sua dinâmica e tensão concretas. Ao
mostrar como as pessoas vivem e ao
confrontar o real e o possível – “(que

também é ‘realidade’)” (Lefèbvre, 1999,
p. 129) –, a crítica da vida cotidiana ins-
tala um ato de acusação, indicando a
emergência e a urgência de uma prática
social nova, sem contudo exigir um obje-
to, um sujeito, um sistema ou um domínio
fixos. “O cotidiano, as representações
têm o papel de alavancas metodológicas
que permitem se interessar mais pelo
instituinte que pelo instituído” (Dosse,
2003, p. 435, grifo meu).

Mas, antes de entrar nessas questões,
cabe discutir e apresentar sucintamente
os contornos gerais desse quadro de
“crise urbana” nas metrópoles latino-
americanas. Desde a perspectiva da tes-
situra de relações sociais e dos sentidos
da vida urbana contemporânea, que
processos, transformações, causalidades
e implicações estão contidos nesse diag-
nóstico de crise?

Crise metropolitana e vida urbana: as metrópoles
latino-americanas no início do século XXI
Cidade dual, partida, cidade de muros
e medos. Cidade-espetáculo, cidade-
mercadoria. Cidade fragmentada, hostil,
inapreensível. Anticidade. Vários são os
termos e os conceitos que buscam apreen-
der a cidade no contexto contemporâ-
neo. No que tange aos aspectos sociais,
os estudos urbanos recentes trazem con-
sigo um diagnóstico determinista e fata-
lista da cidade, em que se poderia ler,
nas entrelinhas, o anúncio do fim da vida
social urbana, ou do início de uma nova
era na qual a cidade não mais é o lugar
do encontro e do diverso, mas lugar de
passagem, de fluxo e de velocidade, de

conexão entre fragmentos internamente
homogêneos, controlados e excludentes.
Nesse contexto, o aumento das desigual-
dades, a fragmentação, a segregação e
polarização social, a homogeneização
do convívio, a mercadorização da cul-
tura e da cidadania, a privatização, a
assepsia e o controle dos lugares, bem
como a sua banalização e cenarização,
são as palavras-chave para a compreen-
são e a caracterização dessa nova reali-
dade socioespacial.

Ribeiro (2004) resume e descreve os
circuitos e subcircuitos que desapropriam
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o ambiente construído, promovendo a
irracionalidade cotidiana: (1) a forma dis-
persa da cidade – que prioriza as estradas,
o transporte e a velocidade –, dissolven-
do modos de vida, a heterogeneidade da
convivência e a cooperação urbana; (2) os
processos de colonização do urbano, por
meio de intervenções fragilizadoras dos
usos tradicionais dos espaços e promo-
toras de grandes redes de serviços e de
novos padrões de lazer; (3) a urbaniza-
ção de “encastelamento”, caracterizada
pela privatização dos espaços, fechados
por mecanismos de segurança, previsão,
controle e seletividade; e (4) a turistifi-
cação do território, processo que implica
a desapropriação cultural e a alienação
consumista, ou seja, a venda da cultura,
conduzindo à cenarização e banalização
dos lugares e à perda dos referenciais
urbanos.

Por outro lado, tais processos e trans-
formações traduzem-se em mudanças
no plano do lugar, no espaço-tempo
cotidiano. Isto é, transformações na for-
ma das cidades impõem transformações
nos tempos da vida e nos modos de
apropriação dos espaços pela mudança
nos seus usos (Carlos, 2004). A explosiva
urbanização latino-americana, calcada
numa pauta civilizatória e num modelo
de desenvolvimento transnacionais,
implicou numa ruptura com a base cul-
tural camponesa e na destruição dos vín-
culos antigos com o espaço, ou seja, no
desenraizamento e na perda da identi-
dade cultural (Latouche, 1996). A inten-
sidade e a velocidade da urbanização,
a fluidez de um território urbano cada
vez mais extenso e difuso, como também
a precariedade da infra-estrutura urbana

disponível para a maioria absoluta da
população, evidenciariam a fragilidade
dos novos vínculos com o lugar.

A metrópole, que se transforma em
vertiginoso e contínuo jogo de im-
pressões brevíssimas, aponta a cons-
trução de um mundo sem espessura,
sem memória, pois a fluidez elimina
a sensação do que dura e persiste,
destruindo a identidade habitante-
lugar (Carlos, 2004, p. 341).

Trata-se do desencontro entre o tempo
da vida – “tempo e espaço que medem
e determinam as relações sociais” (ibid.,
p. 328) – e o tempo de transformação
da cidade, que, no mundo moderno,
produz formas fluidas e cambiantes, im-
plicando no esvaziamento dos espaços
apropriados e na imposição de novos
usos, e limitando as possibilidades de
apropriação criativa do espaço urbano
e dos recursos herdados. Essa contradi-
ção, inerente às formas de produção do
espaço urbano na modernidade, produ-
ziria, do ponto de vista do habitante, o
estranhamento da cidade, o “não-reco-
nhecimento do habitante com os lugares
da vida e com o outro” (ibid., p. 330).

Em verdade, esse estranhamento
relaciona-se com três processos distin-
tos, porém intrinsecamente articulados.
Primeiramente, como apontado, é con-
seqüência da concentração demográfi-
ca e da explosão territorial das grandes
cidades, que debilitam a conexão entre
suas partes e inviabilizam a construção
de um sentido de totalidade para a ex-
periência desse território; “totalidade”
esta que só se reconstituiria através dos
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meios de comunicação de massa, que
se apresentariam, então, como os prin-
cipais agentes construtores do sentido
urbano na contemporaneidade (García
Canclini, 2002). 1  Essa “totalidade” a
que se refere aqui, antes de sugerir a
construção ou a afirmação de um sentido
único da cidade e seu território, alude à
possibilidade de reconhecimento, pelo
habitante, da meada de relações e lugares
que o circundam e que, de modo relacio-
nal, lhe permitiriam conceber um sentido
próprio para sua vivência do urbano.

Num segundo momento, esse estra-
nhamento se relaciona com as novas
formas de (re)produção do espaço ur-
bano, com as mudanças nos usos e na
própria natureza do território (Santos,
2005), com a aceleração do tempo e a
efemeridade das relações sociais. Diante
da transitoriedade das formas e conteú-
dos dos lugares, do tempo efêmero e do
espaço amnésico (Carlos, 2004), vê-se
a descaracterização das referências ur-
banas e de sua memória social, e trans-
formam-se, assim, as relações entre os
habitantes e entre eles e a cidade, impli-
cando, conseqüentemente, novas media-
ções entre habitante e lugar.

Por fim, o estranhamento e a perda
de sentido da urbe aparecem, em parte,
como conseqüência da associação (teo-
rizada, mas também “vivida”) entre hete-
rogeneidade e conflito social e dos modos
como essa associação se reflete no es-
paço e na dinâmica urbana; mas tam-
bém se devem à seletividade espacial

dos processos que incidem sobre a cida-
de contemporaneamente, constituindo
os “bolsões da modernidade atual” em
contraste com a maior parte do território
urbano, bem como ao funcionamento
cada vez mais independente desses “bol-
sões modernos”, dos enclaves que são
hoje a base de práticas sociais homogê-
neas e excludentes e que se restringem,
cada vez mais, a determinados segmen-
tos da sociedade (Santos, 1994).

As grandes metrópoles latino-ameri-
canas são hoje realidades urbanas cujos
conteúdos fundamentais são informa-
dos pela percepção de crise, vulnerabi-
lidade e insegurança generalizadas, pelo
medo, pela intensificação da violência,
pela carência e pela precariedade, que
são fenômenos não só socioeconômicos
ou infra-estruturais mas que também alu-
dem à impossibilidade de criação de
vínculos e relações sociais que transcen-
dam ou que busquem transformar esses
conteúdos e percepções. “Esvaídas as
relações diretas entre as pessoas, pela
precariedade ou pela distância, ali onde
poderia haver um campo de negocia-
ção e conflito existe contudo um espaço
de mal-estar social” (Grompone, 1999,
p. 13-14). Metrópoles que temem sua
juventude, especialmente em seus seg-
mentos marginalizados – que constituem,
no entanto, a grande maioria –, buscando
modos cada vez mais rígidos de controle
desses jovens e perdendo a capacidade
de integração, de negociação, de inter-
locução, bem como do entendimento
mútuo (Grompone, 1998; Lessa, 2001).

1 “Mesmo onde não foram destruídos [...] os lugares que mantinham viva a memória e
permitiam o encontro das pessoas, sua força diminui frente à remodelação dos imaginários
operada pelos meios de comunicação” (García Canclini, 2002, p. 42).
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O crescimento e as mutações em sua
manifestação – do “delito como exce-
ção” ao “delito como cotidianidade” –
transformaram a violência, nas últimas
décadas, em um dos fenômenos mais
significativos da cidade contemporânea
e na primeira causa de morte nas me-
trópoles latino-americanas, alçando o
subcontinente a uma das regiões mais
violentas do mundo (Del Olmo, 2000).
Na interpretação dominante dos estu-
dos sobre criminalidade, entende-se
esse crescimento da violência como evi-
dência de um “padrão de racionalidade
empresarial”, no qual a desigualdade
socioeconômica associada a um contexto
de aumento da riqueza e do consumo
revelariam as condições estruturais que
subjazem e determinam a crescente onda
de delitos de todo tipo (Portes e Roberts,
2005). Nessa “economia da ilegalida-
de” ou “empreendedorismo forçado”
(Valladares et al., 2005), o mercado in-
formal (aí incluídos os transportes clan-
destinos e a pirataria), o tráfico de drogas
e armas, os roubos e furtos bem como
outras modalidades de crime contra a
propriedade aparecem como os modos
de acesso (racional) à renda disponíveis
à população marginalizada da esfera do
trabalho e da economia formal.

Por outro lado, o crescimento da cri-
minalidade relaciona-se diretamente ao
aumento (também exponencial) do
medo e da insegurança, ressaltando-se
o papel dos meios de comunicação de
massa na produção de um “pânico ge-
neralizado” entre a população urbana
(Del Olmo, 2000). Combinam-se, desse
modo, as dimensões objetiva e subjetiva
da violência, passando-se da “violência

vivida” à “violência presumida” (Grom-
pone, 1999), onipresente, e que ameaça
indistintamente os habitantes da cidade,
embora especialmente associada aos
territórios populares e a seus morado-
res – os jovens, em particular. Justificam-
se, assim, a proeminência dos debates
e reclames sobre segurança nos discur-
sos sobre a cidade, o reforço da institui-
ção policial e o recrudescimento das
modalidades punitivas, a proliferação
de serviços de segurança privada e as
estratégias de isolamento, sobretudo das
classes mais altas, que introduzem mu-
danças no padrão arquitetônico das ci-
dades e modificam a natureza e a
dinâmica de seus espaços públicos (Cal-
deira, 2000).

[...] a semântica do medo impõe sua
conjugação, seu ritmo, suas formas
e suas urgências que obedecem tanto
a parâmetros político-administrati-
vos e sócio-econômicos como a di-
nâmicas comunicativas e morais. [...]
Um sem-fim de fatos presenciados
ou conhecidos diretamente, mas
também pesquisas, relatos, rumores,
resenhas midiáticas, ofertas eleito-
rais, imagens, conselhos familiares,
etc., alimentam a multiplicidade de
índices semânticos, cognitivos e
pragmáticos mediante os quais a vio-
lência urbana e a insegurança pes-
soal se instituem (García e Villá,
2001, p. 71, grifo no original).

Na tentativa de romper com a inter-
pretação dominante e determinista da
violência urbana – como conseqüência
estrutural de condições econômicas e
ecológicas (identificadas aos espaços
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populares), associada à “paranóia” de-
corrente da disseminação do medo pelos
meios de comunicação –, Luiz Antonio
Machado da Silva (1996; 2004) desen-
volve a noção de “sociabilidade violenta”
como uma ordem instituída (e institucio-
nalizada) que considera legítimas e ao
mesmo tempo naturais as práticas vio-
lentas e criminosas em seu sentido am-
plo: “[...] na ordem da violência urbana
as práticas se articulam através de de-
monstrações factuais de força e não por
intermédio de referências de valor com-
partilhadas” (Silva, 2004, p. 77). Trata-
se, em um contexto de exacerbação do
individualismo, da transformação da força
em mecanismo regulador das relações
sociais, organizador de um complexo or-
gânico de práticas e rotinas cotidianas
que transformam a violência em “forma
de vida”. 2

Nesse marco de instabilidade, de
uma dinâmica social que oscila entre a
sociabilidade violenta e a “sociabilidade
vigilante” (García e Villá, 2001), se debi-
litam os sentimentos de solidariedade,
seja como causa ou efeito, nas mais di-
versas “formas da crescente vulnerabi-
lidade do vínculo civil: inibir-se, evitar,
provocar, proibir, manipular, ameaçar,
ofender, agredir, violar, destruir ou ani-
quilar” (ibid., p. 72, grifo no original). E
reinsere-se, assim, a violência urbana
numa chave de entendimento muito
mais ampla, que não se restringe ape-
nas aos atos delitivos ou criminosos e
seu combate, mas que se torna referente
do modo próprio de construção das re-

lações sociais na metrópole contempo-
rânea.

Nessa direção, a busca de soluções
no reforço das instituições punitivas se
revelaria uma estratégia vazia no enfre-
tamento dessas questões:

[...] talvez seja possível começar pela
idéia de que, qualquer que venha a
ser o caminho, ele terá que se orien-
tar para medidas capilares, no plano
das práticas cotidianas, que estimu-
lem o reconhecimento mútuo, de
modo a reconstituir a alteridade can-
celada pela forma de vida represen-
tada pela violência urbana. (Silva,
2004, p. 79)

Assim, a tessitura de relações e víncu-
los sociais, comprometidos com a preser-
vação, a continuidade e a manutenção
da existência social, apresenta-se como
projeto e como condição da organiza-
ção do tecido social em sua potência
transformadora (Ribeiro, 2005b). Ilumi-
nar essa tessitura, sobretudo em face do
contexto de complexificação e fragmen-
tação do tecido social, permite conferir
“uma pertinência política à questão do
sujeito” (Certeau, 1994, p. 52, grifo no
original), valorizando as relações e as
práticas cotidianas como dimensões cru-
ciais da dinâmica social, em sua capaci-
dade de marcar e re-significar processos
históricos e de construir sentidos outros
para a experiência urbana. Apresenta-
se, assim, como desafio a investigação
dos padrões cognitivos, normativos e ex-

2 Noção e interpretação que ainda crescem em sentido e historicidade considerando-se a
violência como parte “inerente” à trajetória da América Latina, sua história, sua estrutura,
suas raízes sociais e culturais (Del Olmo, 2000; Valladares et al., 2005).
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pressivos da vida social, da “dimensão
hermenêutica dos sistemas sociais”, de
modo a compreender a dominação e os

bloqueios à liberdade, mas também, e
sobretudo, a busca por sua reafirmação
e expansão (Domingues, 2002).

Os vínculos sociais e a construção de lugares: pela
reabertura do pensamento crítico

Em face desse desafio, propõe-se aqui
uma abordagem dos vínculos sociais
inserida na problemática do espaço (Le-
fèbvre, 1999), isto é, a partir dos modos
como os habitantes se apropriam do
espaço citadino, dão-lhe conteúdo e
sentido: como e que vínculos constroem
pragmática e subjetivamente lugares na
cidade, como os habitantes se relacio-
nam com e nesses espaços. No entanto,
apesar desse ponto de partida particular
e particularizante, que facilmente leva-
ria apenas a destacar trajetórias e con-
junturas singulares, inclusive no interior
de uma mesma cidade, busca-se uma
perspectiva que valorize e explore a
polissemia do lugar e suas múltiplas co-
nexões de sentido, como possibilidade de
tangenciar, empírica e analiticamente,
em sua concretude dinâmica, a comple-
xidade das relações entre as ações/prá-
ticas individuais, a tessitura de vínculos
sociais (que supõe necessariamente in-
teração e intersubjetividade), as estrutu-
ras – espaciais, sociais, econômicas e
políticas – e a possibilidade de mudança
social – como experiência e como projeto.

Não coadunamos, portanto, com a
percepção de que a investigação dos lu-
gares impõe ao analista o confinamento
do pensamento numa singularidade
monológica, isto é, que só permite dia-

logar com ela mesma. Ao apostar na
importância do resgate das trajetórias e
tramas particulares dos lugares, ressalta-
mos que suas potencialidades analíticas
e políticas não residem na valorização
de sua singularidade absoluta: o lugar,
exatamente por sua trama complexa de
tempos, técnicas, usos, relações, sentidos
e projetos, revela de maneira especial a
articulação e a imbricação (incessantes
e permanentes) de ordens, escalas e fe-
nômenos diversos, em seus movimen-
tos, processos e realizações sensíveis.

Trata-se, assim, de revisitar o lugar no
mundo atual e encontrar seus (novos)
significados, a partir de uma nova com-
preensão do território, não mais no sen-
tido de suas condições materiais ou de
suas formas, mas no da expressão da vida
de relações que constroem socialmente
os lugares (Ribeiro, 2005a). Exercício que
implica o reconhecimento (i) da multi-
plicidade de formas de apropriação do
território, em articulação tensa e perma-
nente conflito; (ii) do universo de rela-
ções que emerge dos conflitos entre usos
distintos do território; e (iii) das lutas
entre representações, símbolos, valores
e interpretações sobre o mundo social
(ibid.). Trata-se, portanto, da problema-
tização da análise e do olhar, de modo
a compreender como a multiplicidade



    183Beatriz Silveira Castro Filgueiras

de práticas e apropriações possíveis
amplifica e publiciza a potencialidade
política do lugar, tornando-o palco pri-
vilegiado do reconhecimento das con-
tradições e fissuras que caracterizam a
contemporaneidade.

Num contexto marcado por maior
abertura às mudanças e pela articulação
entre contingência e incerteza, a amplia-
ção e a intensificação dos processos de
intercâmbio simbólico aparecem como
traço fundamental da vida social, inde-
pendentemente da escala geográfica,
seja local, nacional ou global (Domin-
gues, 2002). Nessa nova realidade es-
paço-temporal, identidades e relações
sociais perdem sua conexão com proces-
sos de longo prazo e com ritmos lentos
de mudança, tornando-se abertas, refle-
xiva e permanentemente reconstruídas,
tanto individual quanto coletivamente.
Em função dessas transformações, ve-
mos, na modernidade contemporânea,
o aprofundamento da complexificação
social, cujo pluralismo demanda novas
formas de coordenação social e solida-
riedade (ibid.).

Aqui, o conceito de subjetividade
coletiva (id., 1999; 2002) pode contri-
buir para a compreensão de práticas e
relações que, de modo descentrado –
ou seja, sem movimento intencional e
consciente, mas relativas a movimenta-
ções difusas e espontâneas–, tecem os
vínculos por meio dos quais se gestam
memórias e identidades coletivas. Subje-
tividades coletivas constituem-se, assim,
em lugares de solidariedade (id., 2008)
que, diante da instabilidade da sociedade
moderna, permitem a criação de alterna-

tivas – mesmo que frágeis e tentativas,
apoiadas apenas na ação espontânea
(Ribeiro, 2005b) – que atestam a “per-
sistência de razões do mundo irredutí-
veis à metafísica ocidental” (Latouche,
1996) e que, embora dialoguem, têm
de libertar-se dela.

Interação e dialética são a chave, por-
tanto, para a compreensão de que a con-
tradição entre passividade e atividade,
entre dominação e apropriação, nunca
é totalmente resolvida a favor das pri-
meiras (Domingues, 1999). Embora,
quanto maiores as pressões, vigilâncias
e disciplinas, menor a possibilidade de
apropriação criativa, as práticas e rela-
ções socioespaciais alcançam ou detêm
relativa liberdade/autonomia daquelas
determinações, podendo re-significá-las,
contrapor-se a elas e estabelecer seus li-
mites (Lefèbvre, 1984). Desse modo, pos-
tula-se que o conteúdo hermenêutico da
vida social, orientado para a identidade,
mas também os padrões cognitivos e
normativos – que atualizam e inscrevem
a memória social na dinâmica do lugar –
cumprem grande papel em “reencaixes
concretos” (Domingues, 2002), possibi-
litando o pertencimento, o reconheci-
mento e a solidariedade.

E é assim que, diante do atordoa-
mento resultante da intensidade e das
particularidades daqueles processos que
incidem sobre a vida urbana na contem-
poraneidade, da perda de sentido e do
estranhamento, o lugar, como “quadro
de uma referência pragmática do mun-
do” (Santos, 2002, p. 322), adquire valor
simbólico para os habitantes, expressando
a luta pela existência, pela apropriação
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dos espaços e pela construção de signi-
ficados na cidade. Segundo Grompone
(1999, p. 85-86),

[...] outras pessoas com diferentes
valores e critérios de sociabilidade
se encontram empenhadas na ten-
tativa mesma de estabelecer uma
idéia do local, expostas em verdade
a fracassos e incertezas, mas obsti-
nadas a buscar sua própria paisa-
gem. Estas paisagens que coexistem
entre o diálogo e o contraste.

Continuamente reconstruído por meio
das práticas sociais e cotidianas (Certeau,
1994), o espaço é entendido, então,
como produto da ação social, expressão
da correlação de forças sociais e econô-
micas, e campo de disputa política (Le-
fèbvre, 1995). Desse modo, o espaço é
entrecortado por diferentes modos de
apropriação simbólica, pela assimetria
de usos e por diferentes possibilidades
de construção dos lugares, que permitem
o surgimento de mecanismos de intera-
ção mediados pela diferença (Leite,
2004). Não se trata, no entanto, de práti-
cas que necessariamente constroem sis-
temas ou estruturas alternativas de poder,
nem que ignoram as normas e valores
sociais vigentes, mas de práticas que
ocorrem por meio da apropriação crítica
e seletiva dessas normas e estruturas.
Nesse sentido, podem referir-se não à
competição entre projetos (sociais e po-
líticos) distintos mas ao resultado de in-
terações sociais, no espaço vivido, que
constroem significados e objetivos pró-
prios e diversos (Salcedo, 2002).

Por outro lado, reconhece-se que as
estruturas e conteúdos do espaço não
podem ser explicados exclusivamente
em função da ação/agência humana.
Essas estruturas serão resultado de tra-
jetórias que devem ser entendidas em
função da atividade de “agentes” ou
“atores” sociais (coletivos, no mais das
vezes) que, por impulsos sucessivos, pro-
jetam e modelam extensões do espaço
de modo relativamente descontínuo
(Lefèbvre, 1999). As qualidades e pro-
priedades do espaço (estruturais ou
não) resultarão dessas interações, “[...]
de suas estratégias, seus êxitos e derro-
tas” (ibid., p. 119).

O lugar, segundo Milton Santos, “ter-
ritório usado”, 3 deve ser entendido como
um diálogo entre passado e presente e um
intermédio entre o mundo e o indivíduo.
Uma “realidade tensa, um dinamismo
que está se recriando a cada momento,
uma relação permanentemente instá-
vel” (Santos, 2002, p. 314), a partir da
qual os indivíduos interagem no mundo
e o re-significam, tecendo relações e
construindo a vida em sociedade.

O lugar sempre representa um pro-
duto humano; sempre envolve uma
apropriação e transformação do es-
paço e da natureza que é insepará-
vel da reprodução e transformação
da sociedade no tempo e no espaço.
Como tal, o lugar é caracterizado
pelo fluxo ininterrupto da prática –
e portanto da experiência – humana
no tempo e no espaço. (Pred, 1985,
p. 337)

3 “O território são formas, mas o território usado são objetos e ações, sinônimo de espaço
humano, espaço habitado” (Santos, 2005, p. 138).



    185Beatriz Silveira Castro Filgueiras

Expandindo essa argumentação,
podemos entender os lugares como “es-
paços praticados” através dos circuitos
simbólicos que os demarcam, sendo a
convergência de sentidos, ou o comparti-
lhamento de significados, o mecanismo
de demarcação da sua especificidade e
de suas fronteiras. Essa convergência de
sentidos, contudo, não implica a existên-
cia de um consenso, mas possibilidades
de entendimento, ou seja, o compartilha-
mento (mínimo) entre o que representa
um lugar e os códigos culturais que o
qualificam (Leite, 2004). Assim, os lu-
gares seriam definidos pelo significado
social que lhes é atribuído e que se ex-
pressa na sua dinâmica social particular.

O lugar define-se, portanto, pela
apropriação humana do espaço, com-
portando dimensões físicas/materiais,
econômicas, sociopolíticas, históricas e
culturais. Nesse sentido, incidem sobre
ele horizontalidades e verticalidades que
se criam paralelamente (Santos, 2005).
As verticalidades referem-se aos feixes
de relações que, conectados a proces-
sos, a projetos e a intenções de maior
escala, o tomam como objeto passível de
sua intervenção reguladora. As horizon-
talidades, por sua vez, são entendidas
como o domínio de um território e um
cotidiano compartilhados (por indivíduos,
coletividades, instituições) que podem,
tendencialmente, criar suas próprias
normas (ibid.). Verticalidades e horizon-
talidades que não são apenas constitu-
tivas do lugar mas que tensionam, todo
o tempo, a sua dinâmica concreta.

A espacialidade passa a ser conside-
rada, então, uma das dimensões centrais

da interação social e da construção de
relações e vínculos sociais. A atenção à
sua natureza problemática – isto é, sua
abertura à contradição, ao conflito e à
transformação –permitiria construir inter-
pretações outras dos modos como ação
e estrutura, micro e macrocontextos,
passado e presente interagem na cons-
tituição e na dinâmica da vida em socie-
dade. Permitiria também reconhecer a
“polivalência” do espaço, isto é, reco-
nhecer que os indivíduos podem ser
diferentemente influenciados por seus
contextos, que necessariamente envolvem
formas e relações espaciais, de modo que
seus efeitos e implicações nunca são in-
teiramente constantes (Sayer, 1985).

Essa constatação de que a espaciali-
dade (social) compreende, ao mesmo
tempo, uma dimensão concreta, ge-
ralmente vinculada ao seu caráter
produtivo e disciplinar, e uma dimen-
são simbólica que, em diferentes in-
tensidades, convivem num mesmo
todo, leva-nos à conclusão de que é
impossível apreender a complexida-
de do processo de territorialização
da sociedade sem procurarmos co-
nhecer esta múltipla interação, pois
o espaço nunca é transformado a
partir de uma intenção perfeitamente
determinável e direcionada a uma
“função” estanque. Assim, quando
analisamos o “espaço econômico”
ou o “espaço político”, na verdade
estamos tratando de faces de um
mesmo e indissociável fenômeno
que, do mesmo modo que corres-
ponde à materialização objetiva de
uma “produção” ou de um “poder”,
envolve também, e simultaneamente,
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leituras simbólicas suficientemente
abertas para incluir a possibilidade
permanente de criação de novos sig-
nificados. (Costa, 2002, p. 87)

Essas disputas podem ser entendidas
como formas de apropriação política dos
lugares, pressupondo a publicização e
a politização das diferenças que atribuem
sentido e qualificam os diferentes espa-
ços (Leite, 2004), que não são imunes,
portanto, às assimetrias e desigualdades
que perpassam sua construção social.
Entende-se, assim, que “lugares políti-
cos” se reafirmam publicamente por
meio de disputas simbólicas e de práti-
cas voltadas à recuperação de sua po-
tencialidade sociocultural, insistindo em
romper com a homogeneidade social e
arquitetônica, instaurando práticas plu-
rais e reapropriando-se do espaço urba-
no enquanto espaço público (ibid.).
Poderíamos dizer que se trata de reafir-
mações do território urbano, de tentati-
vas de manter o sentido da cidade como
expressão da sociedade local (García
Canclini, 1997), por meio da busca do
significado e da memória (Santos, 1994).

Propõe-se, assim, explorar essa polis-
semia do lugar que, como argumentamos,
lhe confere seu caráter efetivamente
público e político. Não se trata, contudo,
de tentar buscar na tessitura dessas re-
lações uma nova dominação, mesmo
que idealmente fundada em um “inte-
resse comum”, mas de valorizar a coe-
xistência de interesses diferenciados na
construção e na dinâmica dos lugares.
Nesse sentido, vislumbrar a compreen-
são de uma outra urbanidade possível,
isto é, a possibilidade de construção de

outros sentidos e vivências da cidade,
não deve restringir-se a práticas discur-
sivas e a racionalidades comunicativas,
orientadas para a construção de consen-
sos. O consenso, aliás, não é nem uma
direção inequívoca nem um pressupos-
to na tessitura dessas relações. “O desa-
fio de alcançarmos o entendimento
mútuo com aqueles muito diferentes de
nós mesmos é sempre um desafio às
nossas sensibilidades viscerais, não ape-
nas às nossas mentes e vocabulários”
(Calhoun, 1995, p. 294). Desse modo,
sua condição de possibilidade se encon-
tra além, ou melhor, antes da comuni-
cação formal (ibid.), em sensibilidades
e negociações práticas, num cotidiano
compartilhado que consiste, afinal, no
tempo conflitual da co-presença (San-
tos, 2005).

Como convênio tácito de uso e de
reciprocidade no respeito e na digni-
dade de que pode ser partícipe (como
sujeito, mas também como objeto ou
como contexto) de uma interação, o
vínculo civil aparece como um dos fun-
damentos sine qua non da urbanidade
citadina [...]. Analisar a importância
que adquiriram os problemas de vio-
lência urbana e de insegurança pes-
soal nas cidades latino-americanas
deve permitir não ficarmos presos nas
dialéticas entre vítimas-vitimários
nem de segurança-insegurança que
dominam, em geral, o panorama
cognitivo, midiático, policial e políti-
co cotidiano. O vínculo civil é o mí-
nimo denominador comum de toda
sociedade urbana contemporânea.
(García e Villá, 2001, p. 72)
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Debruçar-se sobre a problemática dos
vínculos sociais na metrópole latino-ame-
ricana contemporânea constitui, portan-
to, uma aposta; uma aposta de que o
enfrentamento da crise societária que
marca a vivência dessas cidades e a pos-
sibilidade de sua transformação deve ter
como ponto de partida um esforço de

compreensão e valorização de sociabi-
lidades que apontam à (re)construção
dos vínculos sociais de urbanidade, este
“mínimo denominador comum” que,
por sua vez, pode ser a base fundadora
de experiências e projetos que conte-
nham outros futuros possíveis.

Conclusão

Neste artigo, buscou-se uma reaproxi-
mação da problemática urbana na Amé-
rica Latina, num primeiro momento, no
sentido do resgate e da valorização da
dimensão regional no pensamento so-
cial sobre o urbano, no marco de uma
modernidade e uma urbanidade com-
partilhadas, em sua historicidade, mo-
vimentações e intencionalidades. Num
segundo momento, diante do diagnós-
tico de crise generalizada que marca o
discurso sobre as metrópoles latino-ame-
ricanas na contemporaneidade, explora-
mos a problemática dos vínculos sociais
como eixo potencial de reabertura do
pensamento crítico, aqui proposta e ar-
ticulada tendo o conceito de lugar como
seu principal lastro.

Em suma, tentou-se aqui articular um
entendimento do espaço e, particular-
mente, do lugar como “conceitos media-
dores” (Bhaskar, 1998), como modo de
aproximação e investigação da tessitura
de vínculos sociais na metrópole contem-
porânea, sobretudo no sentido da cons-
trução de outros significados e outras
relações possíveis; de solidariedades que
se constituem, ainda que tentativamente,

“inventando para si novas bases de legi-
timação” (Latouche, 1996, p. 113). Um
esforço, enfim, de compreensão e valo-
rização analítica e política do vínculo
social e da construção, pragmática e sub-
jetiva, de lugares como potência e como
possibilidade. Nas palavras de Grompone
(1999, p. 90),

Trata-se de algo além de um mero
jogo de sensações e significados.
Supõe que homens e mulheres ar-
remessados a uma sociedade globa-
lizada podem prescindir do discurso
uniformizado dos poderosos (no
qual a racionalidade instrumental se
converte em racionalidade de domí-
nio) e reclamar por sua vez um lugar.
O que se está vivendo no plano da
experiência pode tomar no futuro a
forma de um projeto, talvez com fis-
suras e inconseqüências, mas aberto
ao horizonte e partindo da crítica à
ordem existente.

Se, como afirma Caillé (1998), o pro-
blema da tessitura dos laços e vínculos
sociais emerge com intensidade em situa-
ções/contextos de incerteza estrutural, a
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compreensão dessa tessitura constitui
importante tarefa no enfrentamento dos
desafios (urbanos) contemporâneos.
Para desvendá-los – os vínculos e laços
sociais –, não se recorre nem a indiví-
duos, nem à sociedade, mas à interação,
à inter-relação e às práticas sociais, em sua
concretude dinâmica. Tenta-se, enfim,
compreender os vínculos sociais no sen-
tido da construção de uma nova episteme
que implique um resgate do humano e
o reconhecimento do compartilhamento
do presente (Domingues, 2002).

Para escapar dos determinismos e
voluntarismos absolutos, a noção de
subdeterminação pode contribuir para
a problematização do olhar, ao designar
“ao mesmo tempo a pluralidade dos
possíveis e a existência de constrangi-
mentos que têm como efeito que alguns
possíveis aconteçam, e outros não”
(Dosse, 2003, p. 333). Este movimento
(do pensamento, mas também da ação),
como processo de agregação de senti-
dos, implica o resgate e o entendimento
da territorialidade e da historicidade na
reflexão necessária sobre a interação so-
cial, sobre a construção e a preservação
de vínculos sociais e sobre a tessitura da
vida em sociedade em sua potência trans-
formadora (Ribeiro, 2005b). Resgate que
se revela importante na própria concei-
tualização de tais processos e, certamen-
te, na possibilidade de agir politicamente
sobre os mesmos (Massey, 1985), des-

cortinando o possível por meio da afir-
mação social e política de sociabilida-
des distintas, mas não desvinculadas do
contexto no qual se inserem, que expres-
sam desejos e esboçam projetos de fu-
turo diferentes. Se vivemos de fato um
momento de crise societária generaliza-
da, é imperativo que a sua constatação
não seja um objetivo ou “o” fim em si
mesmo, mas que nos incite a “descobrir
e pôr em prática novas racionalidades,
em outros níveis e regulações mais con-
sentâneas com a ordem desejada,
desejada pelos homens, lá onde eles
vivem” (Santos, 2005, p. 154).

Reconhecer que não há homogenei-
dade nos processos de objetivação e
subjetivação e que, portanto, existem
lugares para a criatividade e a resistência
é um primeiro passo. A compreensão
dos vínculos e relações sociais – muitas
vezes frágeis e tentativos, fundados na
ação espontânea – que garantem a pre-
servação da sociabilidade (Ribeiro,
2005b) pode contribuir para a formula-
ção de sua possibilidade. Por fim, o de-
safio de repensar a noção mesma de
mudança social permitiria vislumbrar,
diante de um “cenário único” que não
possibilita alternativas nem mesmo ao
pensamento crítico (Latouche, 1996),
espaços onde são disputados, prática e
cotidianamente, os sentidos da contem-
poraneidade – tanto sua direção quanto
seus significados.
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Resumo

Nos discursos contemporâneos sobre a
realidade social nas metrópoles latino-
americanas, vulnerabilidade, mal-estar

Abstract

In the contemporary discourses on the
social reality of Latin-American metropo-
lis, vulnerability, social uneasiness, segre-
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social, segregação, fragmentação e ato-
mização social, medo, violência, infor-
malidade, marginalidade, desigualdade,
mercantilização dos lugares e das rela-
ções sociais, precarização e privatização
da vida urbana, entre outras expressões,
conformam o elenco de temas que ser-
vem hoje para caracterizar as dinâmicas,
os conteúdos e os desafios urbanos, ates-
tando o diagnóstico de crise societária
generalizada nas metrópoles da região.
Diante desse diagnóstico da “inviabili-
dade” da vida social nas metrópoles la-
tino-americanas, o presente trabalho
explora a importância da investigação da
tessitura dos vínculos sociais, abordados
aqui a partir da problemática do espaço,
como eixo fundamental de reabertura do
pensamento crítico no entendimento do
fenômeno urbano na América Latina.

Palavras-chave: sociologia urbana, Amé-
rica Latina, modernidade, vínculo social,
lugar.

gation, social fragmentation and atomi-
zation, fear, violence, informality, delin-
quency, inequality, mercantilization of
places and social relations, precarization
and privatization of urban life, among
other terms, constitute the index of sub-
jects that serve, nowadays, to character-
ize the urban dynamics, contents and
challenges, testifying the diagnosis of a
generalized societal crisis in the region’s
metropolis. Face to this diagnosis of the
“non-viability” of social life in Latin-
American metropolis, the present article
will argue the importance of investigat-
ing the intertwining of social bonds, ad-
dressed here from the problematic of
space, as a fundamental axe to the reo-
pening of critical thought in the investi-
gation and understanding of the urban
phenomenon in Latin America.

Keywords: urban sociology, Latin Amer-
ica, modernity, social bond, place.
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A desconcentração produtiva regional no
Brasil e a dificuldade de superação dos
sobredeterminantes mercantis na
economia do estado do Rio de Janeiro no
período 1970/2006

Bruno Leonardo Barth Sobral

Introdução

O objetivo do trabalho é analisar a evo-
lução recente da economia fluminense
e sua inter-relação com a desconcentra-
ção produtiva brasileira no período
1970/2006. A hipótese que se pretende
defender é que a força dos determinan-
tes mercantis no estado do Rio de Ja-
neiro impõe sérios obstáculos para uma
maior mobilização de seu potencial pro-
dutivo. Nesse sentido, serão enfatizadas
as condições em que vem aumentando
a complexidade da terciarização econô-
mica estadual: apesar de as atividades
terciárias estarem apresentando em mé-
dia baixo dinamismo e precarização do
mercado de trabalho, continuam como
um dos sustentáculos da estrutura pro-
dutiva estadual, principalmente pela
necessidade de acomodar as fraquezas
da acumulação industrial e agrícola. Por
isso, serão ressaltados os rebatimentos

da crise estrutural nacional sobre a ques-
tão regional, em especial a subseqüente
“inchação” do setor de serviços.

Seu conteúdo está organizado por
uma primeira seção, que tratará de uma
exposição inicial sobre o tema. Exami-
nam-se, em seus aspectos mais gerais, a
problemática do processo de descon-
centração produtiva no País e a forma
como a economia do estado do Rio de
Janeiro se alicerçou, sofrendo uma so-
bredeterminação mercantil, e se articu-
lou historicamente àquele processo de
maneira periférica. Nas seções seguin-
tes, serão discutidos com maior detalhe
a relevância do setor de serviços flumi-
nense ao longo das últimas décadas e
sua associação com as dificuldades para
uma maior dominância produtiva no
processo de acumulação estadual.
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Condicionantes da desconcentração produtiva
regional no País e aspectos históricos gerais da
sobredeterminação mercantil na evolução econômica do
estado do Rio de Janeiro

Se uma das principais preocupações em
torno da questão regional é subordinar
o processo de acumulação de capital aos
interesses redistributivos da sociedade,
deve ser buscada uma divisão territorial
do trabalho menos concentradora, capaz
de transformar dispersão em sinergia em
face das diversas iniciativas regionais.
Todavia, como aponta Wilson Cano
(2008), não pode ser confundida uma
desconcentração “virtuosa”, que preser-
va uma coordenação nacional, dando
condições materiais de redução das de-
sigualdades sociais por meio da articu-
lação do sistema produtivo em um
mercado interno ampliado, com outra
“espúria”, montada sobre a crise fede-
rativa, a fim de gerar vantagens locacio-
nais isoladas que tendem a reforçar a
própria heterogeneidade estrutural.

Historicamente, o primeiro caso en-
volveu o período de 1970 a 1989, no
bojo ainda das transformações estrutu-
rais em prol da industrialização pesada
e da consolidação de um padrão nacio-
nal de acumulação via constituição de
um mercado interno. Já o segundo caso
envolveu o período subseqüente, proble-
matizado pelos impasses do padrão de
acumulação nacional, por uma reestru-
turação produtiva em prol de um ajuste
subordinado à globalização, pela im-
plantação de políticas neoliberais e pela
redução do papel estruturante do Estado.
Diante dessa perspectiva, a desconcen-

tração produtiva adquire novos contor-
nos, porque, além de evidenciar a im-
portância da abertura de novos espaços
de acumulação e da busca de redução
das desigualdades, explicita a fragilização
da referência nacional na acumulação
produtiva do País.

Nesse ínterim, destaca-se a histórica
ligação da economia fluminense com a
consolidação do modo de produção
capitalista no País. Ainda que presa es-
truturalmente a uma condição periférica
após a reversão da polarização da eco-
nomia nacional para São Paulo, foi be-
neficiada pelos transbordamentos do
processo industrial paulista, pelos im-
pactos de grandes projetos industriais e
de infra-estrutura estatais, e pelo tradicio-
nal prestígio político e cultural da cidade
do Rio de Janeiro. Contudo, seu debili-
tamento econômico ficou patente na
década de 1980 com a evidenciação da
crise estrutural brasileira, apenas come-
çando timidamente a se recuperar nos
últimos anos. Seu desenvolvimento tor-
nou-se essencialmente problemático
não apenas pelos rebatimentos desi-
guais da evolução do capitalismo no
País, mas porque tem especificidades,
como um vácuo em políticas de maior
cunho regional e determinantes mercan-
tis ainda notórios.

Quanto a esse último ponto, nota-
se que a economia da cidade do Rio de



    195Bruno Leonardo Barth Sobral

Janeiro desde a época colonial foi deter-
minada pela acumulação mercantil, mas
tendo o gasto público como um compo-
nente autônomo da demanda. Então,
vínculos significativos da burguesia mer-
cantil urbana com a presença do Estado
foram a sua marca indelével ao longo do
tempo. Perante essa estrutura político-
econômica, ganhou relevância na dinâ-
mica do País, ainda que não permitisse
um maior desenvolvimento de forças
produtivas. Assim, nos fins do século
XIX, surgiu, a partir da economia urbana
carioca, o primeiro centro industrial do
Brasil, que, no entanto, não configurou
o limiar de um processo de industriali-
zação, em função das dificuldades para
a acumulação atingir dominância pro-
dutiva. Por conseguinte, como apontou
Jorge Natal (2005), a falta de maior de-
senvolvimento das relações capitalistas
de produção obstaculizou a sólida orga-
nização regional do processo produtivo.

Nesse contexto, o setor de serviços
manteve uma função basilar na organi-
zação econômica, em que foram essen-
ciais os efeitos herdados da centralidade

política e urbana da cidade do Rio de
Janeiro. Todavia, conforme apontou
Mauro Osório Silva (2005), isso não
impediu uma despolitização quanto os
interesses regionais, mesmo com a trans-
ferência da capital federal para Brasília,
em 1960, tendo representado uma dura
ruptura institucional. Já do ponto de vista
da evolução estrutural, tendo ocorrido
uma considerável terciarização da eco-
nomia estadual antes de ela ter consti-
tuído uma estrutura industrial madura
(reforçada ainda mais pela precariedade
de sua agricultura após a decadência do
ciclo cafeeiro), tornou-se patente uma
relação assimétrica entre produção física
e de serviços (Melo e Contreras, 1988).
Essa terciarização, pois, vem refletindo
uma tendência defensiva do processo de
acumulação, acontecendo a acomoda-
ção de problemas nas demais atividades.
Assim, emergiu uma forma de acumula-
ção setorialmente contraditória herdada
da formação histórica, mas que explici-
tará suas vulnerabilidades estruturais
diante das adversidades da dinâmica
nacional.

A desconcentração produtiva “virtuosa” no País e a
dinamização do setor de serviços fluminense durante o
processo de industrialização no período 1970/1980

Durante a década de 1970, a industria-
lização brasileira prosseguiu desencadean-
do fortes efeitos de complementaridade.
Se nesse período a dinâmica nacional já
permitia um processo de desconcentra-
ção relativa de São Paulo em relação ao
resto do País, no tocante à economia flu-
minense, ao contrário de reverter suas

perdas de participação relativa, as man-
teve consideráveis. Como se pode ver
na Tabela 1, havia uma tendência inin-
terrupta de perdas de participação relati-
va do Rio de Janeiro no Produto Interno
Bruto (PIB), que prosseguiu na década
em questão.
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Todavia, o fato de sofrer uma descon-
centração produtiva no seio da indus-
trialização nacional não significou seu
esvaziamento real (Silva, 2004). Ao con-
trário, os efeitos de arrasto pelo aumento
da complementaridade econômica entre
São Paulo e as várias regiões permiti-
ram uma ampla expansão e transforma-
ções nas diversas estruturas produtivas,
inclusive no Rio de Janeiro. Ademais,
sua centralidade urbana e política sem-
pre lhe garantia um status diferenciado,
ainda que fosse uma economia periféri-
ca. Sendo assim, entre 1939 e 1980, o
crescimento médio fluminense foi de
6,0% ao ano, enquanto o nacional foi
de 7,0%, e o paulista, de 7,5%.

Na década de 1970, dada a alta ex-
pansão industrial e do mercado consu-
midor, uma maior oferta de serviços foi

estimulada. Demonstrando um bom de-
sempenho, o crescimento médio anual
de sua produção foi de 6,8%, enquanto
o nacional foi de 8,0%. Por esse motivo,
a redução de 70,1% para 66,5% na par-
ticipação do setor de serviços na renda
fluminense refletiu a maior expansão do
setor industrial. Ademais, ainda conti-
nuou alto o grau de terciarização da es-
trutura produtiva estadual. Isso fica
claro com o aumento de 69,1% para
71,4% de sua participação na Popula-
ção Econômica Ativa (PEA) fluminense.
Logo, o setor se manteve como o grande
absorvedor de mão-de-obra diante de
uma expansão total dos ocupados de
48,4%. Por outro lado, apesar de ter
sido reduzida de 20,6% para 18,2%,
permaneceu elevada a participação dos
serviços fluminenses na produção nacio-
nal do setor. Da mesma forma, mesmo
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com uma redução de 16,6% para 14,6%,
também permaneceu expressiva a par-
ticipação na PEA nacional do setor. Isso
surpreende, porque foi capaz de ainda
ter destaque considerável, em um perío-
do em que se aceleram a integração do
mercado interno e a urbanização no País.

Contudo, a partir da década de
1970, já era discutível a existência de
uma dinâmica econômica privilegiada
pela sua tradicional concentração de
serviços sofisticados, embora se manti-
vesse caracterizada pela notoriedade
dos centros de pesquisas, das atividades
culturais, do turismo e dos serviços de
comunicação. Isso porque, apesar do
prestígio urbano do estado por possuir
uma das principais metrópoles brasilei-
ras, esta passou a ser mais questionada
em sua suposta vocação para centro do
eixo político e núcleo da circulação da
riqueza nacional (Lessa, 2000). Afinal,
é indiscutível o desgaste que estava

ocorrendo na antiga visão de que a cida-
de do Rio de Janeiro continuaria como
a capital de fato do País, mesmo após a
transferência da capital para Brasília em
1960. Então, foi se reduzindo a capaci-
dade de o estado do Rio de Janeiro ser
um grande articulador das atividades po-
líticas e econômicas nacionais, herança
do passado em que a capital era a sede
do poder federal e maior eixo logístico
do País.

Isso fica claro diante da diminuição
na participação nacional dos principais
segmentos do setor, como mostra a Ta-
bela 2. As atividades de Transportes e
de Comunicações tiveram uma redução
relativa diante da acelerada expansão
urbana observada nas demais economias
regionais do País, o que repercutiu na
participação do Comércio. Houve tam-
bém redução na Administração Pública
e, em menor medida, nas Instituições
Financeiras.
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Quanto a essas duas últimas, as di-
ferenças entre elas ficaram claras diante
da evolução de sua relevância na estru-
tura produtiva. Como indica a Tabela 3,
ao contrário da Administração Pública,
as Instituições Financeiras aumentam
sua participação no PIB fluminense.
Como aponta Wilson Cano (2008), esse
último segmento apresentou grande
crescimento em termos nacionais, tanto

pelo fato de a taxa de inflação ter aumen-
tado os patamares das taxas de juros,
quanto por sua própria expansão em
termos reais, acompanhando a urbaniza-
ção e as grandes transformações produ-
tivas no País. Dessa forma, rebatimentos
sobre a economia fluminense eram espe-
rados e foram refletidos no peso relativo
desse segmento na economia estadual.

Como esse comportamento distinto
das Instituições Financeiras distorce a
participação relativa dos demais seg-
mentos, optou-se no presente trabalho
por analisar a estrutura do setor de ser-
viços separando essa atividade. Dado o
alto peso também da Administração
Pública, optou-se semelhantemente por
separá-la. Na Tabela 4, pela ótica de
renda, está a estrutura ajustada do setor
de serviços. Como se nota, houve perdas
de participação relativa de todos os seg-
mentos, com exceção de Outros Serviços

(serviços de alimentação, de hospeda-
gem, domiciliares, de reparação, de di-
versão etc.). Isso reflete uma dinâmica
setorial que reforçou seus vínculos com
a consolidação do processo de urbani-
zação 1, que se associou a uma elevada
prestação de serviços. Portanto, não
obstante a expansão positiva de todos
os segmentos, a evolução da estrutura
produtiva pela ótica da renda na década
de 1970 concentrou-se mais nos servi-
ços sociais e pessoais que nos serviços
de produção e distribuição.

1 Como afirma Wilson Cano (2008), essa expansão refletiu não só uma maior geração de
empregos como também uma maior formalização do mercado de trabalho, além de um
aumento do salário real médio e uma maior presença da mulher no mercado de trabalho.
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Os dados dos Censos Demográficos
confirmam a evolução assinalada, de-
monstrando que, embora tenham se
ampliado excepcionalmente em 50,5%
as ocupações administrativas e em
87,3% as ocupações técnicas, profissio-
nais e científicas, essa ampliação foi
menor que o crescimento de 100,8% na
prestação de serviços no estado. Esse
resultado era esperado porque, como
visto, essas atividades foram as mais exi-
gidas, uma vez que a urbanização esta-

dual já estava consolidada. Cabe assi-
nalar que, embora já estivessem disse-
minadas formas de ocupação precárias
e informais no mercado de trabalho, a
notável expansão da prestação de ser-
viços foi diversificada. Desse modo, as
ocupações Domésticas Remuneradas,
ainda que tivessem passado de 11,5%
para 8,6%, mantiveram elevada partici-
pação relativa na PEA, apesar do cres-
cimento de somente 7,7%.

O arrefecimento do processo de desconcentração
produtiva e a “inchação” do setor de serviços fluminense
no período 1980/1989

O fato de a economia fluminense pos-
suir um setor de serviços expressivo não
indica necessariamente desenvolvimen-
to. Isso ficou claro em um período de re-
cessão como a maior parte da década de

1980. Sendo exigido o desempenho de
uma função acíclica, o setor respondeu de
uma maneira pouco dinâmica. Segundo
Hildete Pereira de Melo e Osíris Marques
(2005, p. 178), isso aconteceu porque,
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Na realidade, a presença de um setor
serviços quantitativamente relevante,
no que se refere à geração da renda
e do emprego, pode estar associada
tanto a uma economia de serviços
moderna, própria a economias em
estágios avançados de desenvolvi-
mento, como pode ser resultante da
presença de um setor serviços com-
posto, em sua maior parte, de ativi-
dades tradicionais, portadoras de
baixos níveis de produtividade e re-
fúgio para mão-de-obra de baixa
qualificação. Em outras palavras, um
setor serviços quantitativamente re-
levante não expressa, necessaria-
mente, modernidade econômica.

Portanto, uma séria crise econômica
somada aos problemas estruturais rela-
cionados à incapacidade de maior ab-
sorção de mão-de-obra na agropecuária
e na indústria de transformação redun-
daram em um “terciário inchado” que
retratou uma situação de subemprego e
de exclusão social. Apesar de essa “in-
chação” ter favorecido uma funcionali-
zação da pobreza ao baratear a força de
trabalho, não impediu que o setor de
serviços reduzisse sua capacidade de
realimentar dinamicamente o resto da
economia. Dito em outras palavras, o
setor vai se tornando uma “válvula de
escape” para o arrefecimento da acumu-
lação produtiva e a degradação do mer-
cado de trabalho, porém sem ocultá-los.
Ressalta-se que esse foi um fenômeno
que teve fortes características nacionais.

O setor de serviços visto
pela ótica da renda

Avaliando o desempenho do setor pela
ótica da renda, nota-se que sua taxa de
crescimento médio foi de apenas 2,7%,
apesar de ser próxima à média nacional,
de 3,1% 2. Por conseguinte, houve uma
redução de sua participação relativa no
PIB brasileiro do setor, que passou de
18,2% para 14,5%. Portanto, sua expan-
são não impediu que o setor continuasse
a perder relevância nacional, espelhando
o longo processo de descenso relativo da
economia.

As participações de seus principais
segmentos na produção do País tiveram
reduções consideráveis, como visto na
Tabela 2. Cabe ressaltar que, excetuan-
do o Comércio e o conjunto composto
por Transportes e Comunicações, ape-
nas parcialmente se podem atribuir essas
perdas relativas ao maior crescimento da
urbanização em outras regiões da peri-
feria nacional. De fato, o maior debilita-
mento da estrutura produtiva fluminense
atingiu o setor de serviços de maneira
sistêmica, reduzindo ainda mais seu peso
nacional nos mais diversos segmentos.
Por outro lado, já estava clara a perda
da visão de núcleo articulador das ativi-
dades políticas e econômicas do País, o
que corroborou para ser o maior perde-
dor nacional em Instituições Financeiras
e Administração Pública. Por conseguin-
te, o setor de serviços, em vez de garantir
um papel de eixo dinâmico da economia

2 Diante da subestimação do setor terciário, com base em dados obtidos pelas Contas
Regionais, inclusive apontada por Wilson Cano (2008), foi estimada a taxa de 2,7% pela
variação do PIB do setor de serviços a preços constantes de 2000.
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do estado (em especial da economia
metropolitana), tornou-se uma destacada
“válvula de escape” com resultados so-
cialmente problemáticos.

No entanto, a redução da participa-
ção relativa no PIB estadual de 66,5%
para 62,6% esteve associada à forte ex-
pansão da extração mineral, sendo em
grande parte um efeito estatístico. Isso
fica patente quando se observa a per-
manência da histórica relação assimé-
trica entre produção física e de serviços.
Portanto, o freio que esse fenômeno pro-
vocava na acumulação interna tornou-se
mais intenso em um período de pesada
crise econômica, prejudicando inclusive
o próprio desempenho do setor diante
da maior gravidade da heterogeneidade
estrutural.

Por isso, é importante não incorrer
em uma falsa interpretação pelo peso
das Instituições Financeiras e da Admi-
nistração Pública no PIB fluminense.
Como visto na Tabela 3, a participação
relativa das primeiras mais que duplica
no PIB estadual, e a participação relativa
da segunda volta a subir. No primeiro
caso, isso ocorre porque o período é al-
tamente inflacionário, ocorrendo tam-
bém um enorme gasto com juros em face
do crescente aumento da dívida pública.
Além disso, é um período em que se
inicia também um processo de automa-
ção, permitindo ainda uma expansão em
termos reais. No entanto, não desconsi-
derando que as Instituições Financeiras

mantinham parte da sua importância na
economia fluminense, começou a ficar
mais visível uma maior concentração do
mercado financeiro nacional em São
Paulo. A esse fato se somaria a transfe-
rência que já vinha se realizando de
importantes parcelas do segmento para
o Distrito Federal. No segundo caso, da
mesma forma, não se deve interpretar
que estivesse ocorrendo um fortaleci-
mento do papel econômico da Admi-
nistração Pública. Afinal, sua maior
expansão ocorreu nacionalmente, não
sendo uma especificidade estadual. O
motivo para isso, em um período em que
não houve aumento de carga tributária,
seria o aumento do volume de gastos
correntes do governo pelo pagamento
de juros 3.

Novamente se considerou uma es-
trutura ajustada do setor mantendo a
separação daquelas duas variáveis.
Como se observou na Tabela 4, houve
transformações qualitativas por meio
das quais algumas atividades tradicio-
nais perderam participação relativa,
como é o caso do Comércio. Ao analisar
Transportes e Comunicações ainda de
forma agregada, observa-se que manti-
veram juntos sua participação, indican-
do que a recessão limitou seu maior
avanço. Contudo, uma vez possível, a
partir de 1985, analisá-los desagregada-
mente, nota-se uma tendência de queda
na participação dos Transportes. Ade-
mais, a dinâmica da estrutura de serviços
esteve mais ligada à prestação de serviços,

3 Wilson Cano (2008) aponta também uma descentralização dos recursos tributários na
qual houve o aumento das receitas e gastos nos outros âmbitos de governo (estadual e
municipal) diante das mudanças na legislação. Os efeitos disso tornaram-se manifestos
após a Constituição de 1988.
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de maneira que continuou mais concen-
trada nos serviços sociais e pessoais que
nos serviços de produção e distribuição.
A própria expansão expressiva dos Alu-
guéis, além de refletir os problemas in-
flacionários, certamente foi favorecida
pelo agravamento do déficit em mora-
dias, tendo em vista a grande concen-
tração da urbanização fluminense 4.

Quanto aos Outros Serviços, perce-
be-se uma tendência de queda, em certa
medida estranha, quando os dados são
analisados de forma agregada. Para ten-
tar esclarecer esse estranhamento, foram
analisados também de forma desagre-
gada, mas apenas a partir de 1985 5.
Assim, enquanto os demais só tiveram
perdas e ganhos, Serviços Médicos e
Ensino ainda apresentaram aumento de
participação relativa, compatível com o
aumento da demanda diante da com-
plexidade do processo de urbanização.
Já o fato de o resíduo do setor (incluindo
reparação, conservação, higiene pessoal,
diversões, cultura etc.) ter apresentado
tendência de redução não causa surpre-
sa, tendo em vista o maior desempenho
dos demais segmentos, indicando mais
uma redistribuição estatística do que
uma redução de sua contribuição na
prestação de serviços, pois o setor teve
um crescimento de 31,9% entre 1985 e

1989. Todavia, ainda parece muito es-
tranho, como também avaliou Wilson
Cano (2008), uma tendência nacional de
queda do peso dos Domésticos Remune-
rados. Uma tentativa de interpretá-la seria
considerar, além da piora progressiva
dos salários e do notório efeito das taxas
de inflação, um decrescimento de sua pro-
dução no período 1985/1989 (-3,8%).

O setor de serviços pela
ótica do emprego

Para completar a avaliação do setor de
serviços na década de 1980, resta ainda
realizar uma análise pela ótica do empre-
go a partir dos Censos Demográficos 6.
Chama a atenção que 88,6% da expan-
são da PEA estadual ocorreu no setor
de serviços (maior do que a média bra-
sileira, de 83,3%). Ressalta-se que foi
significativa a expansão tanto no Comér-
cio como nos Domésticos Remunerados,
respectivamente de 58,1% e de 19,8%.
Contudo, apesar de esses setores repre-
sentarem 27,7% e 9% da expansão total
da PEA, não houve apenas a precariza-
ção do mercado de trabalho regional.
Afinal, ocupações administrativas, junto
com as ocupações técnicas, profissionais
e científicas, responderam ainda por
37,5% dessa mesma expansão.

4 Além disso, também segundo Wilson Cano (2008), são mais concentrados nos maiores
centros urbanos os aluguéis de bens móveis, como automóveis, o que reforça seus efeitos
na área metropolitana do estado.

5 Cabe lembrar que, conforme na Tabela 4, foram adicionados ao grupo de Outros Serviços,
considerados pelas Contas Regionais: Alojamentos e Alimentação, Serviços Médicos e
Ensino, e Domésticos Remunerados.

6 Para isso, foi necessário estender a análise até 1991 em virtude do intervalo desigual entre
os Censos Demográficos.
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Quanto à participação na PEA na-
cional, sua retração na participação total
foi a maior do País, caindo de 14,6%
para 12,1% entre 1980 e 1991. Como

mostra a Tabela 5, destaca-se seu caráter
sistêmico, porque todos os segmentos
tiveram perdas relativas.

Apesar disso, aumenta mais a con-
centração do setor de serviços na PEA
estadual, de 71,4% para 72,3%. No
entanto, fica evidente que as transforma-
ções ocorridas não podem ser, como na
década anterior, basicamente atribuídas
a uma urbanização consolidada, mas
justamente à “inchação” e ao seu caráter
de “válvula de escape”, já mencionados.

A partir da Tabela 6, podemos ainda
ter uma noção da estrutura do emprego
terciário. Por um lado, observam-se au-
mentos tanto nos segmentos de Comér-
cio, Serviços Médicos e Ensino, como no
de Alojamentos e Alimentação. Por outro
lado, ocorreram quedas pronunciadas

em Transportes, Comunicações, Admi-
nistração Pública e Domésticos Remu-
nerados. Já Instituições Financeiras
apresentaram queda apenas modesta,
refletindo o processo mais amplo de
automação e disfarçando a espiral infla-
cionária e os altos juros reais. Dessa for-
ma, a evolução da estrutura do emprego
terciário fluminense foi semelhante à
das principais modificações apontadas
para as mais diversas economias regio-
nais do País por Wilson Cano (2008).
Isso demonstra que, em um momento de
forte crise econômica, houve uma ampla
correspondência entre os limites da dinâ-
mica nacional e a evolução do mercado
de trabalho fluminense.
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A retomada da desconcentração em termos nacionais de
forma descoordenada e a explicitação das contradições
na evolução do setor de serviços fluminense no período
1989/2006

No período recente, o setor de serviços
permaneceu expressivo na economia
fluminense. Contudo, é preciso lembrar
que o fato de possuir um terciário des-
tacado tanto pode ter ligação com a
emergência de sistemas tecnológicos
avançados quanto pode indicar a per-
manência do atraso, por ser ele também
o locus privilegiado da informalidade
(Melo e Marques, 2005). Por isso, é pre-
ciso ressaltar que sua função na econo-
mia estadual ficou mais presa a uma
lógica urbano-comercial do que a uma
articulação industrial-financeira. Portan-
to, diante do seu caráter induzido, os
impasses da expansão agregada e a falta

de maiores desdobramentos produtivos
impediram que fossem mais bem apro-
veitadas suas vantagens competitivas nas
atividades de telecomunicações, servi-
ços de utilidade pública (fundamental-
mente na área de energia), logística e
turismo.

Não se descarta que contribuiu para
a sua preponderância o fato de a cidade
ter sido sede do governo do Império e
Federal, sede de grandes empresas pú-
blicas e privadas, praça financeira, e ter
tido o maior porto nacional,. Contudo,
Jorge Natal (2005, p. 32) foi enfático:
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é evidente que ele “contribui” deci-
sivamente para a concentração da
renda no estado e para a sua instabi-
lidade econômica, [...] parece resul-
tar claro que esse setor não fornece
maior segurança para as decisões
empresariais.

Por conseguinte, sua importância no
período recente se deveu consideravel-
mente à instabilidade na ocupação da
força de trabalho e ao crescimento do
desemprego estrutural. Na verdade, o
simples reconhecimento de seu peso na
estrutura produtiva oculta um processo
de pauperização, caracterizado por um
segmento espúrio alargado, logo, sem
maiores relações com as atividades pro-
dutivas principais. Hildete Pereira de
Melo e Osíris Marques (2005, p. 190)
confirmam essa interpretação:

sua terciarização beira o exagero [...].
Expressa desindustrialização e estag-
nação econômica, uma agricultura
em agonia há muitas décadas e uma
indústria sem crescer e esfrangalhada
pelas privatizações dos anos 90.

Dessa maneira, o terciário fluminense
tornou-se claramente a expressão cabal
da heterogeneidade estrutural e do mer-
cado de trabalho fragilizado.

O setor de serviços visto
pela ótica da renda

Entre 1989 e 2004, com crescimento
médio de apenas 1,3% ao ano, o de-
sempenho do setor foi pior que no perío-
do anterior e mais distante da média

nacional (2,4%). Por conseguinte, houve
nova redução de sua participação rela-
tiva no PIB nacional do setor, de 14,5%
para 12,2%. Portanto, o setor continuou
perdendo relevância nacional. Cabe
ressaltar que isso ocorreu de forma se-
melhante nas outras economias regio-
nais de urbanização mais consolidada,
mais sensíveis à crise econômica nacio-
nal e aos perversos efeitos das políticas
neoliberais, ou seja, economias que es-
tavam tendo menor expansão urbana e
sérios constrangimentos de demanda.
Wilson Cano (2008) observa também
que a contração do sistema financeiro
após a estabilização monetária de 1994
e as privatizações de vários serviços pú-
blicos podem ter contribuído para esse
movimento, ao alterarem a localização
das unidades empresariais.

Além disso, as participações de seus
principais segmentos no setor de servi-
ços nacional apresentaram evoluções
diferenciadas, como visto na Tabela 2.
O melhor desempenho do Comércio e
dos Transportes refletiu em grande parte
a maior expansão da produção energé-
tica, porque foram interrompidas as tra-
jetórias de perdas relativas sucessivas
que acumulava. Inclusive, se for consi-
derado o período entre 1995 e 2004,
os Transportes cresceram numa média
de 3,5% ao ano. Convém assinalar que
a produção energética não provocou
rebatimentos apenas como efeito da
expressiva produção de petróleo e gás
natural, mas em razão de estar instalado
na economia fluminense o próprio cen-
tro de administração da economia de
petróleo: a Agência Nacional de Petró-
leo (ANP) e a Petrobras. Ademais, é no
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Rio de Janeiro que se encontra o centro
de gerenciamento do sistema elétrico
nacional, nas sedes da Eletrobrás e de
Furnas. Esta, inclusive, está capitanean-
do o projeto do Complexo Hidrelétrico
de Simplício, entre os municípios de
Três Rios e Sapucaia, no estado do Rio
de Janeiro, e Chiador e Além Paraíba,
em Minas Gerais. Sendo a terceira maior
hidrelétrica em construção no País, pre-
tende gerar 333,7 megawatts, o equiva-
lente a 5% da produção de energia do
estado.

Por outro lado, também colaborou
para a expansão do Comércio e dos
Transportes a presença na cidade de
Resende de um Entreposto da Zona
Franca de Manaus e de uma Estação
Aduaneira de Interior (Eadi), criados em
2001, a partir de um acordo de exclusi-
vidade previsto para durar até 2020.
Compondo um terminal alfandegário,
comumente denominado “porto seco”,
fazem a armazenagem e a distribuição
nacional, bem como apóiam o comércio
exterior. Contudo, recentemente, outros
estados passaram a ter interesse em se-
diar unidades semelhantes (como Minas
Gerais, que tem projeto para Uberlândia),
o que poderia reduzir seus benefícios.
Cabe ainda destacar os efeitos positivos
do processo de interiorização econômi-
ca, ainda que permaneça uma estrutura
urbana primaz com fraca hierarquização
de espaços de produção.

Ressalte-se que, segundo o relatório
coordenado por Alcino F. Câmara Neto
(2005, p. 47), a situação do sistema de
transportes fluminense não difere da si-
tuação nacional, apresentando “proble-
mas em todas as modalidades, devido
à extensão reduzida, baixa produtividade
e baixa integração entre os modais”.
Segundo o Anuário Exame 2006/2007 –
Infra-estrutura, o Rio de Janeiro possui
1,4% da malha rodoviária nacional, em
que apenas 24,3% das estradas são pa-
vimentadas e 38,9% estão bem conser-
vadas. Além disso, é nítida a saturação
de trechos pela justaposição de elevados
fluxos de circulação. Estudo recente da
Firjan (Nota Técnica n. 15/2007) alerta,
acerca do investimento do governo fe-
deral com transporte rodoviário, que
foram parcos os recursos autorizados
ultimamente para o estado do Rio de
Janeiro, os quais nem mesmo foram de-
sembolsados em sua totalidade. Dessa
maneira, em 2006, foi o estado que apre-
sentou a menor relação entre investimento
federal e km asfaltado de rodovia federal,
apenas 2,5% (descontadas as rodovias
concedidas). Por isso, merecem destaque
algumas obras anunciadas: recuperação
e duplicação da BR-101, ao ser permi-
tida sua concessão à iniciativa privada 7;
e construção do Arco Rodoviário, ligan-
do a região industrial da Baixada Flumi-
nense ao Porto de Itaguaí, que reduziria
o tráfego de caminhões no núcleo me-
tropolitano.

7 Destaca-se que essa obra beneficia o desenvolvimento das regiões Norte e Noroeste
fluminenses e Baixadas Litorâneas. Assim, por exemplo, favorece as principais áreas da
atividade petrolífera e poderá colaborar para sua diversificação econômica. Contudo,
poderão ser prejudicadas, pelo ônus do pedágio, atividades com estrutura arcaica e depen-
dentes de custos baixos, como a Cerâmica em Campos dos Goytacazes, que é grande
empregadora.
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Já no sistema aeroportuário, o estado
representa 6,6% do transporte de cargas
e 13,1% do transporte de passageiros
no País. Por esse motivo, são importan-
tes as obras já em andamento de reforma
e ampliação do Aeroporto Santos Du-
mont para que deixe de operar com so-
brecapacidade (113%); o projeto para
superar o esvaziamento do Aeroporto
Tom Jobim (Galeão), que só utilizava
59% da capacidade instalada em 2006;
e a criação de aeroportos interioranos 8.

Por outro lado, no sistema portuário,
o estado possui 14,3% do movimento
de cargas nacional. Ressalta-se que os
resultados poderiam ser melhores se fos-
sem postos em prática os projetos para
a revitalização do Porto da cidade do Rio
de Janeiro (sendo fundamentais obras
para melhorar sua acessibilidade e obras
de dragagem) e para a transformação do
Porto de Itaguaí em um hub port (Ma-
galhães, 2001; Lessa, 2000). Quanto a
este último, ganham destaque seus atri-
butos específicos: a profundidade, que
permite abrigar navios de grande calado,
e a ampla retroárea plana, que permite
manipulação eficiente de contêineres e,
inclusive, desdobramentos para implan-
tes industriais como extensão da ativi-
dade metropolitana ou como inflexão do
eixo industrial Rio de Janeiro/São Paulo.
Cabe assinalar ainda que, assumindo o
papel de porto concentrador de cargas,
poderia tornar possível o renascimento
da navegação de cabotagem no País.

Contudo, a realização do empreendi-
mento se encontra tolhida. Por um lado,
seria necessário ampliar seu papel como
terminal de contêineres, além de também
aperfeiçoar a capacidade para operar
como terminal especializado em granéis
(grãos, minérios e carvão). Por outro
lado, seria igualmente necessário garan-
tir uma adequada articulação rodoferro-
portuária, o que dependeria, entre
outras medidas, da construção do Tramo
Norte do Ferroanel em torno da cidade
de São Paulo e do Arco Rodoviário em
torno da cidade do Rio de Janeiro 9.

Quanto às Comunicações, seu peso
relativo foi gravemente reduzido (-15,0%).
Uma das principais causas foi a reconfi-
guração regional do setor após as pri-
vatizações. Entretanto, o Rio de Janeiro
permaneceu como um dos centros do
sistema de comunicação nacional e de
sua articulação com a rede internacio-
nal, possuindo estações de controle de
satélites e a base operacional de uma
malha de fibra ótica. Ademais, sedia di-
versas operadoras de telefonia (Telemar,
Embratel, Intelig, Claro e TIM) e opera
serviços de telemática. Por isso, apesar
de haver sérias dúvidas sobre a força dos
seus efeitos multiplicadores na estrutura
produtiva, esse segmento teve uma ex-
pansão muito elevada, com crescimento
médio de 5,3% entre 1989 e 2004.

No caso de Alojamentos e Alimen-
tação, a forte queda de sua participação

8 Nesse ponto, destacam-se a inauguração do Aeroporto Internacional de Cabo Frio em
2003 e o recente anúncio da construção do Aeroporto Regional do Vale do Aço (locali-
zado na Região do Médio Paraíba).

9 Ambos são projetos previstos no Programa de Aceleração do Crescimento (PAC), montado
pelo atual governo federal.
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(-4,7%) pode estar refletindo algumas
adversidades enfrentadas pela atividade
de turismo. Primeiramente, não se pode
deixar de sublinhar a importância dessa
atividade para o estado, em especial
para a cidade do Rio de Janeiro. Afinal,
essa cidade permanece a “porta de en-
trada” para o turismo internacional no
País: em 2005, apresentando uma taxa
de ocupação média em torno de 60%,
recebeu 31,5% dos turistas estrangeiros.
Contudo, apesar do grande crescimento
desse fluxo de visitantes a partir de
1996/97, ocorreu uma perda de partici-
pação relativa no total nacional em torno
de 20% entre 1990 e 2005, segundo
estudo recente da Fundação Getúlio
Vargas (2006). Portanto, diante de uma
desconcentração da atividade no País,
a cidade do Rio de Janeiro está lutando
para evitar o declínio de sua importância
turística pela concorrência direta princi-
palmente de cidades do litoral nordesti-
no. Além disso, é relevante atentar ao
fato de que o turismo também acompa-
nha a dinâmica da economia nacional,
logo, São Paulo, que concentra as sedes
das principais empresas do ramo, ultra-
passou o Rio de Janeiro, com 43,38% da
arrecadação total da atividade em 2003,
contra 20,15% no Rio (IBGE, 2007).

Apesar disso, outras cidades do in-
terior do estado já estão se destacando
também no segmento de turismo inter-
nacional, como Búzios e Parati 10. Por
isso, um possível incremento da interiori-
zação da atividade constitui uma oportu-
nidade ainda a ser mais bem explorada,
por exemplo, com a criação de novos

resorts. Como afirma Cesar Ajara (2006,
p. 11):

Ainda como atividade reestruturadora
do território, no âmbito dos serviços,
situa-se a expansão dos segmentos
de turismo, lazer e segunda residên-
cia, que se articula a múltiplas iniciati-
vas no campo dos empreendimentos
imobiliários. Tal movimento de reor-
ganização espacial envolve o eixo
rodoviário Rio-Santos e a Região
dos Lagos – Costa do Sol – que, ao
mesmo tempo em que adquirem
dinamismo nas atividades ligadas ao
lazer e ao turismo nacional e inter-
nacional, ganham, também, grande
impulso quanto ao crescimento po-
pulacional.

E mais, ressalte-se que o turismo
nacional continua sendo o de maior
participação para a cidade do Rio de
Janeiro. Isso afeta o perfil dos hóspedes,
cuja parcela motivada pelo trabalho tem
representatividade semelhante da mo-
tivada pelo lazer. Conseqüentemente, o
turismo de negócios ou de convenções
representa um potencial que deve ser
desenvolvido, para que o ramo acom-
panhe a dinâmica agregada da econo-
mia. É importante salientar que em
2007 ocorreram na cidade do Rio de
Janeiro a inauguração do Centro de
Convenções da Cidade Nova e, a partir
dos Jogos Pan-americanos, a moderni-
zação das instalações do Riocentro. Lem-
bre-se que este último é o maior centro
de exposições e convenções da América
Latina. Assim, a capacidade turística pre-

10 Respectivamente, nono e décimo quarto lugares no ranking brasileiro, com 5,4% e 2,2%
do total nacional em 2005.
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cisa ser expandida pelo maior aprovei-
tamento das diversas áreas de caracte-
rísticas naturais e culturais atrativas no
estado, bem como pela oferta de uma
melhor infra-estrutura para o turismo de
negócios.

Já com relação às Instituições Finan-
ceiras, a forte redução de seu peso relativo
(-7,5%) confirma a perda da vantagem
competitiva associada à antiga imagem
de importante praça financeira do País.
Afinal, apesar de continuar com a sede
da Comissão de Valores Mobiliários
(CVM) e da Superintendência de Segu-
ros Privados (Susep), o seu mercado de
capitais encontra-se fragilizado. Restaram
apenas algumas gestoras independentes
e uma grande gestora bancária de recur-
sos (BB DTVM), além de instituições de
funções especializadas, como o Instituto
de Resseguros do Brasil (IRB) 11. Dada
a primazia da movimentação financeira
pelos bancos comerciais e pela Bolsa de
Valores em São Paulo 12, é inexorável o
esvaziamento da atividade iniciado com
a transferência para Brasília das sedes
do Banco do Brasil e do Banco Central.
Apesar disso, o estado mantém ainda
importante papel nos circuitos de deci-
são de investimentos, porque se conser-
vam nele três dos maiores financiadores
do País: o BNDES e os fundos de pen-
são Previ e Petros. Ademais, a carteira

da dívida pública ainda é nele rolada
também (possui a mesa de open-market
do Banco Central). Dessa forma, a ativi-
dade continuou em decadência, embora
não tenha ocorrido o total esvaziamento,
pois inclusive apresentou taxa de cresci-
mento médio positiva.

A Administração Pública manteve
um peso relativo não desprezível
(14,4%), e isso em grande parte em ra-
zão da expansão da carga tributária e da
descentralização das receitas e da exe-
cução de atividades com a Constituição
de 1988. Além disso, a economia do
estado apresentou a mais cara folha de
pagamento do governo federal, corres-
pondendo a 23,7% em 2004, despesa
três vezes maior que a efetuada em Bra-
sília. Ressalta-se ainda que, também em
2004, o Rio de Janeiro foi o estado com
o maior número de servidores federais
do País (283.123 servidores), pratica-
mente o dobro do de Brasília. Somente
os servidores ativos no estado corres-
ponderam a 20,4% da máquina federal,
enquanto os ativos em Brasília, a apenas
9,9%. Como principal justificativa, pode-
se mencionar a presença considerável
das estruturas militares 13, numerosos
hospitais federais, quatro universidades
federais e as várias sedes de estatais e
de autarquias públicas (Furnas, Petro-
bras, Eletrobrás, IBGE, BNDES, entre

11 Recentemente, abriu-se o mercado nacional de resseguros à concorrência, processo que
representou o fim do monopólio do IRB. É incerto o reflexo dessa reconfiguração sobre
o papel que vinha desempenhando a cidade do Rio de Janeiro como centro nacional de
resseguros.

12 Cabe lembrar que no ano de 2000 foi determinado o encerramento das transações
realizadas pela Bolsa de Valores do Rio de Janeiro, e a operação do mercado acionário
brasileiro concentrou-se, em sua totalidade, na Bolsa de Valores de São Paulo.

13 Em 2004, 54% dos servidores civis em instituições militares estavam no Rio de Janeiro.
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outras) 14. Por outro lado, o estado tam-
bém mantinha o maior número dos ser-
vidores aposentados e pensionistas do
País – 77,6% maior do que o de servi-
dores ativos no estado. Dessa forma, boa
parte da economia fluminense ainda re-
flete o peso da Administração Pública,
embora isso não garanta por si só um
papel ativo do Estado em prol do de-
senvolvimento. Por isso, é importante o
maior entendimento entre as esferas de
governo para aumentar o aproveita-
mento desse significativo patrimônio fe-
deral que ainda nele se encontra.

O setor de serviços também apresen-
tou redução de sua participação relati-
va no PIB estadual (-17,7%), aliás, bem
mais expressiva que na década anterior.
Isso em grande parte reflete o desempe-
nho de outras atividades, principalmente
a forte expansão da indústria extrativa
mineral. Todavia, é preciso destacar que
também ocorre um debilitamento de sua
função na acumulação produtiva diante
da decadência da atividade financeira.

Mais uma vez, é importante separar
as Instituições Financeiras e a Adminis-
tração Pública, ao analisar a estrutura do
setor, para não incorrer em uma interpre-
tação equivocada dos dados. Como foi
visto na Tabela 3, a Administração Pú-
blica aumentou sua participação no PIB

fluminense (6,0%), enquanto as Institui-
ções Financeiras tiveram novamente uma
grave queda (-23%). Quanto à primeira,
é preciso ponderar que o grande ganho
de participação no PIB estadual ocorreu
na primeira metade da década de 1990.
Se for considerado apenas o período
posterior, os dados indicam uma perda
relativa. Quanto às Instituições Financei-
ras, é preciso ponderar que a redução do
seu peso nos PIBs regionais foi um movi-
mento generalizado em âmbito nacional,
o que reforçou o esvaziamento financeiro
específico da economia fluminense, já men-
cionado. Segundo Wilson Cano (2008),
esse movimento, em termos nacionais, foi
intenso entre 1989 e 1995, mas se man-
teve entre 1995 e 2004, apesar da proli-
feração de fundos de investimento, da
prática de juros reais elevados e do desor-
denado crescimento da dívida pública.
Por isso, o autor sublinha que essa redu-
ção do segmento denuncia uma forte con-
tração do crédito ao sistema produtivo.

Considerando a estrutura ajustada,
como se observou na Tabela 4, houve
novas transformações. Chama a atenção
o fato de os Transportes terem reduzido
sua participação. Para isso, pode ter con-
tribuído a alteração de preços relativos
através do câmbio e do barateamento
de combustíveis. Já o Comércio, com
ganho relativo modesto 15, e as Comuni-

14 Recentemente, foi anunciada a intenção da transferência para Brasília da Secretaria de
Comércio Exterior (Secex) do Ministério do Desenvolvimento, Indústria e Comércio Ex-
terior (MDIC). Se concretizada, corre o risco de ser desarticulada a integração entre os
departamentos do Ministério na cidade do Rio de Janeiro e os programas de estudos e
de assistência técnica da Firjan e da Secretaria de Desenvolvimento Econômico do governo
estadual.

15 Houve forte queda na sua participação relativa, restrita ao ano de 1989. Uma comparação
com outro ano próximo indicaria uma perda relativa. Por conseguinte, é preciso ter cautela
ao interpretar os dados.
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cações, com queda relativa não despre-
zível, tiveram evoluções diferentes das
ocorridas na maioria das outras regiões.
No caso das Comunicações, fica nítido
que, no estado, foram mais sensíveis à
reconfiguração após as privatizações.

Analisando o grupo de Outros Ser-
viços de forma agregada, nota-se uma
significativa perda relativa (-6,6%), uma
vez que quase todos os seus segmentos
sofreram reduções. A única exceção coube
aos Domésticos Remunerados. Mesmo
assim, o ganho foi mínimo (0,2%), o que
demonstra que o reflexo da deterioração
salarial no crescimento da renda foi tão
grave que minimizou o forte aumento do
emprego nesse segmento. Destaca-se a
forte redução de Alojamentos e Alimen-
tação (-4,8%), confirmando os impactos
negativos sobre a atividade turística,
embora não se descarte a influência da
alteração dos preços relativos, porque
também ocorreu redução de sua parti-
cipação nas estruturas de quase todas
as regiões. Serviços Médicos e Ensino,
analogamente ao ocorrido nas demais
regiões, tiveram perdas relativas, reve-
lando a deterioração do mercado de tra-
balho dessas atividades 16.

Nota-se que o grande destaque na
estrutura ajustada do setor foi uma maior
concentração em Aluguéis, com aumento
de 9,4%, alcançando 41,4% de partici-
pação em 2004. Contudo, não descar-
tando a importância das operações de
leasing, tanto de equipamentos como de
veículos, sua expansão parece estar

menos associada a serviços de produ-
ção, uma vez que esse resultado reflete
de alguma forma o processo de especu-
lação imobiliária no bojo do processo
de urbanização. Nesse ponto, é impor-
tante não esquecer a concentração de
recursos na metrópole carioca que pos-
suem um fim nitidamente de apropria-
ção patrimonialista relacionado ao
circuito imobiliário, posto que este, em
contraste com o menor dinamismo dessa
economia local, tem uma notável inten-
sidade que permite fortes subidas dos
preços relativos. Essa intensa atuação já
se verifica também em municípios como
Campos dos Goytacazes e Macaé, como
efeito da atividade petrolífera.

Por fim, é preciso advertir que o
IBGE, em 27 de novembro de 2007,
disponibilizou os dados das Contas Re-
gionais de 2002-2005, substituindo sua
base de dados de 1985 para 2002.
Cabe esclarecer que as alterações efe-
tuadas também não prejudicaram a aná-
lise anteriormente realizada; revelou-se,
inclusive, que a terciarização da econo-
mia fluminense vem sendo ainda maior
do que se supunha, com aumento con-
siderável do peso do setor de serviços,
que passou de 43,7% a 64,5%. Sendo
assim, a economia estadual está fican-
do cada vez mais dependente do de-
sempenho do referido setor, mas não
necessariamente pelo seu dinamismo,
que, embora inegavelmente ainda vigore
em alguns ramos, demonstrou inclusive
ser menor pela nova metodologia.

16 Esse resultado também pode estar refletindo tanto a forte inadimplência e crise do ensino
privado quanto as perdas no sistema de saúde privado com a expansão do sistema público
de saúde SUS e a expansão dos planos de saúde (de custo mais baixo).
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Todavia, diante dos novos valores para
o ano de 2004, algumas considerações
precisam ser feitas. Quanto à participação
regional, as principais modificações no
peso das atividades foram a queda de
11,2% em Alojamentos e Alimentação
e o aumento de 37,8% em Comunica-
ções, reforçando as conclusões sobre as
adversidades na atividade de turismo e
a importância das telecomunicações no
estado (ainda que seu potencial pudesse
ser mais bem aproveitado). Nota-se tam-
bém o acréscimo da participação no PIB
fluminense das Instituições Financeiras
e da Administração Pública; esta passou
a ser de 21,0%, confirmando sua expres-
sividade no estado. Já na estrutura ajus-
tada do terciário estadual, observa-se a
crescente relevância de Outros Serviços,
e, em menor medida, a de Transportes
e de Comunicações, o que resultou na
redução em Aluguéis, embora sua par-
ticipação no PIB estadual tenha sido
corrigida para cima.

O setor de serviços visto
pela ótica do emprego

Segundo o Censo Demográfico, além da
Construção Civil, apenas o setor de ser-
viços não teve retração das ocupações
entre 1991 e 2000. Dessa forma, sua
participação na PEA estadual voltou a
crescer até o patamar de 78,1%, embora
na PEA nacional tenha diminuído para
10,7%, diante da maior expansão urba-
na de outras regiões. Essa enorme tercia-
rização na estrutura de empregos do
estado reflete a geração de pobreza e
desigualdade, tendo em vista os limites da
acumulação produtiva. Afinal, os subem-

pregos em diversos serviços tradicionais,
ainda que de baixa produtividade, con-
tinuaram sendo um determinante fun-
damental da dinâmica do setor. Isso não
nega a presença de um terciário moder-
no, fator decisivo de competitividade por
ser empregador de uma mão-de-obra
mais qualificada.

É importante lembrar que a degra-
dação do mercado de trabalho urbano
não foi um fenômeno específico da eco-
nomia fluminense. Um recente trabalho
de Marcio Pochmann (2007) demons-
trou a ligação de um quadro nacional
de baixo dinamismo econômico com um
movimento de desestruturação do mer-
cado de trabalho nas diversas regiões do
País durante o período 1990/2005. A
partir da desaceleração da geração de
emprego formal e da maior expansão do
desemprego e das ocupações precárias,
ocorreu em muitos estados um aumento
de produtividade do ocupado, baseado
na contenção de postos de trabalho e
na redução real do rendimento. Dessa
maneira, além dos efeitos decorrentes da
introdução exógena de avanços tecno-
lógicos e organizacionais, a elevação da
produtividade nesse período estaria
muito associada à menor estabilidade da
estrutura de emprego.

Especificamente, o comportamento
do estado do Rio de Janeiro explicita a
maioria dessas evidências. Marcio Poch-
mann (2007) observou que, no período
1990/2005, a variação anual da PEA
(1,4%), apesar de ter sido pequena em
razão do saldo líquido negativo no mo-
vimento migratório, conseguiu ser maior
do que a variação anual do PIB (1,2%)



    213Bruno Leonardo Barth Sobral

e da taxa média de emprego (0,9% ao
ano, abaixo da respectiva média nacio-
nal, que foi de 2,3%). Ademais, a taxa
de desemprego aumentou anualmente
8,4%. Apesar de essa expansão ter sido
menor que a média nacional (10,6%),
o nível de desemprego manteve-se ainda
acima dela. Essa degradação do merca-
do de trabalho fica ainda mais visível
quando se percebe que o subemprego
constitui uma alternativa para a situação
de permanência do desemprego. Assim,

segundo o mesmo autor, houve o cres-
cimento concomitante do emprego for-
mal e informal nesse intervalo, apesar
de ambos terem apresentado taxas de
crescimento baixas (variação média anual
de 0,83% e 0,85% respectivamente). O
Gráfico 1 demonstra a evolução da taxa
de desemprego para o período 1992/
2006: ela se eleva de 6,7%, em 1992,
até chegar a 12,9%, em 2003, quando
passa a manifestar tendência de queda,
porém menor que a média nacional.

Gráfico 1: Taxa de desemprego para o Rio de Janeiro e o Brasil,
período 1992/2006 (em %)

Nota: Pessoas com 15 anos ou mais.
Fonte: Dados brutos do Instituto de Estudos do Trabalho e Sociedade

(Iets) com base no IBGE - Pnad.

Do ponto de vista dos rendimentos,
a situação também é preocupante.
Como mostra o Gráfico 2, houve tam-
bém queda continuada da renda média
salarial a partir de meados da década
de 1990, apesar de nos últimos anos ter
voltado a apresentar um crescimento
positivo (inclusive maior que a média

nacional). Ressalta-se que, como esse
indicador cresceu no interior, grande
parte do resultado negativo para o total
do estado se deveu à queda na Região
Metropolitana do Rio de Janeiro (RMRJ).
Ademais, ficou claro que o mercado de
trabalho formal do estado vem se “rees-
truturando”, aumentando a concentração
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nas atividades de baixa renumeração
(até dois salários mínimos). Além disso,
o crescimento do emprego formal não

Diante dessas evidências, os limites
para o desenvolvimento social tornaram-
se bem visíveis. No ano de 2005, cerca
de 20,2% da população teve ganhos
inferiores à linha de pobreza, e 5,8%,
ganhos correspondentes à situação de
indigência. Como mostra o Gráfico 3,
após a grande melhora obtida com o
Plano Real, não se firma uma tendência
de redução da pobreza. Mesmo voltan-
do a cair mais continuamente a partir de
2003, sua queda ocorreu de forma bem
menos acentuada que a média nacio-
nal. Dessa maneira, entre 1992 e 2005,
a pobreza no estado do Rio de Janeiro
apresenta redução de apenas 6,4%,
enquanto em termos nacionais esta é de
11,7%. Além disso, grande parte das
melhoras observadas se deu pelo declí-

foi ainda suficiente para ter um impacto
significativo na taxa de desemprego.

Gráfico 2: Rendimento médio do trabalho principal (R$), período 1992/2006

Nota: Pessoas com 15 anos ou mais. Valores expressos em reais de 2005.
Fonte: Dados brutos do Iets com base no IBGE - Pnad.

nio significativo dos indicadores no in-
terior do estado, quando comparados
com os da RMRJ, porque houve redu-
ção de seu percentual em 10%, enquan-
to, nesta última, a pobreza teve uma leve
tendência de alta em face do seu elevado
custo de vida. Cabe notar que o resultado
para 2006 já demonstra um aumento da
taxa de pobreza fluminense, ao contrá-
rio da média nacional.

Por conseguinte, o quadro de adver-
sidades é inegável, embora a renda
média salarial permanecesse uma das
maiores do País e os níveis de pobreza
e indigência continuassem abaixo da
média nacional. Por ser um problema
de caráter geral de demanda, a debilida-
de do mercado de trabalho independe
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de aumento na qualificação da mão-de-
obra disponível 17. Em outras palavras,
a mão-de-obra estadual constituiu um
recurso mal aproveitado, demonstrando
que uma dotação não se transforma ne-
cessariamente em uma vantagem com-

Gráfico 3: Taxa de pobreza do estado do Rio de Janeiro e do Brasil (%), período
1992/2005

petitiva, no caso de a estrutura ser inibi-
dora 18. Afinal, o perfil do mercado de
trabalho manteve seus traços negativos,
difundindo formas intersticiais de subsis-
tência compostas de elevada flutuação
de renda.

Fonte: Dados brutos do Iets com base no IBGE - Pnad.

Reconhecendo que esse resultado
atinge diretamente a dinâmica da RMRJ,
torna-se necessário fazer algumas consi-
derações sobre a estrutura do seu mercado
de trabalho, a partir das transformações da
década de 1990 analisadas por Jorge

Natal (2005) 19. Sobre o período 1992/
2001, chama a atenção a baixa taxa de
expansão do pessoal ocupado (9,4%),
revelando a incapacidade de absorver
todo o crescimento da PEA (16,4%). A
taxa de desemprego, apesar de ser uma

17 A partir da Pnad/IBGE, os indicadores de educação do estado para o período 1992/2005
são muito bons: além da queda de 6,4% para 3,1% na taxa de analfabetismo, também
ocorreu o aumento de 47,6% para 65,2% na taxa de trabalhadores com o 1º grau com-
pleto, o aumento de 29,8% para 46,1% na de trabalhadores com o 2° grau completo e o
aumento de 7,1 para 8,7 anos de estudo, em média.

18 Como adverte Carlos Lessa (2000, p. 438): “é verdadeiro que um indivíduo, com esforço,
talento e melhor educação disputará melhor a vaga por um posto de trabalho, porém
não o ‘cria’. A criação do posto de trabalho é fundamentalmente derivada do investi-
mento privado e do gasto público”.

19 Os dados trabalhados pelo autor, citados nessa seção, foram também obtidos a partir da
Pnad/IBGE.
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das menores, quando comparada com
a média de todas as regiões metropoli-
tanas brasileiras, acompanha a variação
nacional (cresceu 108% entre 1992 e
2001). Nota-se que o menor patamar da
taxa de desemprego reflete a manutenção
do processo de precarização das relações
de trabalho, inclusive com a redução do
número de empregados com carteira
assinada (-2,6%). Isso em virtude do sig-
nificativo aumento do número de traba-
lhadores por conta própria, empregados
sem carteira e empregados domésticos
(respectivamente 33,6%, 20,4% e 22,8%).

É importante perceber que boa parte
da intensa terciarização da economia
fluminense decorreu da concentração
populacional na RMRJ 20, processo que
foi agravado pelo fato de a crise econô-
mica ter enfraquecido a capacidade de
geração de emprego nos segmentos for-
mais da economia. Por conseguinte,
mesmo que não tenha impedido o vio-
lento crescimento do desemprego aberto,
o setor de serviços absorveu parte dos
expulsos da economia formal. Assim,
apresentou um comportamento da ocu-
pação caracterizado por uma expansão
modesta, com destacados segmentos de
baixa complexidade e caráter precário,
o que, por vezes, ultrapassou o limite do
lícito. Como sublinha Raphael de Al-
meida Magalhães (2001, p. 6),

esta gama de atividades ilícitas, com
menor ou maior aceitação social, é
fonte de emprego e renda, num espa-
ço metropolitano densamente habi-

tado, e sem base econômica para pro-
porcionar um caminho alternativo.

Dessa maneira, o setor de serviços
no estado se compõe de forma bastante
heterogênea, em conseqüência das
pressões advindas de um amplo quadro
de crise social: para o ano de 2001, 29%
dos ocupados no Comércio eram am-
bulantes, 61% dos trabalhadores em
prestação de serviço eram trabalhadores
domésticos ou por conta própria, e 33%
dos ocupados no estado eram trabalha-
dores informais (Melo e Marques, 2005).
Cabe salientar que, embora os reflexos
dessa crise sejam mais explícitos na
RMRJ, há a polarização regional reite-
rada da economia metropolitana a partir
da parte mais dinâmica do setor, uma
vez que é preciso relativizar a evolução
da rede urbana no interior. Apesar de
algumas cidades médias terem ganhado
maior evidência, a melhora apontada
ocorreu nitidamente em razão da interio-
rização pontual da indústria em algumas
poucas localidades, inclusive sendo esse
processo o principal responsável pelo
bom aumento do emprego formal (13,7%
de 1992 a 2001). Como destaca Jorge
Natal (2005, p. 103): “o interior flumi-
nense não foi ainda capaz de atrair de
maneira ampla segmentos mais dinâ-
micos e com maior valor agregado do
terciário”. Além disso, o mesmo autor ar-
gumenta que o crescimento do setor fora
do espaço metropolitano foi mais impul-
sionado pelo adensamento populacio-
nal do que pela demanda industrial. Em
suma, permaneceu, no geral, a pressão

20 Apesar de os últimos Censos Demográficos apontarem para uma estabilidade demográfica
e um melhor desempenho do interior, ainda é inegável essa forte concentração demográ-
fica na RMRJ.
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que distorce o papel do setor de serviços
no estado.

Esse quadro fica claro quando se
analisa, também a partir dos dados le-
vantados pelas Pnads, a evolução de-
sagregada da ocupação no setor de
serviços entre 1989 e 2004. Afinal,
27,0% da expansão da PEA terciária
ocorreu em Comércio e 15,7%, em
Domésticos Remunerados. Além disso,
a economia fluminense teve a menor
taxa de crescimento da PEA terciária
entre as regiões do País, uma vez que
quase todos os segmentos do setor tive-
ram taxas de crescimento entre as piores

apresentadas. A única exceção foi a
menor queda do resíduo do setor de
serviços (higiene pessoal, diversões, cul-
tura etc.). Por conseguinte, conforme se
observa na Tabela 7, esse grupo foi o
único que não perdeu participação no
emprego terciário nacional, apresentan-
do elevado ganho relativo (19,0%). Já
Aluguéis, mesmo com uma taxa de cres-
cimento das ocupações de 172,9%,
teve uma evolução menor em compa-
ração à das demais regiões, tornando
esse segmento o de maior perda relativa
no emprego terciário nacional entre os
segmentos do setor de serviços flumi-
nense.

Os dados da estrutura do terciário flu-
minense são igualmente reveladores: no
ano de 2004, a soma dos percentuais dos
serviços sociais e pessoais com os do Co-

mércio já perfazia 85,4%. Como mostra
a Tabela 8, o grande destaque nesse con-
junto são os Serviços Médicos e Ensino,
que aumentaram sua participação em
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3,1%. Por outro lado, obstáculos para o
maior dinamismo produtivo ficam mais
claros quando se percebe que os Servi-
ços de Apoio às Atividades Econômicas
e as Instituições Financeiras reduzem
suas participações em 2,5% e 2,1% res-

pectivamente. Quanto a essas últimas,
confirma-se seu grave debilitamento,
porque também na economia fluminense
ocorreu sua maior taxa de crescimento
negativa entre todas as economias regio-
nais do País (-30,3%).

À guisa de conclusão
A considerável terciarização histórica da
economia estadual ganhou ainda maior
complexidade nas últimas décadas,
embora mais ligada a uma lógica urba-
no-comercial do que a uma articulação
industrial-financeira. Assim, mantém
ainda seu peso na estrutura produtiva
sustentado: 1) por um componente his-
tórico de centralidade voltado para a
produção e distribuição, ainda que ate-
nuado em virtude da perda da função
de sede do governo federal e da con-
centração de serviços avançados em

São Paulo; 2) por uma complexa eco-
nomia metropolitana, que permanece
como um dos principais centros de pro-
dução e consumo nacional; 3) pelo li-
miar de uma possível ampliação da rede
urbana no interior do estado, embora
permaneça ainda uma estrutura primaz
com fraca hierarquização de espaços de
produção; 4) por uma debilitada acu-
mulação produtiva e precarização do
mercado de trabalho, explicitando o fe-
nômeno da “inchação” do setor.
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produtivas no estado. Dessa forma, deve-
ria depender da modernização financeira
e tecnológica associada diretamente a
um dinamismo generalizado alavanca-
do pela liderança do processo de indus-
trialização. Caso contrário, a expansão
dos serviços refletiria mais situações de
aparente inércia dos determinantes da
produção, não se traduzindo, pois, na
maior capacidade de acumulação a partir
dos requerimentos da base produtiva.

Portanto, há uma carência de políti-
cas voltadas para o fortalecimento das
articulações inter-setoriais e a garantia
de maior capacidade de arrasto. Nesse
ínterim, um pressuposto fundamental
para a ampliação da divisão do trabalho
é persistir no predomínio dos imperati-
vos da unidade nacional sobre os “ex-
clusivismos” regionais. Logo, a questão
regional deve ser enfrentada não como
algo avesso à questão nacional, mas
como parte da própria lógica de forma-
ção da economia brasileira.

É importante destacar que, estando
mais concentrada nos serviços sociais e
pessoais do que nos serviços de produ-
ção e distribuição, continuou bastante
identificada com a busca de alternativas
possíveis para o amplo quadro de crise.
Afinal, ao demonstrar historicamente
sérios limites para consolidar um centro
dinâmico de negócios associado à con-
centração/centralização de capitais, a
grande terciarização da economia esta-
dual contrapõe-se à atrofia da agrope-
cuária e à irregularidade da indústria de
transformação, ou seja, não reflete o
maior desenvolvimento das forças pro-
dutivas. Afinal, os resultados positivos
alcançados pela atividade petrolífera
não se generalizaram a ponto de alterar
a natureza dos problemas estruturais
pelos percalços enfrentados pela econo-
mia nacional.

A fim de superar os sobredetermi-
nantes mercantis, o setor de serviços
deveria ser requalificado para aumentar
suas relações com as demais atividades
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Abstract

The aim of the work is to analyze the re-
cent evolution of fluminense economy
and its interrelation with the productive
Brazilian deconcentration in the period
between 1970 and 2006. The hypothe-
sis that is going to be advocated for is that
the power of marketing determinants in
the state of Rio de Janeiro imposes great
obstacles to a major mobilization of its

Resumo

O objetivo do trabalho é analisar a evo-
lução recente da economia fluminense
e sua inter-relação com a desconcentra-
ção produtiva brasileira no período
1970/2006. A hipótese que se pretende
defender é que a força dos determinan-
tes mercantis no estado do Rio de Ja-
neiro impõe sérios obstáculos a uma
maior mobilização de seu potencial pro-
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productive potential. In this sense, are
going to be highlighted the conditions
in which it is growing the complexity of
state economical outsourcing in face of
the impasses of national economy.

Keywords: productive deconcentration,
fluminense economy, services sector,
marketing accumulation.

dutivo. Nesse sentido, serão enfatizadas
as condições em que vem aumentando
a complexidade da terciarização econô-
mica estadual diante dos impasses da
economia nacional.

Palavras-chave: desconcentração pro-
dutiva, economia fluminense, setor de
serviços, acumulação mercantil.
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Nordeste – 1959: a Lei de
Irrigação abortada

Hermes Magalhães Tavares

A política do presidente Juscelino
Kubitschek voltada para o desenvolvi-
mento do Nordeste foi alvo de grandes
debates no início de 1959, ao ser divul-
gada, e nos primeiros momentos de sua
execução. Um dos episódios marcantes
nos primeiros passos em direção à im-
plantação dessa política foi a discussão
em torno do Projeto de Lei de Irrigação,
inicialmente no Conselho de Desenvol-
vimento do Nordeste (Codeno) e depois
no Congresso Nacional, e do veto do
presidente da República à matéria apro-
vada pelos parlamentares. Bastante ci-
tado em trabalhos posteriores, o texto
daquele projeto foi, entretanto, pouco
divulgado na época, tornando-se uma
raridade com o passar do tempo.

A íntegra desse texto, acompanhada
da Exposição de Motivos do Presidente
da República, é agora publicada nesta
seção, “Documento”, que a partir deste

número passa a fazer parte, quando per-
tinente, dos Cadernos IPPUR. Para uma
melhor compreensão desse documento,
de seu pretendido alcance e de suas pos-
síveis implicações, apresentamos algu-
mas notas introdutórias ao contexto no
qual teve lugar a discussão da proposta
de Lei de Irrigação.

No momento histórico do final da
década de 1950, a industrialização brasi-
leira dera grande salto graças ao signifi-
cativo avanço da produção de bens de
capital, de bens de consumo durável e de
insumos básicos. O Governo Federal par-
ticipara ativamente desse processo ao im-
plantar um plano de investimentos, por
meio do qual o presidente Kubitschek
contava fazer o País crescer 50 anos em um
único período de governo. Nessa corrida
contra o tempo, prevaleceu amplamente a
lógica capitalista de concentração da pro-
dução, inclusive em termos geográficos.
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Crescem os descontentamentos das
forças políticas do Nordeste – a região
subdesenvolvida mais densamente po-
voada do País –, que já vinham de longa
data e ganharam grande expressão à
medida que se concretizavam os objeti-
vos do Plano de Metas, entre os quais a
construção acelerada da nova capital.
Para o Governo Federal, uma manifesta-
ção preocupante do clima político na-
quela parte do País fora a vitória eleitoral
dos governadores de oposição ao parti-
do do presidente, em alguns estados
nordestinos, nas eleições de 1958. O
governo reagiu com a conclusão em
prazo curto de uma política específica
para o desenvolvimento do Nordeste,
cujo conteúdo foi elaborado por Celso
Furtado em um período exíguo de três
semanas.

De forma praticamente unânime, o
documento preparado por Furtado e
apresentado pelo presidente Juscelino
Kubitscheck aos governadores nordesti-
nos no início de março de 1959 foi apro-
vado pelos principais atores (políticos,
intelligentsia e imprensa) envolvidos com
a política de industrialização. Já o diag-
nóstico da questão agrária e a proposta
de política para o setor agrícola foram
recebidos com sérias restrições. A via de
colonização de terras fora do semi-árido,
componente principal para enfrentar a
questão agrária, a muitos parecera tímida.
Parte das forças que compreendiam o
amplo leque das esquerdas, lutava pela
reforma agrária. Representantes menos
radicais da intelligentsia, durante um
Seminário realizado em Garanhuns, tam-
bém criticaram fortemente a visão do
documento para o setor agrícola.

É nesse contexto que nasce a idéia
de elaborar rapidamente uma Lei de Irri-
gação que permitisse amplo acesso à
terra. Deve-se lembrar que, antecipando-
se à aprovação da lei que sancionaria a
futura autarquia federal para o desen-
volvimento do Nordeste, o presidente
Kubitschek criou, por decreto, o Conse-
lho de Desenvolvimento do Nordeste
(Codeno), que se instalou em Recife em
abril de 1959. Diante das críticas feitas
à visão da questão agrária contida no
Relatório Furtado, o Conselho decidiu,
de imediato, enfrentar a questão da irri-
gação e, para tanto, indicou três impor-
tantes especialistas – Guimarães Duque,
Estevam Strauss e Vinícius Berredo –
com o encargo de elaborar um projeto
de lei a ser submetido ao Congresso
Nacional. O texto finalizado foi debatido
em reunião do Codeno realizada em
Teresina e foi aprovado por todos os
conselheiros, exceto pelo representante
do governo do Ceará, que pediu vista
do projeto. Finalmente aprovado pelo
Conselho, o projeto de lei foi submetido
ao Congresso pelo Executivo Federal.

O projeto visava apoiar futuros agri-
cultores capitalistas regantes, organiza-
dos em unidades familiares. Mesmo o
fato de o projeto de lei permitir aos “an-
tigos proprietários conservar uma par-
cela de terra que podia ser maior ou
menor do que as demais, desde que se
dedicassem com exclusividade à nova
agricultura irrigada” não era suficiente
para diminuir a poderosa oposição dos
latifundiários e do capital comercial, que
logo se organizaram. Reagiram ao que
era na verdade uma política de moder-
nização, que seguiria os passos do que
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há muito se fizera nos países desenvol-
vidos, inclusive nos Estados Unidos.

No Congresso Nacional, os debates
se centraram nos dispositivos da Consti-
tuição de 1946 que tratavam da proprie-
dade particular e abriam a possibilidade
de desapropriação por interesse social
(Art. 41, § 16, Art. 147).

As reações que já haviam começado
na reunião do Codeno em Teresina au-
mentaram nos momentos seguintes. O
foco da campanha, liderada pelo depu-
tado paraibano Argemiro Figueiredo, foi
o próprio Celso Furtado, tachado como
comunista por esse parlamentar, acusa-
ção bastante grave no Brasil dos anos
1950, e mais ainda no Nordeste. O re-
sultado foi uma enorme derrota para os
defensores da nova política regional, que
foram surpreendidos por uma manobra
política dos representantes dos grandes
interesses nordestinos no Congresso,
pouco conhecida à época. Segundo ex-
plica Furtado (1997) 1, os parlamentares
aprovaram um projeto de irrigação con-

servador em lugar do projeto original do
Codeno, restando apenas o recurso ao
veto do presidente da República:

Tudo se fizera com tanto ardil que foram
poucas as pessoas a perceberem que
o projeto originário do Codeno havia
sido substituído. Tratando-se de ma-
téria técnica, somente os iniciados
poderiam captar o alcance da dife-
rença entre os dois textos. Quando
acordamos para a manobra, restava
apenas o recurso de obter do presi-
dente da República o veto da falsa
lei de irrigação em sua totalidade.
Ademais era necessário obter do
Congresso que o veto não fosse posto
abaixo. Tudo isso tinha custo político
que absorvia tempo e considerável
esforço da pequena equipe que ha-
víamos constituído. Ganhamos a
dupla batalha do veto. Mas já não
havia condições políticas para pros-
seguir, no momento, a luta nessa fren-
te. Cabia dar por encerrado sine die
nosso belo projeto de lei de irrigação.

1 FURTADO, Celso. Obra autobiográfica. Rio de Janeiro: Paz e Terra, 1997. v. 2, p. 128.
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MENSAGEM PRESIDENCIAL

Senhores Membros do Congresso Nacional

Na forma do artigo 67 da Constituição, tenho a honra de apresentar a Vossas Exce-
lências o incluso Projeto de Lei que regula o uso da terra e da água nas áreas de
irrigação do Nordeste e dá outras providências.

A política de desenvolvimento do Nordeste, traçada por meu Governo e consubs-
tanciada na mensagem que acompanhou o projeto de lei de criação da SUDENE,
reconhece que é de fundamental importância a criação, na região nordestina semi-
árida, de uma agricultura resistente às secas, tanto pelo aproveitamento racional
das espécies xerófilas de valor econômico, como pela implantação de extensa rede
de irrigação. Reconhece o Governo que o grande esforço realizado no passado é
intensificado nos últimos três anos para dotar o Nordeste de um sistema de barra-
gens – objetivando represar parte daquelas águas que, em razão da concentração
da queda pluviométrica e da reduzida capacidade de retenção das estruturas sedi-
mentares, se perderiam totalmente – esse esforço deve ser agora complementado
por um decidido trabalho de aproveitamento das águas represadas. O que se fez
até o presente foi da mais alta importância para o Nordeste. Contudo, falharíamos
aos autênticos objetivos da política de obras contra os efeitos das secas, em que
estamos empenhados há meio século, se não chegássemos a completar esse esforço
de acumulação de águas com um programa de obras visando à integral utilização
dessas águas com critério econômico e social.

Se na região dos rios periódicos o aproveitamento econômico da água exigiu,
como pré-requisito, grandes investimentos para sua retenção, nas margens do São
Francisco a utilização da água, ali abundante, teve de ser precedida do aproveita-
mento do potencial hidráulico do rio e da regularização de sua vazão. Paulo Afonso
e Três Marias constituíram, assim, etapas preliminares que foi preciso vencer para
empreender o aproveitamento econômico, em grande escala, das águas san-fran-
ciscanas. Contudo, esse aproveitamento não virá espontaneamente. Um esforço
persistente, baseado em vultosas inversões públicas, deverá completar obras como
Paulo Afonso e Três Marias para que, na região semi-árida do Nordeste, surja uma
agricultura capaz de proporcionar ao sertanejo adequadas condições de existência
e de poupar ao país as grandes crises sociais criadas pelas secas periódicas.

A água represada nos açudes ou bombeada a baixo preço nas margens do São
Francisco com a energia de Paulo Afonso constituirá a base de um grande plano de
irrigação já em elaboração pelo DNOCS e pela CVSF em cooperação com o CODENO.
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Estudos preliminares já realizados permitem afirmar que nada menos de 250 mil
hectares poderiam ser irrigados no Nordeste no correr do próximo decênio.

Dispondo de área irrigada dessa magnitude, e sempre que a utilização da mesma
possa ser orientada com critério social, os aspectos mais calamitosos das secas aqueles
decorrentes do colapso da produção de alimento poderiam ser eliminados mediante
mobilização de recursos dentro da própria região. Com efeito, utilizando as áreas
irrigadas para produção intensiva de alimento, em observância a planos preestabe-
lecidos para execução em caso de incidência de seca, será possível ao Governo
evitar a drástica redução na oferta de alimentos e a brusca elevação de preços que
frustram toda política compensatória de investimentos destinada a absorver a mão-
de-obra desempregada pela redução da atividade econômica decorrente do colapso
da precipitação pluviométrica.

O projeto de lei que agora tenho a honra de enviar ao Congresso objetiva aparelhar
o Governo para empreender essa obra, certamente decisiva para o desenvolvimento
da economia nordestina, que é a implantação de uma grande agricultura de irrigação.
O espírito que norteou sua elaboração pode ser sintetizado nos pontos seguintes:

I – Criação de uma classe de agricultores regantes de nível de vida
suficientemente alto para que possam desempenhar sua completa missão
de interesse econômico e social

A agricultura de irrigação exige daquele que a pratica a assimilação de métodos
técnicos de trabalho, sem o que corre-se o risco de rápida destruição dos recursos
naturais e de brusca redução de rentabilidade do investimento. É por essa razão
que em todo o mundo, quando a irrigação tem por base o investimento público, se
limita o tamanho do lote irrigado a dimensões compatíveis com a capacidade de
supervisão e trabalho de um agricultor. A experiência de irrigação nas bacias dos
açudes públicos do Nordeste indica que, sem uma ação ordenadora do Governo,
prevalece a tendência à constituição de minifúndios e latifúndios. No primeiro caso,
não se criam condições para formação de um regante com capacidade técnica e
financeira. No segundo, surge uma classe privilegiada de proprietários absenteístas,
altamente beneficiados pelos investimentos públicos e sem contato direto com os
problemas complexos suscitados pela prática da irrigação.

O presente projeto de lei fixa o tamanho do lote irrigável em 15 ha para as
bacias dos açudes públicos e em 50 para as terras ribeirinhas dos rios permanentes.

Cada bacia deverá ser considerada como um projeto autônomo, tidas em conta
as peculiaridades evidenciadas pelos estudos agrológicos. Assim, o tamanho ótimo
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do lote será fixado em cada caso, levando-se em conta tanto o fato de que o uso da
terra estará subordinado a objetivos de caráter social – o que em alguns casos poderá
significar redução da rentabilidade – como a necessidade de evitar que o investi-
mento público se transforme em fonte de privilégio para uns poucos.

II – Garantia da utilização ótima da capacidade de produção criada pelo
investimento público

A irrigação na região nordestina, particularmente ali onde a água provém de rios
periódicos exigindo grandes obras de engenharia para sua retenção, requer grandes
imobilizações de capital que não será fácil justificar de um ponto de vista estrita-
mente econômico. A relação entre o investimento total, exigido por um sistema de
irrigação do tipo dos que existem atualmente nos açudes públicos, e a quantidade
de emprego criado diretamente por esse investimento tampouco é de molde a jus-
tificar o esforço que se pretende fazer neste setor. Destarte, é de absoluta importância
que a capacidade produtiva de cada sistema de irrigação seja totalmente utilizada
de forma permanente, sem prejuízo dos recursos naturais. Essa é uma das razões
pelas quais é indispensável formar regantes capacitados tecnicamente a usar ple-
namente os recursos de terra e água postos à sua disposição. A experiência tem
demonstrado que, muitas vezes, as terras irrigadas permanecem totalmente ociosas
ou parcialmente utilizadas, pelo simples fato de que o proprietário não tem interesse
direto na exploração agrícola e se nega a aliená-la, na esperança de auferir maiores
benefícios decorrentes da valorização trazida pelo investimento público.

III – Garantia dos padrões técnicos requeridos para preservação dos recursos
naturais

Em face das peculiaridades dos solos nordestinos, da pouca profundidade do lençol
freático na maioria das estruturas sedimentares da região semi-árida e, finalmente,
da pouca experiência de irrigação que ali existe, a assistência técnica ao regante é
da mais alta importância para preservação dos recursos naturais. A experiência de
irrigação já advertiu seriamente contra os perigos de uma progressiva destruição da
fertilidade dos solos e mesmo de uma rápida salinização. Sem uma assistência técnica
permanente e uma cuidadosa supervisão dos trabalhos de drenagem, os grandes
investimentos requeridos pela irrigação poderão transformar-se em fator de devas-
tação do Nordeste. Somente um regante perfeitamente capacitado e equipado com
os recursos necessários poderá desempenhar-se da complexa tarefa de preservação
dos recursos naturais, nas condições de calor e insolação que prevalecem nas regiões
irrigáveis do Nordeste semi-árido. A organização das bacias de irrigação proposta
no presente projeto de lei visa garantir aos regantes uma efetiva assistência técnica.
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IV – Preservação do caráter social na utilização da capacidade produtiva das
terras irrigadas

Já se observou que o critério estritamente econômico não justificaria os grandes
investimentos exigidos pelo plano de irrigação que o Governo tem em vista realizar
no Nordeste. É por sua importância social que se legitimam esses investimentos.
Caberá a eles contribuir de maneira fundamental para a solução do mais grave
aspecto do problema da região, que é o colapso da produção de alimento nos anos
em que a precipitação pluviométrica é insuficiente.

Contudo, é necessário ter em conta que esse objetivo social não será alcançado
espontaneamente, pois é perfeitamente possível que venha a colidir com o interesse
imediato do regante em mais de uma oportunidade. A experiência tem demonstrado
que o regante, beneficiário das grandes facilidades criadas pelo Governo nas bacias
de irrigação dos açudes públicos, busca aquelas culturas que maior rentabilidade
lhe proporciona, mesmo que isso represente desperdício de água ou que entre em
conflito com o interesse social no aproveitamento da terra e da água. Exemplo
disso é dado pela total imobilização com culturas permanentes das terras irrigadas.
As terras assim imobilizadas em nada contribuem, na eventualidade de seca, para
aumentar a oferta daqueles alimentos de que necessita para sobreviver a população
da zona semi-árida.

O que se tem em vista com o presente projeto de lei é armar o Governo para
criar na região uma agricultura de irrigação que efetivamente contribua para au-
mentar a resistência da economia da região semi-árida ao impacto da seca. Se bem
que as terras irrigadas devam ser utilizadas de forma a alcançar uma elevada renta-
bilidade, é indispensável que as mesmas constituam uma reserva permanente a ser
mobilizada em caso da seca para a produção intensiva daqueles alimentos que são
a base da subsistência da população atingida pelo flagelo. A cultura de hortaliças
poderá em muitos casos conciliar esse duplo objetivo de elevada rentabilidade e
de disponibilidade para mobilização em caso de seca. Não se trata, evidentemente,
de discriminar contra este ou aquele produto, mas sim de preservar a efetividade da
função social da bacia de irrigação. Através de tarifas diferenciais para uso da água,
o projeto de lei permite disciplinar a utilização econômica da terra e garante a pos-
sibilidade de reorientação do uso desta em caso de emergência de seca. Por essa
forma, poder-se-á alcançar o duplo objetivo de compensar o colapso da produção
de alimentos nas zonas secas, produzindo intensamente nas faixas irrigadas, e de
evitar – requisitando a produção de gêneros assim incrementada – a elevação de
preços que viria beneficiar uns poucos à custa da miséria de muitos.

Os objetivos que se buscam com o presente projeto de lei, e que vimos de
sumariar, indicam claramente que o Governo pretende lançar as bases de um novo
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tipo de agricultura no Nordeste. A estrutura agrária da região tem sido objeto de
sérias críticas da parte de muitos estudiosos que se preocupam com o desenvolvi-
mento econômico do Nordeste. A evolução dessa estrutura agrária terá de processar-
se no sentido da criação de um novo tipo de agricultor, mais bem equipado técnica
e financeiramente e diretamente ligado ao empreendimento agrícola. A emergência
desse empresário agrícola facilitará a operação do sistema de crédito e possibilitará
a organização do mercado dos produtos do agro para a defesa da renda do homem
do campo contra intermediários e financiadores inescrupulosos.

A elaboração do presente projeto de lei teve a seu favor a experiência acumu-
lada na região, durante os últimos decênios, e contou com a cooperação direta de
técnicos grandes conhecedores dos problemas específicos da irrigação na zona semi-
árida do Nordeste, cabendo salientar os nomes dos agrônomos J. Guimarães Duque
e Estevans Strauss e do Eng. Vinícius Berredo.

O presente projeto de lei, após ampla discussão, foi aprovado pelo Conselho
Deliberativo do CODENO, em sessão realizada na cidade de Teresina no dia 5 do
corrente, pela unanimidade dos seus membros.

Aproveito a oportunidade para renovar a Vossas Excelências protestos de alta
estima e distinta consideração.

Rio de Janeiro, em 25 de agosto de 1959.

Juscelino Kubitschek
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PROJETO DE LEI DE IRRIGAÇÃO PARA O NORDESTE

PROJETO DE LEI

Regula o uso da terra e da água nas áreas de irrigação
do Nordeste e dá outras providências.

Art. 1º - A União promoverá o aproveitamento intensivo das terras irrigadas e irri-
gáveis pelo Poder Público, nos estados da Bahia, Sergipe, Alagoas, Pernambuco,
Paraíba, Rio Grande do Norte, Ceará, Piauí e Maranhão, de acordo com os planos
de irrigação aprovados pela Superintendência do Desenvolvimento do Nordeste -
SUDENE.

Art. 2º - Os planos de irrigação determinarão as áreas irrigáveis e as adjacentes não
irrigáveis necessárias ao aproveitamento racional da terra e da água, assim como as
condições do seu uso, tendo em vista os interesses econômico-sociais da região.

Art. 3º - Os planos de irrigação, depois de aprovados pelo Presidente da República,
serão considerados da mais alta essencialidade para o desenvolvimento da região,
para efeito de aplicação automática de quaisquer favores legais e administrativos.

Art. 4º - As terras irrigadas em virtude de obras públicas somente serão utilizadas
pela forma e para os fins permitidos nos planos de irrigação, que especificarão os
casos de suspensão ou cancelamento do uso da água.

Art. 5º - Para possibilitar a execução dos planos de irrigação, poderão ser efetuadas
desapropriações por utilidade ou necessidade públicas, assim como por interesse
social.

Art. 6º - São desapropriáveis por interesse social as terras destinadas à constituição
dos lotes agrícolas, assim como quaisquer outras que, segundo os planos ou projetos
de irrigação, devam ser ocupadas com obras ou serviços necessários ao bem-estar
dos regantes e das suas comunidades rurais.

Art. 7º - São considerados justos, para efeito das desapropriações por interesse
social previstas no artigo anterior, os preços fixados à base de tabelas de preço e
mapas agrológicos cadastrais previamente aprovados pela Superintendência do
Desenvolvimento do Nordeste, que classificará os solos de acordo com o respectivo
valor agrícola.
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Art. 8º - Nas desapropriações previstas nesta lei (artigo 5º), serão excluídas de inde-
nização as valorizações decorrentes de obras hidráulicas ou complementares cons-
truídas pelo Poder Público ou por ele projetadas.

Parágrafo único - Por complementares entendem-se não só as obras hidráulicas
de distribuição como todas as demais que contribuem para o aproveitamento
racional da terra e da água nas áreas de irrigação, tais como drenos, estradas de
penetração, armazéns e silos, produção e transmissão de energia, terraplanagem
e instalações diversas.

Art. 9º - A exploração das terras dos sistemas públicos de irrigação será efetuada
através do lote agrícola, que não poderá exceder de quinze hectares irrigáveis nas
bacias dos açudes ou nas áreas servidas por poços e de cinqüenta hectares nas dos
rios perenes.

Art. 10 - Nas áreas desapropriadas, serão os lotes agrícolas, mediante arrendamento,
distribuídos a agricultores que exerçam diretamente a agricultura como atividade
exclusiva.

Parágrafo 1º - Terão preferência para o arrendamento os agricultores radicados
na região, observados os critérios estabelecidos no regulamento desta lei.
Parágrafo 2º - O arrendamento far-se-á pelo prazo de três anos, devendo o
arrendatário, até seis meses antes do termo, optar pela compra do lote.
Parágrafo 3º - São expressamente proibidos o subarrendamento e a transferência
do arrendamento, sob pena de rescisão deste.
Parágrafo 4º - Os aluguéis dos lotes serão fixados em tabelas aprovadas pela
Superintendência do Desenvolvimento do Nordeste.

Art. 11 - O arrendatário que manifestar a opção prevista no parágrafo 2º do Art. 10
terá preferência para a promessa de compra e venda do lote que ocupar, se houver
bem cumprido as suas obrigações de agricultor regante, nos termos da regulamen-
tação desta lei.

Parágrafo único - A promessa será efetuada pelo preço fixado em tabela apro-
vada por decreto executivo, sob proposta da SUDENE.

Art. 12 - A promessa poderá ser rescindida se o promitente comprador não realizar
pontualmente o pagamento das prestações do preço ou incorrer em qualquer dos
casos previstos nas alíneas “a” e “b” do Art. 21.

Parágrafo único - São intransferíveis a promessa de compra e venda dos demais
direitos do promitente comprador sobre o lote.
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Art. 13 - Cada arrendatário ou proprietário só poderá explorar um lote agrícola,
exceto na hipótese do Art. 28 e alínea “b”.

Art. 14 - Os preços dos lotes agrícolas serão compostos das seguintes parcelas:

a) Parcela de instalação, correspondente ao custo médio das obras complemen-
tares de irrigação referentes ao lote (Art. 8º, parágrafo único);

b) Parcela fundiária, correspondente ao valor das terras incluídas no lote, baseado
nos preços de desapropriação;

c) Parcela de edificações, correspondente ao custo das construções edificadas
nos lotes.

Parágrafo único - A parcela de instalação (alínea “a”, da drenagem, da terrapla-
nagem e da regularização do solo).

Art. 15 - O pagamento do lote será realizado em vinte prestações anuais de igual
valor, acrescidas de juros de seis por cento ao ano, contados de acordo com a
Tabela Price.

Art. 16 - O pagamento do lote agrícola ou das parcelas de instalação e de edificações
(Art. 14, alíneas “a” e “c”) poderá ser efetuado em terras irrigáveis, de forma tal que
o valor da superfície e acessórios transmitidos à União corresponda ao valor da
área irrigada.

Parágrafo único - as terras dadas em pagamento e o lote irrigado serão avaliados
pelo Juiz da Comarca da situação deste, que arbitrará livremente os respectivos
valores (Cod. Do Proc. Civil, Art. 258), à base de laudo do avaliador que desig-
nar, com observância dos critérios estabelecidos no Art. 7º e parágrafo único
desta lei.

Art. 17 - O lote agrícola é indivisível e resolúvel a propriedade do regante, instituída
ou subsistente de acordo com esta lei.

Art. 18 - Por morte do arrendatário ou do proprietário, havendo sucessores, estes
escolherão entre si o administrador do lote agrícola, se não preferirem extinguir a
comunhão.

Art. 19 - A comunhão entre cônjuge sobrevivente e os sucessores do arrendatário,
quando não resolvida amigavelmente, extingue-se por decisão judicial em pro-
cesso sumário (Cod. Proc. Civil, Art. 685), à base de instrução expedida, com
informação da administração do sistema de irrigação e verificação pessoal do juiz
competente.
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Art. 20 - Extingue-se o arrendamento:

a) Pelo termo do prazo contratual;
b) Pela rescisão do contrato;
c) Pela morte do arrendatário sem deixar cônjuge ou sucessor em condições de

explorar diretamente o lote agrícola.

Art. 21 - Poderá ser rescindido o arrendamento quando:

a) O arrendatário explorar o lote em desacordo com as normas e prescrições
dos projetos ou das administrações dos sistemas de irrigação;

b) O regime de comunhão prejudicar o aproveitamento econômico do lote agrí-
cola;

c) Não efetuado o pagamento do aluguel até noventa dias subseqüentes ao
vencimento, salvo motivo justo ou relevante, a critério da SUDENE.

Art. 22 - Extingue-se o condomínio:

a) Pela adjudição das partes indivisas ao cônjuge sobrevivente ou a um dos
condôminos, tendo preferência, por ordem de idade, o herdeiro varão ou
marido de herdeira domiciliado no lote e com experiência de irrigação;

b) Pela venda nos termos do Art. 30.

Art. 23 - Resolve-se a propriedade privada do lote agrícola quando verificados, em
relação ao proprietário, os casos previstos no Art. 21, alíneas “a” e “b”.

Art. 24 - A administração dos sistemas de irrigação, do mesmo modo que qualquer
comunheiro ou condômino poderá ter a iniciativa dos processos de extinção da
comunhão do arrendamento ou do condomínio.

Art. 25 - Em qualquer dos casos de reversão do lote agrícola ao domínio ou posse
direta do Poder Público ou das empresas a que se refere o Art. 33, são assegurados
ao arrendatário ou proprietário:

a) Direito à colheita da lavoura fundada;
b) Indenização de Benfeitorias à base do respectivo custo histórico, reajustado

de acordo com os índices de oscilação da moeda, fixados pelo Conselho
Nacional de Economia, e das desvalorizações decorrentes do uso, avaliados
pela administração do sistema de irrigação.

Parágrafo único - não são indenizáveis as benfeitorias realizadas sem autorização
expressa das administrações dos sistemas de irrigação, salvo as necessárias.
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Art. 26 - O lote agrícola só pode ser gravado em garantia de financiamento conce-
dido para a sua aquisição.

Art. 27 - Com a prévia concordância da administração do sistema de irrigação são
apenháveis as culturas do lote agrícola.

Art. 28 - As propriedades que, na data desta lei, tiverem terras irrigadas com águas
de sistema público de irrigação serão total ou parcialmente desapropriadas, nos
seguintes casos:

a) Se pertencerem a proprietários que não exerçam a agricultura como atividade
preponderante;

b) Quando maiores forem do que dois lotes agrícolas do sistema;
c) Quando a área irrigável da propriedade for menor do que aquela considerada

econômica no sistema.

Parágrafo 1º - na hipótese da alínea “b”, se o proprietário exceder a agricultura
como atividade principal, a expropriação incidirá somente sobre a parte que
exceder o tamanho de dois lotes.
Parágrafo 2º - as valorizações decorrentes de obras públicas, construídas, em
construção ou projetadas, não serão consideradas para efeito de indenização
(Art. 8º).
Parágrafo 3º - Cabe ao proprietário atingido pela desapropriação parcial pre-
vista neste artigo obter desapropriação total, se assim preferir.

Art. 29 - A propriedade remanescente (Art. 28) passará a ser exercida com favores
e as limitações estatuídas nesta lei, ficando os seus titulares obrigados ao pagamento
das parcelas de instalação e edificações (Art. 13) pela forma estabelecida no artigo 15.

Art. 30 - Depois de estabelecida a propriedade, o lote agrícola só poderá ser transfe-
rido ao Poder Público, ou à empresa administradora do sistema público de irrigação,
para cumprimento do disposto no Art. 10.

Parágrafo 1º - O preço da venda será fixado em arbitramento judicial, a reque-
rimento do proprietário, processado de acordo com o Art. 685 do Código do
Processo Civil, com observância dos Arts. 254, 256, 257 e 258 do mesmo Có-
digo, e compreenderá as despesas processuais.
Parágrafo 2º - Na fixação do preço, o juiz terá em conta o valor local das terras
e a rentabilidade do imóvel.

Art. 31 - A água dos sistemas públicos de irrigação será distribuída aos regantes
mediante o pagamento das seguintes taxas de utilização:
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a) Taxa fixa por hectare, devida independentemente do uso da água e variável
de acordo com a categoria da terra irrigável, destinada à conservação dos
canais e drenos;

b) Taxa por metro cúbico utilizado, variável de acordo com a lavoura irrigada.

Parágrafo 1º - As taxas de que trata este artigo serão fixadas bienalmente pela
SUDENE, mediante proposta da administração do sistema de irrigação.
Parágrafo 2º - os proprietários que fizerem doação, ou concordarem com a cons-
tituição gratuita de servidões perpétuas para a edificação de obras principais ou
complementares, terão direito a bonificação, não inferior a cinco por cento (5%),
nas tarifas de água.

Art. 32 - Além das demais obrigações estabelecidas nesta lei, os regantes são obri-
gados a:

a) Adotar medidas e práticas recomendadas pela administração do sistema, para
a conservação da fertilidade do solo;

b) Permitir a fiscalização de suas atividades pela administração do sistema e
prestar-lhe qualquer informação que lhes seja solicitada;

c) Proporcionar facilidades para a execução de trabalhos necessários à conser-
vação, ampliação e modificação das obras e instalações do sistema de irriga-
ção.

Parágrafo 1º - Se, em decorrência das alterações previstas na alínea “c”, houver
redução da área do lote ou danos materiais, o regante terá direito à indenização
correspondente.
Parágrafo 2º - A inobservância do disposto neste artigo constitui causa de resci-
são do arrendamento ou da promessa de compra e venda e de resolução do
domínio.

Art. 33 - Para administrar os sistemas públicos de irrigação, deverá a SUDENE pro-
mover a constituição de empresas com a estrutura jurídica adequada e aprovar
aquelas que forem constituídas com a cooperação de órgãos ou entidades gover-
namentais.

Parágrafo 1º - Os orçamentos dos órgãos e entidades de que trata este artigo
consignarão dotações específicas para a realização do capital das empresas a
que se refere este artigo.
Parágrafo 2º - Na composição do capital referido no parágrafo anterior, o Poder
Público, através dos órgãos ou entidades oficiais ou paraestatais participantes,
deterá parcela não inferior a cinqüenta por cento (50%) com direito a voto,
quando for o caso.
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Parágrafo 3º - As administrações dos sistemas públicos de irrigação poderão ser
também contratadas com pessoas ou empresas privadas especializadas.

Art. 34 - Para auxiliar a execução dos objetivos desta lei, fica instituído o “Fundo de
Irrigação do Nordeste”, que será formado com:

a) Aluguéis dos lotes arrendados;
b) Preços das revendas das áreas desapropriadas, quando as indenizações tiverem

sido efetuadas com recursos do “Fundo”;
c) Lucros obtidos nas revendas das áreas abrangidas pelos planos de irrigação;
d) Tarifas de água para irrigação;
e) Dotações orçamentárias;
f) Doações;
g) Valor do imposto de renda sobre o lucro imobiliário verificado em virtude das

vendas dos lotes agrícolas ou das indenizações dos imóveis desapropriados;
h) Lucros dos capitais aplicados pela União de acordo com os parágrafos 1º e

2º do Art. 33, bem como de quaisquer taxas ou remunerações a que se obri-
guem as empresas respectivas, de acordo com os contratos.

Parágrafo 1º - os recursos do “Fundo” serão movimentados pela SUDENE, à
base de orçamentos anuais de aplicação aprovados pelo Poder Executivo para
os seguintes fins:
a) Desapropriações de novas áreas para irrigação;
b) Indenizações previstas nesta lei;
c) Aquisição de máquinas, implementos agrícolas, sementes, adubos, inseticidas

e fungicidas, plantas e animais para serem cedidos aos regantes ou às suas
organizações, mediante aluguel ou venda;

d) Preparo dos lotes agrícolas para efeito de exploração racional;
e) Subscrição de quotas de capital de cooperativas de regantes e de empresas

administradoras dos sistemas de irrigação;
f) Garantia de empréstimos contraídos com bancos para efeito de exploração e

melhoramento do lote, de acordo com o convênio entre administração do
“Fundo” e o estabelecimento bancário.

Parágrafo 2º - As provisões do “Fundo” serão aplicadas para os fins do parágrafo
anterior com o objetivo de manter, melhorar ou ampliar os sistemas de irrigação,
inclusive estudos e pesquisas sobre o uso da água e solo.

Art. 35 - Ficam isentos de quaisquer impostos e taxas os contratos, termos, ajustes e
registros aprovados ou procedidos em virtude desta lei, inclusive para a concessão
de financiamento.
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Art. 36 - As dotações orçamentárias e créditos especiais destinados a execução dos
planos, programas e projetos de que trata esta lei serão automaticamente registrados
pelo Tribunal de Contas e distribuídos ao Tesouro Nacional, que os depositará no
Banco do Brasil S. A., no Banco Nacional do Desenvolvimento Econômico ou no
Banco do Nordeste do Brasil S. A., em conta especial, à disposição da entidade a
que forem atribuídos.

Parágrafo único - Os saldos das referidas dotações e créditos, quando não utili-
zados, serão escriturados como “Restos a Pagar”, com a vigência de cinco anos.

Art. 37 - Esta lei entrará em vigor na data de sua publicação, revogadas as disposições
em contrário.
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ÍNDICE REMISSIVO DE TERMOS EMPREGADOS NO PROJETO

Água –
Taxas de utilização (Art. 31)
Aproveitamento racional da terra e da água – (Art. 2º)

Arrendamento –
Preferência e condições de – (Art. 10 - parágrafos 1º e 4º)

Desapropriações –
De terras irrigadas com águas de sistema público – (Art. 28)
Fixação de preços justos para (Art. 7º)
Indenização (Art. 8º)
Por utilidade ou necessidade públicas e interesse social (Art. 6º)

Empresas exploradoras de irrigação –
Constituição de – participação da União (Art. 33)

Favores legais e administrativos –
Aplicação automática (Art. 3º)

“Fundo de Irrigação do Nordeste” –
Constituição do – (Art. 34)

Indenização –
Critério de avaliação de benfeitorias para fins de (Art. 25, letra “b”)
Exclusão das valorizações decorrentes de obras públicas (Art. 28, parágrafo 2º)

Interesse social –
Definição de (Art. 6º)

Isenção de impostos e taxas –
Condições para (Art. 35)

Lotes agrícolas –
Áreas máximas irrigáveis (Art. 9º)
Arrendamento (Art. 10)
Causa específica de rescisão do arrendamento ou da promessa de compra e

venda e da resolução do domínio (Art. 32, parágrafo 2º)
Constituição de (Art. 6º)
Exploração de (Art. 13)
Extinção de arrendamento (Art. 20)
Extinção de condomínio (Arts. 22 e 24)
Fixação do preço da venda por arbitramento judicial (Art. 30)
Gravame e penhor (Arts. 27 e 28)
Pagamento (Arts. 15 e 16)
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Reversão ao domínio público ou a empresa exploradora (Art. 25)
Sucessão de direito de propriedade (Arts. 18 e 19)
Tamanho e composição de (Art. 9º - parágrafo único)

Mapas agrológicos cadastrais –
Base para desapropriações (Art. 7º)

Planos de irrigação –
Aprovação pelo Pres. Da Rep. (Art. 3º)
Determinação de áreas irrigáveis (Art. 2º)
Determinação de tamanho e composição de lotes agrícolas (Art. 9º - parágrafo

único)
Dotações orçamentárias e créditos especiais (Art. 36)
Terras desapropriáveis (Art. 6º)
Utilização de terras irrigadas em virtude de obras públicas (Art. 4º)

Regantes –
Obrigações de ordem técnica (Art. 32)

Tabelas de preços para desapropriações – (Art. 7º)
Terras desapropriáveis –

Por interesse social (Art. 6º)

Uso da água –
Suspensão ou cancelamento (Art. 4º)
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